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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE AGRICULTURA Y DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, UNIDAS, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal.

BOLETÍN Nº 669-01
____________________________________

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, tienen el honor de presentaros su nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado por Mensaje de S. E. el ex Presidente de la República, don Patricio Aylwin, calificado de “simple urgencia”.


Cabe tener presente que el 14 de diciembre de 2005 las Comisiones unidas evacuaron su segundo informe complementario, que pasó a la Comisión de Hacienda.  Posteriormente, con fecha 16 de enero de 2007, la Sala del Senado acordó abrir un nuevo plazo de indicaciones para ser recibidas en la Comisión de Hacienda, plazo en el cual se presentaron las que se consignan en el Boletín respectivo, numeradas de la 229 a la 278, disponiendo que, una vez evacuado el informe de dicha Comisión, éste pasare a las Comisiones unidas para un nuevo segundo informe.


Asimismo, se deja constancia que durante su estudio en las Comisiones unidas, por acuerdo de la Sala, se reabrió el plazo para presentar indicaciones al proyecto las que se consignan en el Boletín respectivo, numeradas de la 279 a la 343. 


Asistió, a una de las sesiones en que se trató este proyecto, además de sus integrantes, el Honorable Diputado señor Roberto Delmastro.


Concurrieron, asimismo, especialmente invitados, los representantes del Ejecutivo que a continuación se indican.



Por el Ministerio de Agricultura, la Subsecretaría, señora Cecilia Leiva; el Fiscal, señor Mauricio Caussade; el asesor señor Aarón Cavieres; el asesor legislativo, señor Andrés Jouannet, y el abogado de la Asesoría Jurídica de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, señor Santiago Huerta. 


Por el Ministerio de Hacienda, la Subsecretaria señora María Olivia Recart; los asesores señora Tamara Agnic y señores Cristóbal Marshall y Adrián Fuentes; también, lo hizo el asesor de la Dirección de Presupuestos, señor Hernán Moya.


Por la Corporación Nacional Forestal, su Directora Ejecutiva, señora Catalina Bau; el asesor de la Dirección Ejecutiva, señor Mario Pinto; la Gerente de Finanzas, señora Carmen Gloria Herrera; el Gerente de Normativas Forestales, señor Fernando Olave; el Jefe del Departamento de Fiscalización Gerencia de Normativas Forestales, señor Jaime Vielma, y la Fiscal, señora Carmen Paz Medina. 


También expusieron ante las Comisiones unidas sus observaciones respecto a la iniciativa, las cuales se encuentran en la Secretaría de las Comisiones a disposición de los señores Senadores, las siguientes entidades:  por la Corporación Chilena de la Madera, CORMA, su Vicepresidente don Fernando Raga, el Vicepresidente Ejecutivo don Juan Eduardo Correa; el Segundo Vicepresidente don Alex Strodthoff, el Presidente del Departamento de Bosque Nativo don Rodolfo Tirado y el Gerente de Extensión don Hugo Knockaert; por la Asociación Gremial Regional Forestal y Maderera de Aysén A.G., ARFOAYSEN, el Presidente, don Víctor Sierra, y por la Asociación Forestal y Maderera de Magallanes A.G, AFORMA, su Presidente don Juan Mauricio Rosenfeld. 


Participaron, asimismo, la señora Flavia Liberona, Coordinadora de Red de Bosque Nativo; el señor Luis Corrales, Presidente de la Red de Pequeños Propietarios de Bosque de la Araucanía, y los señores Alex Strodthoff y Christian Porré, Presidente y asociado, respectivamente de la Agrupación de Propietarios de Bosque Nativo de la Región de Los Lagos y de Los Ríos, Pro-Nativo.


Asimismo, intervinieron representantes de asociaciones de profesionales y del ámbito académico: por el Colegio de Ingenieros Forestales, su Vicepresidente Nacional don José Cabello y el Secretario Ejecutivo, don Julio Torres; por la Facultad de Ciencias Forestales de la Universidad de Talca, su Decano don Juan Franco, y por la Facultad de Ciencias Agrarias y Forestales de la Universidad Católica del Maule, su Decano don Jorge Contreras. 


En representación de los trabajadores del sector, por la Federación Nacional de Sindicatos de Conaf, los Directores señores Raúl Molina y Jaime Viguera, la Dirigenta Nacional, señora Alba Garrido y  el Presidente del Sindicato Nacional de Profesionales de Conaf, señor Jorge Martínez.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Se previene que debieran ser aprobado con quórum de normas orgánicas constitucionales, de acuerdo con el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental las siguientes disposiciones: el inciso cuarto del artículo 8º, y los artículos 10, 34 (42) y 38 (46).


Asimismo, son normas de rango orgánico constitucional de acuerdo con el artículo 66, inciso segundo, en relación con el artículo 38, inciso primero de la Constitución Política de la República, los siguientes preceptos:  4º, 5º, 8º, 9º, 10, 11, 12, 13, 16 (17), 19 (20 y 21), 23 (32), 25 (34), 26 (4º transitorio), 27 (35), 30 (38), 31 (39), 33 (10), 34 (42), 37 (45), 39 (47), 40 (48), 42 (50), 43 (51), 45 (52), 46 (53), 51(58), 52 (59), 54 (61), y los artículos 58 (60) y 59 (61), en atención a que modifican tácitamente la ley Nº18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, de conformidad con el inciso segundo del artículo 66, en relación con el artículo 38, inciso primero de la Constitución Política de la República.

- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:





1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 1º, 29, 53, 55 y 56.
2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones:  números 14, 22, 26, 30, 33, 53, 56, 57, 74, 106, 111, 113, 132,  150, 161, 173, 174, 209 letra b), 220 Nº 2 y 3,  229, 231, 232, 233, 235, 236, 242, 245, 246, 250, 256, 262, 264, 266, 267, 268 letra b), 272, 273, 274, 276, 283, 284, 286, 292, 293, 296, 299, 301, 302, 304, 305, 308, 318, 328 y 330. 
3.- Indicaciones aprobadas con modifica
ciones:  números 16, 23, 24, 29, 31, 59, 70 bis, 103, 112,  149, 152, 159, 220 Nº 1, 230, 237, 239, 240, 244 letra a), 247, 248, 249, 254, 255, 257, 260, 268 letras c), 271, 278, 288,  291, 297, 300, 303, 309, 310, 326, 327, 329, 333, 334, 335, 336, 337, 338, 339, 341, 342 y 343.  

4.- Indicaciones rechazadas:  números 1, 2, 3, 4, 5,  7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 15,  17, 18, 19, 20, 21, 25, 27, 28, 34, 35, 36, 37, 39, 44, 45, 48, 49, 50, 54, 55,60, 61, 62, 64, 65, 67, 78, 93,  102, 109, 110, 124, 127, 128, 129, 130, 131, 133, 134, 135, 136 letra a y b, 137, 138, 139, 140,  141, 144,  145, 146, 147, 148, 151,153, 154, 155, 156, 157, 158, 160, 162, 163, 164, 165, 166, 168, 169,  175, 176, 178, 179, 180, 181, 182, 183, 184, 185, 186, 187,188, 189, 190, 191, 192, 193, 194, 195, 196, 200, 201, 208, 209 letra a), 210, 211, 212, 213, 214, 215, 216, 217, 222, 223, 224, 225, 226, 227 art 3º, 228, 234, 238, 241, 243, 244 letras b) y c),  251, 252, 253, 258, 259, 261, 263, 265, 268 letra a, 269, 270, 275, 277, 279, 280, 281, 285, 307, 311, 312, 313, 314,315, 316, 317, 319, 320, 321 y 340.

5.- Indicaciones retiradas:  números 6, 38, 58, 63, 66, 72, 75, 76, 77, 79, 81, 104, 142, 143, 177, 282, 287, 289, 290, 294, 295 y 306.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles:  números 32, 40, 41, 42, 43, 46, 47, 51, 52, 68, 69, 70, 71, 73, 80, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89, 90, 91, 91 bis, 92, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 105, 107, 108, 114, 115, 116, 117, 118, 119, 120, 121, 122, 123, 125, 126, 167, 170, 171, 172,  197, 198, 199, 202, 203, 204, 205, 206, 207, 218, 219, 221, 227  artículos 4º y 5º transitorios, 298, 322, 323, 324, 325, 331 y 332.

- - -


Cabe señalar que las Comisiones unidas, en atención al trámite acordado por la Corporación, no consideraron necesario que el proyecto volviera nuevamente a la Comisión de Hacienda, toda vez que la misma ya había emitido su pronunciamiento sobre la iniciativa en cuestión.

- - - 


La señora Cecilia Leiva, Subsecretaría de Agricultura, enunció los objetivos centrales del Mensaje que el Ejecutivo enviara, en 1992, al Congreso Nacional: incentivar el manejo sustentable del bosque nativo y, en forma  simultánea, regular su reemplazo.  Caracterizó la situación presente, como un diálogo entre actores de los ámbitos público y privado, que pone en evidencia un alto nivel de acuerdo en lo concerniente a los incentivos que fomenten el desarrollo sustentable del bosque nativo.  A la vez, consignó, es ostensible el disenso en lo referente a la habilitación de los terrenos de bosques esclerófilos para la agricultura y a la sustitución del bosque nativo, así como en el ámbito de la regulación de los monumentos naturales, por no ser, ésta, una materia congruente con la actual orientación del proyecto.  


Recapituló el contenido sustancial de la indicación sustitutiva del Ejecutivo: sacar del proyecto los temas conflictivos y trabajar estos aspectos por vía de una ley complementaria, orientada, específicamente, a conservar las áreas que cuenten con un alto valor, desde el punto de vista de la biodiversidad, proteger los suelos, evitar malas prácticas y aprovechar sustentablemente para fines frutícolas las áreas no relevantes para la conservación de la biodiversidad. 


Agregó que el Ministerio de Agricultura, por conducto de la Subsecretaría, trabajará dichos aspectos, con los objetivos enunciados, y el gran compromiso asumido es materializar una legislación complementaria, iniciativa que se espera presentar en el mes de noviembre del presente año.  Lo tocante a los monumentos naturales, explicó, es una materia vinculada a la estructuración en proceso del Ministerio de Medio Ambiente.


Señaló que el Ejecutivo, en conjunto con las organizaciones participantes de la Mesa de trabajo, se concentró en generar un conjunto de indicaciones de consenso cuyo foco es el fomento del manejo del bosque nativo.  Insistió en que el interés de que hubiera un proyecto de ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal fue explicitado en un documento suscrito el 22 de julio de 2006.  Asimismo, mencionó, una vez que concluya la tramitación legislativa del proyecto, existe la voluntad de proyectar el trabajo participativo en la elaboración del cuerpo reglamentario de esta ley, así como en la implementación de la políticas públicas tendientes a facilitar que la agricultura familiar campesina, junto con acceder a los beneficios de esta ley, participe en el uso de la dendroenergía.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, complementó la exposición del proyecto, y señaló que las indicaciones formuladas por S. E, la señora Presidenta de la República, pueden ser comprendidas bajo un esquema de cuatro contenidos principales:   establecimiento de incentivos, regulación de las intervenciones, institución de los acreditadores forestales y  destinación de recursos para un fondo de investigación. Lo anterior, prosiguió, indica que, al comparar aquéllas con los ámbitos normados en el debate que sostuvieron estas Comisiones unidas en el año 2005, se advierte la segregación de las normas atingentes a monumentos naturales, a la habilitación de terrenos agrícolas y sustitución de bosque nativo y a la institucionalidad de las áreas protegidas.


Destacó que la indicación trae consigo una simplificación del proyecto, y explicó que los principales cambios, en relación con el texto propuesto por las Comisiones unidas, inciden en la eliminación de diversas disposiciones: artículo 19, referido a los monumentos naturales; artículo 23, a la habilitación de terrenos para la agricultura; artículo 24, a la reforestación; artículo 46, a las sanciones a los acreditadores forestales; artículo 59, al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado y el artículo 2º transitorio, que versa sobre el Libro Rojo de la Corporación Nacional Forestal ya que, entre tanto, se puso en aplicación el trabajo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente con la promulgación del reglamento sobre clasificación de especies, con lo cual aquél devino innecesario.


Refiriéndose a la entidad y a la orientación de los cambios fundamentales que caracterizan a la indicación en examen, especificó que en el artículo 2º, junto con la supresión de algunos conceptos legales incidentes en la clasificación de especies, se propone modificar la definición de bosque, en armonía con la Ley de Bases del Medio Ambiente, lo que es concordante con el hecho de que el proyecto se concentra en materias propias de fomento forestal, por lo cual es racional que, en el concepto de acentuación de lo productivo, se opte por recurrir a la definición del decreto ley N° 701, de 1974.  Puntualizó sobre este particular, que se trata de un cambio sustantivo, pues las Comisiones unidas concordaron, en su oportunidad, en conceptuar al bosque como un “ecosistema en el que predominan especies arbóreas”, mientras que la indicación, en rigurosa coherencia con la función de fomento que caracteriza al proyecto, lo especifica como un “sitio poblado con formaciones vegetales en las que predominan árboles”.  


Absolviendo una consulta del Honorable Senador señor Longueira, sobre los efectos prácticos de esta enmienda, señaló que la explicación radica en que, hasta ahora, el proyecto normaba, también, la sustitución de bosque nativo, noción, ésta, que ha sido vinculada a la contraposición de dos referentes de valor: para determinados actores, el valor de los terrenos radica en que pueden ser usados para la producción, y para otros, lo ponderable es que contienen y configuran un patrimonio ecológico valioso,  En este contexto, ahondó, la definición del bosque como un ecosistema tiende a poner el acento en el valor ambiental, mientras que el acuerdo en que se sustenta el texto de las indicaciones defiere a la ley complementaria el debate que confronta al valor ecológico versus el valor productivo.  El corolario de lo anterior es que, en este escenario, una definición más apropiada es la que prescribe el decreto ley N° 701, de 1974, y sus modificaciones. 


Reiteró lo expuesto por la señora Subsecretaria, en orden al compromiso del Ejecutivo a abordar los temas de aquella ley complementaria, en una mesa amplia, a la que concurran desde los sectores productivos hasta las organizaciones ambientales, incluyendo el Comité Científico por el Bosque Nativo.


Enfatizó como otro cambio de incidencia igualmente sustantiva, el que se consulta introducir al Título IV Del Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo, en aspectos tan importantes como las bonificaciones y las actividades a bonificar.


Ante todo, señaló que se habían observado debilidades en la redacción de los artículos referentes a incentivos, hecho que razonablemente complicaría la aplicación eficaz de este cuerpo legal.  Insistió en que la lógica del proyecto, desde su origen, y el interés de los actores productivos ligados al bosque nativo, sean campesinos o empresarios, procuran que la ley permita incentivar un conjunto secuencial de actividades de manejo en cada superficie, tales como lo serían un raleo, un segundo raleo, o un clareo, dispositivos que resultan esenciales para el manejo ordenado de los bosques.  


Planteó que la formulación del precepto actual complica esta inteligencia, pues habilita sólo una intervención.  Contrastó la redacción actual del artículo 22 que, en la parte persistente, dispone: “Habrá un Fondo concursable…. a través del cual se otorgará, por una sola vez para cada superficie, una bonificación…” Los cambios expresados son recogidos, principalmente, en lo que pasaría a ser el artículo 23, en el marco del texto de indicaciones propuestas, al prescribir lo que sigue:  “Un mismo interesado podrá participar en nuevos concursos, con el fin de obtener una bonificación, para una misma superficie, para realizar otras actividades forestales definidas en el reglamento y que correspondan a un mismo literal, siempre que el monto de la bonificación a la que se postula, en conjunto con el de las que se haya obtenido en otro concurso, no supere el monto máximo bonificable por hectárea señalado en las letras a) a c) del artículo  anterior”.


En un orden de consideraciones similar, la indicación agrupa las actividades a bonificar, concentrándolas en tres literales que, respectivamente, corresponden a líneas cuya finalidad es: ordenar la preservación y la mantención de la diversidad biológica, la producción no maderera y la producción maderera.  Asimismo, afirmó, se ha optado por no identificar las actividades particulares bonificables y dejar que su determinación la haga el reglamento.


Siempre dentro del bosquejo de los cambios que propone el Mensaje de indicaciones, agregó que el artículo 15 establece otro cambio, al instituir un plan de manejo de preservación, figura que hasta ahora no existía en el articulado, como efecto de lo cual se generaba un vacío que era, sin duda, relevante cubrir o, a lo menos, precisar, con la finalidad de la adecuada aplicación de los incentivos en particular, y para aspectos de regular ciertas intervenciones excepcionales. 


Destacó, además, que en el Título VII, que norma las sanciones y los tribunales, se ha armonizado la técnica reguladora, pues había irregularidades en la sanción de las diversas faltas.


Finalmente, en este orden de apreciaciones, observó que en el artículo 56, que traspasa funciones del Servicio Agrícola y Ganadero a la Corporación Nacional Forestal, si bien mantiene en su integridad el contenido, se ha procurado precisar la redacción para quitarle una formulación excesivamente genérica.


Siempre en referencia a los contenidos de la ley, destacó el criterio normativo  que le reconoce a los pequeños campesinos el derecho a percibir un 15% más del monto de la bonificación que corresponda; así, en el renglón de las actividades de conservación, tendrán derecho a un incentivo de 5,75 UTM, al igual que en el caso de las bonificaciones para estimular la aplicación del bosque nativo a productos no maderables, la cual se duplicará a 11,5 UTM, tratándose de productos maderables.


Por otra parte, planteó la ostensible preocupación tanto de los campesinos como de otros actores para posibilitar el acceso de aquéllos a los beneficios que consulta la ley, lo que llevó a una redefinición de sus contenidos, y  resaltó la importancia del avance conseguido en el establecimiento de variables consideradas idóneas para alcanzar equidad, como lo son los mecanismos que atienden a la superficie predial, el carácter de pequeño propietario, la asociatividad, el nivel de calificación del postulante y la obtención de otros subsidios vinculados a la actividad forestal.  Atribuyó un rasgo similar a los criterios para priorizar los terrenos en los cuales se focalizará la asignación: su tamaño; el monto bonificable solicitado y la parte del financiamiento que asume de la cual se hace cargo el interesado.


Revisó, enseguida, los compromisos gubernamentales contraídos en el ánimo de conservar el ambiente de cooperación que se trasunta en la indicación que debe considerar el Congreso Nacional: proyectar aquella dinámica participativa a la  elaboración del reglamento, asimismo, elaborar políticas complementarias que apoyen el acceso de los pequeños y medianos propietarios a los beneficios de la ley, por la vía del suministro de información, del apoyo directo y del diseño de normas de manejo de carácter general, dado que la ley del bosque nativo, aun siendo un instrumento importante, es insuficiente para cubrir todos los desafíos que esto implica.


Las políticas complementarias, prosiguió, tienden, asimismo, a entregarle apoyo a los pequeños y medianos propietarios en la producción y comercialización del bosque nativo, para lo cual se definirán e implementarán modelos de gestión, sobre la base de la experiencia que nace del trabajo en conjunto de la Cooperación Alemana con la Corporación Nacional Forestal. 


Se refirió, en particular, a la producción dendroenergética del bosque nativo, cuyo potencial acumulado, al ser puesto en marcha mediante planes de manejo forestal de aquél, generará un volumen de desecho de madera. Resaltó que son aspectos primordiales, sin embargo, determinar la magnitud de su  aporte a la superación del déficit energético, analizar su viabilidad económica y compatibilizar, en forma eficiente, el incentivo al manejo que establece esta ley con el desarrollo energético.  Informó que si bien se tiene conocimiento del gran número de inversionistas interesados en establecer plantas de esta clase, aparentemente están muy al borde desde el punto financiero, lo que explica que no se haya materializado aquel interés.  Continuó diciendo que se estima posible conseguir, en beneficio de todos los actores, una sinergia adecuada entre los incentivos que coloca esta ley y la puesta en marcha de esas iniciativas con la apertura de mercados para el material de desecho, puesto que sin aquél no habrá donde vender éste.


Mencionó que la regularización del manejo del bosque nativo es otra línea de acción muy importante. En síntesis, lo anterior lleva, por una parte, a una fiscalización efectiva del cumplimiento de los planes de manejo y, por la otra, a apoyar mediante programas de certificación el establecimiento de un mercado formal para la leña. Resaltó que el volumen de bosque nativo que se consume como leña, las más de las veces de manera informal, sobrepasa con creces al que se envía a mercados formales.


Refirió, por último, un asunto vinculado al acuerdo en que se fundan las indicaciones.  En efecto, explicó, los actores concordaron en que lo concerniente a la sustitución y habilitación no sería tratado en este proyecto, como resultado de lo cual, mientras no haya un proyecto que lo aborde, aquella materia quedará regulada por los preceptos de la ley vigente.  No obstante, precisó, se observó que hay un punto del proyecto de ley referido a la reforestación que, al  vincularlo a la aplicación del decreto ley N° 701, significa abordar el tema de la sustitución, en el sentido de impedirla.  

Ahondó en lo expuesto, al especificar que una definición de esta ley, colocada en el contexto de aquel decreto ley que tiene, también, una definición similar para la reforestación, lleva a que la sustitución pueda quedar prohibida si se mantiene la definición actual de reforestación del proyecto en debate.  Insistió en que esto no fue advertido ni por la Subsecretaría de Agricultura ni por el conjunto de los actores, no obstante la acuciosidad del trabajo.  Manifestó que el asunto preocupa porque la base para avanzar en este acuerdo e impulsar la ley ha pasado por no tocar en esta iniciativa el tema de la sustitución, punto que fue planteado por la Corporación de la Madera, y se discutió con el conjunto de los actores los cuales están de acuerdo en que se requiere buscar una solución para evitar que esto ocurra y mantenerse en el marco del acuerdo que defiere a una ley complementaria la regulación de la sustitución.     

El Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de la Madera, Corma, don Juan  Eduardo Correa, calificó de rescatable el trabajo del Ministerio de Agricultura porque ha logrado algo que parecía imposible, en algunas etapas de la tramitación de este proyecto, como es poner de acuerdo a todos los partícipes en el debate del bosque nativo.  Precisó que la Corporación de la Madera ha firmado este acuerdo, de manera que respaldan el texto de la indicación del Ejecutivo, lo cual no obsta a que tengan algunas observaciones que, en su opinión, de ninguna manera colisionan con el texto del acuerdo.  Ratificó lo expuesto por Aarón Cavieres, en cuanto a que se ha determinado, en fecha muy reciente, un error compartido al conservarse una definición de reforestación que, en caso de permanecer, si colisiona con el texto del acuerdo, y, por lo tanto, consideran que esa definición debiera ser excluida del texto.  


El señor Tirado, Presidente del Departamento de Bosque Nativo de Corma, presentó las observaciones específicas sobre el particular y resaltó la importancia del proyecto para la actividad económica que desarrollan los asociados de ésta, razón por la cual apoyan la iniciativa de una ley cuyo objetivo sea la protección, la recuperación y el mejoramiento del bosque nativo, conforme al artículo 1° del proyecto.  Agregó que el manejo del aquél y su incorporación al desarrollo económico constituyen la mejor forma de protegerlo, en lo que representa un postulado permanente de su institución. En consecuencia, respaldó la idea de impulsar la aprobación de una ley corta que deja afuera los aspectos conflictivos que se plantearon en el proceso de discusión legislativa.  


Explicó que la industria forestal con la sola, participación de las plantaciones se ha transformado en un pilar importante de la economía del país, pero se estima que existe un potencial que es susceptible de ser incorporado a la actividad económica  equivalente al 30% de la superficie del bosque nativo, esto es, una superficie de 4.000.000 hectáreas, las que con un adecuado incentivo permitiría alcanzar una producción de 30.000.000 metros cúbicos anuales, que es una cifra cercana a lo que ha representado en los últimos años las plantaciones.  A lo anterior, dijo, se suma que esto abriría espacio a la participación de muchos pequeños productores dinamizando una cadena productiva diferente a la de las plantaciones.


Indicó que el Departamento de Bosque Nativo de Corma ha recibido en  los meses recientes observaciones  de tres asociaciones gremiales regionales, de la X, XI y XII, todas las cuales están muy relacionadas con el bosque nativo y a las que calificó de actores principales del bosque nativo en Chile.  Manifestó que se trata de observaciones e inquietudes ante la propuesta existente, fundados en factores técnicos, que Corma comparte por su incidencia en que se cumplan los objetivos perseguidos con la legislación en proceso, y que estiman del caso hacer presente en esta fase del debate.


Respecto de la definición de bosque, se plantea que es técnicamente errónea e innecesaria la separación de los bosques nativos en relación con su función principal en bosques de preservación, de conservación y de protección, y de uso múltiple, con límites absoluto para todo el país, pues por la condición especial no permite extender estos límites. Por otra parte, señaló, la exclusión de una parte importante de estos bosques del manejo forestal, es contraria a los conceptos que se plantean en el mundo de hoy, y por el contrario son partidarios de someterlos a manejo porque da una mayor estabilidad al recurso bosques.


En relación con los artículos 16 y 17 del proyecto, que se refieren a la prohibición de corta en sectores cercanos a los cuerpos de agua y en pendientes, especialmente para los que se definen como bosques de protección, les preocupa el alcance absoluto de dicha prohibición respecto la distancia de 25 metros para los cursos de agua no permanentes y a menos de  7,5 metros en cauces de aguas permanentes sin que indique en ninguno de los casos el tamaño ni caudal, y en terrenos con pendientes superiores al 60%. 


Complementó que lo anterior puede significar un porcentaje de una magnitud importante de sectores de bosque nativo que pueden quedar excluidos de un manejo, y agregó que, por las características geográficas, nuestro país posee una variada gama de suelos y climas. No es técnicamente correcto incorporar, entonces, límites únicos, sin reconocer la diversidad geográfica.


Indicó que en países que practican un manejo sustentable de sus bosques desde hace siglos, tales como Francia, Alemania y Austria, no existen prohibiciones de este tipo. Más aún, técnicamente se indica que en condiciones topográficas adversas, se requiere de un manejo forestal para evitar daños sobre el suelo.  Dicho de un modo distinto, en Los Alpes se manejan todos los bosques porque los bosques son seres vivos que, finalmente, algún día, igual se caen, en cambio, sí están sujetos a condición de manejo se está controlando la caída y no hay una estadía extendida  ni caída sobre los cauces de agua.   Aquella, señaló, es la forma mejor de control de los problemas de erosión.  Hay que tener presente que el manejo de un bosque nativo no es a tala rasa sino que, en general, ha habido una visión equivocada de pensar de que sí lo es, hecho que implica que no haya una exposición  total del terreno en un manejo forestal. Señaló que una de las grandes dificultades de entendimiento se debe a lo expuesto. 


Comentó que un punto importante de las restricciones es que afectarán una parte importante del bosque nativo ya que si se excluyen los veinticinco metros, que no son pocos, sobre todo al no estar definido un tamaño de caudal puede ser a cualquier chorrillo, para no mencionar a los 7,5 metros desde el  cauce no permanente en la zona del sur, cuando llueve, corresponde a la totalidad del terreno, y serán equivalentes a una expropiación, causando un enorme perjuicio económico a sus dueños, mayoritariamente pequeños propietarios.


Estas restricciones, profundizó, significarán una inmediata pérdida de valor de los bosques afectados  generando, por una parte,  una escalada de demandas por compensación económica al Estado, y por otra, el posterior abandono de estas superficies o su transformación para otros usos.  Dicho de otra forma, comentó, se advierte con mucha preocupación que esta medida de protección terminará siendo una desprotección, y los más afectados, como es recurrente, serán los pequeños propietarios, pues los grandes y medianos podrán demandar y obtener compensaciones.  Especificó que hay estimaciones que en Aysén esto puede llegar a ser un 50% de la superficie, en Magallanes entre el 30 y 40%.  


Mencionó como otra fuente de preocupaciones, en lo que se refiere a la restricción de intervenciones en bosques de preservación, la propuesta del Ejecutivo de restringir la “alteración del hábitat” para los bosques de preservación puede resultar, en su aplicación práctica, absolutamente arbitraria y subjetiva, y dar lugar a que muchas extensiones de bosque podrían quedar excluidos.  Instó a que se acote con mayor precisión la superficie de bosque que podría ser afectada por esta medida, para que no se constituya en una norma desmedida.  Por otra parte, continuó, la ley no contempla incentivos a la protección de estos bosques, por lo que su nominación en esta categoría significará una pérdida económica a los propietarios afectados, generando una escalada de demandas por compensación al estado, y el posterior abandono de estas superficies o su transformación para otros usos.


Concluyo diciendo que respecto de los artículos 23 a 28, sobre el Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable, y los  recursos para investigación, le parece que los cambios propuestos por el Ejecutivo están en la dirección requerida; también, estiman que hay soluciones para un buen diseño que pueda satisfacer todas las inquietudes acerca de la concursabilidad, motivo por el cual están abiertos a la proposición y a la búsqueda de soluciones.


Con todo, estimó que para el cumplimiento de los objetivos de esta ley, es fundamental que se incorporen algunas actividades que no parecerían estar suficientemente cubiertas: en primer término, incentivos a aquellos propietarios que deberán mantener sus bosques para fines de conservación, protección o preservación de bosque, pues de no hacerse así esas superficies quedarán abandonadas ya que la sola prohibición de corta señalada en esta ley no será suficiente y, por el contrario, actuará como un incentivo perverso para su transformación; señaló que una de las principales dificultades que hoy tienen el manejo del bosque nativo y la experiencia de GTZ, fue, precisamente, que al no haber una red caminera adecuada, a pesar de los incentivos específicamente para la construcción de caminos, no es posible transformar los bosques y finalmente, siguen siendo utilizados para la alimentación de ganado; y, finalmente, les inquieta, que los incentivos no sean lo suficientemente fuertes para excluir el excesivo ramoneo de los renuevos del bosque por animales domésticos y silvestres, que hoy por hoy es el principal daño que sufre el bosque en Chile.


El señor Raga, Vicepresidente de Corma, acotó sobre este último aspecto que constituye un problema al cual no se le ha prestado la debida atención, y parece ser la forma más fácil y barata de incrementar la superficie de bosque nativo porque, según se observa en la región de Coyhaique, uno de los grandes inconvenientes para su expansión es el ramoneo, y señaló el papel que desempeñan los subsidios por cerco, pero este es el problema menor ya que lo esencial es convencer al propietario de que sustraiga los terrenos de bosque del uso ganadero, y en ese caso es sabido que el bosque nativo brota, con mucho vigor, lo cual implica que es un tema en el cual con una inversión baja se podría obtener una expansión significativa de esta clase de bosques.  


El señor Marshall, asesor del Ministerio de Hacienda, expuso que el criterio de esta cartera, plasmado en el informe financiero, es que, año tras año, en la ley de presupuestos se discuta a cuánto van a ascender los recursos que se asignen a este Fondo, lo que implica dos criterios básicos: el primero, tal como se hizo con el decreto ley N° 701, de 1974 y su modificación, atiende a que media un lapso entre la fecha en que se asignan las bonificaciones y el momento en que se ejecutan las actividades, y mientras éstas no se materialicen no opera el pago de aquéllas, y si bien el plazo no es tan extenso, para el Ministerio de Hacienda es importante la evaluación de la forma en que se irán asignando dichos recursos, y por ello de su determinación anual.  Agregó que no hay información de lo que podría ser la primera etapa, es una minuta técnica que no está actualizada, que corresponde al informe financiero previo a esta indicación, que habla, en términos generales, de un valor presente de bonificaciones totales de US$ 100 millones, en un período de alrededor de 44 años, y para llegar a una superficie total de 1.000.000 de hectáreas.   


El Honorable Senador señor Coloma señaló que este es un dato que estará muy presente en la discusión y despacho de este proyecto, porque si nos vemos en el horizonte la cifra mencionada en 44 años, no cabe menos que admitir que toda la urgencia o empeño es de suyo relativa respecto de los resultados efectivos.  Solicitó, formalmente, a nombre de las Comisiones unidas que puedan tener para la próxima sesión un informe actualizado para conocerlo con mayor precisión.   


El Honorable Senador señor Horvath refirió que es necesario asumir la prolongada historia de la tramitación de este proyecto, y que si bien varios señores Senadores son nuevos, en relación con los tiempos en que se mide esta iniciativa, eran integrantes de la Cámara de Diputados, cuando ésta lo aprobó, en 1992, bajo la concepción de que tuviera una estructura similar a la del decreto ley N° 701, de 1974.  Exteriorizó su interés de conocer en qué medida será posible calzar, lo más rápidamente posible, los acuerdos logrados en las Comisiones unidas con los acuerdos que los actores sociales han suscrito, dado que en esta instancia hubo un avance que podría entenderse sino como sustantivo.  A la par, expuso, se advierten retrocesos que no le dejan de preocupar, como el hecho de que la definición de bosque no lo considere como un ecosistema, en circunstancia de que se trata de  una ley de valoración, preservación y fomento del bosque nativo.  


En relación con lo expuesto por el representante del Ministerio de Hacienda, contrastó la cifra dada con el hecho de que en las discusiones de las leyes de presupuestos se ha hablado siempre de una cifra no menor a  US$ 5 millones anuales, para su puesta en práctica, pues se entiende que, una vez que operen los incentivos previstos por la ley, se requiera una suma mayor.  Manifestó su extrañeza ante el hecho de que, a estas alturas, el Ministerio no cuente con un modelo para determinar, ya en vigencia esta ley, cuánto se va a recaudar por vía de la actividad económica generada, al igual que se ha visto en el decreto ley N° 701, para cuya aplicación se considera un tope anual de US$ 15 millones para que el incentivo se pague sin concurso previo, y al revisar la aplicación de aquel decreto ley se comprueba que las actividades de forestación propiamente tales nunca han superado aquella cifra.  


Afirmó que en los últimos cuatro años se han incluido actividades de conservación de suelos y de contención de dunas, lo que hizo crecer en forma exponencial el gasto, hasta el extremo de reventar el esquema de financiamiento.  Lo anterior, evocó, ha tornado necesario, en el debate presupuestario del período antes citado, obtener sucesivos acuerdos para no hacerlo concursable.  Agregó que aplicar la exigencia incondicional de concursabilidad en materia de bosque nativo traerá como efecto que los recursos serán absorbidos por los elaboradores de los proyectos sin que se beneficie a los pequeños propietarios forestales.  Instó por un mecanismo de mayor transparencia.


En el predicamento de una ley corta, enunció los temas que le preocupan: la relación del campesino y el pequeño propietario forestal, pues el concepto legal está acotado por la posesión de una superficie que se determina en función de unidades de riego básico, con lo cual se conoce a qué superficie se va a aplicar, pero el hecho de que particularmente  para este sector sea concursable producirá un efecto de marginación. 


En lo que se refiere a la tenencia de la tierra, continuó, el decreto ley N° 701 establece, también, una modalidad distinta, pues para acceder a sus beneficios no se requiere tener el título, y a veces basta que esté en trámite su obtención.  


Afirmó, además, que las reglas del juego que establece la ley vigente son notablemente más restrictivas que las acordadas en el proyecto, en lo que concierne a las distancias desde los cauces y de las quebradas en que los bosques no se pueden tocar, y no se trata de un asunto carente de importancia.  


En lo tocante a los incentivos para la conservación, desde luego, deben ser incorporados elementos como los que menciona el señor Raga, pues siempre se entendió que el hecho de cercar un bosque para que no entren ni los animales domésticos, ni los guanacos u otros a comerse los renovales es una buena manera de incentivar la recreación del bosque nativo.  


Concluyó refiriéndose a las pendientes cuya importancia queda de manifiesto con la magnitud las superficies que quedarán excluidas, e hizo presente que originalmente se había planteado una  pendiente de 45%, y recordó que fue el autor de la indicación para subirla, siempre que la intervención quedara sujeta a un plan adicional para saber qué pasa con el suelo porque, efectivamente, hay distintas condiciones en el país que no pueden ser fijadas en una ley de una manera absolutamente arbitraria.  Concordó en que se trata de temas que es preciso despejar, en una forma rápida.


El Honorable Senador señor Navarro adelantó que su posición de llegada al proyecto es de duda, respecto de las exclusiones, y particularmente de cuándo se las va a incorporar en el ordenamiento legal.  Consideró necesario, ante la renuncia del gobierno a incorporar los elementos que han quedado fuera, una determinación del plazo en que lo va a hacer, y asume que no va a materializarse como iniciativa de ley durante el período de la Presidenta señora Bachelet, ya que se agotan los tiempos políticos.  Manifestó que espera que las organizaciones ambientales tengan conciencia de este hecho, pues  la aprobación de los aspectos del proyecto que han obstado a su aprobación durante catorce años, no da lugar a que serán aprobados en tres años o en un lapso menor.  

Señaló que queda a la espera de un pronunciamiento del Ejecutivo respecto de qué pasará con las materias excluidas del proyecto en trámite legislativo, y, en particular, cómo las suplirá porque un debate tan prolongado y persistente revela que existe una necesidad o un motivo de validez, dado que hay parte de verdad en ambas posiciones.  El concepto actual del proyecto, previno, no elimina la necesidad del debate sobre los temas excluidos y se necesita una opinión formal del Gobierno porque la resistencia ambiental no puede tener como mera argumentación sólo el hecho de beneficiar a un importante número de pequeños propietarios.  Manifestó que le induce a temor que el resto de los elementos queden durante tan largo tiempo sin definir, pues no es beneficioso para el país mantener al margen la biodiversidad, con una Conaf precaria y sin una ley del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, SNASPE.


El señor Cavieres, asesor de la Subsecretaría de Agricultura, puntualizó, en respuesta a una consulta de diversos señores Senadores que el compromiso del Gobierno concierne al proyecto de ley complementaria, pero no se refiere a la institucionalidad de la Corporación Nacional Forestal, Conaf.


El Honorable Senador señor Navarro insistió en que éste es un tema de debate político, que dice relación con el diseño estratégico y el cumplimiento del Programa de la Presidenta Bachelet, razón por la cual espera conocer la propuesta del Ministerio de Agricultura para saber efectivamente si se  cumple con lo prometido.  Requirió de la señora Subsecretaria de Agricultura una expresión formal acerca de los temas pendientes de parte del Gobierno.


A continuación, esbozó algunas observaciones generales respecto del proyecto, que le suscitan dudas, y cuya asunción o resolución debería darse en el curso del debate, para aprobarlo.  


La primera incide en saber si habrá restricciones al traspaso de la propiedad de terrenos bonificados, y evocó la alta concentración en el sector Norte y la tendencia acelerada en aquel mismo sentido, en la pesca pelágica del Sur, por efecto de la asignación de cuotas y la liberalización del mercado.  Aseveró que no advierte forma de evitar que los terrenos de bosque nativos subsidiados y desarrollados sean materia de “ofertones” para que los pequeños propietarios dejen de explotarlos y se trasladen a las ciudades.  En consecuencia, estimó, es imprescindible clarificar qué pasa con el subsidio, en caso de venta, o si se integra a propiedades más grandes.  Recordó que en el caso del Canal Laja Diguillín se ha solicitado, en forma reiterada, información acerca de los US$ 120 millones invertidos y todo indica que en este caso los pequeños propietarios a quienes se pretendía beneficiar vendieron los terrenos cultivables, después de haberse valorizados éstos con una inversión elevadísima solventada por el Estado, pero sin que exista claridad del traspaso de dominio, debido a que las respuestas entregadas no hacen posible saberlo.  Especificó que, como se habla de recursos fiscales que se destinarán al propósito explícito de subsidiar a los pequeños propietarios, su opinión es que cabría poner algún tipo de restricción temporal a la enajenación, y si la intención es no establecerla, la cuestión debe ser, igualmente, debatida.  Manifestó que no comparte que los subsidios destinados a pequeños propietarios puedan ser traspasados, legítimamente, porque las reglas de mercado así lo permiten, y den lugar a concentraciones respecto de bosques en los que actualmente no resulta atractivo invertir porque no hay manejo, pero con una ley que sí consulta subsidios deviene una inversión rentable.


En segundo término, analizó las asesorías técnicas, e hizo notar que le ha planteado al señor Ministro del ramo su inquietud ante el perfil disminuido del Instituto Forestal, hecho que le lleva a preguntarse para qué sirve éste, si se toma en consideración que la industria forestal es lo suficientemente poderosa como para hacer sus evaluaciones y definir sus inversiones.  Enfatizó que el Infor insume recursos por cerca de $ 3.000 millones en programas cuya utilidad no se advierte, en circunstancias de que podría asumir el rol de control y seguimiento de la asesoría técnica y de los subsidios de manejo del bosque nativo, función absolutamente pertinente para una institución financiada, con una vasta experiencia y recursos humanos idóneos, que aportarían una variable interesante a la prestación de asesorías, al provenir de una institución estatal. Pronosticó que el régimen de bonificaciones no funcionará sin asesoría.   


Advirtió, en tercer lugar, la omisión de un tema relevante en la coyuntura, como lo es el biodiesel, que abre una presión fortísima para darles un uso agrícola a terrenos de aptitud forestal, sin que haya claridad acerca de cómo conjugar el impulso de plantaciones para generar biodiesel, en una ley con las características de ésta.  Señaló que hay pequeños propietarios perfectamente habilitados para emprender este desafío, por lo que su interés atiende a favorecer el cruzamiento de datos, dado que hay sectores en que pueden ser más rentables otro tipo de cultivos; en suma, prosiguió, lo anterior plantea concentrar la preservación donde ésta tiene sentido, y hasta donde conoce no se ha hecho una evaluación con esta intencionalidad, en particular, porque esta perspectiva se ha abierto en un período muy reciente, y entiende que el Ministerio de Agricultura impulsará una fuerte política de subsidios con esta finalidad.  Atendido el número importante de hectáreas que se requieren para desarrollar la alternativa energética, no se avizora una alternativa, aseveró.


A continuación, en relación con la protección de pendientes y cursos naturales de agua y con la construcción de carreteras e instalaciones, puso una interrogante en la eficacia presente de la  Corporación Nacional Forestal para alcanzar los objetivos previsto en la ley, si no se le entregan atribuciones y recursos institucionales adecuados.  Agregó que, a la fecha,  no existe manera de controlar los planes de manejo en terreno, con una institución cuyos funcionarios perciben bajas remuneraciones.  Hizo notar que, siendo los planes de manejo forestal una herramienta regulatoria esencial, es preciso ser conscientes de que actualmente se practica una revisión de escritorio, sin que haya certeza de que lo así revisado, se ejecute en terreno, y recordó los problemas fuertes en la X Región con motivo de la tala ilegal de alerce, situación que, estima, no ha tenido variación.  Aunque reconoció la disposición positiva de los funcionarios de Conaf, instó a dotarla, por lo menos, con un diseño que le permita fiscalizar el adecuado uso de la inversión en bonificaciones.


Abordó, asimismo, la urgencia de formalizar la explotación de la leña, actividad impulsada por la rentabilidad que se deriva de la existencia de una demanda orientada al uso intensivo de este fuente de energía, de tanta importancia en regiones como la VIII, la IX y la X. En consecuencia, prosiguió, es indispensable una adecuación normativa condicente con la pretensión de los consumidores de comprar leña certificada. Agregó que es lógico destinar una parte del bosque a la producción de leña, para evitar que el precio de este combustible se dispare. Resulta indispensable una evaluación de impacto.


En el orden de observaciones formuladas por Su Señoría, dio  importancia alta a un diálogo en lo que atañe al valor agregado y al marco de libertad de los pequeños propietarios para vender a aserraderos, en particular, respecto de una situación marcada por la drástica reducción de aserraderos, los que han disminuido desde una cifra superior a dos millares al número reducido existente a la fecha, dando lugar a fuertes desequilibrios, uno de los cuales es la escasez de leña para una industria alternativa de mayor valor agregado.  Señaló que las condiciones de operación de los aserradero las dictan las empresas y, por ende, la disponibilidad de madera aserrada para la clase de producción industrial que ejercen los pequeños propietarios, resulta afectada por un poder monopsónico.  También, en este sentido, alertó, será necesario que la ley consulte algún tipo de resguardos para fomentar la disponibilidad de madera aserrable indispensable para que dichos sectores.


Por último, expuso, que le ha expresado a las autoridades del Ministerio que, en caso de mantenerse la concursabilidad en la ley, no está en disposición de concurrir con su voto a la aprobación del proyecto.  Atribuyó el origen de este problema al Ministerio de Hacienda y enfatizó que se trata de una modalidad que pone, en todos los niveles, barreras de entrada muy fuertes a los pequeños propietarios forestales.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que comparte muchas de las inquietudes de fondo expresadas por Su Señoría, aunque no necesariamente las soluciones perfiladas.  En particular, centró su enfoque preliminar en el alto interés de que las instituciones gubernamentales exterioricen su planteamiento respecto de la coexistencia de dos intereses que de manera necesaria van a chocar: uno, el interés de índole medioambiental, legítimo en un país con las características del nuestro, y el otro, el legítimo derecho de los pequeños agricultores que viven entre las regiones VIII y XI, los cuales, en caso de contar con una buena ley cuyos mecanismos de apoyo posibiliten trabajar en forma eficiente el bosque, conocerán un cambio en su condición de vida.  


Manifestó que coincide en que un régimen de concurso constituye un error profundo y que la raíz del fracaso de la función de asistencia y extensión forestal, tal como lo ha reconocido el Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario, consiste, en gran parte, en que aquéllas no se han seguido brindando, aspecto indispensable para que los destinatarios de los programas puedan progresar.  


Previno que la ley puede orientarse en una dirección excesivamente proteccionista del medio ambiente, o bien, hacer frente a un dato realidad muy importante y abrir espacio a un cambio efectivo en su condición de vida actual, tal como lo será en su momento el biocombustible.  


Remarcó un dato dramático, que ha pasado desapercibido: las 2,1 millones de hectáreas de plantaciones de pino radiata y eucalipto que hay en el país, son representativas del 98,7% del volumen de producción industrial, esto es, de trabajo y riqueza en regiones mucho más pobres que la Metropolitana, mientras que las 13,4 millones de hectáreas de bosque nativo aportan sólo el 1,3% del volumen industrial.  Lo anterior, explicó, conduce  a una subvaloración portentosa de dicho recurso natural, que afecta negativamente a personas que bien podrían cambiar su condición de vida.  Se trata, concluyó, de un factor que en una sociedad tan desequilibrada, como lo es la nuestra, no puede ser dejado de lado.  Ignorar la connotación socioeconómica de esta ley es dejar a gente modesta sin herramientas para salir adelante con recursos disponibles en sus tierras.


El Honorable Senador señor Ávila declaró su prejuicio adquirido, respecto de las bondades atribuidas a las leyes cortas, motivo por el cual aspira que esta iniciativa no siga un curso similar al de la Ley de Pesca, que terminó con la devastación total de algunas especies.  Representó que esta modalidad de legislar opta por un camino que, naturalmente, deja de lado los aspectos más controversiales, y cuyo fondo incide, siempre, en el tan cuestionado valor de la preservación de los recursos. Señaló que en esta dinámica juegan dos elementos: el mercado y la preservación, pero el reto que se formula a la sabiduría no puede ser resuelto con la elusión sino con la búsqueda del punto de equilibrio.  


Formuló una pregunta, la que calificó de elemental, pero que será preciso excusarla, por el requisito fundamental de tener nociones claras para, en su momento, definir las cosas: al abstraer el elemento económico y de mercado, o sea, bajo el supuesto de un mundo idílico en el que la naturaleza florece absolutamente, ¿sería indispensable, de todas maneras, el manejo para preservar esos bosques?  En el fondo, puntualizó, la interrogante reconduce a indagar a qué se llama manejo, exactamente.


La señora Flavia Liberona, Coordinadora de la Red del Bosque Nativo, observó, en relación con el financiamiento de esta ley y como un elemento previo a la estimación del monto de recursos que se requerirán, que es indispensable un análisis de la aplicación del decreto ley N° 701, en particular, saber cuánto se le ha asignado, en que extensión de superficie, durante qué período y cuántas son las personas beneficiadas.  Se trata, dijo, de antecedentes necesarios para aproximarse al número idóneo para generar un impacto real en la condición de manejo del bosque porque con las cifras adelantadas por los representantes del Ministerio de Hacienda es obvio que nada va a cambiar.  


También, afirmó, se precisan otras definiciones: qué monto se asignará al fondo, concursable o no, qué beneficia directamente a los pequeños propietarios. Cuánto va al fondo de la investigación. Quién financia a los acreditadores forestales.  


Invitó, asimismo, a examinar el decreto ley N° 701 con un enfoque social.  A este respecto, señaló que las organizaciones ambientales observan, en discrepancia con lo planteado por el Honorable Senador señor Espina respecto del efecto empleo de la industria forestal, que los índices de desarrollo humano del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD, en las comunas donde están instaladas las plantaciones forestales. Planteó que se trata de comunas extremadamente pobres, por lo tanto, es útil ensayar un análisis de cuál es la foto del presente, ya que es posible que hayan sido más pobres antes, pero el estudio es insustituible si, en verdad, se pretende tener un impacto social con esta ley.  Agregó que, en su opinión, esta ley, por sí sola, no dará solución a los problemas de los pequeños propietarios, pues se necesita enmarcar estos beneficios dentro de una política pública, centrada en la agricultura familiar campesina porque el solo subsidio que crea esta ley no los sacará de la pobreza.  Se trata de configurar una situación mixta en la que ellos manejen sus campos con bosque, con miel, con turismo, con agricultura, con bonificaciones concurrentes.         


Esbozó otros dos temas de suma importancia que deben ser correlacionados con el análisis general de esta ley: por una parte, el aporte que puede hacer la política energética al manejo del bosque en términos de desechos a la producción de biomasa o de leña, y por la otra, proyectar esta ley en un contexto de cambio climático en el que la preservación de cuencas y de ecosistemas forestales reforzará su importancia en escenarios futuros, ya que si no se los regulan con una perspectiva de largo plazo, obviamente, se  estará configurando una ley de corta aplicación.


El señor Raga precisó que se entiende por manejo una serie de intervenciones que se le hacen al bosque, en las cuales se extraen los ejemplares de menor calidad, de menor tamaño, para permitir que entre más luz y que los ejemplares de mejor calidad crezcan en mejores condiciones, con lo cual se genera una aceleración en el crecimiento del bosque, se captura más carbono y se aumenta el valor del bosque remanente.  En suma, al sacar los ejemplares de menor calidad, son en muchos casos desechos que se pueden utilizar para usos combustibles, tableros, incluso celulosa, si bien hoy en Chile no se elabora ésta con bosque nativo, pero también se le puede dar un  uso industrial.


El señor Cavieres reiteró que el criterio de la Subsecretaría es que esta iniciativa, modificada con las indicaciones que deberán votarse, impulse lo que puede calificarse de bosque productivo, y abordar los aspectos  ambientales en una ley complementaria.  No obstante, precisó, lo dicho precedentemente no obsta a que lo productivo tenga, de por sí, un impacto fuerte en la conservación de los bosques porque ha ocurrido una degradación, de la cual el mercado informal de la leña es una muestra, y cambiar esto significa regularizar y, por ende, valorizar ese bosque, facilitando su conservación, la de sus suelos, agua. 


Enfatizó que en esa misma función de conservación por la actividad productiva  se colocan las regulaciones destinadas a proteger el entorno de los cursos de agua, criterio que podrá ser materia de observaciones en cuanto a la distancia requerida, pero sin que haya margen a impugnaciones del valor de contar con agua de calidad y evitar la pérdida de suelos.  Asimismo, lo es la protección de las áreas en las que es de alto valor conservar la diversidad biológica de las especies amenazadas cuya distribución es normalmente restringida, por razones de suyo evidentes, o proteger áreas como los parques.  


No obstante, aclaró, es en la ley complementaria donde se pretende abordar y definir la regulación de las áreas que deberían ser conservadas por su elevado valor de conservación, como decía el Honorable Senador señor Navarro, y cuáles, por su valor menor, son susceptibles de ser utilizadas para otros fines.  Sintetizó que la intención es despejar los aspectos que han entorpecido esta ley, en particular, la nube que ha existido entre producción y conservación, sobre bases científicas; mencionó, a vía de ejemplo, que el bosque que ha estado permanente en cuestión, el esclerófilo, junto con ser el más amenazado del país, constituye una de las formaciones más valiosas del mundo en biodiversidad y concentra el 60% de las especies que contienen las formaciones vegetales del país. El compromiso, precisó, es contar cuanto antes con esta ley.


El Honorable Senador señor Navarro complementó su intervención con la observación de que esta ley podría incursionar en el fomento de nuevas plantaciones para la captura de carbono, un negocio que está instalado en Chile y no se advierte dificultad para que agrupaciones de empresarios puedan abocarse a forestar con especies nuevas, en áreas en que no existieran, con aquella finalidad.  Consideró que la demanda existente hace razonable buscar financiamiento de otro tipo, y le interesaría conocer la opinión tanto de la Corporación de la Madera como del Ejecutivo.


El señor Cavieres puntualizó, en referencia a lo expuesto por Su Señoría, que la intención no es eliminar la extracción de leña del bosque nativo sino formalizar dicho uso para procurar su integración a mercados a los que hoy sólo concurre en términos informales.  En ese sentido, se busca apoyar las iniciativas tendientes a su regularización, en las que ya hay avances, como certificación de leña, que evita que haya escape y toda una actividad ilegal.


El Honorable Senador señor Longueira solicitó dos oficios. El primero, dirigido al Ministerio de Hacienda, para que ponga en conocimiento de estas Comisiones unidas el monto del gasto anual que ha irrogado la aplicación del decreto ley N° 701, de 1974, en materia de incentivos a la actividad forestal, así como el número total de beneficiarios en cada período presupuestario.  Lo fundó en que se trata de un instrumento que ha funcionado con eficacia y que, en un proyecto como éste, se trata de rescatar lo positivo que tuvo y su modalidad de operación.


El segundo oficio dirigido al Servicio de Impuestos Internos con el propósito de que remita la información, en el plazo más breve posible, acerca de la cantidad total de roles de propiedades agrícolas ubicadas en las regiones VII, VIII, IX, X, XIV y XI, en forma separada para cada una de ellas, con la desagregación de los inmuebles rústicos clasificados como suelos no arables o terrenos de aptitud preferentemente forestal y de la clasificación que les sea aplicable en función de su tamaño.


El señor Luis Corrales, Presidente de la Red de Pequeños Propietarios de la Araucanía, patentizó su desacuerdo con el monto de los recursos que se destinarían a financiar esta legislación, y considera que constituyen una demostración de falta de voluntad política.  Instó a que las autoridades de Hacienda a que entiendan que esto no es un gasto sino una inversión para tener bosque durante toda la vida. 


Manifestó que comparten la esperanza de que este proyecto se transforme en ley, a la brevedad, y que en ese ánimo hicieron varias proposiciones a la Mesa de Trabajo, no todas las cuales fueron aceptadas.  Aclaró que los temas de mayor relevancia, en su concepto, son los del fondo concursable, al que estima una barrera de acceso para los pequeños propietarios, dado que no cuentan con la información ni con la tecnología para postular a dicho concurso, y aun si las tuvieran, agregó, tampoco existe seguridad de que se obtendrá el incentivo y de realizar la inversión, lo cual opera en desmedro de los pequeños propietarios y del bosque nativo.  Destacó que la propuesta de su organización es que los mecanismos de asignación sean directos, simples y eficaces, en una forma similar a la establecida en el decreto ley N° 701.  

Se refirió a que la asistencia técnica y forestal no está contemplada en esta ley y señaló que, para alcanzar los objetivos de una buena ley de bosque nativo es necesario contar con un  nivel similar al que, en esos rubros, hubo en un proyecto de ensayo de manejo con conservación, lo que incrementaría el valor del bosque.  También, mencionó como problema la tenencia de la tierra. 

El señor Fuentes, asesor del Ministerio de Hacienda, complementando lo expuesto por el señor Marshall, respecto del monto, precisó que éste debe ser actualizado, así como tener en consideración que se habla de un sistema de bonificaciones que consideran el período de desarrollo de un bosque nativo, y por lo tanto supone un  período de bonificaciones en que es posible discutir la duración del lapso en que es posible acceder a dichas bonificaciones, y esa discusión debe plantearse en el marco de esta Comisión. Adicionalmente respecto de los recursos para investigación y para el fondo concursable, está vigente el compromiso del Ministerio de Hacienda de hacer una actualización de dichos montos, a la vez que, también, debe haber conciencia de que la razón indica que se asignen vía Ley de Presupuestos para que, año tras año, se pueda revisar la cantidad de recursos que fueren necesarios, en lugar de cazar un proyecto tan importante con una cifra invariada en el tiempo.  Por último, la concursabilidad es la piedra angular para el Ministerio de Hacienda y tener claro que no se procura transformarlo en una barrera de entrada a quienes deben dirigirse efectivamente los recursos sino en una herramienta para su adecuada asignación, razón por la cual si bien se pueden perfeccionar las normas del proyecto, ya existen preceptos que contemplan y garantizan que los recursos lleguen a las personas que más los necesitan, como podrían serlos los pequeños propietarios forestales. o a las actividades que más necesitan de la bonificación.


La señora Liberona relató la experiencia de la Red Bosque Nativo, constituida en 2004 con el apoyo de DVD y Fundación Avina, en la idea de agrupar organizaciones de la sociedad civil a la que se han sumado posteriormente pequeños propietarios y académicos vinculados por la preocupación por el estado de tramitación de la ley de bosque nativo, es una de las organizaciones firmantes del acuerdo de la Mesa de Trabajo.  Explicó que en el interés de esclarecer las causas por las cuales la tramitación del proyecto no había progresado en forma expedita, arribaron a la conclusión de que faltaba una valoración política de la real importancia del bosque nativo y diferencias profundas en la sociedad civil y falta de articulación entre las organizaciones sociales afines con el tema de la sustentabilidad.


En esta perspectiva, detalló, se analizaron los documentos sobre el particular con la mira de identificar los puntos de acuerdo que pudiere haber, así como las discrepancias mayores, y sobre estos criterios se elaboraron documentos.  Indicó que su móvil no es obtener la ley deseable desde el punto de vista del sector ambiental o de la conservación de bosque, sino la que suscitaba mayor acuerdo.  Manifestó que los temas centrales que identificaron fueron los siguientes: eliminar el tema de la sustitución, planteamiento recogido por el Gobierno actual y en las indicaciones en debate; eliminar las disposiciones referente a la corta de especies declaradas monumento natural, idea, también, aceptada; no darle vigencia a la Ley de  Áreas Silvestres Protegidas de Propiedad del Estado; enfocar la ley hacia el fomento y manejo del bosque nativo beneficiando a los pequeños propietarios forestales, y entre las disposiciones que no eran de su preferencia, la aceptación del concepto de bosque definido por el decreto ley N° 701.  Enfatizó que en la convicción de la importancia de obtener la aprobación de la ley, estiman que es razonable y adecuado haber hecho concesiones en la búsqueda del acuerdo.        


Precisó los aspectos que, a su parecer, faltan por resolver en el texto del proyecto cuya discusión se ha iniciado. En primer término, la situación de los pequeños propietarios, en particular, el financiamiento con que contará esta ley y mecanismo por el cual se asignarán los recursos.  En segundo lugar, definir la forma en que se resolverán los aspectos que se eliminaron de la propuesta de ley, como es la ley complementaria que regulará el bosque escletrófilo, la corta de especies declaradas monumento natural y la situación institucional de las  áreas silvestres protegidas o ley del SNASPE.


Consideró de interés, revisar algunos aspectos que quedaron fuera del acuerdo, sin perjuicio de que en los que fueron concordados se advierten  temas menores, que quisieran presentar ante estas Comisiones unidas porque, dada la premura de esta invitación, no alcanzaron a recibir todas las observaciones de las regiones y de las organizaciones que representan.  Lo relevante, con todo, es que haya una Ley de Bosque Nativo;, asimismo, que los pequeños propietarios forestales lleguen a disponer de una bonificación al manejo, y garantizar que, tanto éstas como la propiedad de la tierra se mantenga en sus manos. Estimó imprescindible que esta iniciativa al convertirse en ley dé continuidad al proyecto de conservación y sustentación de manejo del bosque que impulsó CONAF con las agencias de la Cooperación Alemana, GTZ y DED, que es como un piloto de esto.  

Ante una consulta del Honorable Senador señor Longueira, indicó que la estimación más gruesa del porcentaje del bosque nativo que se encuentra en manos de pequeños propietarios forestales es la que resulta de restarle a la superficie de bosque nativa las extensiones sujetas al SNASPE, lo cual constituye una superficie global de unos 8 millones de hectáreas, pero sin que actualmente sea posible cuantificar a cuánto asciende la suma de las extensiones que son dominio de los pequeños productores.  Agregó que todo lo que se genere producto del manejo, como desecho de bosque nativo o como una ligazón de lo que se pueda proveer como biomasa de manera más eficiente en el país, puede ser un aporte importante.


Reiteró que falta en la ley complementaria y el Sistema de Áreas Silvestres Protegidas, además del hecho de que hay cosas que cruzan el ámbito de esta legislación como son la proyectada reforma en el Ministerio de Agricultura,  la creación de un Ministerio del Medio Ambiente, la institucionalidad de la Corporación Nacional Forestal y  la nueva evaluación de la OCDE en que los alcances en materia de biodiversidad y conservación fueron los aspectos en los que se concentran la mayor parte de las recomendaciones, y que esto revela que la aprobación de esta ley para pasar a otras indicaciones parece ser de suma relevancia.

- - -


Previo al análisis en particular de las indicaciones, el Honorable Senador señor Coloma hizo presente la existencia de un grado de consenso importante en el proyecto, si bien,  subsisten cuatro puntos que requieren de un ámbito de reflexión mayor.  El primero, de naturaleza técnica, atañe a la definición de bosque; el segundo incide en las pendientes; el tercero se refiere al régimen de los cauces no permanentes, y, finalmente, el tema del concurso.


A continuación, la señora Cecilia Leiva, Subsecretaria de Agricultura absolvió la consulta de las Comisiones unidas respecto de la naturaleza jurídica que debería tener la Corporación Nacional Forestal, Conaf.  Hizo presente que es una corporación de derecho privado que cumple funciones de características públicas.  Señaló que actualmente responde a un Consejo Directivo, presidido por el Ministro de Agricultura e integrado por los directores del Servicio Agrícola y Ganadero y del Instituto de Desarrollo Agropecuario, dos representantes de la Corporación de Fomento de la Producción y un representante del Ministro de Agricultura; de acuerdo con lo establecido en sus estatutos, la Corporación debe cumplir las normas del ordenamiento administrativo financiero del Estado y está sujeta, por lo tanto, a la fiscalización de la Contraloría General de la República, y todo su presupuesto tiene su origen en la ley anual correspondiente.


Manifestó que uno de los factores que para el Ministerio es indispensable se refiere al incremento de las remuneraciones actuales, sujeto al mejoramiento de desempeño de la institución, no obstante, que en la actualidad la institución se ha reforzado, ordenando e incorporando mayores recursos,  se está en un proceso de discusión con la Dirección Presupuestos destinado a  obtener recursos para  un mejoramiento salarial ligado a desempeño.


Prosiguió diciendo que, conforme a los estudios y al trabajo que la Corporación ha venido realizando, estiman que un fortalecimiento institucional no tiene que ver con la calidad jurídica de la institución, es decir, aquélla puede cumplir sus funciones en forma adecuada y mejorar sus niveles de fiscalización y de funciones, siempre que haya un mejoramiento de la estructura salarial y de los derechos o de las atribuciones en relación a la fiscalización que se le había quitado a la institución.  


Por su parte, la señora Catalina Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, se refirió a la situación de los recursos humanos y cómo han ido mejorando desde esta administración en esa materia.  El marco legal que les regula es una estructura de una planta pequeña, con 570 cupos, nominal, y una dotación que es aprobada por el presupuesto anual, y que desde 1993 no tenía variación.  Destacó que en la perspectiva actual,  ha habido un cambio en la planta de la CONAF, con una dotación de 1600 funcionarios y en el presupuesto del 2007, se logró la incorporación de 170 cupos más.  Por tanto, en el año 1993, tenían 1.610, y  a partir del 2007, tienen 1.780 trabajadores en la dotación.  Para la ley de presupuestos del 2008, aún les faltan cupos para tener una dotación de acuerdo a las necesidades.

Explicó que estos 1.780 trabajadores se distribuyen, en una planta nominal que es muy antigua de 570 cupos que no tiene ningún efecto sobre los contratos de los trabajadores y jornales asimilados a grado..  Caracterizó la estructura de planta como nominal  y expuso que la misma es aprobada para que se puedan ejercer determinadas funciones con una estructura menor, pero en los contratos de los trabajadores no tiene ningún efecto porque son contratos de trabajo; de esta planta, aclaró, hay algunos trabajadores que llevan muchos años trabajando en la Corporación que tienen indemnización a todo evento, y el resto tiene la indemnización que establece el Código del Trabajo.


Para completar los cupos de la dotación, sólo requieren tener presupuesto, no están vestidos los escalafones y tampoco están definidos los grados.  Se hace una asimilación a grado para poder dar un ordenamiento en la estructura de la Corporación y también para fijar aquellos beneficios como son los bonos por modernización y por convenio de desempeño colectivo.  En esta materia se debe trabajar para mejorar la situación de remuneraciones de estas personas que, no obstante, estar ahora todos en dotación, lo que es un avance, tienen sueldos que están asimilados a grados muy bajos comparados con la administración pública, trabajo que están realizando con la Dirección de Presupuestos.


Refirió que se advierte una favorable evolución de  dotación desde el 2000 a la fecha, época en la cual se decía que la Corporación no tenía capacidades para hacer determinadas funciones; a partir de 2007, aseveró, esa situación cambia.  Detalló que dicha dotación se distribuye de la siguiente manera: el 8,47% directivos; 28,91% profesionales; técnicos que se distinguen dependiendo si son de más de 8 semestres o de menos de ese tiempo, con asignación profesional o sin ella, que equivalen a casi un 13%; el equipo de guarda parque que representa un 18%; asistentes de manejo del fuego, que son aquellos que se quedan durante todo el año trabajando en la Corporación, y cuando no hay períodos de incendio hacen las labores de prevención, un 5,2%, y administrativos, 17,6%, más auxiliares, 9,93%.


Reconoció como un problema subsistente el hecho de que el personal que cumple funciones de guarda parque está prácticamente asimilado a los grados de auxiliares, lo que cual se debe trabajar para darles una estructura distinta dado que ellos cumplen funciones diferentes en la Corporación.


Actualmente, dijo, tienen 68 cupos disponibles, los cuales no consideran cubrirlos sino que más bien analizar cuáles son las necesidades reales tanto regionales como de especialización. Informó que recientemente mediante un concurso público se incorporaron 7 abogados, que era otra debilidad de la Corporación, 3 en Santiago y el resto en las oficinas regionales.


Respecto a la distribución de la dotación por regiones  hizo presente que deben trabajar esa área, ya que la oficina central está sobre dotada con un 14;3%, y en las regiones de mayor tamaño como en la VIII y la X región, tienen entre 10 y un 13% de dotación.  Esperan alcanzar una distribución que sea aun más orientada hacia lo regional.


Respecto al presupuesto de personal, señaló que tiene un incremento entre el 2006 y el 2007.  Agregó que otro elemento de preocupación de los funcionarios dice relación con las horas extras.  Sobre el particular, el incremento representa un 48%, las cuales se dedican fundamentalmente al tema de fiscalización.  Otra materia planteada en la Comisión investigadora de la Cámara de Diputados, en el 2005, era que había disminución de la fiscalización, por falta de presupuesto tanto para horas extras como para viáticos, por tanto han reforzado en estas materias para el presupuesto 2007.


Señaló que otra situación planteada dice relación con que la Corporación tiene trabajadores de distinto tipo, financiados con la ley de presupuestos y que están dentro de la propia dotación, 3.248 trabajadores, de los cuales, 1.492 corresponden a personal transitorio, que está fundamentalmente en materia de incendio con las brigadas en todo el país. 


En cuanto a los programas de empleo emergencia, explicó que han disminuido, y que para el 2007, tienen 2.394 personas y, en el caso del Programa de Formación, Capacitación y Empleo, Profocap, que atienden 2.000 personas con 12 funcionarios.


Prosiguió indicando que es importante tener en cuenta los progresos en materia de capacitación.  En el año 2004, que fue crítico en la Corporación en distintos aspectos, hubo una baja tanto en horas extras viáticos como también en capacitación.  Entre los años 2005 y 2006 se ha mantenido un equivalente a un 37,4%, de personas capacitadas, y para este año tienen una proyección de alcanzar, al menos,  582 personas capacitadas, a lo cual se debe adicionar el convenio efectuado con la Unión Europea.


Indicó que el presupuesto de capacitación también se incrementó en el año 2007, debiendo trabajar para obtener la mejor utilización del mismo.


Por otra parte, hizo presente que la Corporación, a pesar de tener este carácter, ha caminado hacia una profesionalización, situación que deben mejorar; para ello, trabajarán conjuntamente con los sindicatos para tener bases claras de concursabilidad, así todo, entre el período 2006 -2007, han realizado 50 concursos, de ellos 36 externos y 14 internos, estando, fundamentalmente, en regiones.


Asimismo, manifestó que acompañando la materia de recursos humanos, han trabajado para fortalecer la parte tecnológica y de equipamiento de la Corporación.  Otro problema que presentaban fundamentalmente los fiscalizadores en regiones es la asignación tanto de vehículos como de medios para desarrollar su tarea.


En consecuencia, señaló, han iniciado un trabajo de fortalecimiento de la Corporación, tanto de gestión como de recursos humanos.  Entienden que no es suficiente por lo que está planteada en el presupuesto del 2008, adicionalmente hay un compromiso de parte del Ministerio de Hacienda y de Agricultura que se tomó en el marco del presupuesto del 2007, que se debe trabajar una modificación para resolver los temas salariares que están enfrentados.  Además, indicó, se debe considerar que en este proyecto de ley de bosque nativo hubo una indicación sobre el particular que fue declarada inadmisible, pero hay disponibilidad de parte del Ejecutivo para trabajar un proyecto de ley que seguirá su tramitación normal, al cual le darán el máximo seguimiento de forma tal que durante este año se pueda tener avanzada en esta materia la legislación.


Manifestó que otro sentir de los trabajadores dice relación con que se consideren todas aquellas materias que se acordaron por el gobierno saliente.  Sobre el particular, señaló que se han acogido en todos sus acápites, con excepción del tema de indemnización, porque cuanto se está analizando cuál es la situación dado que son Código del Trabajo y, además, porque la ANEF no los incluyó, al parecer por un error.


Hizo presente que para implementar la ley de bosque nativo se requiere tres cosas fundamentales:  primero, avanzar en materia de capacitación, segundo, un ordenamiento de remuneraciones a los trabajadores y, finalmente, fortalecer la institucionalidad, voluntad que se refleja en el funcionamiento normal del Consejo Directivo de CONAF y a la modificación de los Estatutos, en trámite de aprobación por el Ministerio de Justicia, que incorporará a usuarios y trabajadores en aquél.


Señaló que también que están gestionando un programa con el Banco Interamericano de Desarrollo, que está bastante adelantado, con el objetivo de fortalecer la gestión institucional, fundamentalmente, en materia de recursos humanos y de tecnología de la información.


Finalmente, ante la preocupación por la capacidad de prestar asistencia técnica y fiscalizar el cumplimiento de la ley de bosque nativo, señaló que, debido al trabajo en paralelo con el curso de aprobación del proyecto, está en situación de afirmar que podrán asumir las responsabilidades de esta ley.  Evidentemente, acotó, que cada presupuesto anual reflejará los costos administrativos de aquélla, que estarán orientados a una mejor atención a los usuarios, en particular, a los pequeños y medianos propietarios.


El Honorable Senador señor Ávila manifestó que de la exposición de la señora Directora Ejecutiva de Conaf se deduce que asumen, resignadamente, esta forma jurídica, pero no cabe entender que sea la óptima, es decir, que una corporación privada pueda ser el instrumento del Estado para un tema de tanta importancia como aquel del cual se ocupan.


Al respecto, la señora Directora Ejecutiva de Conaf respondió que consideran que la Corporación tiene mayores instrumentos que los otros servicios públicos; es más, agregó, en ninguno de ellos, en forma mensual, un ministro dirige una reunión o un consejo directivo como el que se realiza en la Corporación.  Subrayó que lo importante es usar los mecanismos que tienen de gestión. A la cabeza de la organización está el Ministro, y el Consejo Directivo tiene que tomar decisiones sobre la base de lo que se va planteando, es decir, no es una corporación de derecho privada aislada del Estado, se trabaja con el presupuesto de la Nación y son auditados por la Contraloría General de la República. 


Esta materia ha sido por muchos años discutida, y están conscientes en la necesidad de avanzar en los mejoramientos de la gestión, no obstante, agregó, existen problemas que pueden entorpecer el trabajo si se discute ahora un cambio legal de tal importancia; hizo hincapié en el largo tiempo transcurrido desde que ello comenzó, el número de trabajadores actual no es el mismo: incluso, agregó, en los años 80 se pensó hacerlo, y se llegó a adelantar indemnizaciones a las personas pensando que iban a pasar al servicio público, han pasado 20 años y esta institución ha sido fortalecida con distintas leyes.  Eso es lo que aprecian, que la ley de bosque nativo lleva 14 años y necesitan aplicarla. 


Respecto al monto de los recursos previstos para el financiamiento de las bonificaciones consultadas en el proyecto, la señora María Olivia Recart, Subsecretaria de Hacienda, indicó que los recursos que demanda el Fondo Concursable de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo serán considerados en la ley de presupuestos de cada año. En forma previa a un pronunciamiento preliminar sobre el total de los montos con los que se financiará esta ley y de la determinación del número de años de ejecución, precisó que las estimaciones consideran las distintas alternativas de bonificación que se han planteado, así como el incremento del 15% en caso de los pequeños propietarios.


Adelantó que las estimaciones del Ejecutivo son bonificar un millón de hectáreas, tanto para estimular el desarrollo del sector productivo basado en el bosque nativo como para conservar tales formaciones. Informó que dicha bonificación implicaría un costo fiscal cercano a los US$ 200 millones.  En un primer escenario, se simula cubrirlas en un período de veinticinco años. Se estima que durante el primer año de funcionamiento del fondo se bonificaría una superficie cercana a 16.500 hectáreas y durante el segundo año una superficie de 30.000 hectáreas, lo que implicaría, respectivamente, costos de US$ 3,3 millones y US$ 6 millones.  


A partir del tercer año, prosiguió, una vez que el funcionamiento del Fondo se encuentre en régimen se contemplarían bonificaciones para aumentar esta cobertura a razón de 41.457 hectáreas anuales en el escenario uno, y de 34.054 hectáreas anuales en el escenario dos, equivalente a US$ 8,3 millones y US$ 6,8 millones respectivamente.  Con todo, la cobertura de un millón de hectáreas se cumpliría el año vigésimo quinto en el primer escenario y el año trigésimo en el segundo, pues se estima que un propietario para manejo necesita 25 años hasta la obtención del bosque total, por tanto, al primer año realiza cercos, raleo y poda; al año décimo, sigue la poda, y al año vigésimo hace un manejo más productivo; en el año uno, en la primera poda y el raleo, obtiene algún beneficio productivo; en el año diez también, y en el año veinticinco ya tiene un manejo sustentable productivo, en el caso que sea para ese tipo.


En un segundo escenario, se simula cubrirlas en un plazo de treinta años, asignando un monto promedio anual de US$ 6,7 millones.


Como dato adicional, indicó que si da el manejo productivo, y se hace una suposición de un superficie total de 400 mil hectáreas, aproximadamente, el valor presente de US$ 100 millones o US$ 130 millones, que pudieran dar, representa un valor presente estimado de US$ 210 millones, y una producción total de 7,5 millones de metros cúbicos, que en régimen al año vigésimo quinto, equivale a la producción actual, en metros cúbicos, de eucaliptos, lo que permite dimensionar el ejercicio que se ha realizado.


El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que de lo informado, el primer año serían bonificadas unas 16.500 hectáreas, y que según los antecedentes entregados por los distintos interesados, ello representaría el 0,5% de la cantidad de hectáreas del bosque nativo que hoy existe en Chile; precisó que la cifra señalada, un millón de hectáreas, difiere del número entregado por las distintas entidades que  han estado presentes en la Comisión, las cuales sitúan entre 2 y 4 millones de hectáreas la superficie de bosque nativo susceptible de conservación.  Por lo tanto, manifestó su extrañeza al respecto: si bien podría reconocerse que es un esfuerzo, éste no puede ser calificado de bueno.


Al respecto, la señora Subsecretaria de Hacienda indicó que en sus cálculos utilizan las cifras del Ministerio de Agricultura y entienden que de los 13 millones de hectáreas de bosque nativo disponible, sólo cinco millones están en torno a la cifra que es manejable, y de éstas, un millón es la cifra que entraría en este proyecto por ser las de más fácil acceso.  


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, señaló que la base de cifras utilizadas tiene dos fuentes expertas. Una, recoge la experiencia del trabajo que, por aproximadamente tres años, se realizó en el proyecto Conservación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo (CMSBN) que llevó la Corporación con instituciones alemanas, como el Instituto de Crédito para la Reconstrucción (KfW), el Servicio Alemán de Cooperación Social Técnica (DED) y la Sociedad Alemana de Cooperación Técnica (GTZ): se trata de un trabajo sólido que habilita a los técnicos que lo desarrollaron a predecir, con precisión confiable, cuántos campesinos o cuántas hectáreas podrán entrar el primer año.  La otra, proviene de técnicos del sector privado, que también entregan la estimación de cuántas personas podrán incorporarse a los incentivos sobre la base de lo que hoy ocurre.  Reconoció que las cifras iniciales son bajas, y esto se debe a que es una cosa nueva, porque también, como lo han expuesto varios ponentes, el bosque nativo hoy está detenido.  Por ello, se prevé que pasar a una situación de régimen masivo implicará una demora, y esas son las estimaciones con las cuales se trabaja.


Respecto de la magnitud total que se alcance en el futuro, manifestó que efectivamente hay una situación de bosque que, rápidamente, puede entrar en el manejo si se dan las condiciones económicas al interior de los propietarios, que oscila entre 300 y 500 mil hectáreas, y una superficie más factible, la más amplia, que alcanza a un umbral de dos o tres millones de hectáreas.  También se sabe que como los incentivos buscan generar condiciones para que se despliegue una actividad económica y, en ese sentido, se espera una situación altamente sinérgica entre incentivos y desarrollo o el uso del bosque nativo para fines energéticos que faciliten la expansión de la actividad productiva forestal, aunque el efecto no sea determinable.  Entonces, los incentivos pueden ser muy útiles, con la eventual tecnología, con los mercados adecuados y su estandarización, para alcanzar una superficie y, posteriormente, ampliar esos mercados e, incluso, tener una expansión mayor que baje los costos y aumente  la cantidad de personas que podrían acceder a manejar el bosque nativo.


El Honorable Senador señor Horvath consideró meritorio que el Ministerio de Hacienda se comprometa con una cifra de US$ 8 millones, en promedio anual, ahora si se comienza con 16.500 hectáreas, es un asunto que lo decidirá la dinámica del propio sistema.  Por otra parte, consideró importante dirimir si en el caso de los pequeños propietarios forestales va a haber algún procedimiento más simple de acceso a estos beneficios, lo que evidentemente cambia la aplicación de los dineros.


Se refirió al documento que el señor Ministro de Hacienda remitió a estas Comisiones unidas sobre la aplicación del decreto ley Nº 701, e hizo presente que no es la primera vez que le sorprende el hecho de que el gasto en recuperación de suelos que parte, en 2001, con una cifra de US$ 41.625, ya en 2003, se sitúe en US$ 9.800.000, y luego, en 2004, escale a US$ 21.445.000 millones y en 2005 trepe hasta 38.217.000; la conclusión es nítida: se gasta más en recuperación de suelos que en forestación, rubro el cual en el último de los años mencionados insumió US$ 10.057.000,  lo cual ha desnaturalizado el proyecto ya que, como se sabe, la ley dispone que mientras no se superen los 15 millones de dólares anuales en tres años consecutivos para la forestación, esto no será concursable; entonces, al entrar a beneficiarse de los recursos de la ley un plan paralelo que escala más que la forestación, se termina por hacer caer la ley original.  Lo anterior, a su entender, revela que las Comisiones unidas requieren de mayores antecedentes para dirimir  y, finalmente, evitar la concursabilidad.


Por otra parte, manifestó su desacuerdo con lo planteado por la Subsecretaria de Agricultura y por la Directora Ejecutiva de Conaf, respecto a que ésta siga en su condición de persona jurídica de derecho privado, ya que ello hace caer otras leyes como la ley del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.  Planteó que el hecho de que se haya declarado inadmisible la indicación del Ejecutivo respecto de la asignación adicional para los trabajadores profesionales de Conaf, fue un formulismo, porque la causa real del rechazo fue porque la cantidad propuesta estaba muy lejos del compromiso adoptado por el gobierno pasado; esa es, subrayó, la verdadera  razón. 


La señora Subsecretaria de Hacienda manifestó que es evidente que en las simulaciones para un proceso de tan largo plazo como éste, se deben asumir escenarios, y decir hipotéticamente lo que va a pasar, por lo que comparte lo señalado por el señor Cavieres: una actividad económica detenida, genera gran incertidumbre, pues hay gente dispuesta a invertir pero sin saber cómo hacerlo. Por lo tanto, acotó, es pertinente hacer una suposición conservadora de los escenarios, ya que si en el hecho es mejor, será beneficioso para la actividad y el manejo sustentable del bosque nativo, que si fuera en un escenario alternativo.  Por ello, están disponibles a conversar y ajustar en la medida en que esto se manifieste de otra manera, por vía de la demanda.  


Respecto de los concursos de pequeños propietarios, indicó, también es una materia cuya operación deberá ser observada.  Resaltó que el mecanismo de concurso es validado dentro del Estado, y los pequeños propietarios actúan y han actuado dentro de este entorno en distintas materias, por lo que una vez que la ley rija, al año uno o dos, si el mecanismo no operase, se podrá cambiar el mecanismo y abrir una puerta distinta, con la flexibilidad que da el hecho de que esta materia se regule por la ley de presupuesto de cada año; en consecuencia, es pertinente una evaluación al año dos o tres de su aplicación y hacer, en ese momento, las modificaciones a la puesta en marcha, como sucede en cualquier política pública.


El Honorable Senador señor Ávila subrayó que espera la misma sensibilidad para con estos sectores que la mostrada con los grandes empresarios  Postuló la necesidad de sacudir los enfoques que hasta este momento han dominado en el país, y abordar muy seriamente la realidad.  Señaló que, a su parecer, la vía de los concursos limita severamente la capacidad del Estado de efectuar una auténtica conservación y, al final, ocurrirá que un número muy limitado de propietarios  accederá a los beneficios porque se les impone una situación burocrática que muchas veces no están en condiciones de implementar en forma adecuada y queda todo en el camino.  Por ello, puntualizó, le inquieta la forma como se materializará el compromiso que el Estado debe asumir con un interés mayor que el demostrado hasta ahora.


La señora Subsecretaria de Agricultura destacó que, actualmente, los pequeños propietarios pueden acceder a un sistema de concurso y la experiencia ha demostrado que concursos especiales hacia ellos, con características definidas de acuerdo con su realidad, constituyen un sistema eficiente.  Recordó que la ley de riego que concede una bonificación está dando una respuesta de alto impacto en la agricultura campesina.  Afirmó que el sistema de concurso no es malo; a su entender, en esta ley se debería hablar de concursos, no de uno solo, y bien podría  orientarse uno hacia el propietario campesino forestal, con un sistema especial de formulario tipo, en la cual, tanto la Corporación Nacional Forestal como el Instituto de Desarrollo Agropecuario brindaran  apoyo a este sector para que pueda acceder al sistema de concursos; las características serán distintas para el sector de propietarios medianos y grandes, sobre todo, si se tiene en cuenta que las bonificaciones son distintas.  Se trata, enfatizó de una buena salida en el que deben trabajar y comprometerse las dos instituciones del Estado mencionadas para implementar las herramientas y la asistencia técnica que le permitan a estos sectores entrar al sistema.


La señora Recart, Subsecretaria de Hacienda, ejemplificó que ChileCompra es un ámbito de mercado virtual, sobre el cual, las apreciaciones preliminares pronosticaban que excluiría a la pequeña y la micro empresa, y resultó lo contrario, este sector de empresa representan un 22%, y en ChileCompra éstas constituyen hasta un 46%.  Concluyó, de lo anterior, que un mercado virtual, con sus exigencias de llenar formularios y cumplir una serie de trámites, no establece una barrera de entrada, por el contrario, genera un mecanismo de transparencia que permite competir; evidentemente, señaló, se puede encontrar números y cifras para fundamentar posiciones, pero son opiniones ya que no se sabe con certeza qué sucederá con el bosque nativo.  Puntualizó, que existe una tradición y aparatos de apoyo del Estado, y el proyecto, al igual que ChileCompra, presenta una bonificación del 15% para los pequeños propietarios para que puedan acceder al concurso, por lo tanto hay un mecanismo que les permite competir en igualdad de condiciones que de los grandes.


El Honorable Senador señor Coloma planteó tres materias  a la reflexión de las autoridades representadas. Primero, subrayó, la importancia de precisar, exactamente, la superficie de hectáreas que se pretende intervenir, según el catastro y evaluación de recursos nacionales de Chile, se contemplan 4 millones 400 mil  hectáreas susceptibles de obtener algún beneficio por esta vía, por lo que se debe ubicar la magnitud de lo que se está tratando; admitió que, obviamente, no es lo mismo asumir un porcentaje de 4 millones 400 mil hectáreas que uno de 1 millón de hectáreas, porque el orden y el esfuerzo que tiene que realizar la autoridad y la magnitud del efecto que ello produce dentro de la ley no es igual, por lo que solicita al Ministerio de Agricultura, precisarlo, no obstante, estar consciente que se trata de predicciones y de materias esencialmente modificables porque va a depender desde la disponibilidad presupuestaria que tenga el país en dos o cuatro años más y de otros factores que tampoco son manejables en la actualidad, pero sí se puede, desde ahora, unificar el lenguaje, al menos, respecto al orden de magnitud.  Señaló que US$ 8 millones para un millón de hectáreas, proyectado en el tiempo, al ser dividido por cuatro, supone un escenario distinto, y reiteró la necesidad de tenerlo definido al iniciar la votación del proyecto.


En segundo lugar, consideró de suma importancia el planteamiento de la señora Subsecretaria de Agricultura, en cuanto a diferenciar los concursos, y espera que se den las condiciones para obtenerlo en esta legislación. Instó a poner mayor énfasis en ello y precisó la especial preocupación de las Comisiones unidas por el pequeño propietario de bosque nativo, tema que se debe dejar resuelto en la ley.


En tercer lugar, agregó que no quiere dejar desapercibido lo señalado respecto de la declaración de inadmisibilidad de la indicación de Conaf, y argumentó que  efectivamente la lógica del debate fue que la propuesta era insuficiente, por lo cual estima necesario que, a nombre de las Comisiones unidas, expresar que éstas entienden que la presente es una buena oportunidad de hacerse cargo, también, a lo menos, de la institucionalidad de los organismos que van hacer frente a los desafíos del bosque nativo. Dejando para el análisis mismo, la discusión técnica si corresponde la figura de los acreditadores o no, lo que está claro es que existe un compromiso con los trabajadores de Conaf y que entienden no ha sido cumplido, es un tema que asume como una espada de Damocles permanente cuando se discute este punto.


Planteó que estos tres elementos van a marcar la discusión particular del proyecto. Insistió en que el tema de los concursos y el de las hectáreas es de suma importancia tenerlos definidos al momento de iniciar dicha discusión.


La Subsecretaria de Hacienda reflexionó acerca de la denominación del proyecto de conservación y recuperación y manejo sustentable del bosque nativo, y no de institucionalidad de la Conaf, por lo que cada quien podrá obtener de esta discusión elementos necesarios que alimenten un posterior análisis con respecto a esta última, la cual requiere, en si misma, una discusión distinta a la ley del bosque nativo.  Refirió que es menester separarlo porque el proyecto de ley del bosque nativo no tiene hoy, ni en su Mensaje ni en su texto, disposiciones de esa naturaleza, y entiende que por esa formalidad fue declarada inadmisible el tema de las remuneraciones de los trabajadores de la Corporación.


Asimismo, destacó lo mencionado por la Directora de Conaf, respecto de la institucionalidad y de la inexistencia de aquel abandono relativo; explicó que, a su entender, ha habido  preocupación y existe la disposición del Ministerio a revisar la institucionalidad.  En relación con remuneraciones, resaltó el acuerdo con la ANEF considera una asignación de modernización a partir del 2007 hasta el 2010, de un 11,6%, que beneficia a los trabajadores de la Corporación, materia que está recogida en forma expresa en dicho acuerdo, el cual entrará a regir en cuanto se apruebe la ley.  


El Honorable Senador señor Coloma precisó que el proyecto lleva dieciséis años de tramitación y ha tenido diversas ideas matrices, por lo que no es pertinente su alusión. Insistió en que para estas Comisiones unidas, el proyecto denominado sobre recuperación y fomento forestal, no es indiferente el tema de recuperar el bosque nativo, así como el futuro del mismo, como las condiciones de los trabajadores que se preocupan de esa misión, eso es lo que le interesa que quede claramente establecido.  Referente a la ley adicional mencionada por la señora Subsecretaria indicó que ello ha sido anunciado hace muchos años, por lo que insistió en su definición.  


El Honorable Senador señor Navarro hizo presente su desconfianza ante la materialización de lo que el proyecto busca, porque la institucionalidad, en su opinión, no lo soporta. Insistió en la necesidad de buscar con el Ejecutivo mecanismos que permitan su discusión y resaltó la importancia de que el Ministerio de Hacienda explique claramente esta materia. Se han planteado alternativas, y mencionó que el Instituto Forestal, que podría ser una herramienta de apoyo a los pequeños propietarios, aún no entiende cuál es la función que desempeña.  Hizo referencia no sólo a la institucionalidad de Conaf sino también al aspecto de aquélla que atañe al apoyo y a la asesoría a los pequeños propietarios.  Del mismo modo, subrayó la limitación del cambio de propiedad, pues no querría que, en unos años más, los pequeños propietarios le vendiesen a las grandes forestales lo que se les ha subsidiado, materia que amerita  regular y normar.  En definitiva, puntualizó su interés porque los pequeños propietarios sean exitosos pero ello debe ir acompañado de una buena asesoría técnica.


En el tema de los mapuche, indicó, la experiencia es desastrosa, se logró recuperar el Fundo Lasca, pero la institucionalidad no  funciona cuando se trata de apoyar a las comunidades que tienen tierras de aptitud forestal o agrícola.  Es claro, agregó, que en los sectores donde hay problemas forestales las comunidades han quedado abandonadas y no hay programas para ellas.  Y cuando surge este proyecto, uno se entusiasma pensando que tendrán  apoyo, pero lo cierto es que la institucionalidad no lo acompaña, del mismo modo.


En referencia a la concursabilidad, hizo presente que la misma se debe focalizar, y que no procede consagrarla  a todo evento por ser muy discriminadora, por cuanto hace una selección que no da cuenta de la realidad de los pequeños propietarios, sino que de los que tienen mayor capacidad, y consulta a los representantes del Ministerio de Hacienda sí están dispuestos a implementar mayores recursos para enfrentar este proyecto. Tal vez, precisó, ello no está en la idea matriz, pero las pymes tampoco lo estaban en el proyecto de depreciación acelerada y se han terminado imponiendo por la vía de los hechos.  Subrayó que la discusión en el Senado no es sólo técnica sino que esencialmente política y en ella quieren fortalecer a la Conaf, para que la ley funcione eficazmente.


Finalmente, cabe asentar, que las Comisiones unidas, estiman del caso dejar solemne constancia que son depositarias de la promesa reiterada del Gobierno de que, que dentro del plazo de doce meses presentará un proyecto complementario a esta ley de bosque  nativo donde abordará los temas que fueron excluidos, en virtud del acuerdo de la Mesa de Trabajo Forestal, iniciativa la cual, según preciso la señora Subsecretaria de Agricultura, tendrá por objeto regular la sustitución.

Reiteró que quisiera verlo reflejado, si no como indicación a la ley, por lo menos, como compromiso político del Gobierno, como se ha hecho en otros proyectos, donde lo sustancial viene en otras leyes adicionales.  Subrayó que tanto la Corporación Nacional Forestal como el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado han sido postergados al infinito.  Manifestó que no se siente en condiciones de aprobar un proyecto en el cual se exige mayor esfuerzo de Conaf con la institucionalidad que tiene; tampoco, dijo, advierte razón política para no tener una Conaf fuerte en un país forestal como el nuestro ni ve condiciones para enfrentar los temas laborales por ejemplo con el sector forestal, y manifestó su oposición a todo incentivo al sector forestal industrial si no se solucionan los temas pendientes con los indígenas y los trabajadores. Reivindicó, el debate consiste en una discusión política.


Insistió en que una mayor carga de trabajo a Conaf requiere mejorar la institucionalidad; de lo contrario es un claro camino al fracaso. Puntualizó que parte de los problemas políticos de este gobierno se debe a la saturación de la institucionalidad.  Explicó que parlamentarios de distintas bancadas quieren una Conaf más fuerte y al servicio real de la defensa del bosque nativo y con una planta acorde a la nuevas tareas.  Ahora bien, continuó, si después de ello, hay un proyecto con una planta y no están los votos para aprobarlo, porque no se quiere que el Estado crezca, se tiene otro tipo de situación, pero hasta donde él aprecia hay una cierta voluntad de mejorar la institucionalidad paralela al debate de este proyecto de ley.  Finalmente, señaló, se necesita una respuesta del Ministerio de Hacienda para la demanda de los funcionarios de CONAF.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que existen tres materias básicas que deben ser conocidas por las autoridades de gobierno. En primer lugar recordó que la IX región tiene los mayores niveles de reforestación de Chile, y su circunscripción, es la que particularmente tiene más; explicitó que su temor con respecto a este proyecto es que, más allá de las buenas intenciones, esta iniciativa legal fracase porque la puesta en práctica es muy mala.  Se dice, prosiguió, que este proyecto tiene por objeto ayudar al pequeño productor que requiere un apoyo del Estado para  salir adelante, pero al ver el trabajo de los gestores encargados de asesorarlos, se constata que hay una falla gigantesca, y que muchos de estos proyectos quedan abandonados a mitad de camino, costándole cientos de millones de pesos al Estado, simplemente porque la asesoría que se les ofrece no se cumple o se les da equivocadamente, ejemplificó con asesorías de riego sobre canales de regadío que no existen  y que nunca se hicieron, con la pérdida de dinero que ello implica. Concordó en que el proyecto debe cautelar que la asesoría al pequeño agricultor y campesino será real,


En segundo término, se debe igualmente garantizar que la bonificación que se le dará le permita salir adelante; de no ser así, se seguirá engañando al mundo rural con promesas o perspectivas que no se cumplen.  Comparte lo dicho por el Honorable Senador señor Coloma en cuanto a que se puede decir que no hay más plata o el gobierno no lo quiere dar, ahí cada cual asumirá su responsabilidad política, pero no  puede aparecer un proyecto que no cumpla las expectativas que ha promovido: no quiere que se convierta en la misma situación que el proyecto de tribunales de familia o la ley penal juvenil.  Por ello, subrayó, se debe ser muy riguroso en lo que se les va a dar, los recursos con que se cuenta, la forma en que se van a entregar, quién los va a asesorar y cómo lo hará.


En cuanto a los concursos  señaló que los estima como un criterio injusto, porque cuando se trató de reforestación no hubo concurso, y  en la aplicación del decreto ley Nº 701 sigue sin haber concurso para nadie, lo que considera de gran injusticia, ya que grandes empresas forestales crecieron, pero cuando se trata de ayudar a los pequeños, éstos deben concursar.  Además, como conoce la lógica que se termina aplicando en el concurso, teme que los incentivos se entreguen no por criterios objetivos, sino por criterios subjetivos que van desde la vinculación o amistad política con la autoridad que lo resuelve, o con la amistad  del funcionario que lo tiene, lo cual crea un gran conflicto.


Respecto de la propuesta de la Subsecretaria de Hacienda de probar dos años para ver cómo funciona, sugirió lo contrario: probar, primero, con beneficios para todos y si se considera que no funciona, entrar al sistema de concurso.  Resulta inexplicable, desde el punto de vista de la justicia social, decirle a la gente que durante muchos años las forestales fueron subsidiadas sin necesidad de concursar y que ahora para los pequeños, que son los que realmente el Estado debe ayudar, se les pone traba y se les exige concursar. Es impresentable, agregó. Advierte que se está frente a una posible explosión social, que generará un grado de  rechazo, de incertidumbre y de arbitrariedad muy grande y que deben asumir el costo que ello implicará.


Por ultimo, respecto a Conaf, manifestó su extrañeza frente a la argumentación planteada por el Ejecutivo, porqué no se parte admitiendo la situación vergonzosa que existe;  resulta increíble que el gran porcentaje de los trabajadores no estén en la planta, y que la Corporación, a cuyo cargo está el resguardo de una de las principales riquezas del país, esté en el aire.  Aclaró que es imposible desvincular nada menos que a la institución encargada de fiscalizar e impulsar este proceso.  


Manifestó no estar dispuesto a legislar si no le garantizan que los sistemas funcionan, pues no se puede correr el riesgo de aprobar una ley, que no tenga una aplicación práctica y eficiente.  Son demasiadas las leyes que no funcionan, dijo, lo que conlleva un desprestigio, explicarle a los interesados, un poco asociado con el Ejecutivo, que funcionará bien, y en la práctica comprobar que ello no es así; lo relatado ha pasado con al menos tres leyes de enorme impacto social, y al final el costo es enorme.  Por tanto, recomendó como criterio general tener en cuentas esas consideraciones.


La señora Recart, Subsecretaria de Hacienda,  precisó que la preocupación del Ejecutivo con respecto al manejo sustentable del bosque nativo se ha sostenido durante dieciséis años en los que, por diversas razones y coyunturas, esta ley no se ha podido aprobar, y entiende que esta sesión es la apertura de una conversación en la cual los elementos centrales en que hay acuerdo se han agrupado en torno a la ley corta, y que vendrá una segunda iniciativa que agrupa a aquellos otros temas, en los cuales hay menos acuerdo y que se podrá discutir con mayor envergadura.


Coincidió con el Honorable Senador señor Espina en que no se puede dar garantía, pero se debe tener fe, y la actitud del Ejecutivo es de disponibilidad para que funcione.  El tema de fondo, es que hay una expectativa, un ámbito respecto del cual no han habido políticas públicas, por lo que se debe tener una cierta flexibilidad y apertura para que al momento del diseño, aquéllas cosas  que necesiten plasticidad queden en el reglamento y se puedan ir haciendo los ajustes.


Indicó que en materia de selectividad, se puede recurrir a algún criterio de priorización o focalización en su inicio. Consideró que focalizar, en el inicio, tiene sentido: así se genera una manera de proceder adecuada ante tan amplia gama de gente que va desde quien tiene un bosque nativo con quila y sin camino, por lo cual necesitará de algún plan previo para arribar a un concurso, hasta quien puede hacerlo desde ahora; tendrá que haber un trabajo preparatorio y la selectividad se puede dar vía concurso.  No hay que equivocarse, advirtió, no es que vayan a quedar fuera, sino que se trata de que si el total de hectáreas es un millón o dos, el proyecto pretende tener un fondo para cubrir el total de hectáreas disponibles en veinticinco años, eso es un dato, precisó.


También es importante, agregó, resaltar que se trata de dar salida a  un proyecto que ha demorado un tiempo largo, para cuya aprobación se ha consensuado una agenda corta, por lo que cabría focalizar los esfuerzos en encontrar aquellos puntos de consenso en los cuales pueden tener un proyecto, y el Ejecutivo tiene durante este gobierno, con la Subsecretaria de Agricultura, la voluntad de ir haciendo los ajustes necesarios en consideración a las diferencias regionales.  Previno que si se pretende legislar con respecto a la regiones, al tipo de bosque, al tipo de propiedad, se corre el riesgo de que la ley llegue a ser tan inflexible que cuando deban hacerse ajustes, al cabo de unos años, no será posible.  Concluyó señalando que la voluntad del Ejecutivo es hacer una proyecto que funcione con la flexibilidad suficiente a través del reglamento, y la Conaf tiene esa flexibilidad, y si eventualmente, al año dos, aquélla no da abasto, se harán los ajustes necesarios.


El Honorable Senador señor Espina agregó que nadie duda de la buena fe que tengan las autoridades de gobierno; lo que ocurre es distinto, lo que se planifica como una buena ley a veces no lo termina siendo, por más buena fe que se tenga.  Por lo tanto, cuando se le dice a una autoridad que el programa de INDAP no está funcionado en una determinada comuna porque la gente ni siquiera lo conoce, no está diciendo que el Director no quiere que el proyecto, sino que en la práctica no está funcionando, y el problema, reiteró, es que un gran número de leyes que se aprueban y se promocionan, no llegan a buen término.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que, sin duda, en la Concertación se deberá buscar un mecanismo que permita resolver las diferencias que se han venido planteando sobre esta materia, en distintas instancias, hace más de un año.  Reconoció que el fondo no está resuelto y, por lo tanto, no ve cómo lo van a resolver: si habrá mayor institucionalidad, si se tendrá un proyecto paralelo y solicita a las señoras Subsecretarias de Agricultura y de Hacienda que digan cómo se va a procesar, si técnica o políticamente.  Consultó ¿cuál es el punto de flexibilidad?


La señora Leiva, Subsecretaria de Agricultura indicó que en las próximas sesiones entregarán las respuestas a las inquietudes formuladas.  Finalmente, resaltó que tienen un acuerdo con la Dirección de Presupuestos y con Hacienda para reforzar la institucionalidad de la Corporación Nacional Forestal, que es un compromiso ya adquirido y que va a quedar ahora resuelto.


Vuestras Comisiones unidas acordaron dejar constancia de que han sido depositarias de la promesa persistente del Gobierno en el sentido de que dentro del plazo de doce meses presentará un proyecto complementario a esta ley de bosque  nativo en el cual se abordarán los temas que fueron excluidos de esta iniciativa, en virtud del acuerdo de la Mesa de Trabajo Forestal, con la precisión hecha por la señora Subsecretaria de la Agricultura de que se tratará de una ley complementaria que regulará el tema de la sustitución.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Cabe hacer presente que respecto a las nuevas indicaciones presentadas por el Ejecutivo en el último plazo acordado  por la Sala de la Corporación con fecha 31 de julio del presente año, recogen las proposiciones sugeridas por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas durante el debate de aquellas materias objeto de controversia, las que finalmente fueron consensuadas y formalizadas por S. E. la señora Presidenta de la República a fin de alcanzar acuerdo en relación con las mismas.

Por constituir el presente un nuevo segundo informe de vuestras Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y teniendo en consideración que la Comisión de Hacienda, en su informe, estimó del caso pronunciarse sólo respecto de 40 indicaciones recaídas en disposiciones que son materia de su competencia -de las cuales 16 forman parte de las 50 indicaciones que S. E. la señora Presidenta de la República formulara al proyecto en trámite durante el plazo que, para tal efecto, acordó abrir la Corporación en su sesión del 16 de enero de 2007-, la descripción de las disposiciones del proyecto sobre las cuales inciden las indicaciones nuevas, están referidas al texto que propusieran, en su oportunidad, estas mismas Comisiones unidas, con ocasión del segundo informe y del complementario, sin perjuicio de indicar las modificaciones y enmiendas introducidas por la referida Comisión de Hacienda.


Con el objeto de evitar equívocos que dificulten la comprensión de este informe, a las 50 indicaciones propuestas por S. E. la señora Presidenta de la República, en el mes de enero de 2007 le fueron asignadas los números 229 hasta el 278, inclusive, y a las indicaciones que fueron presentadas en el plazo especial que al efecto habilitó la Sala de Corporación, a petición expresa de vuestras Comisiones unidas, desde el número 279 hasta el número 343 -que corresponden tanto a indicaciones originadas en el Ejecutivo como a las propuestas por Senadores-, siguiéndose, en ambas oportunidades, el orden correlativo que resultaba de los artículos que proponían modificar las indicaciones. 
TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 2º


Define en sus 30 numerales, diversos conceptos que se entienden esenciales para los efectos de aplicar esta ley.  


Cabe hacer presente que, como resultado de las indicaciones estudiadas con ocasión del Segundo Informe y del Informe Complementario de aquél, las Comisiones unidas os propusieron aprobar esta disposición con 30 numerales, en lugar de los veintiséis contenidos en el texto aprobado en general; criterio que no fue alterado por el Informe de la Comisión de Hacienda. 

Nº 2.

Refiere que el bosque es un ecosistema en el que predominan especies arbóreas de a lo menos un metro de altura, que ocupan una superficie de por lo menos cinco mil metros cuadrados, con un ancho mínimo de 40 metros y cuya cobertura de especies arbóreas supere el 10% en condiciones áridas o semiáridas, o el 25%, en circunstancias más favorables.

El numeral propuesto por las Comisiones unidas, en el Segundo Informe reglamentario, se distingue del texto aprobado en general por exigir la predominancia de especies de una altura mínima de un metro, como efecto de la aprobación de las indicaciones números 3, 4 y 5, que acordaron reemplazar la mención a especies arbóreas en cualquier estado de desarrollo. Además, incorporó un inciso segundo nuevo, en virtud de la indicación número 134 que incorpora a las formaciones vegetales nativas que a la fecha de promulgación de esta ley cumplan con todos los parámetros de la definición de bosque contenida en el decreto ley Nº 701, de 1974, modificado por la ley Nº 19.561, de 1998, pero que no alcancen el parámetro de un metro de altura según la definición de bosque consagrada en esta ley, serán consideradas bosque para todos los efectos legales.


Incide en este numeral la indicación número 229, de S. E. la señora Presidenta de la República, que propone la sustitución del numeral 2) del artículo 2° por el siguiente:


“2) Bosque: sitio poblado con formaciones vegetales en las que predominan árboles y que ocupa una superficie de por lo menos 5.000 metros cuadrados, con un ancho mínimo de 40 metros, con cobertura de copa arbórea que supere el 10% de dicha superficie total en condiciones áridas y semiáridas y el 25% en circunstancias más favorables.”. 


La Comisión de Hacienda no se pronunció sobre esta indicación, con ocasión de su informe.


En virtud del acuerdo de la Sala de la Corporación, que, a instancias de las Comisiones unidas, abrió un plazo nuevo para formular indicaciones, fueron presentadas otras dos, a este numeral.


La indicación número 279, del Honorable Senador señor Horvath, para mantener la definición del bosque como un ecosistema y, en consecuencia, implica rechazar la indicación número 229 que sustituye aquella nota esencial por su caracterización como un sitio.


A su vez, la indicación número 280, del Honorable Senador señor Navarro reemplaza la definición del bosque, formulada en la indicación numero 239, precedentemente descrita, por la siguiente:


“2) Bosque: sitio poblado con formaciones vegetales, que conforman un ecosistema en las que predominan árboles y que ocupa una superficie de por lo menos 5.000 metros cuadrados, con un ancho mínimo de 40 metros, con cobertura de copa arbórea que supere el 10% de dicha superficie total en condiciones áridas y semiáridas y el 25% en circunstancias más favorables”.


Al fundamentar su planteamiento, el Honorable Senador Horvath enfatizó que todo bosque es un ecosistema y que la iniciativa de ley en examen tiene como propósito valorar, conservar y manejar adecuadamente el bosque, para lo cual es insoslayable que se le tome como un todo que comprende las plantas menores, la flora y la fauna y los cursos de agua, e hizo presente que el texto aprobado en general por la Sala da cuenta de una discusión de doce años. Recordó que el Ejecutivo negoció con la Corporación de la Madera, Corma, y con otras organizaciones para obtener un grado de acuerdo, pero los hechos indican que aquélla está reponiendo una serie de proposiciones que están fuera del acuerdo, le hacen requerir del Ejecutivo que vuelva a la valoración del bosque como un ecosistema.


El Honorable Senador señor Naranjo observó que, en este caso, el criterio ordenador de la votación en los asuntos que están llamadas a resolver estas Comisiones unidas debe ir desde lo más amplio a lo más restrictivo, y la indicación número 229 del Ejecutivo, en el marco de las posiciones planteadas, es la más restrictiva, razón por la cual, si se procediera a votar, en primer término, la del Ejecutivo, tendría que hacerlo por ésta, no obstante que se inclina por el concepto que propone Su Señoría.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, admitió que se observan debilidades en algunos actores para cumplir adecuadamente con los compromisos contraídos, aun así, el Ejecutivo respeta un acuerdo al que se  comprometió un número amplio de actores, y que dio lugar a la definición de bosque que se propone.  Ante una consulta del Honorable Senador señor Espina, respecto de la diferencia conceptual que implica definir o no al bosque como un ecosistema, explicitó que la indicación de S. E. la señora Presidenta de la República especifica al bosque como una formación vegetal, esto es, el conjunto de plantas silvestres que se ubican en un entorno y que, en alguna medida, define un ecosistema pero de alcance más restringido.  Evidentemente, admitió, el término ecosistema es una definición más amplia, pero la modificación propuesta se explica porque el objetivo esencial del proyecto es el fomento productivo del bosque nativo.  Agregó que las definiciones propuestas son muy similares, para efectos prácticos, aunque algo más inclusiva la del Honorable Senador señor Horvath, al comprender claramente la fauna.


El Honorable Senador señor Allamand fundó su rechazo a las indicaciones planteadas por los Honorables Senadores señores Horvath y Navarro, por considerar que tanto la una como la otra implican una extensión excesiva de la definición del bosque.


La indicación número 279 fue rechazada por mayoría de votos.  Votaron por su aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila, Naranjo y Horvath, y por el rechazo de la misma, los Honorables Senadores señores Coloma (dos votos), Espina, Allamand (dos votos) y Vásquez. 

También, fue rechazada, por mayoría de votos, la indicación número 280.  Votaron por su aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila, y Horvath, y por el rechazo de la misma, los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos),Coloma (dos votos), Espina, Naranjo y Vásquez. 
 
Puesta en votación la indicación número 229, fue aprobada sin modificaciones por ocho votos a favor, y uno en contra.  Por la aprobación, lo hicieron los Honorables Senadores señores Ávila, Allamand (dos votos), Coloma (dos votos), Espina, Naranjo y Vásquez, y por el rechazo, el Honorable Senador señor Horvath    


En consecuencia, en virtud del acuerdo precedente, se dan por rechazadas con idéntica votación las indicaciones números 3,4, 5 y 134.

Nº 4.


“4) Bosque nativo de preservación: aquél, cualquiera sea su superficie, que presente o constituya hábitat de especies vegetales protegidas legalmente o aquéllas clasificadas en las categorías de “en peligro de extinción”, “raras”, “vulnerables”, o “insuficientemente conocidas”;  o que corresponda a ambientes únicos o representativos de la diversidad ecológica natural del país y cuyo manejo sólo puede hacerse con el objetivo de resguardo de la diversidad biológica.


Se considerarán, en todo caso, incluidos en esta definición, los bosques comprendidos en las categorías de manejo con fines de preservación que integran el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado o aquél régimen legal de preservación, de adscripción voluntaria, que se establezca.”.

El texto de este numeral no había sido modificado en el segundo trámite reglamentario, salva la adecuación del ordinal que le identifica. 


La indicación número 230, de S. E. la señora Presidenta de la República, reemplaza el primer párrafo del  numeral 4) del artículo 2°, por el siguiente:


“4) Bosque nativo de preservación: aquél, cualquiera sea su superficie, que presente o constituya hábitat de especies vegetales protegidas legalmente o aquéllas clasificadas en las categorías de “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”; o que corresponda a ambientes únicos o representativos de la diversidad biológica natural del país,  cuyo manejo sólo puede hacerse con el objetivo del resguardo de dicha diversidad.”.


En síntesis, la indicación incorpora a la definición las especies vegetales calificadas como “fuera de peligro”, categoría que conforme al artículo 9º del decreto supremo N° 75 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2004, que aprueba el Reglamento para la Clasificación de Especies Silvestres, corresponde a aquélla que haya estado incluida en alguna de las categorías señaladas en los artículos anteriores del texto reglamentario -que son las mismas que el numeral menciona- y que, en la actualidad, sea considerada relativamente segura por la adopción de medidas efectivas de conservación o porque la amenaza que existía ha cesado.  


A la vez, precisa que esta calidad es aplicable al bosque nativo que corresponda a ambientes únicos o representativos de la diversidad biológica natural, en lugar del término “diversidad ecológica natural”, usado en la definición que se modifica.   


Durante el nuevo plazo de indicaciones acordado por la Corporación, se presentaron otras dos, que inciden en este numeral.


La indicación número 281. de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira, tiene por objetivo suprimir, en este numeral, la expresión “o constituya hábitat de”.


Mediante la indicación número 282, de los mismos Honorables Senadores, se plantea suprimir la expresión “o fuera de peligro”.


El Honorable Senador señor Coloma indicó que el numeral atiende a establecer un concepto de formaciones vegetales a las que es preciso resguardar en función de determinados parámetros, pero esto es distinto a que constituya necesariamente un hábitat porque hay muchas otras que pueden serlo, sin tener la calidad de un bosque de preservación.  El riesgo, indicó, es que pudiera sostenerse que un cierto bosque constituyera el hábitat de alguna especie, y que la misma no esté en dicho bosque, entonces, aclaró, la proposición procura evitar conflictos promovidos por quienes argumentaren que un determinado bosque fuese el hábitat de la especie aludida.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, puntualizó que la definición se circunscribe al hábitat de especies vegetales, y para buena parte de las especies, lo anterior se determina sobre la base del Reglamento de Clasificación de Especies en Categorías de Preservación, instrumento que exige evaluar las poblaciones.  Indicó que se trata de especies de una distribución muy reducida y, finalmente, no se puede entender que hábitat sea tan amplio que haga posible el crecimiento de un especie en cualquier lugar.  Ejemplificó lo expuesto con el caso del queule, especie en peligro, cuya ubicación está restringida a un par de puntas de cerro en la parte Norte de Concepción y otro par de puntos en la Cordillera de Nahuelbuta; son puntos muy reducidos, explicó, y, efectivamente, no cabría argumentar que en el pasado la especie pudo haber estado distribuida en tales áreas, puesto que se protege el hábitat de estas especies, en el presente, donde efectivamente está localizado.  


Clarificó que el propósito no es cerrar espacios a la actividad forestal sino sólo proteger a especies en situación de amenaza, máxime si se considera que lo anterior incide en la imagen del país y en la sostenibilidad de la industria forestal.  Destacó que no resultaría presentable que Chile aprobara una ley en el sentido de permitir que el hábitat de una especie amenazada sea transformado en una forma tal que afecte a la supervivencia de la especie. 


El Honorable Senador Coloma propuso que se considere la incorporación del adverbio “actualmente”, a continuación de la forma verbal,  para especificar lo que se debe entender por hábitat.


El Honorable Senador señor Allamand pidió que el informe deje constancia de que las especies vulnerables deben verificarse materialmente en el lugar para definir un bosque nativo de preservación.  Argumentó que la palabra actualmente se refiere a bosques que hoy están siendo habitados por especies vulnerables, puesto que la expresión “constituya hábitat” podría ser interpretada como “lugar que presenta las condiciones para”, aunque las especies no se verifiquen en el lugar, actualmente.  


Puesta en votación la indicación número 230, fue aprobada, con la modificación indicada, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos),  Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.


Con idéntica votación se tiene por rechazada la indicación número 281.


En relación con la indicación número 282, el señor Cavieres expuso que la categoría que se procura suprimir constituye una categoría establecida por el artículo 37 de la Ley General de Bases del Medio Ambiente.  Agregó que a la fecha no existe ninguna especie en esta categoría en el país y que su existencia es armónica con el sistema internacional de protección de especies.

La indicación número 282 fue retirada por sus autores.

Nº 5.


Prescribe que es bosque nativo de conservación y protección,  aquél, cualquiera sea su superficie, que se encuentre ubicado en pendientes iguales o superiores a 45%, el que podrá ser hasta de un 60% si un estudio de suelos calificado lo permite, en suelos frágiles, o  a menos de doscientos metros de manantiales, cuerpos o cursos de aguas naturales, destinados al resguardo de tales suelos y recursos hídricos.


Esta definición es el resultado de la aprobación que vuestras Comisiones unidas le prestaron a las indicaciones números 8, 157 y 158 y a las modificaciones acordadas haciendo aplicación del artículo 121 del Reglamento de la Corporación.  

La indicación número 231, de S. E. la señora Presidenta de la República,  tiene como objetivo suprimir, en este numeral, la coma existente a continuación del guarismo “45%” y la frase “el que podrá ser hasta de un 60% si un estudio de suelos calificado lo permite”, con lo cual se vuelve a la norma aprobada en general por la Corporación.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, manifestó que la indicación salva un error de redacción en el texto pues, se tomó literalmente una expresión contenida en el artículo 17, de la cual sólo una parte es necesaria en la definición genérica: la que establece que son bosques de conservación y protección todos aquellos que tuvieran pendientes superiores al 45%, y no la excepción que sienta el artículo 17 para permitir la corta de bosques en pendientes superiores a dicho porcentaje, pues aquel traslado es innecesario.  


La indicación número 231 fue aprobada, en los mismos términos propuestos, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.


Por consiguiente, en virtud del acuerdo precedente se entienden rechazadas con la misma votación las indicaciones números 8, 157 y 158.

N° 6.

La indicación número  283,  de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira,  tiene por finalidad eliminar en el numeral “al manejo con fines de uso múltiple, así como”.


El Honorable Senador señor Coloma señaló que se trata de una indicación de índole meramente formal.


La indicación número 283 fue aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez. 
º º º

N° 7, nuevo.


La indicación número 284, de S. E. la señora Presidenta de la República propone incorporar el siguiente numeral 7), nuevo:


“7) Cauce: curso de agua conformado por un lecho de sedimentos, arena o rocas, delimitado por riberas definidas, por el cual escurre agua en forma temporal o permanente.”. 


Este numeral nuevo tiene su origen en la prevención del Honorable Senador señor Coloma, durante el debate del artículo 16, que pasa a ser 17, en orden a la necesidad de definir el concepto de cauce para dar certeza a la interpretación de las expresiones cauces permanentes y cauces no permanentes que usa dicha disposición.


En relación con la definición de los cauces de agua y teniendo presente que el Código de Aguas, en su artículo 30, ha definido el álveo o cauce natural de una corriente de uso público como el suelo que el agua ocupa y desocupa alternativamente en sus creces y bajas periódicas, las Comisiones unidas dejan constancia expresa de que este numeral, por su ubicación sistemática, fija el sentido en el que deberá interpretarse el término cauce para los efectos de la aplicación de la presente ley, sean escorrentías permanentes o no permanentes.  


La proposición de incorporar este numeral nuevo fue aprobada, en los mismos términos propuestos, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (por el señor Espina) y Naranjo (por sí y por el señor Navarro).  

o o o o
Nº 9
 pasa a ser 10

Determina la corta de cosecha como toda corta o intervención destinada a extraer del bosque nativo, al final de la rotación o dentro del ciclo de corta, según corresponda, el volumen definido en el plan de manejo.  


El numeral en examen no fue objeto de modificaciones en los informes precedentes, salva la de su correlación numérica.


La indicación número 232, de S. E. la señora Presidenta de la República, intercala en este ordinal, antes del punto final, la palabra “forestal”, con el objeto de especificar que el volumen debe estar determinado en el plan de manejo forestal.


Puesta en votación, fue aprobada, en los mismos términos propuestos, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos, en su calidad de integrante de las dos comisiones), Coloma, Espina, Horvath, Naranjo (por sí y en reemplazo del señor Navarro) y Vásquez.
Nº 10
 pasa a ser 11

Establece corta sanitaria: corta de árboles, en cualquier etapa de su desarrollo, que se encuentren afectados por plagas o susceptibles de ser atacados y cuya permanencia constituya una amenaza para la estabilidad del bosque.

 
La indicación número 285, del Honorable Senador señor Navarro, propone reemplazar el punto final (.) por una coma (,) y agrega, a continuación de ésta, la siguiente frase: “la que debe ser autorizada por la autoridad sanitaria correspondiente”.


El Honorable Senador señor Coloma estimó que, siendo este numeral una definición, es impropio incluir en ella lo que es un requisito de forma, habilitante de la misma.


El Honorable Senador señor Navarro disintió de aquel enfoque, pues no se trata de una definición de corta y, por lo tanto, como corta es la acción de un verbo, en sí misma, ésta no describe un hecho permanente, de modo tal que sólo habrá corta sanitaria cuando medie la autorización de la autoridad sanitaria.  Destacó que se procura evitar que se entienda por corta sanitaria una corta que es más bien económica, como sucede con el alerce.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, manifestó que en el sector forestal, la corta sanitaria busca eliminar un conjunto de árboles con problemas, por ejemplo, de pudrición central, que puede afectar a todo un bosque o sólo a ciertos sectores, y eso lo determinan los mismos proponentes, evaluados por la Corporación Nacional Forestal, para ver si se aprueba o no.  Entonces, razonó, la acción sanitaria tiene en el sector forestal un sentido más lato que en otras actividades.  


Puesta en votación, la indicación número 285 fue rechazada por siete votos en contra y tres a favor.  Estuvieron por rechazarla, los Honorables Senadores Allamand (dos votos), Coloma (dos votos), Espina, Naranjo y Vásquez, y por aprobarla, los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath y Navarro.
Nº 11
pasa a ser 12

Define a la corta no autorizada, como aquella que se efectúa sin plan de manejo forestal aprobado por la Corporación, como asimismo, aquella que, contando con plan de manejo forestal previamente aprobado, se ejecute en contravención a las especificaciones técnicas en él contenidas, especialmente respecto de intervenciones en superficies o especies distintas a las autorizadas.


La indicación número 286, de S. E. la señora Presidenta de la República elimina la voz “forestal” las dos veces en que aparece mencionada, a continuación de la expresión “plan de manejo”.


Aprobada, con el voto unánime de los Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de miembro de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de miembro de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila).
Nº 12
 pasa a ser 13

La indicación número 287, del Honorable Senador señor Navarro, preconiza reemplazar la definición por la siguiente:


“12) Especie nativa o autóctona: Especie que históricamente es originaria de la región en que habita, y que no ha sido introducida a dicha región en forma intencional o accidental por la actividad humana”. 


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que la indicación introduce elementos de incertidumbre y complejidad y que el texto actual constituye una buena definición, además, de establecer que la calidad de tal la precisa un decreto, y no hacerlo así,  generará una discusión permanente de qué es o no es una especie nativa, así como también de qué región.


El Honorable Senador señor Navarro admitió un error de formulación en su propuesta, pues comparte la exigencia del decreto para su reconocimiento oficial.  En definitiva, aclaró, la intención es reemplazar sólo la primera parte de este numeral, pues la diferencia radica, esencialmente, en que se trate de una especie originaria, históricamente, de la región en que habita, sin que haya sido introducida en ella por la actividad humana.


El Honorable Senador señor Espina concordó en la falta de precisión de la propuesta porque una especie podría no ser originaria de una región, pero sí del país, y al tenor de esta propuesta dejaría de considerársele tal.


El Honorable Senador señor Vásquez estimó de conveniencia que haya obra humana que introduzca una especie nativa de una zona determinada a otro lugar que sea capaz de recibirla y desarrollarla.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó que, efectivamente, el carácter de autóctona radica en que sea originaria de un lugar específico y no haber sido removida porque lo contrario puede llevar a plantar una araucaria en la Primera Región, para construir una central termoeléctrica en la Región Novena.  El propósito de la enmienda, afirmó, es que esté en su medio y en su hábitat autóctono.


El Honorable Senador señor Horvath manifestó que el error de la indicación es que se refiere a la región, en circunstancias de que debería hacerlo mención a una zona.  Si se incorpora la expresión zona, tiene sentido.


La indicación fue retirada por su autor.
Nºs. 13 al 16.

La indicación número 233, de S. E. la señora Presidenta de la República, propone suprimirlos.
 
El tenor de los numerales a los que se remite la indicación es el que se transcribe a continuación:  


13) Especie en peligro de extinción:  aquélla cuya existencia está seriamente amenazada si los factores causales de disminución poblacional o de deterioro o fragmentación del hábitat continúan operando.  Comprende especies cuyas poblaciones han disminuido a un nivel crítico, o cuyo hábitat se ha reducido tan drásticamente que se hallan en riesgo inminente de extinción.


14) Especie insuficientemente conocida:  aquélla respecto de la cual sólo se dispone de conocimientos rudimentarios o incompletos para determinar su estado de conservación.


15) Especie rara:  aquella especie o subespecie que aparentemente ha sido escasa;  o que está en los últimos estados de su proceso de extinción natural, o especie con distribución muy restringida, pocas defensas o insuficiente poder de adaptación.


16) Especie vulnerable: aquella especie autóctona que si bien no es rara, sus poblaciones presentan, a nivel local, un bajo número de individuos y cuyo hábitat se está reduciendo drásticamente.


La indicación en comento está dirigida a eliminar los numerales precedentes, con lo cual los numerales 17) al 30), pasan a ser 14) al 26), respectivamente, por hallarse definidos dichos términos en los artículos 6°, 8°, 10 y 7° del decreto supremo N° 75 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2004, que aprueba el Reglamento para la Clasificación de Especies Silvestres.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, explicó que esta indicación se explica por la utilidad de un régimen unitario de conceptos, dado que las definiciones cuya eliminación se propone inciden en una materia regulada, también, por la ley N° 19.300, y lo que se procura, entonces, es prevenir una colisión de normas.

El Honorable Senador señor Horvath solicitó al Ejecutivo que precise si estas definiciones son utilizadas en otros artículos del proyecto.  Previno que es evidente que una ley tiene más fuerza que un reglamento, dado que este último podría ser modificado con facilidad.


El Honorable Senador señor Naranjo requirió, a su vez, que se especifique si el hecho de que se eliminen los numerales en que se define el concepto de especies “en peligro de extinción”, “insuficientemente conocida”, “rara” y “vulnerable” significa que estos conceptos no van a quedar contemplados en una ley.  Requirió, asimismo, que se precise cuál será la fuente que determinará la calificación. 


El representante del Ejecutivo expresó que todos estos conceptos están contenidos en la definición de bosque nativo de preservación, y éste es el término que utiliza la ley para regular ciertas situaciones, de manera que la indicación no afecta ni menoscaba el contenido de la ley respecto del objetivo de proteger a estas especies.  Aclaró que sobre el particular existe un alto grado de armonización internacional; de hecho, el problema radica en el atraso relativo en la determinación de las calificaciones que existen, pues la Unión Internacional de Conservación de la Naturaleza las ha ido definiendo y la tendencia general de los países conduce a adecuar su régimen normativo a dicha conceptualización,.  Expuso que la ley N° 19.300 no define todas las categorías actuales; entonces, continuó, el Reglamento de Clasificación de Especies es el instrumento idóneo para mantenerla al día.  Indicó que un régimen paralelo de definiciones carecería de  sentido porque los términos que estableciera esta ley no se ajustarían a los estándares técnicos y científicos, e indicó que los preceptos de la Ley de Caza se adecuan al Reglamento de Clasificación de Especies en Categoría de Conservación, contenido en el decreto supremo a que se ha hecho mención.


El Honorable Senador señor Espina consultó, en relación con la exclusión del texto legal de estas definiciones, si quedan entregadas al arbitrio del Ejecutivo, con lo cual podría éste, en cualquier momento, cambiar la definición de lo que es alguna de estas categoría de conservación. Agregó que no advierte la razón que justifique sacar de la ley estas definiciones que fueron materia de consenso en las Comisiones unidas.


El señor Cavieres reiteró que al estar señaladas en la Ley de Bases cada una de las categorías a las que se refiere la indicación, no es posible hacerlas desaparecer por un acto reglamentario.  Efectivamente, aceptó, las definiciones podrían ser teóricamente cambiadas, pero estima necesario insistir que en el uso de estas categorías opera una armonización internacional, de forma tal que cualquier definición que se sancione por esta ley no tendría la fuerza y eficacia de la que se contemple en el reglamento, al no haber un mecanismo en esta ley para clasificar especies en categoría de conservación, dado que el único procedimiento que presupone un trabajo científico y un sistema técnico de discusión para dicha clasificación lo establece la Ley de Bases por medio del reglamento correspondiente.  En consecuencia, prosiguió, esta ley podría establecer una clasificación distinta, pero la misma carecería de eficacia operacional, a menos que se la dotara de un sistema en paralelo al que establece el reglamento de la Ley de Bases.


La indicación número 233 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.
Nº 21
pasa a ser 18

Mediante este numeral se determina el concepto de Plan de Manejo Forestal: instrumento que, reuniendo los requisitos que se establecen en este cuerpo legal, planifica el uso y aprovechamiento racional de los recursos forestales de un terreno determinado, considerando la multifuncionalidad de los bosques.


La definición en examen no había sido materia de enmiendas en los informes precedentes de vuestras Comisiones unidas.

La indicación número 234, de S. E. la señora Presidenta de la República,  intercala en el texto del numeral, a continuación de la expresión “terreno determinado,”, la frase “resguardando la calidad de las aguas, evitando el deterioro de los suelos, conservando la diversidad biológica y”.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, expuso que esta indicación precisa y fortalece el espíritu del plan de manejo forestal: un mecanismo que combina el uso de los recursos forestales del bosque nativo a la vez que protege ciertos aspectos ambientales.  Absolviendo una consulta del Honorable Senador señor Coloma, señaló que el significado del término diversidad biológica es el que resulta de la convención sobre la materia suscrita y ratificada por Chile, y su alcance práctico es el que resulta de las normas del proyecto en lo referente a protección de especies amenazadas.  


La indicación número 288, -que se explica en su oportunidad y que sustituye a la número 234-, tuvo su origen en el debate planteado en relación con la indicación número 243 cuyo objeto es el artículo 15, que pasa a ser 16, que regulaba el plan de manejo de preservación y en la cual el contenido de las observaciones planteadas por los miembros de las Comisiones unidas indujo al Ejecutivo a revisar la estructura conceptual del concepto del plan de manejo y sus clases.

 
El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, recordó, en particular, que, en su momento, se suscitó un debate respecto del plan de manejo de preservación, lo que llevó a que se optara por incorporar su definición en este numeral.  Al asumir dicho reto, explicó, fue posible arribar a una definición autónoma del plan de manejo de preservación, sin embargo, se advirtió que este recurso metódico generaba el inconveniente de que el régimen al que estaba sujeto el plan de manejo de preservación era idéntico al que el proyecto establece para el plan de manejo forestal, en aspectos como plazos de aprobación, efectos del silencio administrativo, entre otras varias, lo que hacía necesario replicarlas en el texto, a propósito del primero.  


Ante esta situación, se optó por fundir la definición de plan de manejo, lo que abre dos caminos: mantiene lo que ya estaba propuesto como plan de manejo forestal sin que se produzca una pérdida en dicho sentido, y agrega un plan de manejo de preservación que toma las ideas planteadas previamente.  Enfatizó que el resultado es una definición genérica de plan de manejo, lo que se traduce en un articulado sencillo, y, a la vez, define los dos instrumentos al interior de él.  En función de la materia que se trate de normar, explicó, ya se ocupa el concepto de plan de manejo como una herramienta genérica, ya se distingue entre plan de manejo forestal y plan de manejo de preservación, cuando así lo exige la naturaleza de la norma específica.


Particularizó que el plan de manejo de preservación es necesario en dos órdenes de situaciones importantes: el primero concierne a la aplicación de los incentivos a las actividades que favorezcan la regeneración de los bosques nativos de preservación, y el segundo, para las obras excepcionales que impliquen una intervención de un bosque de preservación, circunstancias ambas en que es insuficiente un plan de manejo forestal.  Absolviendo una consulta del Honorable Senador señor Allamand, referente a la lógica que resulta de la proposición, manifestó que el plan de manejo forestal se aplicará en el 95% o más de los casos porque todas las actividades de corta quedan sujetas a la presentación de un plan de manejo forestal, que es la tónica establecida en el decreto ley N° 701, mientras que el plan de manejo de preservación se aplica sólo a las dos situaciones antes relatadas y su presupuesto es la existencia de un bosque de preservación.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que es de importancia suma en una ley de tramitación tan compleja no dejar margen ninguno de discusión sobre qué plan se exige en una u otra circunstancia.  Si la técnica legislativa, observó, exige especificar cuándo es plan de manejo forestal, y cuándo plan de manejo de preservación, debe hacerse.  Manifestó que en la forma propuesta la regulación es ambigua e insatisfactoria, y da lugar a que se introduzca un elemento que, a diferencia de la explicación del representante del Ejecutivo, permite, por la redacción, que surjan complicaciones.


El Honorable Senador señor Naranjo consideró que las tres definiciones están presentes y desarrolladas en el texto propuesto por el Ejecutivo, con modificaciones de redacción menores.  En primer lugar, se consigna el concepto genérico de todo plan de manejo: instrumento que, reuniendo los requisitos que se establecen en este cuerpo legal, planifica el uso y aprovechamiento racional de los recursos forestales o la preservación de la biodiversidad de un terreno determinado. A continuación, se define el plan de manejo forestal: aquel cuyo objetivo es regular el aprovechamiento para la obtención de bienes madereros y no madereros del bosque nativo, resguardando en dicho caso la calidad de las aguas, evitando el deterioro de los suelos, conservando la diversidad biológica y, considerando la multifuncionalidad de los bosques. Por último, lo hace con el plan de manejo de preservación cuando apunta a resguardar la diversidad biológica.


El Honorable Senador señor Vásquez propuso el recurso técnico de separar en incisos la definición genérica y la definición de cada una de de las especies, y en el concepto genérico de plan de manejo, sustituir el artículo “la”, a continuación de la palabra forestales,  por la preposición “de”. 


El señor Cavieres, en respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Espina, referida a las razones por las se innova la definición concordada por las Comisiones unidas, precisó que tal cual está definido el plan de manejo forestal apunta al uso de los recursos naturales, y es claro, agregó, que la biodiversidad no forma parte de éstos, Además, su contenido se refiere a los bosques nativos multifuncionales, que no son bosques de preservación, objeto principal del plan de manejo de preservación, que supone un enfoque, especialidades y habilidades distintas de las que requiere la unidad plan de manejo forestal.   


Al continuar el debate, el asesor del Ministerio de Agricultura precisó que en el primer inciso de la redacción propuesta es técnicamente más apropiado hablar de patrimonio ecológico, en lugar de patrimonio natural; asimismo, lo es, reemplazar la conjunción copulativa “y” por la disyuntiva “o”.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que su duda estriba en establecer si, básicamente, se hace referencia sólo a los aspectos que tienen que ver con la regulación forestal, excluyendo a la fauna u otros aspectos.  Agregó que incorporar la expresión “patrimonio ecológico” sería un avance en dirección contraria a lo que se ha intentado hacer porque la misma engloba a la fauna, y es precisamente esto lo que se desea evitar.  Enfatizó que no hay un punto de discrepancia en el fondo sino en la redacción ya que la idea es circunscribirse a lo forestal, bajo el entendido de que la protección de la fauna es materia de otro cuerpo legal.


El Honorable Senador señor Vásquez hizo notar que al reemplazar la conjunción es obvio que el instrumento plan de manejo se refiere, disyuntivamente, a la gestión del patrimonio ecológico o al aprovechamiento sustentable de los recursos forestales de un terreno determinado, y según esto será plan de manejo de preservación o plan de manejo forestal.


El representante del Ejecutivo afirmó que Su Señoría apunta, con exactitud, a lo que se pretende plantear, y recordó que el instrumento plan de manejo de preservación está concebido para los casos a que se refiere la letra a) del artículo 25 que pasa a ser 23, esto es, actividades que favorecen la regeneración o recuperación de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación, y para los casos en que se intervienen éstos.  Dicho de otra forma, la conjunción disyuntiva “o” se utiliza para asociar directamente el plan de manejo de preservación al patrimonio ecológico y por otra parte, el plan de manejo forestal se vincula al aprovechamiento sustentable de los recursos forestales.


El Honorable Senador señor Allamand consultó qué pasaría si no hubiera inciso primero en este numeral, y si no sería más claro el sentido y alcance del mismo.


El Honorable Senador señor Horvath previno que una fórmula como la que sugiere Su Señoría excluye  conceptos de suma importancia, como la calidad de las aguas o el deterioro de los suelos.  Señaló que, por ser general el inciso primero, debe mantenerse, independientemente de que contenga los criterios que especifican la diferencia entre los planes de manejo forestal  y los planes de manejo de preservación.


El Honorable Senador señor Navarro abogó porque el plan de manejo conserve, en los bosques no maderables, la diversidad biológica y el aprovechamiento sustentable; en consecuencia, le preocupa que se ponga una definición general y dos tipos de planes, dado que le parece impropio que el plan de manejo forestal no se preocupe de la diversidad biológica.


El Honorable Senador señor Coloma clarificó que esta redacción fue una petición expresa de las Comisiones unidas.


El señor Cavieres explicó que en el caso del plan de manejo forestal se procura aprovechar los bienes madereros y no madereros, para lo cual considera la multifuncionalidad y la diversidad biológica, mientras que en el caso de los planes de manejo de preservación su objeto específico es cuidar la diversidad biológica y hacerse cargo de ella. 


El Honorable Senador señor Allamand concordó en que se dejen los tres incisos, a la vez que estimó importante que, para fines de la historia del establecimiento de este precepto, se deje constancia de la explicación dada por las autoridades del Ejecutivo acerca de las razones que se tuvieron en consideración en este punto.


Con ocasión del nuevo plazo de indicaciones acordado por la Sala de la Corporación, S. E. la señora Presidenta de la República formuló la indicación número  288 que sustituye este numeral por el siguiente:


“22) Plan de Manejo: instrumento que, reuniendo los requisitos que se establecen en este cuerpo legal, planifica la gestión del patrimonio ecológico o  el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales de un terreno determinado, resguardando la calidad de las aguas y evitando el deterioro de los suelos.


Será plan de manejo de preservación cuando tenga como objetivo fundamental resguardar la diversidad biológica, asegurando la mantención de las condiciones  que hacen posible la evolución y el desarrollo de las especies y ecosistemas contenidos en el área objeto de su acción.


Será plan de manejo forestal cuando su objetivo sea el aprovechamiento del bosque nativo para obtención de bienes madereros y no madereros, considerando la multifuncionalidad de los bosques y la diversidad biológica.”.


También, fue formulada la indicación número 289, del Honorable Senador señor Navarro que tiene por objeto agregar, a continuación del texto de la definición, la siguiente frase:


“El plan de manejo forestal deberá ser de carácter público”.


La indicación número 289 fue retirada por su autor.


Puesta en votación, la indicación número 288 vuestras Comisiones unidas dieron su aprobación a esta propuesta, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira) Espina, Horvath, Naranjo, Navarro  y Vásquez, con una enmienda formal de redacción.


Con idéntica votación se tiene por rechazada la indicación número 234.

Nº 22
pasa a ser 19

Define a la plantación suplementaria, como una plantación bajo dosel que se efectúa con especies nativas propias del lugar, o del mismo tipo forestal que hayan existido anteriormente en él, y que se realiza en forma complementaria a la regeneración natural, para mejorar la calidad del bosque nativo.

En forma previa a la autorización por la Sala de un nuevo plazo para presentar indicaciones al texto propuesto por  la Comisión de Hacienda, en el seno de las Comisiones unidas se analizó la pertinencia técnica del concepto aprobado en el primer trámite reglamentario en el Senado.


En particular, el Honorable Senador señor Allamand indicó que, en su opinión, este precepto ameritaría, también, una discusión.


El Honorable Senador señor Espina expresó que personas de su región le sugirieron, también, la importancia de una revisión porque no sería correcto, técnicamente, limitar el significado de una plantación suplementaria sólo a aquellas que se realizan bajo un dosel arbóreo, pues especies intolerantes, como el roble o el coihue, requieren de mayor luminosidad y deben ser plantados en pequeños claros  o fajas.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, indicó que la disposición fue revisada y no cabe sino concordar con la observación que se ha formulado, pues, efectivamente, hay casos de intervención en el bosque nativo, particularmente en las especies menos tolerantes, esto es, que requieren más luz, en las que se hacen cortas en faja, lo que constituye un método estándar de manejo, de prolongado uso en el país, y que claramente no es bajo dosel, al establecer aquellas fajas. lateralmente, con el fin de proteger a las nuevas plantas de los vientos y temperaturas más extremas.  La conclusión, dijo, es que en los dos casos, se está ante una plantación suplementaria.


El representante del Ejecutivo, en relación con una consulta del Honorable Senador señor Coloma, en el sentido de si es posible una plantación suplementaria que no se haga, necesariamente, bajo dosel o con protección arbórea lateral, manifestó que en esos casos se estará ante una forestación o ante una reforestación.  Ahondó que la plantación suplementaria se basa en una situación que presupone la existencia de una cobertura vegetal y lo que busca aquélla es rellenar los vacíos que hay en ésta.


En razón de la convicción alcanzada por los miembros de las Comisiones unidas y los representantes del Ejecutivo, respecto de la necesidad e importancia de modificar la definición contenida en este numeral, por acuerdo unánime, y en aplicación del artículo 121, inciso final, del Reglamento de la Corporación, formularon proposición para intercalar entre la expresión “bajo dosel” y la oración “que se efectúa con especies propias del lugar”, la expresión “o con protección arbórea lateral”. 


Por la unanimidad de sus miembros Honorables Senadores señores  Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez, aprobaron la proposición indicada en el párrafo precedente.

En consecuencia, el texto aprobado es el siguiente: 


19) Plantación Suplementaria:  aquella plantación bajo dosel o con protección arbórea lateral que se efectúa con especies nativas propias del lugar, o del mismo tipo forestal que hayan existido anteriormente en él, y que se realiza en forma complementaria a la regeneración natural, para mejorar la calidad del bosque nativo.

Con ocasión de la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, le fueron formuladas a este numeral, que no había sido objeto de modificaciones con ocasión de los informes precedentes, dos proposiciones de enmienda.


La indicación número 290, de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira pretende suprimir la expresión “bajo dosel”.


La indicación número 290 fue retirada por sus autores.  

Por su parte, la indicación número 291, del Honorable Senador señor Zaldívar, apunta a sustituir aquel numeral por el siguiente:

“22) Plantación Suplementaria: aquella plantación que se realiza bajo dosel o con protección arbórea lateral con especies nativas propias del lugar, o del mismo tipo forestal que hayan existido anteriormente en él, y que se realiza en forma complementaria a la regeneración natural, para mejorar la calidad del bosque nativo.”.

A su respecto, se propuso someter a votación la indicación número 291 en el solo sentido de incorporar la expresión “o con protección arbórea lateral”, a continuación de la expresión “bajo dosel”, y tenerla por incorporada en el texto de este numeral . 


Votada la indicación número 291, las Comisiones unidas la aprobaron con la modificación antedicha, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores  Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.

Nº 23
pasa a ser 20

El numeral aprobado en general define los productos no maderables del bosque nativo, en los siguientes términos: “todos aquellos bienes y servicios que no corresponden a recursos leñosos o madera en pie y que existen o se pueden desarrollar al interior de un bosque.  Se entenderá para estos efectos, y sin que esta enumeración sea taxativa, bienes tales como: hongos;  plantas de usos alimenticios;  frutos silvestres de árboles y arbustos;  especies vegetales de usos medicinales, químicos o farmacológicos;  fauna silvestre;  fibras vegetales y servicios de turismo.”.

En virtud de la indicación número 26, se acordó sustituir la palabra “ganadería” por la frase “fauna silvestre”. 


Con la indicación número 235, S. E. la señora Presidenta de la República intercala en este numeral, a continuación de la expresión  “interior de un bosque”,  la frase “nativo a partir de las especies nativas que lo componen”.


El señor Cavieres, asesor del Ministro de Agricultura, confirmó que el propósito de la indicación es que se mantenga el bosque nativo como tal y abstenerse de permitir su conversión paulatina y oculta.


Vuestras Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma, Espina, Horvath, Naranjo (por sí y como reemplazante del Senador Navarro) y Vásquez, le dieron su aprobación, sin modificaciones,  a esta indicación.


La indicación número 292, de S. E. la señora Presidenta de la República, formulada al establecerse un nuevo plazo al efecto, tiende a sustituir la expresión “Productos no maderables del bosque nativo:” por la siguiente:


“24) Productos no madereros del bosque nativo:”.


El señor Cavieres manifestó que busca armonizar este numeral con la adecuación que se hace en la letra b) del artículo que regula los incentivos.


Por la unanimidad de sus miembros,  Honorables Senadores señores  Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez, las Comisiones unidas acogieron, sin modificaciones, la indicación número 292.
Nº 24.


Define a la reforestación, como la acción de repoblar con especies arbóreas nativas, mediante siembra, plantación o manejo de la regeneración natural, un terreno que haya estado cubierto con bosque y que haya sido objeto de corta de cosecha o eliminación, con posterioridad a la fecha de publicación del decreto ley Nº 701, de 1974.


El Honorable Senador señor Coloma indicó que el Senador Allamand había hecho un planteamiento para revisar el término reforestación, y adelantó que él también tiene una objeción a este respecto, pues entiende que todas  las normas de reforestación quedaron para la ley complementaria, y advierte que en este concepto hay un punto que es preciso resolver, para ver si tiene sentido mantener la definición o bien eliminarla.


El Honorable Senador señor Horvath disintió de lo planteado por Su Señoría y adujo que en el proyecto hay disposiciones que obligan a reforestar.


El Honorable Senador señor Allamand informó que personas de la región que representa enfatizan que repoblar con especies arbóreas nativas puede ser complejo, y que se podría eventualmente reforestar con especies que no lo fueran.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, convino en que puede ser así, pero recordó que, con la finalidad de avanzar en la tramitación del proyecto, se estableció como una línea de corte excluir el tema de la sustitución, dado que cuando se reforesta con especies no nativas se está hablando, en realidad, de sustitución, y este es uno de los temas que se reservaron a la ley complementaria.  Destacó que aquélla ha sido un impedimento mayor a la hora de alcanzar acuerdos en esta ley y, también, fue la razón que llevó al Ejecutivo a proponer el  retiro de aquel punto de discordia del proyecto, enfoque en el cual coincidieron los actores interesados.  En consecuencia, previno, si se reincorporara, su efecto sería traer al debate un tema que será materia de otra ley y repone el conflicto que por largo tiempo ha impedido la aprobación del proyecto.


El Honorable Senador señor Allamand hizo notar que la redacción del numeral circunscribe el concepto en examen a la acción de repoblar con especies nativas, y que, desde luego, entiende el problema complejo que involucra la sustitución, pero nada impide la posibilidad de una reforestación con un porcentaje de especies nativas y un porcentaje de especies que no lo fueran, e hizo la advertencia de que no piensa en la sustitución completa, y preguntó cuál sería la razón para rechazar, desde ya, dicha posibilidad.


El Honorable Senador señor Naranjo puntualizó que la razón buscada reside en que éste se trata de una ley de fomento y recuperación del bosque nativo.


El representante del Ejecutivo admitió que, por supuesto, existe la posibilidad, pero hacerlo repone el debate entre el planteamiento de la necesidad de mantener los bosques nativos y reforestarlos siempre con especies nativas y la postura que abre la posibilidad a la reforestación con especies distintas, dando lugar a una diferencia que ha cruzado la historia de la tramitación de esta ley.  Agregó que el nudo del proyecto es aquel debate, y para remover esa barrera se concordó sacar todo el tema, con sus diversas expresiones, lo que incluye el establecimiento de porcentajes, para regularlos en una ley complementaria.


El Honorable Senador señor Coloma expresó que, entonces, no se termina el problema sino que se toma una opción respecto del problema.


El señor Cavieres complementó su explicación con una mención que resulta imprescindible para una adecuada comprensión de la cuestión en debate, que consiste en especificar que el tratamiento de la sustitución queda regulado en el marco del decreto ley N° 701.  Por lo tanto, prosiguió, permanece allí, intocado, de momento.  


El Honorable Senador señor Coloma reiteró su interés en que se despeje el punto de si esta definición de reforestación no implica una toma de posición legal respecto del tema del decreto, y manifestó que es su interés hacérselo notar al Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Allamand postuló la existencia de una cuestión de simple sentido común, pero no le parece que quede en un punto neutro sino que el numeral lo zanja en una línea.


El Honorable Senador señor Naranjo enfatizó que se trata de un concepto de reforestación para los efectos de esta ley.


El Honorable Senador señor Coloma hizo notar que debería hablarse de reforestación nativa.


El Honorable Senador señor Horvath aclaró que hay razones que sustentan la prolongada tramitación de este proyecto, e hizo presente que en el texto del proyecto que aprobó en general la Sala, la denominación del concepto que se define era, precisamente “reforestación nativa” y que, por razones de economía en la expresión, se hizo la modificación en el sentido que ha motivado la observación del Honorable Senador señor Allamand y el debate subsiguiente.  Propuso restablecer la denominación original y desechó la posibilidad de introducir en forma subrepticia un sentido distinto al concepto.


La Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, señora Bau, resaltó la importancia que para la institución tiene el hecho de que esta ley exprese el concepto de reforestación nativa porque es distinto el incentivo si es reforestación no nativa; lo anterior sin ir a la discusión de fondo.  Comprometió la elaboración de una minuta para definir los regímenes de incentivo correspondientes.  


En el marco de la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, durante el debate que se recoge en este Nuevo Segundo Informe, se formularon tres propuestas en relación con este numeral.


La indicación número 293, de S. E. la señora Presidenta de la República, para eliminarlo.


La indicación número 294, de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira, cuya finalidad es reemplazar, el encabezado “Reforestación”, por el de “Reforestación nativa”.


Por último, la indicación número 295, de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira, que propone intercalar, antes de la expresión “acción de repoblar”, la frase “para efectos de optar a los subsidios que ofrece esta ley, se entenderá por reforestación nativa la”.


El señor Cavieres hizo presente que las indicaciones que presentó el Ejecutivo, en enero pasado son expresión de un trabajo conjunto de los actores involucrados en el bosque nativo, en procura de un acuerdo, uno de cuyos puntos fue que ni la sustitución ni la habilitación  formarían parte de este texto legal, y se consultó una indicación que parecía concordante con aquel propósito.  Sin embargo, prosiguió, en una fecha posterior, directivos de la Corporación de la Madera, Corma, plantearon su inquietud -la que le fue transmitida a la Mesa Forestal-, dado que por esta vía se impediría la sustitución, lo que resulta efectivo si se dejara la definición, tal como está, lo que no era el sentido del acuerdo.  Explicó que la cuestión le fue planteada al conjunto de los actores involucrados, y hubo acuerdo pleno en que era indispensable eliminar este numeral, y quedar sujetos, para estos fines, al marco preceptivo del decreto ley N° 701, de 1974.


La indicación número 293 fue aprobada, en los mismos términos en que fue planteada. por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores  Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.


En virtud del acuerdo precedente, se entiende rechazada la indicación número 27.


Las indicaciones números 294 y 295 fueron retiradas por sus autores.

Nº 25
pasa a ser 21

Señala que la regeneración natural es el proceso mediante el cual se establece un bosque a través de regeneración vegetativa o de semillas provenientes de árboles del mismo rodal o rodales vecinos, las cuales son diseminadas por agentes naturales, tales como viento, agua, mamíferos, aves o por rebrote espontáneo de cepas existentes.


Con ocasión de los informes precedentes de vuestras Comisiones unidas, este numeral no fue objeto de enmienda que no fuera la de adecuar su ordinal en función de  otras modificaciones acordadas. 


S. E. la señora Presidenta de la República, con la indicación número 236  intercala en el numeral mentado, entre las palabras “árboles” y la expresión “del mismo rodal”, la voz “nativos” y agrega la preposición “de” antes de la expresión “rodales vecinos”.


El Honorable Senador señor Allamand estimó que en este caso se plantea la misma implicación que en el concepto de reforestación porque la regeneración natural no necesariamente proviene de especies nativas, y podría haber, perfectamente, regeneración natural no originada en especies nativas, y sería igualmente natural.  En consecuencia, planteó, circunscribir la regeneración natural sólo a especies nativas constituye un error. Enfatizó que se trata de un problema de definición, y aunque sea ésta una ley de fomento nativo, ello no invalida que la regeneración natural puede originarse en especies que no sean nativas. 


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, confirmó que estas definiciones sólo tienen el propósito de aplicar los incentivos, y, por ende, siendo ésta, claramente, una ley que fomenta el manejo del bosque nativo, busca recrear formaciones nativas, y esto explica su redacción.  Lo anterior no desvirtúa el planteamiento del Honorable Senador señor Allamand de que podría haber en el bosque nativo regeneración de otras especies, pero el espíritu de la iniciativa es incentivar el manejo del bosque nativo, y, por lo mismo, no pretende canalizar recursos públicos para regenerar con especies intrusivas.


El Honorable Senador señor Naranjo hizo referencia al tenor literal del encabezamiento del artículo 2°, que acota perfectamente el ámbito de aplicación de la definición en debate, sin que haya posibilidad alguna de extrapolación.


El Honorable Senador señor Espina refutó el planteamiento de Su Señoría y pidió rediscutir a fondo el tema porque esta interpretación implicara que nadie podría entrar a un proceso de regeneración natural si no es sobre la base de que lo que produce son árboles nativos.


El Honorable Senador señor Allamand, al reanudarse el debate,  reiteró la posibilidad objetiva de una regeneración natural que no proviniera de árboles nativos; explicó que su objeción no se salva con la indicación.  El nudo del problema, dijo, consiste en que el concepto de regeneración natural queda amarrado a que tenga su origen en el bosque nativo.


El señor Cavieres reconoció que lo planteado, por supuesto, puede ser así, pero la preocupación del Ejecutivo radica en que una de las líneas de incentivo es la regeneración natural, y no se quiere crear espacio para que se solicite bonificación de regeneración natural, en los casos de especies que no son nativas, en el marco de la legislación que se discute.


El Honorable Senador señor Espina llamó la atención respecto de lo que podría suceder si la regeneración natural del bosque nativo, por circunstancias diversas, terminare incluyendo, aun en forma minoritaria, especies no nativas, ya que resultaría extremadamente grave si quedara al margen de la bonificación una persona, por ejemplo, que fuera dueña de un bosque nativo, que hiciera todo un proceso de regeneración, y ocurriera que en éste crezcan, junto con las especies nativas, otras que no lo son, si esa persona no pudiera beneficiarse con una bonificación, 


El señor Cavieres preciso que la hipótesis planteada por Su Señoría es susceptible de ser manejada por los pequeños propietarios son costos excesivos, y lo que es aun más relevante, sucede que las especies introducidas que, en este caso, preocupan, son de alta agresividad, como sucedería si se tuviera un bosque de eucaliptos o de aromo, en realidad la regeneración es muy probable que sea mucho más abundante, sobre todo de aromo, que la de bosque nativo, como se puede observar en la zona de Mininco.  En consecuencia, carece de sentido que la ley incentive el establecimiento de plantaciones de aromo, por ejemplo, por la vía de este incentivo.  Resaltó que las especies cultivadas son de gran plasticidad y, por lo mismo, se les denomina colonizadoras, atributos claramente presentes en el aromo, el eucaliptos y, en una medida menor, en el pino.


El Honorable Senador señor Allamand previno que en este punto no existe una diferencia de criterios sino de formulación.  Planteó, aun cuando pareciere una obviedad, dejar asentado en la norma que hay dos tipos de regeneración natural, y el problema al que alude el Honorable Senador señor Espina y que consiste la argumentación en contrario expuesta por el representante del Ejecutivo, en orden a  que no puede entenderse como una regeneración natural de bosque nativo, proveedora de ciertos beneficios, si, en la práctica, aquélla esconde una regeneración que, finalmente, no es de bosque no nativo.  Estimó que esas dos objeciones podrían ser salvadas con una redacción distinta porque si no las dos objeciones de Su Señoría son correctas.   Manifestó su desacuerdo con la solución planteada por el señor Cavieres, pues sólo opera si se trata especies de una alta potencialidad invasora, pero lo que queda por responder es qué pasa si la coexistencia es con una especie exógena que no fuera agresiva, pues en dicho evento se quedaría fuera del subsidio.


La señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal mencionó que, en el evento de producirse un caso como el que proponen los señores Senadores, es claro que el sentido y alcance de las definiciones contenidas en el artículo 2° son para el efecto de las bonificaciones de la ley en estudio, y si sobreviven, en el futuro, dos leyes, también hay un mecanismo para el caso de la regeneración natural de bosque no nativo, como es el decreto ley N° 701, de 1974.

 
Del debate surgió la idea de especificar el término que se define en este numeral como “Regeneración natural de bosque nativo”.


La indicación número 296, de S. E. la señora Presidenta de la República, presentada en el nuevo plazo que acordó la Sala con ocasión del estudio del presente informe se formalizó la propuesta de agregar al inicio de la definición, a continuación de la expresión “Regeneración natural” la siguiente: “de bosque nativo”.

Las indicaciones números 236 y 296 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores  Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.
TÍTULO I
DE LOS TIPOS FORESTALES

Artículo 3°


Dispone que con un decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Agricultura, se establecerán los tipos forestales a que pertenecen los bosques nativos del país y los métodos de regeneración aplicables a ellos.


Sienta, asimismo, las etapas mínimas del procedimiento para establecer aquéllos y los métodos de regeneración que considerará dicho reglamento: desarrollo de estudios científicos y técnicos que fundamenten la tipología establecida, sus métodos de regeneración y consulta a los organismos públicos y privados con competencia en la materia.


Esta norma no fue materia de indicaciones en los trámites reglamentarios precedentes de la discusión en particular del proyecto.

La indicación número 297 de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira, agrega al artículo 3º, el siguiente inciso tercero nuevo:


“En el plazo que transcurrirá entre la aprobación de esta ley y el decreto supremo mencionado en el inciso primero de este artículo, se considerarán los tipos forestales señalados en el decreto ley Nº 701”.


El Honorable Senador señor Coloma manifestó que la intención es precaver la demora en la promulgación del decreto reglamentario a que se remite este precepto, y como el decreto ley N° 701 tiene una buena definición, la norma ayuda a que no haya un interregno.



El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, estimó que la enmienda es positiva porque cubre un vacío temporal en que los tipos forestales no estarían  definidos.


El Honorable Senador señor Navarro contrapuso a la existencia de aquella ventaja la eventualidad de que esta norma de aparente vigencia transitoria termine por ser una norma de carácter permanente.  En todo caso, previno, su ubicación sistemática es la de un artículo transitorio.


La Comisión acordó aprobar la indicación número 297,  contemplándola como parte integrante del artículo tercero transitorio de esta ley, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores  Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.

Artículo 4º


Su inciso primero dispone que la Corporación mantendrá un catastro forestal permanente que identifique y establezca, a lo menos, en cartografía, los tipos forestales existentes en cada región del país, su estado y las áreas donde existan ecosistemas con presencia de bosques nativos de interés especial para la conservación o preservación, conforme a los criterios que se establezcan en el reglamento.


El inciso segundo, establece que dicho catastro deberá ser actualizado cada diez años y que su información tendrá carácter público.


El inciso tercero y final, señala que el Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 27, deberá considerar el catastro forestal, junto a otras fuentes de información relevantes, como base para proponer los criterios de focalización, priorización de los terrenos y asignación de las bonificaciones contempladas en esta ley, las que se obtendrán mediante concursos.


Como consta del Informe Complementario del Segundo Informe de vuestras Comisiones unidas, se aprobó la indicación número 166 cuya finalidad era actualizar, en el inciso tercero, la referencia  a la disposición que regula el Consejo Consultivo, mediante la sustitución de la frase “artículo 25” por “artículo 27”.    



La indicación número 237, de S. E. la señora Presidenta de la República, es, igualmente, de índole meramente referencial, por cuanto propone ajustar la cita legal que se hace en el inciso tercero de este precepto a la estructura de ordenación numérica que resultaría, en caso de aprobarse el conjunto de las indicaciones del Mensaje  con el cual el Ejecutivo propuso las indicaciones que presentó en el mes de enero de 2007, ya que el Consejo Consultivo quedaría, en esa hipótesis, regulado por el artículo 24 del proyecto.  


La Comisión de Hacienda aprobó la indicación antes referida, sin modificaciones.

Con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma, Espina, Horvath, Navarro, Naranjo y Vásquez, se aprobó la indicación número 237, reemplazando la referencia al artículo 24, como consecuencia de que pasa a ser artículo 34. 


En mérito del acuerdo precedente, se entiende rechazada con la misma votación la indicación número 166.


En el nuevo plazo para formular indicaciones, acordado a petición de estas Comisiones unidas, se presentó una indicación sustitutiva del precepto aprobado.


En efecto, con la indicación número 298, del Honorable Senador señor Zaldívar, se propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 4º.- La Corporación mantendrá con el apoyo del Instituto Forestal un catastro forestal de carácter permanente, en el que deberá identificar y establecer, a lo menos cartográficamente, los tipos forestales existentes en cada región del país, su estado y aquellas áreas donde existan ecosistemas con presencia de bosques nativos de interés especial para la conservación o preservación, según los criterios que se establezcan en el reglamento de esta ley.


En forma complementaria el Instituto Forestal mantendrá un Monitoreo de Sustentabilidad de los ecosistemas forestales nativos mediante la aplicación de un Inventario Continuo de todos los recursos comprendidos en dichos ecosistemas, tales como suelo, agua, fauna, vegetación y aire.


El catastro deberá ser actualizado a lo menos cada cinco años. La información de ambos estudios tendrá carácter público.


El Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 24 de esta ley considerará el catastro forestal y el inventario continuo de los ecosistemas forestales, junto a otras fuentes de información relevantes, como base para proponer criterios de focalización, priorización de los terrenos y asignación de las bonificaciones contempladas en esta ley, las que podrán obtenerse mediante los concursos a que se refiere este cuerpo legal.


La indicación número 298 fue declarada inadmisible. 

TÍTULO II

DEL PLAN DE MANEJO FORESTAL


La indicación número 299, de S. E. la señora Presidenta de la República, tiene como finalidad sustituir la denominación de éste, por la siguiente:

“TITULO II. DEL PLAN DE MANEJO.”


Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila).

Artículo 5°


Establece que toda acción de corta de bosque nativo, con prescindencia del tipo de terreno en que éste se encuentre, requiere de la aprobación previa de un plan de manejo forestal por la Corporación.  Además, deberá cumplir con lo prescrito en el decreto ley Nº 701, de 1974.


Este precepto no había sido objeto de indicaciones con anterioridad a la habilitación de un nuevo plazo por la Sala de la Corporación, a requerimiento de vuestras Comisiones unidas  En dicha oportunidad, le fueron formuladas dos indicaciones. 


La primera de ellas corresponde a la indicación número 300, del Honorable Senador señor Navarro, que busca agregar a continuación del punto final de este artículo, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:


“Los planes de manejo deberán ser de carácter público y estar disponibles en la página web de la Corporación para quien lo solicite.”.


El Honorable Senador señor Navarro explicó que el objeto de la proposición se relaciona con la accesibilidad de los planes de manejo, los cuales, en definitiva, son los garantes del cumplimiento de la ley y del respeto de los derechos de todos, y, en este sentido, son evidentes las falencias en su revisión y la extrema dificultad de obtenerlos por quienes quisieran revisarlos.  Adujo que hacer transparente la ejecución adecuada de la protección avalada técnicamente por un plan de manejo radica en que sea un instrumento de carácter público, que deja de ser privado cuando ingresa como un requisito de lo público. En consecuencia, estima que para la fe pública, como toda información, su examen debe ser disponible de manera permanente.


El Honorable Senador señor Coloma evocó que algunas organizaciones que fueron escuchadas por estas Comisiones unidas plantearon el peligro que supondría la divulgación de antecedentes confidenciales relacionados con estrategias comerciales, razón por la cual sugirió que los planes de manejo, una vez aprobados, puedan ser materia de revisión.


La indicación número 300 se aprobó, con la modificación antedicha, por la unanimidad de los miembros de las comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.

La segunda enmienda nace de la proposición de S. E. la señora Presidenta de la República, materializada en la indicación número 301, que formalizó una propuesta para eliminar de los artículos 5º, 6º, 8º, 9º, 10 y 13 la voz “forestal” que sigue a la expresión “plan de manejo” o “planes de manejo”.  

Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila) la indicación número 301, en lo que se refiere a este precepto.   

Artículo 6º


Manda este precepto que el plan de manejo forestal contenga información general de los recursos naturales existentes en el predio.  Agrega que en lo que se refiere al área a intervenir se solicitará información detallada, conforme lo señale el reglamento.

Durante la discusión en particular, esta disposición del proyecto no fue materia de modificaciones en los trámites reglamentarios precedentes.


Con la indicación número 301, de S. E. la señora Presidenta de la República, este artículo queda sujeto a la enmienda propuesta que persigue eliminar, en los artículos que aquélla especifica, la voz “forestal” que sigue a la expresión “plan de manejo” o “planes de manejo”.  

La indicación número 301, fue aprobada con el voto unánime de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila), en lo que atañe a esta disposición.
Artículo 7º


Su inciso primero establece que el plan de manejo forestal lo presentará el interesado y será elaborado por un ingeniero forestal o ingeniero agrónomo especializado.


El inciso segundo, habilita al titular de una concesión minera, de gas, de servicios eléctricos, de caminos, de ductos u otras reguladas por ley, en los casos en que el ejercicio de aquélla importase la corta de bosque, para presentar el plan de manejo forestal correspondiente y le hace responsable del cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en aquél.


El inciso tercero establece que el plan de manejo forestal puede comprender varios predios y propietarios.


A raíz de la aprobación de la indicación número 37, se aprobó modificar, en el segundo informe de vuestras Comisiones unidas, en el sentido de agregar a su inciso segundo una oración que prescribe que, tratándose de concesiones mineras, el plan de manejo forestal deberá ser suscrito, además, por el propietario del predio, quien será solidariamente responsable de las obligaciones contenidas en él.


Posteriormente, con la indicación número 169 se intercaló a continuación del inciso segundo uno tercero nuevo, pasando el actual a ser cuarto, con la finalidad de regular la situación de los bosques fiscales, caso en el cual el plan de manejo forestal deberá ser suscrito por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, quien será responsable del cumplimiento de las obligaciones contenidas en él. Dispone que será también suscrito por la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, con lo que se acreditará que el solicitante tiene alguna de dichas calidades y que no existe oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.

La indicación número 238, de S. E. la señora Presidenta de la República, está constituida por los literales a) y b).


El primer de aquellos literales propone intercalar, en su inciso primero, antes del punto aparte, la expresión “y firmado por éstos”.


El segundo procura sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“Cuando la construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, según corresponda, implique corta de bosque, el plan de manejo forestal correspondiente deberá ser presentado por el respectivo concesionario o titular de la servidumbre, según los casos, quien será responsable del cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en él.”.


El informe de la Comisión de Hacienda no propone modificaciones en relación con esta disposición.


Respecto del literal a) de esta indicación, el Honorable Senador señor Espina estimó que la redacción no guarda la debida concordancia porque la conjunción “o” es disyuntiva.


En relación con la letra b), el señor Cavieres explicó que el inciso segundo que se sustituye hacía responsable solidario, en el caso de concesiones mineras, al propietario del predio por las obligaciones contraídas en el plan de manejo forestal.


Los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira propusieron reemplazar, en el inciso primero del artículo 7º, la expresión “o ingeniero agrónomo especializado” por “, un ingeniero agrónomo especializado, un ingeniero en conservación de recursos naturales o un ingeniero en recursos naturales, sin perjuicio de lo  cual el Honorable Senador señor Espina señaló, en particular, que el Ejecutivo revise cuál es la situación e informe antes de adoptar el acuerdo.


Lo anterior, por cuanto el Decano de la Facultad de Ciencias Forestales de la Universidad  Austral de Chile hiciera presente a las Comisiones unidas que en los últimos años diversas universidades del Consejo de Rectores y otras Casas de Estudios Superiores han creado las carreras de Ingeniero en Recursos Naturales, y que dicha Facultad creó en el año 2006 la carrera de Ingeniero en Conservación de Recursos Naturales, por lo que solicitan incluirlas en la presente ley en su parte correspondiente.


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, consideró que el precepto debería señalar “o a carrera equivalente de diez semestres”, y dejar abierto porque pueden surgir otras; señaló, además, que estas carreras son bien estructuradas y salen al mercado como equivalentes.  Explicó que se trata de un aspecto interesante que lo ha conversado con personeros de distintas facultades de Ingeniería Forestal, quienes están en una situación en que les es necesario abrirse porque el campo de dicha profesión es muy limitado.


El Honorable Senador señor Allamand, sin perjuicio de concordar con la representante del Ejecutivo en que la matrícula de las carreras de Ingeniería Forestal tienden a la disminución, señaló que la redacción propuesta queda demasiado abierta y es preciso especificar qué órgano del Estado va a determinar cuándo es equivalente y cuándo, no. 


Los representantes del Ejecutivo manifestaron disposición a buscar una fórmula de redacción que acote el alcance de lo que se entiende por equivalente, y señaló que podría ser “carrera equivalente del área silvoagropecuaria”.


El Honorable Senador señor Espina instó a ser muy rigurosos en la formulación técnica de la norma porque es posible incurrir en un error considerable al excluir carreras que deberían estar o en una actitud que incorpore innecesariamente a otras.  Señaló que universidades de prestigio, como las de Valdivia, el Ministerio de Educación o el Consejo de Rectores pueden contribuir a la redacción que se requiere.


El Honorable Senador señor Coloma manifestó que está claro el concepto, pero la idea es dejar en la norma una equivalencia especializada, en términos tales que nadie pueda interpretarlo que cualquier profesional de diez semestres pueda elaborar un plan de manejo.    


Asimismo, los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira propusieron intercalar, en el inciso segundo del artículo 7º, la palabra “nativo” a continuación de la palabra “bosque”.


El Honorable Senador señor Espina advirtió de la necesidad de utilizar siempre la expresión bosque nativo porque si quedara una norma en que falte esta especificación, el intérprete podrá entender que al emplearse sólo el término bosque se le quiso dar una amplitud mayor al precepto.   


En relación con este precepto que quedó pendiente en sesión anterior, el Ejecutivo propuso el siguiente texto: 


“Artículo 7.- El plan de manejo forestal deberá ser presentado por el interesado y elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado o quien esté en posesión de un título profesional relacionado con las ciencias agrarias o forestales y que haya cumplido con una malla curricular de diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.  Dicho plan de manejo deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.”.

Se concordó en la observación planteada por el Honorable Senador señor Allamand, para que se explicite que la malla curricular debe ser al menos de diez semestres.


La redacción propuesta por el Ejecutivo fue aprobada con la modificación antedicha por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira) Espina, Horvath, Naranjo, Navarro  y Vásquez.

Con motivo de la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, durante el debate que se recoge en este Nuevo Segundo Informe, se formularon tres propuestas en relación con este artículo.

La indicación número 304, de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira, intercala, en el inciso segundo, la palabra “nativo” a continuación de la palabra “bosque”.

La indicación número 302, de S. E. la señora Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- El plan de manejo deberá ser presentado por el interesado y elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado o quien esté en posesión de un título profesional relacionado con las ciencias agrarias o forestales y que haya cumplido con una malla curricular de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.  Dicho plan deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.


Cuando la construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, según corresponda, implique corta de bosque nativo, el plan de manejo correspondiente deberá ser presentado por el respectivo concesionario o titular de la servidumbre, según los casos, quien será responsable del cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en él.


Cuando se trate de bosques fiscales, el plan de manejo deberá ser suscrito por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, quien será responsable del cumplimiento de las obligaciones contenidas en él. Será también suscrito por la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, con lo que se acreditará que el solicitante tiene alguna de dichas calidades y que no existe oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.


El plan de manejo podrá comprender varios predios y propietarios.”.
 
La indicación número 303, de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira, tiene el propósito de reemplazar, en el inciso primero, la expresión “o ingeniero agrónomo especializado” por “, un ingeniero agrónomo especializado, un ingeniero en conservación de recursos naturales o un ingeniero en recursos naturales”.


El señor Cavieres enfatizó que se trata de una norma de índole genérica, aplicable, por lo tanto, a todo plan de manejo, cualquiera que sea su finalidad.  


Fue aprobada la indicación número 302 por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.


Con idéntica votación se entienden aprobadas la indicación número 303 con modificaciones,  y la número 304, sin enmiendas.


En consideración a los acuerdos adoptados precedentemente, las indicaciones números 37, 169 y 238 fueron rechazadas con la misma votación.
Artículo 8º


El inciso primero dispone que una vez presentado un plan de manejo forestal a la Corporación, ésta deberá aprobarlo o rechazarlo dentro del plazo de noventa días, contado desde la fecha de ingreso de la solicitud a la oficina correspondiente.


El inciso siguiente, establece que si la Corporación no se pronunciara en el plazo señalado, el plan de manejo forestal propuesto por el interesado se tendrá por aprobado, con excepción de las áreas que comprendan las situaciones que se señalan en el artículo 16 de esta ley.


El inciso tercero, faculta a la Corporación para rechazar de un plan de manejo forestal sólo cuando éste no cumpla con los requisitos establecidos en la ley.


El inciso cuarto, confiere al interesado el derecho a reclamación, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974, para el evento de que la Corporación rechazara en todo o en parte el plan de manejo forestal.  Dispone que, en el caso de esta reclamación, la sentencia definitivas será apelable en el solo efecto devolutivo. 


El inciso quinto prescribe que, en caso de ser aprobado un plan de manejo forestal, el interesado deberá dar aviso a la Corporación cuando inicie la ejecución de faenas, y cumplido un año de éste, deberá acreditar anualmente ante la Corporación, el grado de avance del mismo, por medio de un informe elaborado por el interesado.


En el marco del informe complementario del segundo informe, con la aprobación de indicación número 173 se suprimió en la frase final del inciso cuarto la referencia a que la apelación de dicha sentencia debería concederse en el solo efecto devolutivo.


La indicación número 239, de S. E. la señora Presidenta de la República, contiene enmiendas de orden gramatical, al proponer que se sustituya, en el inciso segundo del precepto 8°, la voz “pronunciara” por “pronunciare” y en el inciso cuarto, la palabra “rechazara” por “rechazare”.


Aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma, Espina, Horvath, Navarro, Naranjo y Vásquez.

Respecto de la indicación número 301, de S. E. la señora Presidenta de la República, este artículo también es implicado por la enmienda propuesta que persigue eliminar, en los artículos que aquélla especifica, la voz “forestal” que sigue a la expresión “plan de manejo” o “planes de manejo”, en lo que se refiere a las menciones contenidas en sus incisos primero, segundo tercero, cuarto y quinto.  


La indicación número 301, se aprobó en forma unánime por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila), debiendo aplicarse a esta disposición.

Con la misma votación precedente, y en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, las Comisiones unidas sustituyeron en el inciso segundo de este artículo, la referencia al artículo 16,  por otra al artículo 17, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto.

Artículo 9º.


Dispone que la Corporación deberá llevar una nómina o sistema de información, consolidado por provincias, ambos de carácter público, en los que consten los planes de manejo forestal aprobados, y certificará su existencia respecto de un determinado predio a quien lo solicite.


Como en los casos precedentes, la indicación número 301, de S. E. la señora Presidenta de la República, incide en este artículo, por lo cual, a su respecto, se propone eliminar, la voz “forestal” que sigue a la expresión “planes de manejo”. 

La indicación número 301 fue aprobada por la unanimidad por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila).
Artículo 10.


Su inciso primero prescribe que, si con posterioridad a la aprobación del plan de manejo forestal, se estableciera que éste se ha fundado en antecedentes falsos, la Corporación podrá invalidar, conforme a las reglas generales, los actos administrativos que se hayan basado en los mismos, sin perjuicio de perseguir las responsabilidades civiles o penales que de ello se deriven.


Regula, el inciso siguiente, el efecto de la presentación de antecedentes inexactos, en términos tales que hayan incidido sustancialmente en la aprobación del respectivo plan de manejo forestal.


El inciso final concede al interesado acción para reclamar de la resolución que invalide actos administrativos conforme se autoriza en los incisos precedentes, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974, sin que este reclamo suspenda el cumplimiento de lo resuelto por la Corporación.

También, en este caso, la  indicación número 301, de S. E. la señora Presidenta de la República, persigue eliminar, la voz “forestal” que sigue a la expresión “plan de manejo”. 

Fue aprobada la indicación en examen, por los Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila)
Artículo 11.


Establece que los pequeños propietarios forestales podrán acogerse a la modalidad de normas de manejo de carácter general que elabore la Corporación; en este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo que se establece en esta ley, aplicándose procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que establezca el reglamento.


Las Comisiones unidas, al prestarle su aprobación a la  indicación número 49, incluyeron una modificación para sustituir la oración “se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo que se establece en esta ley” por “se darán por cumplidas tanto la obligación de presentar el plan de manejo que se establece en esta ley como la de aportar el estudio técnico a que se refiere el artículo 21 de la misma”.


En un acto posterior, se enmendó la referencia al artículo 21, sustituyéndola con una mención al artículo 23. 


S. E. la señora Presidenta de la República, con la indicación número 240,  reemplaza este precepto por el siguiente:


“Artículo 11.- La Corporación podrá elaborar normas de manejo de carácter general, a las que podrán acogerse los propietarios;  en este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal que se establece en esta ley, aplicándose los procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que  establezca el reglamento. 


Tratándose de las exigencias de los artículos 7°, 15 y 21 de esta ley, no podrá sustituirse la obligación de presentar el Plan de Manejo Forestal.”.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, explicó que las normas de manejo de carácter general, hasta ahora, exclusivas para los pequeños propietarios forestales, se amplían a todos los propietarios que opten por adscribirse a este régimen, con lo cual se simplifica tanto la posibilidad de acogerse como el ejercicio de la fiscalización que le está encomendada a Conaf.  Agregó que en el caso de intervenciones excepcionales, como lo son las que se establecen en los artículos 7°, 15 y 21, la obligación de presentar un plan de manejo forestal rige a todo evento.


La indicación número 240, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma, Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez, con la enmienda consistente en sustituir en el inciso segundo de este precepto la referencia a los artículos 7º 15 y 21, por otra a los artículos 7º y 20, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto.

En virtud del acuerdo precedente, se entienden rechazadas con la misma votación las indicaciones números 49 y 175. 

Artículo 12.


El inciso primero, autoriza a modificar los planes de manejo aprobados, durante su vigencia, previa presentación y aprobación de un estudio técnico elaborado por un ingeniero forestal o ingeniero agrónomo especializado.  Le fija a la Corporación un plazo de 60 días hábiles para pronunciarse al respecto.


El inciso segundo estipula que dicha modificación no podrá alterar el objetivo de manejo señalado en el plan original, salvo que el nuevo propuesto sea factible de conseguir a partir del estado en que se encuentre el bosque al momento de la proposición.


El inciso tercero, hace extensivas a las modificaciones las normas generales establecidas para los planes de manejo forestal, incluidas las normas sobre silencio administrativo a que se refiere el artículo 8º de esta ley.


A continuación, el inciso cuarto, dispone que no se considerará una modificación al plan de manejo, la postergación de las actividades de corta contenidas en él, cuando aquélla no implique un deterioro del bosque, por lo que sólo requerirá de comunicación previa a la Corporación en la forma que determine el reglamento.


Por último, prescribe que la modificación no habilitará para incrementar los beneficios obtenidos mediante concursos a que se refieren los artículos 24 y 26.


El informe complementario consigna que la indicación número 176 sustituyó en el inciso final del precepto en examen la expresión “artículos 24 y 26” por “artículos 26 y 28”. 


La indicación número 241, de S. E. la señora Presidenta de la República, consulta tres modificaciones puntuales a esta disposición del proyecto.


Con la signada bajo el literal a), se intercala en el inciso primero, la voz “forestal” entre las palabras “manejo” y “aprobados”.  


La letra b), a su vez, intercala en el inciso cuarto, la expresión “forestal” entre la palabra “manejo” y la frase “y que no implique un deterioro del bosque,”.


Por último, la letra c) apunta a sustituir en el inciso quinto, la expresión “artículos 26 y 28” por “artículos 23 y 25”.


La Comisión de Hacienda no se pronunció, en su informe, sobre esta indicación. 


En virtud del acuerdo de la Sala de la Corporación, que abrió un plazo nuevo para formular indicaciones, fueron presentadas otras dos, a este precepto.


Por una parte, la indicación número 305, de S. E. la señora Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 12.-  Los planes de manejo aprobados podrán ser modificados durante su vigencia, previa presentación y aprobación de un estudio técnico elaborado por uno de los  profesionales señalados en el artículo 7º de esta ley.  La Corporación deberá pronunciarse respecto de las modificaciones dentro del plazo de 60 días hábiles.


La modificación no podrá alterar el objetivo de manejo señalado en el plan original, a menos que el nuevo propuesto sea factible de conseguir a partir del estado en que se encuentre el bosque al momento de la proposición.


Regirán, para las modificaciones, las mismas normas generales establecidas para los planes de manejo, incluidas las normas sobre silencio administrativo a que se refiere el artículo 8º de esta ley.


La postergación de las actividades de corta contenidas en el plan de manejo y que no impliquen un deterioro del bosque, no se considerará como modificación al mismo y sólo requerirá de comunicación previa a la Corporación, en la forma en que determine el reglamento.


Con todo, esta modificación no habilitará para incrementar los beneficios obtenidos mediante los concursos a que se refiere el Título IV de esta Ley.”.


Se aprobó la indicación número 305 por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira) Espina, Horvath, Naranjo (por sí y por el señor Ávila), Navarro  y Vásquez.

Con idéntica votación, fue rechazada la indicación número 241, en sus tres literales.  

En consecuencia del acuerdo precedente se entiende rechazada con la misma votación la indicación número 176.

Por otra parte, la indicación número 306, del  Honorable Senador señor Navarro para intercalar, en el inciso primero, entre las palabras “aprobados” y “podrán ser modificados”, la siguiente frase: “serán de carácter público”.

Esta indicación fue retirada por su autor.
Artículo 13.


El inciso primero de este artículo sujeta al cumplimiento del plan de manejo forestal, aprobado, al interesado o a quien adquiera posteriormente el predio a cualquier título, y a las demás obligaciones que establece esta ley.  Para dichos efectos, manda que se practique la anotación al margen de la respectiva inscripción de dominio, del hecho de que el predio de que se trate cuenta con un plan de manejo forestal aprobado; anotación que será gratuita y se efectuará con la sola comunicación de la Corporación al Conservador de Bienes Raíces que corresponda.


El inciso siguiente regula el desistimiento por el interesado del plan de manejo forestal aprobado, para lo cual debe hacer  el previo reintegro, en arcas fiscales, de las sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias y de las bonificaciones otorgadas por esta ley, más los reajustes e intereses legales determinados por el Servicio de Impuestos Internos, en conformidad con las normas del Código Tributario, cuando corresponda.


El inciso tercero prescribe que no se autorizará el desistimiento cuando existan actividades pendientes de regeneración o de reforestación.


Por último, dispone que, una vez acreditado el reintegro, la Corporación debe dictar la resolución aprobatoria del desistimiento, de la cual se dejará constancia en el registro a que se refiere el artículo 9º, e informará al respectivo Conservador de Bienes Raíces, quien procederá a anotar al margen de la respectiva inscripción de dominio un extracto de la resolución que aprueba el desistimiento.

En consecuencia, la  indicación número 301, de S. E. la señora Presidenta de la República, alcanza con su efecto de eliminar, la voz “forestal” que sigue a la expresión “plan de manejo”, en sus dos primeros incisos.


Fue aprobada sin modificaciones por los Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila).

La indicación número 307, del Honorable Senador señor Navarro, tiene por objetivo que se agregue el siguiente inciso final. 


“En caso de enajenación de predios de pequeños propietarios forestales que hayan recibido la bonificación establecida en esta ley, el adquirente deberá restituir el cien por ciento de la bonificación, debidamente reajustada, dentro de un plazo de 10 años desde que se haya percibido dicha bonificación.”

El Honorable Senador señor Coloma argumentó que esta indicación, más allá de la motivación expuesta por el Honorable Senador señor Navarro, al final de cuentas, termina por perjudicar al pequeño propietario forestal porque, obviamente, le impone una carga adicional que grava su patrimonio, al limitar la libre disposición de un bien de su propiedad, motivo por el cual es contrario a su aprobación.


El Honorable Senador señor Horvath consultó si en el caso de enajenación se mantienen para el comprador todas las obligaciones derivadas de la bonificación que ha beneficiado al bosque.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó su firme convicción de que si no se pone este tipo de restricción se favorecerá que quien obtenga el subsidio, después lo transfiera junto con el bosque, con lo cual el acceso a estos incentivos se concentrará en grandes propietarios y  aumentará, por esta vía, el valor del terreno sin que se cumpla el objetivo de beneficiar a los pequeños propietarios forestales, que se ha planteado y que es, en definitiva, la consideración por la cual ha accedido a debatir esta ley.  Al no haber restricción a la venta inmediata, operara en pro de la concentración.


El señor Marshall, representante del Ministerio de Hacienda, manifestó que, si bien comparten el objetivo de esta proposición, es imposible desentenderse del argumento expuesto por el Honorable Senador señor Coloma, a cuyo respecto plantea dos puntos adicionales. En primer término, la existencia de un problema administrativo a que da lugar esta propuesta, que consiste en que los pequeños propietarios, según esta ley, tributarán sobre la base de renta presunta, lo que determina que no haya registro alguno del monto de la bonificación que se haya pagado a un pequeño propietario forestal, razón por la cual si en el futuro se enajena un terreno favorecido con la bonificación, el comprador no estará en situación de saber a cuánto ha ascendido aquélla.


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, previno que en esta se registra el pago de los beneficios que se originan en el decreto ley N° 701, y, a su vez, Tesorería mantiene en su poder un listado de todos los propietarios. 


El personero de Hacienda prosiguió su argumento y señaló que si bien Conaf registra la suma que pagó, no existe corrección monetaria alguna y, en consecuencia, tampoco hay forma de que el posterior comprador registre eso en su contabilidad, puesto que si se tratare de un propietario grande deberá incorporar en su cuenta de pasivos una provisión para el evento de la corta o venta del bosque, y activar esto dentro de su costo.  La segunda observación, dijo, consiste en que si un pequeño propietario forestal le compra un terreno a otro pequeño propietario forestal, y aun con la suma se mantiene en dicha calidad, igualmente esta obligado a pagar la bonificación.


El Honorable Senador señor Espina expuso su posición adversa a esta proposición, fundada en la  sencilla razón de que con ella sólo se conseguirá que el pequeño propietario que quiera vender perciba una suma menor por su predio.  Enfatizó que el pequeño propietario vende cuando está rodeado por grandes forestales y ya no le resulta rentable el aprovechamiento de su bosque porque el precio que se le paga por la madera es muy bajo, o lisa y llanamente es fijado dada la existencia de un solo comprador en la zona, así como también cuando se encuentran cerradas las opciones de exportar junto con otros pequeños propietarios porque los embarque están copados.  En consecuencia, ante una decisión de venta, tomada en aquellas circunstancias, lo razonable es permitirle, y no hacerle más difícil el camino para que pueda recuperar los recursos que invirtió.  Agregó que la norma propuesta se traducirá en el pago de un valor menor debido a que el comprador deberá restituir el monto de la bonificación. En suma, la indicación empobrece a los pequeños propietarios que estén en necesidad de vender.


El Honorable Senador señor Naranjo reparó que, al tenor literal de la norma, si un propietario grande vende no tiene ningún problema.  


El Honorable Senador señor Vásquez estimó que si se aprobara, sería necesaria una reserva de constitucionalidad respecto de esta norma, por cuanto eventualmente podría afectaría la garantía fundamental del derecho de las personas a no recibir del Estado y de sus organismos un trato discriminatorio en materia económica; de la cual se acordó dejar constancia.


El Honorable Senador señor Navarro previno que en la ley N° 20.062 que regulariza situaciones de ocupación irregulares en el borde costero se estableció una restricción de venta de diez años respecto de los terrenos transferidos en virtud de este cuerpo legal. 


Puesta en votación la proposición número 307, fue rechazada por mayoría de votos. Por la aprobación, votaron los Honorables Senadores señores Navarro y Naranjo (por sí y por el Honorable Senador señor Ávila); por su rechazo, los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath y Vásquez.
º º º

Artículo 14 nuevo.


La indicación número 308, de S. E. la señora Presidenta de la República, insta a  intercalar el siguiente artículo 14, nuevo:


“Artículo 14.- Los compromisos de regeneración o reforestación establecidos en los Planes de Manejo aprobados por la Corporación, o en las medidas de compensación o reparación establecidas por orden judicial, se entenderán cumplidos cuando se verifique en terreno una sobrevivencia igual o superior al 75% del número de individuos comprometidos en los respectivos Planes de Manejo.  Esta sobrevivencia deberá determinarse, no antes que dichos individuos cumplan dos años de vida, desde su plantación o regeneración natural.”.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, explicó que es una exigencia básica orientada a asegurar que la reforestación se halle establecida adecuadamente, la que en el caso del bosque nativo reviste particular importancia porque si se determinara la sobrevivencia, de inmediato, se la encontrará con vida, pero sin que haya pasado todavía una temporada en la que deba soportar situaciones de sequía o de frío.


El Honorable Senador señor Navarro consultó respecto de la posibilidad de establecer, atendiendo a la extrema diversidad de las especies forestales, un rango de variabilidad de los tiempos en función de aquéllas, pues entiende que para el caso de la lenga austral, por ejemplo, el lapso que fija la norma parece ser insuficiente. 


El Honorable Senador señor Coloma manifestó que entiende que el precepto es similar al existente en el decreto ley N° 701, pero su consulta apunta a si no existe una diferencia en lo que atañe a los individuos del bosque nativo versus los árboles que son plantados.


El señor Cavieres insistió en que de la redacción del precepto fluye que la sobrevivencia no podrá ser determinada antes de que los individuos correspondientes cumplan dos años de vida, por consiguiente, el plazo se cuenta a partir del momento en que los individuos se establecen. Por dicha razón, destacó, la norma no afecta a especies como los bosques de  raulí que tardan cinco años en semillar, ya que sólo una vez que esto ocurre se computa el plazo de dos años, a lo menos, para cerciorarse de si realmente debe considerárselas establecidas.  Expuso que si se está ante una regeneración natural es indudable que será preciso esperar a que semille, o sea, que tenga lugar el establecimiento, y sólo dos años después cabría verificar el cumplimiento.


El Honorable Senador señor Espina pidió que se ejemplarizara cuál podría ser el sentido y alcance de esta disposición, en particular si se refiere al caso de una persona que construye un camino y tiene la obligación de reforestar.  Reiteró la consulta de si es razonable la exigencia del 75% que en ella se establece.


El señor Cavieres señaló que, desde un punto de vista genérico, el compromiso de regeneración o de reforestación tiene su origen primordial en la corta de un bosque nativo, pues por precepto legal éste debe ser restablecido.  Los casos que señala Su Señoría son también causa de la obligación de reforestar, pero su incidencia es accidental.  Precisó que el 75% es un número estándar en el sector forestal, incorporado por el decreto ley N° 701, ya que fue la medida de éxito de los incentivos a la forestación establecidas en aquel cuerpo legal.  Refirió que este punto de quiebre se usa en forma recurrente no sólo para los bosques sino también para las plantaciones.


La indicación número 308 fue aprobada por las Comisiones unidas con el voto unánime de sus miembros, Honorables Senadores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira) Espina, Horvath, Naranjo (por sí y por el señor Ávila), Navarro  y Vásquez.
º º º  

TÍTULO III

DE LAS NORMAS DE PROTECCIÓN AMBIENTAL

Artículo 14
 pasa a ser 15

Establece que, con el objetivo de resguardar la calidad de las aguas, evitar el deterioro de los suelos y la conservación de la diversidad biológica, la corta de bosques nativos de conservación y protección se regirá por las normas que establece este título, sin perjuicio de aquellas señaladas en la ley Nº 19.300.


Este precepto no fue objeto de enmiendas por parte de vuestras Comisiones unidas, con anterioridad.


La indicación número 242, de S. E. la señora Presidenta de la República, se dirige a obtener la supresión de la expresión “de conservación y protección” que sigue a la frase “La corta de bosques nativos”, con que se inicia el artículo.


Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira) Espina, Horvath, Naranjo (por sí y por el señor Ávila), Navarro  y Vásquez.
Artículo 15
pasa a ser 16


Dispone que para toda corta de bosque nativo de conservación y protección, el plan de manejo forestal dispuesto en el artículo 5º, requerirá, además, de una fundada justificación técnica de los métodos de corta que se utilizarán, y de las medidas que se adoptarán con los objetivos de proteger los suelos, la calidad y cantidad de los caudales de los cursos de agua y la conservación de la diversidad biológica.


Con ocasión del debate legislativo recaído en este precepto, durante el segundo informe, estas Comisiones unidas aprobaron la indicación número 56 para agregar entre la palabra “biológica” y el punto final (.), lo siguiente: “y de las medidas de prevención y combate de incendios forestales.”.


Con la indicación número 243, S. E, la señora Presidenta de la República propone agregar al precepto en examen, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“La intervención de los bosques nativos de preservación sólo podrá realizarse una vez aprobado un Plan de Manejo de Preservación, cuyo objeto fundamental será el resguardo de la diversidad biológica. 


El Plan de Manejo de Preservación deberá ser aprobado o rechazado por la Corporación dentro del plazo de noventa días, contado desde la fecha de ingreso de la solicitud a la oficina correspondiente.”.


Cabe consignar que la Comisión de Hacienda no se pronunció sobre la indicación número 243.


Durante el curso del debate para la elaboración del nuevo segundo informe de estas Comisiones unidas, se planteó la insuficiencia de las normas de protección, en lo que se refiere a la necesidad de fijar una distancia mínima de los humedales y glaciares que los planes de manejo estuvieran obligados a respetar, así como en lo que atañe a los corredores biológicos. 


El Honorable Senador señor Horvath expuso, en aquel contexto, que la iniciativa de ley en examen no tiene disposiciones para proteger áreas que son particularmente ricas en biodiversidad o que son de riesgo por causa de su intervención, como son los humedales y los glaciares, que tampoco son regulados por la Ley General de Bases del Medio Ambiente; en consecuencia, la indicación apunta a cubrir un vacío legislativo.  


El Honorable Senador señor Coloma indicó que comparte el establecimiento de los planes de manejo, pero advierte que lo peor es colocar distancias que sean, en sí mismas, arbitrarias. Enfatizó que cuando se empiezan a sentar exigencias de esta naturaleza se debilita la norma general.  Ante la observación de los Honorables Senadores señores Horvath y Naranjo de que aquella normativa no existe, Su Señoría planteó que la misma se encuentra en los conceptos que definen legalmente los planes de manejo.


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, manifestó  que cuando en la definición de los planes de manejo se habla de la diversidad se contempla este concepto en todos sus alcances, y refirió que su preocupación concierne a la distancia mínima de 100 metros de los humedales ya que, aparentemente, es más fácil fijar la distancia de los 500 metros de los glaciares, aunque la operación no esté exenta de dificultad.  A diferencia de lo anterior, los humedales tienen ciertas características que, a veces, hacen que 100 metros pueda ser insuficiente o excesivo. Entiende que la referencia a la diversidad biológica implica a los humedales y a los glaciares.  Puntualizó que su intención ha sido sólo la de plantear el tema en sus aspectos prácticos.


El Honorable Senador señor Espina expuso que su propósito es reforzar el planteamiento de la Corporación Nacional Forestal, y destacó que le parece de suyo arbitrario establecer medidas ya que se acaba de aprobar una norma que define el plan  de manejo y le entrega la facultad a Conaf, institución que aprueba el plan de  manejo para que vele por la diversidad biológica. 

El Honorable Senador señor Horvath invitó a quienes discrepan de esta proposición a tener presente un documento sobre manejo de ecosistemas forestales ribereños, elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional, en el cual se incorporan antecedentes sobre legislación comparada y se definen distancias mínimas.  Agregó que no por el hecho de que la intervención se haga a una distancia de 110 metros del humedal se entiende que esté automáticamente autorizada sino que habla de distancias mínimas.  La idea, redondeó, es que la ley no sea arbitraria.


El Honorable Senador señor Navarro estimó que si no se establece un mínimo se producen efectos similares a lo sucedido con la pesca del jurel, y se termina por fijar una multiplicidad de parámetros que le quitan certeza a la norma.  Estima que las distancias mínimas de protección deben estar incorporadas en la ley, puesto que pone el acento en la preservación.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres hizo notar una preocupación importante en relación con los humedales porque la Convención Ramsar relativa a las Zonas Húmedas de Importancia Internacional, especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas, aprobada por el decreto ley N° 3.485, de 1980, los define en una forma extremadamente amplia, y esto hace posible que se pudiera estimar como humedal una charca.  Señaló que valora el planteamiento del Honorable Senador señor Horvath, en el sentido de que efectivamente los humedales deben ser un área protegida, y estima que la medida de protección podría incorporarse en relación con la norma referente a la protección de los cursos de agua.


El Honorable Senador señor Espina se hizo cargo del argumento del Ejecutivo en orden a que la definición de lo que se considera un humedal puede llegar a que aun pequeños espacios de terreno sean considerados como tales y, por lo tanto, lo anterior podría dar pie a que, en el futuro, se establezcan restricciones que provoquen dificultades a un plan de manejo, antecedente cuya gravedad es evidente.  


El señor Cavieres aclaró que Ramsar contiene una clasificación de humedales, y se podrían tomar los humedales así reconocidos, como el del Río Cruces, en cuanto áreas en las que pueda determinarse una franja de protección en su rededor porque efectivamente son muy sensibles.  El Ejecutivo ofreció proponer una redacción. 


El Honorable Senador señor Allamand precisó que tampoco existe una diferencia de orden conceptual en torno a la idea de proteger los humedales. Hizo referencia a que hay una Moción de los Honorables Senadores señores Horvath y Navarro en relación con los glaciares. Por consiguiente, expuso que es partidario de esperar a que haya una especificación del Ejecutivo para votar esta proposición puesto que las normas que puedan ser votadas por unanimidad favorecerán el proyecto.  Agregó que en el otro inciso se ordena que el plan de manejo defina y respete los corredores biológicos porque en el texto de la ley no existe una definición sobre esta materia, y aquí sí se está en un tema más complejo.  


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, propuso explicitar que los humedales sujetos a protección dentro de la distancia mínima de 100 metros, serán aquellos que hayan sido declarados sitios Ramsar y los que estén o fueren determinados como sitios prioritarios de conservación de la diversidad, por la Comisión Nacional de Medio Ambiente, con lo cual se delimita la aplicación del estatuto de protección a los humedales cuyo valor de conservación sea realmente alto.  Especificó que los sitios declarados humedales en conformidad a la Convención Ramsar alcanzan a nueve, en el territorio nacional, y en el segundo caso es aplicable la Estrategia Nacional de Biodiversidad que contempla sitios prioritarios, en un procedimiento de discusión con el mundo científico para cada región y, dentro de los cuales, una parte menor corresponden a humedales, los que cifró en una decena.


Agregó que la proposición del Honorable Senador señor Horvath prescribe que la Corporación Nacional Forestal verifique que esto sea así, mientras que al Ejecutivo le parece más apropiado poner una prohibición directa en la materia, de modo tal que se prohíba la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en la distancia que se señala a continuación, medida en proyección horizontal en el plano: a) 100 metros en humedales declarados sitios Ramsar y en sitios prioritarios de conservación de la diversidad, y b) 500 metros, de los glaciares.


El Honorable Senador señor Horvath particularizó  las razones de esta norma de protección, y mencionó que cien metros es la distancia de una cuadra respecto del humedal; subrayó que lo importante es que están definidos cuáles son, para que no se entienda que lo es cualquier curso de agua.  En referencia a los glaciares, informó que se analizó con el Ejecutivo su retroceso ostensible en el Sur, algunos de los cuales lo hacen hasta 300 metros por año, que es la velocidad a la cual se produce su desplazamiento, y el bosque aledaño no alcanza a cubrir o permitir que se vuelvan a semillar las áreas que han quedado descubiertas de vegetación, por lo tanto, afirmó, se trata de una distancia que se ajusta bastante a la dinámica real de los glaciares chilenos. 


El señor Cavieres ratificó lo expuesto por Su Señoría y destacó que son muy pocos los glaciares que avanzan, motivo por el cual no habría problema en aprobar una norma como la propuesta ya que se trata de áreas que requieren ser colonizadas por la vegetación. Destacó que los estudios de bosques similares en Corea, indican que el avance de éstos se produce a una tasa más lenta que el cambio climático, por lo tanto, la distancia de 500 metros, que pudiera parecer desmedida, corresponde, en verdad, a zonas descubiertas de vegetación y resulta adecuada al retroceso de los glaciares.  Expuso que no se avizora ningún impacto producto, pero sí importantes beneficios ambiéntales porque coadyuva a colonizar esas áreas.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó su confusión porque entiende que se habría trabajado un texto distinto del artículo 16 que incorporaria referente a los humedales y glaciares.  Solicitó que se entregue un texto de cómo quedaría redactado el artículo 15, a disposición de las Comisiones unidas.  De no ser así, le parece imposible proseguir en la discusión. 


La señora Directora Ejecutiva de Conaf propuso una clarificación tendiente a facilitar la discusión, en el sentido de si existe disponibilidad a que estas normas de protección de humedales y glaciares puedan ser incorporadas al actual artículo 16, que regula las prohibiciones y no en el plan de manejo porque es el parecer institucional que debe establecerse una norma de prohibición frente a intervención del bosque en las hipótesis que plantean dos proposiciones del Honorable Senador señor Navarro, que deben ser mejoradas.  Estimó que en dicho supuesto debería rechazarse la indicación del Honorable Senador Horvath.


Su Señoría manifestó que no es así porque se puede aprobar, también, una indicación con modificaciones, entre las cuales cae una reubicación de artículos, lo que en el caso de la que es de su autoría es perfectamente posible.      


El Honorable Senador señor Coloma hizo notar que hay acuerdos adoptados que inciden en los artículos 15 y 16, y lo que podría ocurrir es que el Ejecutivo haya logrado consensuar distintas posiciones en términos de requerir soluciones unánimes o, por lo menos, relativamente. En caso contrario, se operará con las indicaciones que están presentadas.


En una sesión posterior, el asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, expuso que el Ejecutivo ha estudiado una propuesta que reemplazará la indicación número 243 de S. E. la Presidenta de la República, incidente en este artículo, y cuyo objetivo es recoger los planteamientos del Honorable Senador señor Horvath, para lo cual, en el presente artículo se propondrá tomar en consideración tan sólo los corredores biológicos que el Ministerio de Agricultura haya declarado oficiales, mientras que su propuesta en lo que se refiere a los humedales y glaciares lo será en el artículo siguiente. 


Precisó, a requerimiento del Honorable Senador señor Coloma, que aquel término consiste en una franja que conecta a dos áreas protegidas para facilitar el desplazamiento de  las especies y evitar los fenómenos de endogamia que se producen cuando quedan encerradas en un área protegida.  La explicación del porqué se exige una declaración consiste en que, eventualmente, cualquier área podría ser un corredor biológico, y lo que se procura es proteger aquéllas que sean relevantes para evitar su deterioro genético incidente, en la desaparición de las mismas.  Agregó que su extensión es variable y citó el caso del corredor biológico mesoamericano que recorre todo Centroamérica.   


El Honorable Senador señor Allamand reconoció la importancia de introducir un concepto que, entre otras cosas, no está definido, y recordó que con el Honorable Senador señor Horvath se había estimado la idea de que esta declaración la hiciera la Comisión Nacional del Medio Ambiente, aunque reconoció las complicaciones de dicho predicamento porque significaría que ésta interfiriera en forma permanente en la aprobación de los planes de manejo.  Exteriorizó su duda acerca de que la redacción de la norma, al decir que “considerará los corredores biológicos que el Ministerio de Agricultura declare oficiales”, también, importa una complejidad, y piensa que lo pertinente sería decir que el plan de manejo definirá y establecerá medidas de conservación de corredores biológicos en el área de intervención, lo que en la práctica significará darle la facultad a la Corporación Nacional Forestal, para que considere o no considere adecuado ese corredor en aquellos casos que no se haya establecido un corredor general. Resaltó que en el nivel operativo es mejor que la Conaf esté habilitada para pedirle al interesado el establecimiento del corredor, o que sea él quien lo ofrezca.


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, consideró indispensable que los corredores estén preestablecidos y no que sean puestos en el plan de manejo por el interesado ya que si éste los omitiere no habría forma de determinar su existencia.


El Honorable Senador señor Allamand aclaró que los corredores biológicos deben ser generales y estarán, en consecuencia, establecidos, motivo por el cual todos los planes de manejo lo tienen que respetar, pero se podría dar el caso, además, que se necesitare un corredor biológico reducido para un plan de manejo específico, evento en el cual obviamente no habrá un corredor definido por la autoridad competente.  Enfatizó que lo razonable es dejar abiertas las dos vías, y propuso una redacción que exprese lo siguiente: “De igual forma, el plan de manejo respetará los corredores biológicos que haya definido, de acuerdo con el reglamento, la Conaf”.


La señora Subsecretaria de Agricultura especificó que el Ministerio opera por intermedio de la Corporación Nacional Forestal, y refirió que en el caso del Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo lo administra el Ministerio, y la entidad que opera su aplicación es la Corporación Nacional Forestal.    


El Honorable Senador señor Allamand se declaró conforme con la explicación.


El Honorable Senador señor Coloma precisó que la enmienda de la oración final del artículo en examen podría formularse del siguiente modo: “De igual forma, el plan de manejo respetará los corredores biológicos que el Ministerio de Agricultura hubiera definido oficialmente.”.


Al abrirse el nuevo plazo de indicaciones solicitado por estas Comisiones unidas, sobre el particular se presentaron dos indicaciones.


La indicación número 309, del Honorable Senador señor Horvath, que propone agregar, los siguientes incisos nuevos:


“El plan de manejo del Bosque Nativo deberá respetar una distancia mínima de 100 metros de los humedales y de 500 metros de los glaciares.


El plan de manejo deberá definir y respetar los corredores biológicos”.


Por su parte, la indicación número 310, de S. E. la señora Presidenta de la República tiene por objeto sustituir los artículos 15 y 16, actuales, por los que expresa la indicación.  En razón de que vuestras Comisiones unidas los debatieron y votaron en forma separada, a continuación se consigna el tenor del artículo que sustituye el 15 actual por uno nuevo, que pasa a ser 16:


“Artículo 16.- El plan de manejo forestal dispuesto en el artículo 5º requerirá, además, para toda corta de bosque nativo de conservación y protección, de una fundada justificación técnica de los métodos de corta que se utilizarán, así como de las medidas que se adoptarán con los objetivos de proteger los suelos, la calidad y cantidad de los caudales de los cursos de agua y la conservación de la diversidad biológica y de las medidas de prevención y combate de incendios forestales. De igual forma, el plan de manejo respetará los corredores biológicos  que el Ministerio de Agricultura hubiere definido oficialmente.


La indicación número 310 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira) y Naranjo (por sí y por el señor Navarro). 


Con la misma votación precedente, la indicación número 309, se tiene por aprobada con modificaciones, recogiéndola en el artículo 17 de esta ley.

La indicación número 243 fue rechazada con idéntica votación.

Artículo 16
 pasa a ser 17


El inciso primero, prohíbe, como regla general, la corta de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las siguientes distancias, medidas en proyección horizontal en el plano:  cauces permanentes en cualquier zona del país, 25 metros, y cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas, 15 metros.


El inciso segundo, prevé, de acuerdo ciertos requisitos, que la Corporación aumente hasta el doble las distancias señaladas precedentemente.


Faculta, en el inciso tercero, a la Corporación para autorizar excepcionalmente la corta de árboles o arbustos en las condiciones señaladas, cuando se trate de los casos contemplados en el inciso segundo del artículo 7º, esto es, intervenciones en el bosque nativo para el ejercicio de una concesión minera, de gas, de servicios eléctrico, de caminos, de ductos u otras reguladas por ley.


En conformidad al acuerdo adoptado al aprobar la indicación número 57, se concordó en Intercalar, a continuación de “manejo de cauces”, la frase “, cortas sanitarias”.


Tres enmiendas particulares consulta la indicación número 244, S. E. la señora Presidenta de la República.

La primera de ellas, singularizada con la letra a), preconiza intercalar en el inciso primero, después de la expresión “Prohíbese la corta”, la expresión “destrucción, eliminación o deterioro” precedida de una coma (,).


La segunda, contenida en el literal b), incorporar en aquel mismo inciso primero,  la siguiente letra c), nueva:


“c) Cauces no permanentes en otras zonas del país: 7,5 metros.”.


Finalmente, con la letra c) del texto de la indicación, el Ejecutivo busca intercalar en el inciso segundo, a continuación de las palabras “condiciones pluviométricas” la expresión ”de la importancia del caudal, de la pendiente de la ribera”, precedida de una coma(,).


En relación con la enmienda propuesta por el literal a), a raíz del debate sobre el particular, el Ejecutivo accedió a sustituir la hipótesis de deterioro por menoscabo.


En consecuencia, la letra a) de la indicación número 244 fue aprobada con la modificación precedente por la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira) Espina, Horvath, Naranjo (por sí y por el señor Ávila) y Navarro  (por sí y por el señor Vásquez).

En relación con la letra b) de la antedicha indicación, el Honorable Senador señor Coloma explicó que el inciso primero de este artículo impide la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de arbustos nativos en terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que señala para cauces permanentes y para cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas, y la indicación del Ejecutivo, al agregar esta letra c), fija una distancia de 7,5 metros, para los cauces no permanentes, en cualquier otra zona del país.  Planteó que aproximadamente el 70% de las personas y organizaciones que fueron escuchadas por las Comisiones unidas, con motivo de esta fase de la discusión en particular,  plantearon su preocupación por esta letra c), específicamente, porque el concepto de cauce no permanente alude a aquello que sería inundable en un determinado momento, sin que sea posible determinarlo previamente.  Recordó, en especial, que la entidad representativa de los productores forestales de Aysén enfatizó que esta indicación impedía la acción forestal en la región; observación que incide en un punto de fondo, pues implica afectar a parte importante de la actividad forestal en el país.


El Honorable Senador señor Navarro planteó que la legislación establece que los ríos son bienes nacionales de uso público, incluso las zonas inundables de los cursos naturales de agua.  Especificó que la infracción a las normas legales que así lo establecen ha llevado al absurdo de haber construido conjuntos habitacionales en dichos cauces, con efectos desastrosos.  Puntualizó que los cauces no permanentes forman parte del movimiento propio de la naturaleza, y cuando efectivamente hay condiciones climáticas que generan crecidas de los ríos, en períodos variables, dicha condición esté resguardada.  Agregó que, al  no procederse en la forma que ordena la ley, los terrenos de cauce son incorporados como parte de predios.  Observó que el hecho de que los deslindes de ríos no están fijados, favorece la apropiación del cauce por los propietarios ribereños.  Sintetizó: la indicación está referida al resguardo del lecho de los ríos, en sus crecidas máximas.


El Honorable Senador señor Horvath aclaró que los cauces permanentes están fuera de discusión, y admitió que, efectivamente, en la zona austral los cauces no permanentes pueden ser muchos, por lo tanto estimó que más que establecer una norma prohibitiva su idea sería prospectar con el Ejecutivo el establecimiento de mayores restricciones en esas áreas, o actuar con mayor cautela, y recordó que los productores presentaron imágenes de las situaciones complejas que una norma prohibitiva pudiera significar, en un momento dado.  Refirió que sin perjuicio del compromiso asumido por el Ejecutivo de entregar antecedentes sobre proximidad de los cauces de agua y situación de pendientes, la estimación de cauces no permanentes en zonas de pluviosidad sobre el metro por año, es probable que haga quedar prácticamente todos los bosques sin intervención. Planteó que le parece preferible un criterio práctico especial en estas áreas.


El Honorable Senador señor Navarro insistió en que no es posible modificar lo que la naturaleza determina, dado que los cauces no permanentes son producto del ciclo biológico, químico y físico del agua y forman parte del ecosistema; en Aysén, prosiguió, por el nivel de precipitaciones, las características esenciales son las señaladas, sin que sea posible torcerle la mano a la naturaleza y dejar sin protección a los cauces no permanentes como resultado de la pretensión de ocupar espacios naturales de los cursos de agua.    


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, estimó importante despejar un planteamiento de los productores de Aysén, en el sentido de que todo podría ser cauce, y explicó que la definición de cauce es precisa, como lo consignan los antecedentes que la Subsecretaría envió, en la oportunidad comprometida, a los integrantes de estas Comisiones unidas, pues se refiere al “curso de agua conformado por un lecho de sedimentos, arena o rocas, delimitado por riberas definidas, por el cual fluye agua en forma temporal o permanente”.  Así las cosas, asentó, no es posible afirmar, como se mencionó en una de las exposiciones, que todo un  terreno, cuando se derrite la nieve, constituya un cauce.  Esta disposición, complementó, no está haciendo referencia a una cosa fuera de lugar puesto que los cauces están definidos, son observables y medibles espacialmente, sin que quepa lugar a notas de infinitud en su definición.  


El Honorable Senador señor Coloma disintió, pues, estima que incorporar el concepto de cauce no permanente en una legislación genera inseguridad, esto es, la imposibilidad de saber si una inundación inhibe la actividad forestal o no.  Señaló que los argumentos están planteados.   

El Honorable Senador señor Allamand concordó en que se trata de un tema de fondo, pero el problema se produce por los cauces no permanentes en las zonas que no son áridas ni semiáridas ya que la definición planteada por el representante del Ejecutivo, sin perjuicio de que en todo caso es discutible, en sí misma, hace obvio su aplicación a las zonas áridas o semiáridas que a las otras, pues en éstas será materialmente más difícil determinar el cauce, y este hecho lo reconoce la distinción entre la letra b) y la letra c) nueva que propone la indicación en debate.  Indicó la diferencia entre un cauce no permanente en Copiapó y lo que sería aquél en Aysén o en una zona de una pluviosidad extremadamente alta como es Valdivia.


El Honorable Senador señor Navarro enfatizó la importancia suma de este punto porque, precisamente, la intervención de los cauces ha provocado alteraciones morfológicas de los ríos que después origina inundaciones.   Señaló que la Dirección General de Aguas tiene establecido claramente la pluviometría, la cota máxima, las áreas inundables, y se trata de áreas que no pueden ser plantadas, y deben ser protegidas.


Puesto en votación el literal b) de la indicación número 244, se produjo un doble empate.  Votaron por su aprobación, los Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo (por sí y por el señor Ávila), Navarro (por sí y por el señor Vásquez), y por su rechazo, los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira) y Espina.   


En conformidad al artículo 182, inciso segundo,  del Reglamento, vuestras Comisiones unidas rechazaron la letra b) de la indicación número 244, al ser votada ésta, en la sesión siguiente, sin producirse mayoría para su aprobación.  Estuvieron por aprobarla los Honorables Senadores señores Ávila (por sí, y por el señor Vásquez), Horvath y Naranjo (por sí, y por el señor Navarro), y por rechazarla los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira) y Espina.

La letra c) de la indicación intercala en el inciso segundo, a continuación de las palabras “condiciones pluviométricas” la expresión ”de la importancia del caudal, de la pendiente de la ribera” precedida de una coma(,).  


En consecuencia, de aprobarse la indicación, la Corporación Nacional Forestal podrá aumentar hasta el doble las distancias señaladas precedentemente, en función de las condiciones pluviométricas, de la importancia del caudal, de la pendiente de la ribera y de la fragilidad de los suelos, en conformidad a las normas que para estos efectos establezca el reglamento.


El Honorable Senador señor Espina estimó absurdas estas normas arbitrarias de limitación de corta, pues semejan manifestaciones de desconfianza a Conaf, institución llamada a aprobar el plan de manejo, en circunstancia de que en el mismo proceso legislativo, se ha prestado aprobación a una norma que prescribe para aquélla la obligación legal de velar, expresamente, por el patrimonio ecológico o el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales, sin olvidar que a  la vez se define un plan de manejo de preservación que  se  refiere a la diversidad biológica. Atribuyó a una falta de lógica legislativa establecerle atribuciones a un organismo si, en el hecho, se le establecen tantas regulaciones que implican obligarla a aprobar planes de manejo en que considere que la distancia mínima legal es insuficiente para los objetivos perseguidos por el legislador.  Tal parecería, razonó, que debería privarse a la Corporación de toda facultad de resolución y establecer todas las regulaciones en la ley.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó que no comprende la interpretación de esta norma como una restricción, cuando se trata de otorgarle mayores facultades, pues al haber una distancia mínima, lo objetivo es que se confiere una facultad adicional, como es la de aumentar al doble en los casos que se consideran. 


El Honorable Senador señor Espina insistió en que si Conaf no tuviera estas restricciones se podría, en función de las condiciones pluviométricas o de fragilidad de los suelos, autorizar un aumento de la distancia de la zona de protección a los cauces, en casos determinado.


El Honorable Senador señor Horvath expuso que en la lógica de la argumentación planteada por Su Señoría, la cual le parece plenamente válida, lo razonable es suprimir la frase “hasta el doble”, con lo cual la Corporación estará facultada para aumentar la distancia cuando se den las condiciones que expresa la norma.  Agregó que, en cualquier caso, debe haber rangos mínimos.


El Honorable Senador señor Allamand afirmó que lo planteado por el Honorable Senador señor Espina es correcto, y preguntó que podría pasar si la Corporación Nacional Forestal tuviera la convicción de que, en definitiva, autorizar un plan de manejo, aun en el máximo que permite la indicación, constituye un gravísimo daño ecológico, dado que no podría rechazar el plan de manejo solicitado.  Argumentó que hay dos caminos posibles: uno, consiste en establecer cifras numéricas tajantes que son, en definitiva, arbitrarias, lo que le lleva a pensar en una solución distinta, como sería establecer criterios para aceptar o desechar los planes de manejo.  Estimó que el argumento del Honorable Senador señor Espina es concluyente, en cuanto propone la interrogante de cómo podría rechazar Conaf un plan de manejo, al que técnicamente considere lesivo, si el área de intervención excede la distancia del doble de los mínimos que señala éste.  


En consecuencia, resumió, siendo el objetivo de la norma atender a un fin de protección, lo razonable es no fijar parámetros numéricos y sí, en cambio, acordar un conjunto de normas conceptuales referente a las cosas qué debe o no debe precaver el plan de manejo que se autorice, como lo sería, por ejemplo, determinar casos en que no se podrá utilizar maquinaria pesada de ninguna especie o hacer un señalamiento previo de cada uno de los individuos que van a ser objeto del plan, esto es, aumentar el umbral de exigencias del plan de manejo, desde el punto de vista conceptual, para que sea realmente un garante de que no se producirá el deterioro.  


El señor Marshall, asesor del Ministerio de Hacienda, en relación con el argumento de los Honorables Senadores señores Espina y Allamand, observó que, justamente, estas distancias constituyen parámetros mínimos cuya función es trazar la línea mínima por debajo de la cual se establece una prohibición de corta del bosque, por lo tanto, a la Conaf se le entrega la posibilidad de aumentar esta restricción en cierto rango, que es hasta el doble de la distancia mínima; por último, desde el metro 51 hasta donde se pretenda utilizar el bosque, opera el instrumento de manejo, en cuyo proceso de aprobación si Conaf estima, para el caso particular de que se trate, que se está en un área especialmente sensible, en lo ecológico, por distintas consideraciones, puede establecer condiciones especiales para ese plan de manejo. 


Al ser votada la letra c) de la indicación número 244, hubo un doble empate. Estuvieron por aprobarla los Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo (por sí y por el señor Ávila), Navarro (por sí y por el señor Vásquez), y por el rechazo, los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira) y Espina.   


En la sesión siguiente, el literal c) de la indicación número 244 fue rechazado por las Comisiones unidas, en virtud de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 182 del Reglamento del Senado, y persistir el empate.  Votaron por su aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila (por sí y por el señor Vásquez), Horvath y Naranjo (por sí y por el señor Navarro), y por el  rechazo de la misma, los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira) y Espina.   


En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Coloma explicó que el Ejecutivo quiere replantear una idea con la finalidad de llegar a un acuerdo, sobre la cual si se obtiene consenso, se reabriría el debate sobre la disposición y se revisarían los acuerdos precedentes.  El texto de la propuesta es el siguiente: 


Artículo 16.- Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 m3/s:  25 metros.

b) Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 m3/s:  15 metros.


Para los cauces señalados en las letras a) y b) que presenten caudales inferiores a los señalados en los respectivos incisos, se establece una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce de la forma señalada en el inciso primero de este artículo.


En el caso de los cauces no permanentes en otras zonas del país, se limita la corta de árboles y arbustos a 5 metros a cada lado del cauce de la forma señalada en el inciso primero de este artículo, de tal forma de conservar el 50% del dosel original


La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en los incisos a) y b), en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos, en conformidad a las normas que para estos efectos establezca el reglamento.


Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso segundo del artículo 7º, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces, cortas sanitarias


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, explicó que se ha avanzado en una propuesta que recoge la mirada del conjunto de los miembros de las Comisiones unidas, la que consiste en prohibir la intervención de los árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, manteniéndose las distancias aprobadas, de 25 metros para los cauces permanentes en cualquier zona del país, siempre que su caudal medio anual fuera mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo, esto es, 140 litros por segundo, y de 15 metros para los cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas, cuando su caudal medio anual sea mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo, esto es, 8 litros por segundo.  Complementariamente, respecto de los cauces antes mencionados que presenten caudales inferiores a 140 o a 8 litros por segundo, según su calidad, se establece una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce, distancia, ésta, que corresponde a lo que se denomina filtros biológicos, esto es, el área que finalmente filtra la llegada de residuos a las aguas.


El Honorable Senador señor Horvath complementó la explicación y dijo que los cauces con esos caudales no son de mucha profundidad, por lo cual tampoco se produce una erosión que pueda comprometer al área aledaña.  

El representante del Ejecutivo prosiguió con su exposición de la propuesta, y se refirió a los cauces no permanentes en otras zonas del país, para los cuales se determina una faja de protección y se limita la corta de árboles y arbustos a una distancia de 5 metros a cada lado del cauce, medidos de la forma señalada en el inciso primero de este artículo, de tal forma de conservar el 60% del dosel original.


El inciso tercero, continuó, faculta a Conaf para aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias de 25 metros para los cauces permanentes en cualquier zona del país cuyo caudal medio anual sea mayor a 140 litros por segundo, y de 15 metros para cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas si su caudal medio anual es mayor a  8 litros por segundo, lo que tiene sentido cuando se trata de terrenos planos donde disminuye la distancia que se requiere proteger por no existir pendiente.


El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que, bajo el supuesto de que se incorpore en el artículo 2° la definición de cauce como un curso de agua conformado por un lecho de sedimentos, arena o rocas, delimitado por riberas definidas, por el cual escurre agua en forma temporal o permanente, la fórmula para salvar las diferencias en la regulación de la protección que requieren los cursos naturales de agua es la planteada, que repone una materia que fue rechazada por la Comisiones unidas en lo que atañe a los cauces no permanentes en otras zonas del país distintas de las áridas o semiáridas, pero a la vez amplía las opciones para aumentar las áreas de protección en función de la realidad.


El señor Cavieres agregó que el concepto deja fuera de duda que sólo constituye un cauce el área que ha sido trabajada por el agua, razón por la cual no se incluyen en él los casos en que el derretimiento de nieve podría estimarse como tal, pues cuando la misma se derrite no deja sedimento expuesto al aire.


Finalmente, explicó, se mantiene el inciso final que concierne a las intervenciones excepcionales, la cual en los casos expresamente referidos permiten a la autoridad autorizar cortas.


El Honorable Senador señor Horvath hizo notar que, bajo el supuesto de un plan de manejo, no caben los términos deterioro ni menoscabo.  Asimismo, planteó la posibilidad de que junto con la evaluación trienal del funcionamiento del Fondo de la ley, se haga, también, la evaluación de esta normativa. 


El señor Cavieres consideró de interés hacerlo, en el entendido que sus resultados, en cuanto aconsejen una variación, implicará la modificación de la ley.


La señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal observó que, en el inciso cuarto del precepto, referente a la facultad de esta entidad para aumentar hasta el doble o reducir hasta la mitad las áreas de protección, sería necesario suprimir la oración final, a contar desde la coma que la antecede (,) “, en conformidad a las normas que para estos efectos establezca el reglamento”.  


El señor Cavieres destacó que determinar el caudal de los cauces en metros cúbicos por segundo será una materia difícil de determinar en el terreno por los funcionarios de Conaf, lo cual hace necesario cautelar que sea permisible que en el reglamento de los volúmenes puedan ser transformados a tamaño de cuenca, que es un criterio similar al que se utiliza en la legislación australiana, lo que implica mencionar, por vía de ejemplo, toda cuenca bajo 50 hectáreas, y esto significa un caudal determinado en una tabla. 


El Honorable Senador señor Kuschel indicó que en la Ley de Riego que se estudia en la Comisión de Obras Públicas se están traduciendo todas las medidas de flujos de agua, tales como, tejas, hectáreas, porcentajes, a metros cúbicos por segundo. Manifestó su duda de que al poner en este cuerpo legal el criterio sugerido se utilice un criterio armónico con el que se están acercando todas las definiciones de flujo.


El Honorable Senador señor Horvath propuso agregar después de la determinación del flujo en metros cúbicos por segundo la expresión “o cuenca equivalente, según defina el reglamento”.


El Honorable Senador señor Allamand estimó que conceptualmente queda extraño porque si bien el caudal tiene una correspondencia en una cuenca determinada pero no es equivalente a una cuenca que importa tanto una cavidad como una pluviosidad.  Pidió, por último, que se deje constancia en el informe que se entenderá que a la hora de redactar el reglamento para los efectos operativos de determinar el volumen del caudal se podrá establecer la equivalencia que corresponda a éste con la cuenca.


Se deja, asimismo, constancia de que durante esta fase del debate, el señor Cavieres explicó que, en los casos de protección a los humedales y los glaciares, en la proposición que el Honorable Senador señor Horvath hizo al artículo 15 del proyecto, la que fue recogida, posteriormente, como la indicación número 309, en su forma, consisten en sendas prohibiciones por lo que serán incluidos en la indicación al artículo 17 del texto propuesto con ocasión de este Nuevo Segundo Informe.  Con el objeto de precisar el alcance de la norma sobre humedales, se  especifica que por éstos se entienden los sitios que hayan sido declarados así, en los términos de la Convención Ramsar, los que alcanzan en el país a nueve y en su mayoría están ubicados en el Norte del país, y aquellos que hayan sido declarados sitios prioritarios de conservación por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, lo cual implican que tienen un valor ecológico importante y que son también un número reducido.


La propuesta de redacción para modificar el artículo 16 fue aceptada como base para la formulación de una indicación. 

Al formalizarse la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, a petición de las Comisiones unidas, aquella propuesta fue formalizada por el Ejecutivo.  


La indicación número 310 de S. E. la señora Presidenta de la República, como se expresó en el artículo precedente, sustituye los artículos 15 y 16, que pasan a ser 16 y 17, respectivamente.  Por haber sido objeto de una discusión separada, sólo se transcribe el tenor del artículo nuevo propuesto que sustituye al artículo 16 actual:   

Artículo 17.- Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo: 25 metros.


b) Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo: 15 metros.


Para los cauces señalados en las letras a) y b) cuyos  caudales sean inferiores a los señalados en las mismas, habrá una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce de la forma señalada en el inciso primero de este artículo.


En el caso de los cauces no permanentes en otras zonas del país, la corta de árboles y arbustos se limitará a 5 metros a cada lado del cauce de forma señalada en el inciso primero de este artículo, de forma de conservar el 60% del dosel original.


La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en las letras a) y b), del inciso primero, en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos.


Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso segundo del artículo 7º, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces, cortas sanitarias.


Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) 100 metros de los humedales declarados sitios Ramsar y de aquellos que hayan sido declarados sitios prioritarios de conservación por la CONAMA;  y 


b) 500 metros de los glaciares.”.


Puesta en votación, la indicación número 310 fue aprobada con enmiendas formales por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (por el señor Espina) y Naranjo (por sí y por el señor Navarro).

Con la misma votación anterior, se entiende aprobada con modificaciones la indicación número 309.

Con posterioridad a la aprobación de la indicación número 310, la Subsecretaria de Agricultura solicitó una revision del inciso tercero del texto aprobado por las Comisiones unidas para aprobar una enmienda de redacción cuyo objeto es especificar que el propósito es establecer una zona de protección, y que es del siguiente tenor:   


“En el caso de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua no permanentes localizados en otras zonas del país, se establece una zona de protección de 5 metros a cada lado de los terrenos aledaños a éstos. En dicha zona de protección, las intervenciones de corta deberán asegurar la mantención de un 60% del dosel original.”.


En virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila) la indicación para sustituir el inciso tercero de este artículo, en los mismos términos propuestos.

Aparte de la ya mencionada indicación número 310, se formalizaron otras seis indicaciones que inciden, particularmente, en este precepto.


La primera de aquéllas, la indicación número 311, de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira, propone sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 16.- Prohíbese la corta de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano, salvo fundada justificación técnica de los métodos de corta que se utilizarán, así como de las medidas que se adoptarán con los objetivos de proteger los suelos y los cursos  de agua:


a) Cauces permanentes en cualquier zona del país: 25 metros. 


b) Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas: 15 metros”.


Mediante la indicación número 312, del Honorable Senador señor Zaldívar, se propone su reemplazo por el siguiente:


“Artículo 16.- Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o deterioro de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) Cauces permanentes en cualquier zona del país:  25 metros.


b) Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas:  15 metros.


La Corporación podrá aumentar hasta el doble las distancias señaladas precedentemente, en función de las condiciones pluviométricas, de la importancia del caudal, de la pendiente de la ribera y de la fragilidad de los suelos, en conformidad a las normas que para estos efectos establezca el reglamento.


Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso segundo del artículo 7º, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces, cortas sanitarias y mejoras prediales, en caso de ser imprescindibles.”.


La tercera indicación, signada bajo el número 313,  del Honorable Senador señor Navarro para reemplazar en la letra a),   el actual guarismo “25 metros”, por “30 metros” y agregar la siguiente frase: ”horizontales a cada lado del cauce, estableciéndose en el reglamento y de acuerdo a las condiciones del terreno una franja donde no se permitirá la intervención”.


Su Señoría patrocinó, además, la indicación número 314, para reemplazar en la letra b), el actual guarismo “15 metros”, por “20 metros” y agregar a continuación la siguiente frase: “horizontales a cada lado del cauce, estableciéndose en el reglamento y de acuerdo a las condiciones del terreno una franja donde se permitirá la intervención extractiva para lo cual se requerirá de la elaboración de un plan de manejo que garantice el mantenimiento  del suelo, el cauce y el bosque”.


Con la quinta indicación, cuyo número es el 315, el Honorable Senador señor Navarro preconiza agregar  una nueva letra d), con el siguiente texto:


“d) Establece una franja de protección de 100 metros en los bordes de glaciales y cabeceras de cuencas que colindan con bosque nativo”

Con la ultima de las enmiendas propuestas, la indicación número 316, el Honorable Senador señor Navarro postula agregar  una nueva letra e), con el siguiente texto:

“e) Establece una franja de protección de 100 metros en los bordes de humedales, turberas y suelos frágiles que colindan con cursos de aguas permanentes”.

Las indicaciones signadas bajo los números 311, 312, 313, 314, 315 y 316 se tienen por rechazadas con la misma votación con que se aprobó la número 310.   

Artículo 17
pasa a ser 18

El inciso primero autoriza la corta de bosques nativos situados en terrenos con pendientes superiores al 45%, sólo en los casos en que el plan de manejo forestal contemple intervenciones que dejen, a lo menos, una cobertura de copas de 60%, homogéneamente distribuida.


El inciso segundo prescribe que además, deberán contemplarse las medidas necesarias para evitar la erosión y mitigar los daños que se puedan ocasionar al suelo, a la calidad y cantidad del agua y al bosque residual.  Asimismo, exige la especificación, en el respectivo plan de manejo forestal, tanto de aquellas medidas como los sistemas de madereo, las maquinarias e implementos que se utilizarán, la estacionalidad de las faenas y el tratamiento de los residuos.


Por último, señala que los planes de manejo forestal deberán especificar los estándares técnicos y las medidas de protección que se utilizarán en la construcción de caminos y vías de madereo.


Como resultado de la aprobación de las indicaciones números 178 y 179, en el curso del debate que recoge el Informe Complementario del Segundo Informe de vuestras Comisiones unidas, se acordó agregar, en el inciso primero de este precepto, a continuación de la expresión “45%,”, la siguiente oración:  “el que podrá ser hasta de un 60% si un estudio de suelos calificado lo permite”.

Anteriormente, tal cual como lo recoge el segundo informe, se aprobó la indicación número 59, con una modificación de redacción propuesta por el Ejecutivo, cuyo tenor es el que se transcribe a continuación:

 
“Para el caso de las cortas sanitarias que se deban realizar con motivos de la existencia de plagas endémicas o cuarentenarias, no se aplicará la restricción de cobertura residual contemplada en el inciso primero de este artículo.”,

S. E. la señora Presidenta de la República por medio de la indicación número 245, propone modificar la disposición en análisis, del siguiente modo:


La letra a) de la indicación del Ejecutivo tiene a sustituir en el inciso primero, la expresión “el que” que sigue al guarismo “45%”, por “la que”.


En su turno, la  letra b) reemplaza en el inciso final, la palabra “motivos” por “motivo”.


La indicación número 318 de S. E, la señora Presidenta de la República propone sustituir el inciso primero de este artículo 17, que pasó a ser 18, por el siguiente:


“Artículo 18.- La corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 45%, la que podrá ser superior a dicha pendiente si un estudio de suelos calificado lo permite, sólo podrá ser autorizada cuando el plan de manejo forestal contemple intervenciones que dejen a lo menos una cobertura de copas de 60%, homogéneamente distribuida y siempre que éste considere sistemas de madereo por cables, helicóptero, o sistemas de similar bajo nivel de impacto sobre el suelo.”.

El Honorable Senador señor Horvath manifestó la necesidad de despejar una duda derivada de que el Ejecutivo proponía, inicialmente, un sistema de cables con torres hacia arriba de la pendiente, y que con la redacción actual seria posible hacerlo incluso con un sistema de cables hacia abajo, lo que puede ocasionar consecuencias perniciosas.

El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, indicó que un especialista de la Facultad de Ingeniería Forestal de la Universidad de Chile le confirmó que entre los métodos de bajo impacto efectivo se encuentra el sistema de madereo por cables hacia arriba de la pendiente en base a torres.  Este sistema, explicó, se sustenta en el establecimiento de torres en distintos nivel que posibilitan el desplazamiento del tronco en el aire.  


El Honorable Senador señor Allamand expuso que esta determinación particular también debería ser materia del reglamento.  Aseveró que el propósito que se persigue es que el sistema de operación sea de bajísimo impacto, pero establecer en la ley la definición de si es hacia arriba o hacia abajo, lleva a la situación de que pueden haber sistemas en que haya un cableo hacia abajo que también sea de muy bajo impacto.  Agregó que no tiene problema de que se especifique que debe tratarse de un sistema de madereo por cables, pero sin entrar en la determinación de si debe ser hacia arriba o hacia abajo porque allí hay una discusión técnica.


El Honorable Senador señor Horvath estimó que la redacción debe señalar que el sistema de cables garantice que se realice sin arrastre del tronco.


El Honorable Senador señor Kuschel solicitó que se vote separadamente la idea “sin arrastre”.  La fundó en que dado el modo en que se cortan los árboles, estima que es inevitable el arrastre, sea que se haga con cables, con bueyes, con tractores, todo esto es con desniveles; con pendientes ya que las superficies forestales son, por lo general, lomajes.  Sintetizó su idea diciendo que la regulación por ley le parece que complica la solución y es preferible dejarla al reglamento.   Manifestó que si la idea fuera liquidar una planta o faena forestal el hallazgo de huellas de arrastre será inevitable.

La señora Subsecretaria de Agricultura recordó que la regulación opera en pendientes sobre 45%, y la mayor extensión de superficie de bosque nativo está en cotas inferiores a la señalada.  En consecuencia, la superficie de mayor riesgo, esto es, de mayor pendiente, es la que se intenta proteger con esta norma.      


El Honorable Senador señor Allamand consultó a los representantes del Ejecutivo cómo es posible sacar en terrenos de alta pendiente sin ningún tipo de arrastre.


El señor Cavieres explicó la modalidad de operación que supone el sistema de madereo por cables hacia arriba de la pendiente basado en con torres hacia arriba de la pendiente, y señaló que si bien es inevitable un pequeño arrastre, este hecho no obsta a que técnicamente haya de estimarse sin arrastre.


El Honorable Senador señor Coloma propuso invertir la redacción, de manera que el artículo prescriba que la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 45%, la que podrá ser superior a dicha pendiente si un estudio de suelos calificado lo permite, sólo podrá ser autorizada cuando el plan de manejo forestal contemple intervenciones que dejen a lo menos una cobertura de copas de 60%, homogéneamente distribuida y siempre que este considere sistemas de bajo nivel de impacto sobre el suelo, como madereo por cables, helicóptero o similares.

 
El señor Cavieres abogó por una fórmula diferente: sistemas que minimicen el arrastre del suelo, como cables, helicóptero o similares.  Se está ante una alternativa, explicó, pues al decir sistema de madereo con cables -uno de los cuales es con arrastre-, sólo cabe reglamentar todos los sistemas que tengan arrastre o que tengan un  nivel de presión similar a un sistema de arrastre, como base.  En cambio, prosiguió, al emplear expresiones como sistema que minimice el arrastre o sistema sin arrastre, la Corporación Nacional Forestal entenderá perfectamente que, para levantar un árbol, tal como lo hace un helicóptero, debe arrastrarse el árbol en una cierta distancia.   


El Honorable Senador señor Horvath aclaró que se abre un debate de importancia significativa ya que, tal como está el proyecto al presente, si hubiera empate en la votación, el proyecto lo que sanciona es que entre 45% y 60% se puede hacer siempre que se realice un estudio de suelos, y sobre este nivel de pendiente rige la prohibición.  La norma en estudio abre la posibilidad de hacerlo en una forma racional y responsable, y las limitaciones que se establecen tienen una justificación.


El Honorable Senador señor Coloma consultó si hay una forma precisa de expresar el precepto, en el entendido de que nadie quiere un arrastre, pero a la vez tampoco se puede evitar que haya un mínimo de impacto.  


El Honorable Senador señor Allamand hizo notar que, originalmente, en la redacción propuesta para complementar la indicación número 245, se proponía agregar después de la expresión “cobertura de copas” y antes del punto aparte, la oración “de 50% y homogéneamente distribuida y siempre que este considere sistemas de madereo por cables hacia arriba de la pendiente en base a torre”, sin que se mencionara el arrastre. 


El señor Cavieres contestó que lo planteado por Su Señoría es efectivo y que la razón de que no se mencionara el arrastre se debe a que era innecesario hacerlo porque el sistema no tiene arrastre, salvo lo que significa levantar el árbol.  


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, invitó a considerar que con abstracción del inciso primero del artículo 17, su inciso segundo deja la decisión del sistema que se va a usar a la aprobación del plan de manejo.


El Honorable Senador señor Coloma observó que existe consenso en que no cabe permitir el arrastre, pero tampoco es posible normar que el arrastre de un metro signifique una infracción de la disposición.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que la idea es que en la historia fidedigna se deje establecido aquello que la Comisión entendió que el reglamento deberá hacer.  Agregó respecto de lo debatido acerca del mínimo arrastre, que si se asienta que el reglamento deberá establecer y precaver que debe entenderse bajo ese concepto, la Contraloría General de la República no podrá ponerle reparos al reglamento.


Con el voto unánime de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (por el señor Espina) y Naranjo (por sí y por el señor Navarro), las Comisiones unidas aprobaron las indicaciones números  245 y 318 .


En el plazo para formular indicaciones, autorizado por la Sala de la Corporación, a instancias de las Comisiones unidas, se presentaron otras cuatro indicaciones.


La indicación número 317, del Honorable Senador señor Zaldívar para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 17.- La corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 45%, deberá ser realizada de acuerdo a una fundada justificación técnica de los métodos de corta que se utilizarán, debiendo estos proteger el recurso suelo.


Además, deberán contemplarse las medidas necesarias para evitar la erosión y mitigar los daños que se puedan ocasionar al suelo, a la calidad y cantidad del agua y al bosque residual.  Tanto las medidas referidas como los sistemas de madereo, las maquinarias e implementos que se utilizarán, la estacionalidad de las faenas y el tratamiento de los residuos deberán especificarse en el respectivo plan de manejo forestal.


De igual manera, los planes de manejo forestal deberán especificar los estándares técnicos y las medidas de protección que se utilizarán en la construcción de caminos y vías de madereo.


Para el caso de las cortas sanitarias que se deban realizar con motivo de la existencia de plagas endémicas o cuarentenarias, no se aplicará la restricción de cobertura residual contemplada en el inciso primero de este artículo.”.


La indicación número 319, de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira,  sustituye el inciso primero por el siguiente:


“La corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 45%, deberá ser realizada de acuerdo a una fundada justificación técnica de los métodos de corta que se utilizarán en el marco de la propuesta silvícola a utilizar.”.


La indicación número 320, del Honorable Senador señor Navarro, busca intercalar en el inciso primero, a continuación de la frase “podrá ser” la palabra “autorizada”;y luego de guarismo “60%” intercalar la frase “con un plan de manejo especial que considere un estudio de suelos, tipo de tecnología a utilizar y tipo de intervenciones”; y agregar una nueva frase final del artículo, con el siguiente texto: “El plan de manejo especial deberá ser de carácter público”.


La indicación número 321, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar el siguiente inciso nuevo:


“Las intervenciones del Bosque Nativo situadas en pendientes sobre 60% deberán tener como requisitos adicionales un Estudio de Impacto Ambiental, según la ley Nº 19.300, un estudio de riesgo y los métodos de intervención quedarán sujetos a lo que señale el Reglamento.”.


Las indicaciones signadas bajo los números 317, 319, 320 y 321 se tienen por rechazadas con la misma votación precedente.  


En virtud del acuerdo precedente, se entienden rechazadas las indicaciones números 178 y 179.

Artículo 18
pasa a ser 19


Especifica que las normas señaladas en los artículos 14, 15, 16 y 17 de este Título se aplicarán también a las plantaciones que se acojan a lo establecido en el inciso segundo del artículo 13 del decreto ley Nº 701, de 1974.


Las Comisiones unidas concordaron en que será preciso enmendar la referencia a los artículos 14, 15, 16 y 17, puesto que se debe entender que la misma está hecha a los artículos 15, 16, 17 y 18, debido a los acuerdos adoptados en materia de supresión, reordenación o incorporación de preceptos.

En virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, la enmienda antedicha se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila). 
Artículo 19.

Prescribe que las especies nativas que en virtud de su particular interés estético o valor histórico o científico, y de su estado de conservación, requieran de especial protección, podrán ser declaradas “Monumento Natural” y quedarán sujetas a las prohibiciones que establece este artículo.


En su inciso segundo dispone que la declaración de Monumento Natural será procedente siempre que exista suficiente evidencia científica tanto sobre el interés o valor de una especie que justifique su especial protección como sobre la necesidad de otorgarle esta calidad para garantizar su conservación.


Especifica en el inciso siguiente que dicha declaración recaerá sobre especies nativas determinadas, sin afectar a los individuos de tales especies plantados por el hombre, salvo que dichas plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación, reparación o mitigación dispuestas por una resolución de calificación ambiental o por otra autoridad competente.


Manda, el inciso cuarto, que la declaración se efectúe mediante un decreto supremo fundado dictado a través del Ministerio de Agricultura, el que, además, deberá ser suscrito por el Ministro Secretario General de la Presidencia. 


El inciso quinto establece que las especies vivas declaradas Monumento Natural serán inviolables, salvo para aquellas intervenciones autorizadas por resolución fundada de la Corporación Nacional Forestal, que tengan por exclusivo objeto realizar investigaciones científicas o inspecciones gubernamentales, que para los efectos de este artículo, incluirán las intervenciones con fines sanitarios y las destinadas a la construcción de aquellas obras civiles que, previamente, sean calificadas como imprescindibles por el Presidente de la República, mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio competente. 


El inciso consecutivo sienta los requisitos de aquellas intervenciones: sólo podrán ser autorizadas cuando cuenten con una resolución de calificación ambiental favorable otorgada mediante el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental previsto en la Ley N° 19.300 y estarán siempre afectas a la obligación de reforestar con las mismas especies, en número y superficie equivalentes, a lo menos, al doble de lo afectado por la intervención.


Regula el inciso séptimo que el aprovechamiento de árboles muertos de especies declaradas “Monumento Natural” sólo podrá efectuarse previo plan de extracción aprobado por la Corporación Nacional Forestal, el que deberá incluir, para el área a intervenir, un inventario de existencias de maderas muertas. Asimismo, los  define como aquellos que han perdido en forma permanente y total el follaje, que no presentan actividad fotosintética, que tienen destruido el cambium y cuya corteza se ha desprendido en forma natural.  Manda que en caso alguno se aprueben planes de extracción para especímenes muertos por efecto del fuego u otra acción del hombre, cuando sea presumible que quien es o ha sido el propietario, o agentes suyos, han tenido responsabilidad en ello.


La finalidad de la indicación número 246, de S. E, la señora Presidenta de la República, es suprimirlo.

El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, refirió que la indicación número 246 forma parte de los acuerdos de la Mesa de trabajo y recalcó que los actores de aquélla concuerdan en suprimir esta disposición, en la cual la diferencia recayó en  un cambio que se hizo en materia de  monumentos naturales, la que era altamente conflictiva, y pareció pertinente dejar esta situación, tal cual como está en la legislación vigente, sin innovar sobre el particular.


Puesta en votación la indicación fue aprobada con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, y Vásquez, y con la abstención del Honorable Senador señor Naranjo (por sí y por el señor Navarro).

En virtud del acuerdo precedente y con la misma votación, se entiende rechazada la indicación número 180
Artículo 20.

Dispone el inciso primero que las especies vegetales nativas vivas podrán clasificarse en las categorías de: “en peligro de extinción”, “raras”, “vulnerables” e “insuficientemente conocidas”, mediante el procedimiento previsto en el artículo 37 de la Ley N° 19.300 y su reglamento. En todo caso, agrega, esta clasificación no afectará a los individuos de una especie plantados por el hombre, a menos que las plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación, reparación o mitigación dispuestas por una resolución de calificación ambiental u otra autoridad competente.


Prohíbe, en su inciso segundo, la corta, eliminación, destrucción o descepado de las especies vegetales clasificadas en alguna de las categorías previstas en el artículo anterior, así como la alteración de su hábitat.


Autoriza el inciso siguiente para que, en forma  excepcional, dichas especies puedan ser objeto de intervenciones autorizadas por resolución fundada de la Corporación Nacional Forestal, siempre que sean imprescindibles y que tengan por objeto la realización de investigaciones científicas o inspecciones gubernamentales, que para los efectos de este artículo, incluirán intervenciones con fines sanitarios y las destinadas a la ejecución de obras civiles y las demás señaladas en el inciso segundo del artículo 7°. 


En su inciso cuarto, previene que, en todo caso, las intervenciones a que se refiere el inciso anterior sólo podrán ser autorizadas cuando cuenten con una resolución de calificación ambiental favorable otorgada mediante el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental previsto en la Ley N° 19.300 y estarán siempre afectas a la obligación de reforestar con las mismas especies, en número y superficie equivalentes, a lo menos, al doble de lo afectado por la intervención.


Concluye la disposición estatuyendo que, en las mismas condiciones señaladas en el inciso anterior, las especies clasificadas en alguna de las categorías señaladas en el inciso primero podrán ser objeto de planes de manejo cuya finalidad sea su conservación, incremento y mejoramiento. Los respectivos planes de manejo, además de cumplir con las normas del Título II de esta ley, deberán ajustarse a las exigencias que la respectiva resolución de calificación ambiental imponga.


La indicación número 247, de S. E, la señora Presidenta de la República, sustituye el artículo 20 propuesto por el informe complementario del segundo informe de vuestras Comisiones unidas, que pasa a ser 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Prohíbese la corta, eliminación, destrucción o descepado de individuos de las especies vegetales nativas  clasificadas en las categorías de: “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”, de conformidad con el artículo 37 de la Ley N° 19.300 y su reglamento, que formen parte de un bosque nativo, como asimismo la alteración de su hábitat. Esta prohibición no afectará a los individuos de dichas especies plantados por el hombre, a menos que tales plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación, reparación o mitigación dispuestas por una resolución de calificación ambiental u otra autoridad competente.


Excepcionalmente, podrá intervenirse o alterarse el hábitat de los individuos de dichas especies, previa autorización de la Corporación, la que se otorgará por resolución fundada, siempre que tales intervenciones no amenacen la continuidad de la especie a nivel de la cuenca o, excepcionalmente, fuera de ella, que sean imprescindibles y que tengan por objeto la realización de investigaciones científicas, fines sanitarios o estén destinadas a la ejecución de obras o al desarrollo de las actividades señaladas en el inciso segundo del artículo 7º, siempre que tales obras o actividades sean de interés nacional.


Para autorizar las intervenciones a que se refiere el inciso anterior, la Corporación deberá requerir informes de expertos respecto de si la intervención afecta a la continuidad de la especie y sobre las medidas a adoptar para asegurar la continuidad de las mismas.


Para llevar adelante la intervención, el solicitante deberá elaborar un plan de manejo de preservación, que deberá considerar, entre otras,  las medidas que señale la resolución fundada  a que se refiere el inciso segundo precedente.


Para calificar el interés nacional, la Corporación podrá solicitar los informes que estime necesarios a otras entidades del Estado.”.

El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, señaló que la indicación número 247 de S. E, la señora Presidenta de la República, modifica levemente el artículo 20 del texto aprobado por las Comisiones unidas en el informe complementario del segundo informe, disposición que protege las especies vegetales clasificadas en categorías de conservación.  Especificó que se requiere un plan de manejo de preservación, a diferencia de lo que se establecía anteriormente que era un plan de manejo.


A propósito de la prohibición del inciso primero, el Honorable Senador señor Navarro consultó, respecto de la excepción que se consulta para los individuos de especies nativos que fueren  plantados por el hombre, quien establecerá la efectividad del hecho, dado que la misma dará lugar a una controversia permanente.


El señor Cavieres admitió que el reglamento debería establecerse un sistema, probablemente un registro de quienes planten estas especies.


El Honorable Senador señor Navarro planteó que debería precisarse que la excepción se refiere tanto a las especies plantadas por hombres como por mujeres, pero la Comisión desestimó la idea por estimar que la expresión “plantados por el hombre” es ampliamente genérica y comprende tanto a hombres como a mujeres.  En todo caso; Su Señoría pidió que se deje constancia de su observación en el informe.    


El Honorable Senador señor Vásquez propuso, en aras de una mayor claridad del texto, modificar la redacción de la primera parte del inciso primero, en el sentido de intercalar la  frase “en las categorías de: “en peligro de extinción”, “raras”, “vulnerables” e “insuficientemente conocidas”, a continuación de la oración ”de conformidad con el procedimiento previsto en el artículo 37 de la ley N° 19.300 y su reglamento”, precedida  de una coma (,) y seguida de un punto  (.). 


En consecuencia, la primera parte del inciso primero sería del siguiente tenor: “Las especies vegetales nativas vivas podrán clasificarse, mediante del procedimiento previsto en el artículo 37 de la ley N° 19.300 y su reglamento, en las categorías de “en peligro de extinción”, “raras”, “vulnerables” e “insuficientemente conocidas”.”.


La indicación número 247 fue aprobada con las enmienda señalada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.

Con la misma votación anterior se entienden rechazadas las indicaciones números 60, 61, 62, 135 y 144.

Artículo 21


Su inciso primero defiere al reglamento la determinación de la forma y condiciones en que la Corporación autorizará las intervenciones excepcionales a las especies a que se refieren los artículos 19 y 20. Asimismo, determinará los requisitos y exigencias aplicables a los planes de manejo previstos en el artículo 19, y la forma y condiciones en que la Corporación los autorizará.


Prescribe, en el inciso siguiente, que el reglamento, también, regulará el aprovechamiento de los ejemplares muertos pertenecientes a las especies a que se refieren los artículos 19 y 20, así como la forma y condiciones de los planes de extracción que se exigen para tal efecto, y definirá los sectores en que se podrá realizar el aprovechamiento, el establecimiento de un registro de los productores, de centros de acopio y de comercialización, y la forma en que se exigirá el uso de guías de libre tránsito para el transporte de tales maderas.


Dispone, por último, que le toca a la Corporación Nacional Forestal fiscalizar el cumplimiento de las normas contenidas en los artículos 19 y 20 y en los reglamentos previstos en los incisos precedentes; para tal efecto, faculta a sus funcionarios para que puedan ingresar a los predios y a los centros de acopio y de comercialización, y requerir directamente el auxilio de la fuerza pública si fuere necesario, no siendo aplicable en estos casos, lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 42 de esta ley.


La indicación número 248, de S. E, la señora Presidenta de la República,  reemplaza del actual artículo 21, que pasa a ser 20, por el siguiente: 


“Artículo 20.- El reglamento determinará la forma y condiciones en que la Corporación autorizará las intervenciones excepcionales a que se refieren los artículos 7 y 19 de esta Ley.”.


Para mayor claridad del sentido y alcance de la indicación, cabe hacer presente que la regulación por vía reglamentaria de las intervenciones excepcionales alcanza, conforme al artículo 7° del proyecto, a la construcción de caminos y al ejercicio de concesiones o servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, y, en el marco del artículo 19, a las que se ejecuten en el hábitat de individuos de especies protegidas, con los requisitos establecidos y cuyo objeto consista en la realización de investigaciones científicas, fines sanitarios o a la ejecución de obras o al desarrollo de las actividades señaladas en el inciso segundo del artículo 7º, siempre que tales obras o actividades sean de interés nacional.  Asimismo, se tuvo presente que el nuevo artículo 17 de esta ley relativo a los cursos de agua naturales, glaciares y humedales deben ser incluidos en esta disposición.

La indicación número 248 fue aprobada con la enmienda precedente, que reemplaza en este precepto la referencia a los artículos 7 y 19, por otra, a los artículos 7º, 17 y 20,  por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez. 

Artículo 22.

Prescribe que cuando la corta de bosque nativo se realice con motivo del cambio de uso de suelos rurales, establecido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, del ejercicio de una concesión de las indicadas en el artículo 7º, o aquélla que tenga por objeto fines de utilidad pública o construcción de obras de infraestructura, el interesado deberá presentar un plan de manejo forestal que contenga los objetivos de la corta, la definición del trazado de la obra, la descripción del área a intervenir, la descripción de la vegetación a eliminar, los programas de corta, la cartografía correspondiente y los programas de reforestación, los cuales deberán realizarse con especies del mismo tipo forestal intervenido.


Esta disposición no fue motivo de indicaciones en el debate legislativo precedente en vuestras Comisiones unidas, y su número pasó a ser el actual por efecto de modificaciones recaídas en otras  disposiciones.

  
La indicación número 249, de S. E, la señora Presidenta de la República, propone sustituirlo, pasando a ser 21, con el contenido preceptivo que se indica:

“Artículo 21.- Cuando la corta de bosque nativo se realice con motivo del cambio de uso de suelos rurales establecido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la construcción de obras o del desarrollo de las actividades indicadas en el inciso segundo del artículo 7º de esta ley, el interesado deberá presentar un plan de manejo forestal que contenga los objetivos de la corta, la definición del trazado de la obra, la descripción del área a intervenir, la descripción de la vegetación a eliminar, los programas de corta, la cartografía correspondiente y los programas de reforestación, los cuales deberán realizarse con especies del mismo tipo forestal intervenido.”.

El señor Caussade, Fiscal del Ministerio de Agricultura, explicó que el objetivo de la indicación es ligar este artículo con la norma del inciso segundo del artículo 7°, en el cual está el catálogo de actividades posibles.   Asimismo, propuso, a fin de concordar los acuerdos sobre la materia, eliminar la palabra “forestal” que sigue a continuación de “plan de manejo”, sugerencia que fue acordada por las Comisiones unidas.

En consecuencia, la indicación fue aprobada con la enmienda precedente, con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma, Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.
Artículos 23 y 24. 

El inciso primero del artículo 23 manda que cuando la corta de bosque nativo tenga por objetivo habilitar terrenos para fines agrícola, la Corporación excepcionalmente podrá autorizar el cumplimiento de la obligación de reforestar, a que se refiere el artículo 22 del decreto ley Nº 701, en un lugar distinto pero de igual superficie, siempre  cuando se utilicen especies del tipo forestal propio del lugar donde se efectúe la reforestación.


Previene el inciso siguiente que para dichos efectos, además del plan de manejo, el interesado deberá presentar ante el Secretario Regional Ministerial de Agricultura correspondiente, un estudio técnico de habilitación para fines agrícolas, a través del cual se deberá demostrar que los cultivos a establecer se adaptan a las condiciones de clima y suelo existentes en el lugar, que las labores a realizar no provocarán detrimento del suelo ni afectarán la cantidad y calidad de las aguas, y que se dejarán en pie todos los árboles compatibles con la nueva actividad.


Ordena el inciso tercero que el estudio técnico a que se refiere el inciso anterior deberá contener información relativa al clima, suelo, vegetación existente y la caracterización del cultivo agrícola, contemplando además las medidas necesarias para evitar la erosión y para minimizar los daños que se puedan causar al suelo y a la calidad y cantidad de las aguas existentes en el lugar.


A continuación, prevé la disposición en examen, que el Secretario Regional Ministerial de Agricultura, previa consulta a los Directores Regionales de la Corporación Nacional Forestal y del Servicio Agrícola y Ganadero de su región, dispondrá de un plazo de 90 días para pronunciarse mediante resolución, sobre la aprobación o rechazo de la solicitud de habilitación para fines agrícolas.


En su inciso quinto, previene que, sin perjuicio de lo anterior, la habilitación con fines agrícolas deberá cumplir con lo estipulado en la ley Nº 19.300, cuando corresponda.


Refiere el inciso sexto que, cuando la reforestación se fuere a realizar en un predio distinto de aquel en que se efectúe la corta, el plan de manejo forestal que se someta a consideración de la Corporación deberá ser suscrito por el o los propietarios de los predios involucrados, para efectos de las responsabilidades que a cada uno de ellos le corresponda.


El inciso séptimo dispone que en las regiones Cuarta de Coquimbo, Quinta de Valparaíso, Sexta del Libertador Bernardo O'Higgins, Séptima del Maule, Octava del Bio Bío y Metropolitana sólo será exigible la reforestación y demás requisitos que establece este artículo cuando se trate de laderas de cerro de exposición sur, de terrenos que no sean susceptibles de riego permanente y tecnificado y de quebradas, cualquiera sea su exposición. Cuando se trate de cortar bosques esclerófilos ubicados en terrenos distintos de los señalados precedentemente, de cobertura de copa inferior al 30% o que su composición de especies y estructura silvicultural se encuentren alteradas, y la corta tenga por finalidad habilitar tierras con fines agrofrutícolas o viñas, sólo se requerirá un plan de manejo que será aprobado por la Corporación Nacional Forestal, si correspondiere, dentro de un plazo de 90 días contado desde su presentación. Si no hubiere pronunciamiento dentro del plazo señalado el plan de manejo se tendrá por aprobado.  La restricción de cobertura de copa de este inciso no se aplicará en el caso de corta de espinales o bosques de espino para los fines indicados.

El inciso consecutivo previene que en terrenos de protección, establecidos en virtud de Tratados Internacionales ratificados por Chile o que en virtud del ejercicio de facultades legales se encuentren bajo el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado u otra modalidad de protección legal, se aplicarán las normas establecidas en los tratados y normas legales pertinentes.


Por medio del inciso noveno se establece que desde la fecha en que se ingrese en la Secretaria Regional Ministerial el plan de manejo a que se refiere este artículo, se tendrá por cumplida la condición establecida en el inciso final del artículo 15 del Código de Minería y sólo el dueño del terreno podrá otorgar la autorización a que dicha norma se refiere.

Finalmente, el inciso décimo preceptúa que si el cambio de uso a que se refiere el artículo no se efectuara dentro de los dos años siguientes a la corta, el terreno deberá ser reforestado con las mismas especies cortadas.

Por su parte, el artículo 22 dispone que cuando se trate de bosques nativos de los tipos forestales Araucaria, Alerce, Lenga, Coihue de Magallanes, Ciprés de la Cordillera, Ciprés de las Guaitecas y Palma Chilena; de bosques nativos de conservación y protección; de bosques nativos de preservación; de bosques que hayan sido objeto de los incentivos que se contemplan en esta ley; y de aquellas situaciones donde se encuentren especies arbóreas o arbustivas que presenten problemas de conservación, tales como especies en peligro de extinción, raras, vulnerables o insuficientemente conocidas, la reforestación deberá efectuarse con las mismas especies del tipo forestal intervenido.  Concluye la disposición señalando que en los otros tipos forestales, la reposición del recurso se realizará manteniendo el equilibrio entre las especies.

La indicación número 250, de S. E. la señora Presidenta de la República, tiene por objeto suprimir los actuales artículos 23 y 24, corrigiendo, según corresponda, la numeración de las disposiciones que les siguen.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que esta indicación debería ser aprobada por ser un componente fundamental del acuerdo de la Mesa de trabajo.


La indicación número 250 fue aprobada por mayoría de votos.  Votaron en favor de la aprobación los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma, Espina, Naranjo, Navarro y Vásquez; en contra lo hizo el Honorable Senador señor  Horvath.


En mérito al acuerdo precedente se entienden rechazadas con la misma votación las indicaciones números 65, 136 letra a), 139, 140, 148, 195 y 196.
TÍTULO IV

“DEL FONDO DE CONSERVACIÓN, RECUPERACIÓN Y MANEJO SUSTENTABLE DEL BOSQUE NATIVO”


En forma previa al debate en particular de las disposiciones del presente título, las Comisiones unidas analizaron los aspectos generales de la indicación en preparación por el Ministerio de Hacienda con la finalidad de sustituir las indicaciones números 251, 252 y 253  que había formulado S. E, la señora Presidenta de la República, en el mes de enero de 2007.


El señor Fuentes, asesor del Ministerio de Hacienda, expuso que esta Secretaría concordó con el Ministerio de Agricultura una redacción para  incorporar una serie de cambios en relación con el texto que estas Comisiones unidas aprobaran en 1994.  Agregó que las indicaciones identificadas por los números 251, 252 y 253 mantienen el principio general de un concurso de carácter público, a la vez que incorporan criterios discriminación positiva en favor de los pequeños propietarios forestales y flexibilizan la regulación de las actividades bonificables al acoger las observaciones de algunos señores Senadores de estas Comisiones unidas que insistieron en que el reglamento definiere aquéllas.  En razón de lo anterior, se optó por establecerlas de modo genérico en la ley, así como su monto, y deferir  al reglamento de ejecución la determinación de las actividades específicas que consulta cada uno de los literales del actual artículo 25.  Además, enfatizó, se modificó el inciso primero que limitaba, a una única vez, la bonificación en un terreno determinado por cada actividad específica, con lo cual un propietario, cualquiera que fuera su naturaleza, podrá percibirla por más de una bonificación respecto de actividades encuadradas dentro del mismo literal, pero con el tope máximo que para cada caso fija la ley.     


Precisó que, a raíz de la discusión sostenida al comienzo del examen de dichas indicaciones, por estas Comisiones, se percibió enfatizar los factores de discriminación positiva, presentes en la indicación original pero sin que fuera fácil visualizarlos, lo cual llevó a presentar una ordenación nueva de la disposición de los artículos del Título IV, que concentró e incorporó los nuevos criterios de discriminación positiva.  Señaló que al examinar las proposiciones de los Honorables Senadores, en particular la de los señores Allamand, Coloma y Espina, se estimó procedente incorporar un nuevo criterio de focalización de los concursos.  Sintetizó el planteamiento del Ministerio de Hacienda, en términos de un concurso público con criterios de priorización en los niveles legal, reglamentario y de las bases de aquél, que posibiliten el acceso de los pequeños propietarios forestales. 


El Honorable Senador señor Navarro manifestó que le sorprende en forma negativa la exposición del representante del Ejecutivo, pues omite los diversos supuestos bajo los cuales, en lo personal, había aceptado discutir este proyecto en particular, los que se refieren a la Corporación Nacional Forestal y al régimen de asignación de los recursos del Fondo.  Anunció su férrea oposición a que el proyecto se apruebe sin un cumplimiento básico de los acuerdos requeridos al Ejecutivo.  Enfatizó que la exclusión de la concursabilidad se corresponde con la consideración  fundamental de que se está ante un mal proyecto, que no recoge nada en el ámbito de la protección del bosque nativo y supedita a un concurso la bonificación para los pequeños propietarios forestales.  Especificó que para los señores Senadores de la Concertación existe un problema político con el Gobierno, pues, recordó, se conversó en reiteradas oportunidades con el señor Ministro y su disposición a debatir este proyecto fue bajo el compromiso de los dos supuestos antes mencionados.

El Honorable Senador señor Allamand, atendiendo a que varios señores Senadores no participaban de la idea de que existiera un mecanismo de concursabilidad para los pequeños propietarios forestales y que instaban a avanzar de acuerdo con un criterio de automaticidad, solicitó que se explique cómo funcionaría el sistema, para saber exactamente hasta adónde es compatible, pues comparte la idea de que hubiera automaticidad, a lo menos, para los pequeños y los medianos propietarios.  


El Honorable Senador señor Vásquez planteó que el decreto ley N° 701 no tiene concursabilidad, actualmente, por lo que no advierte fundamento razonable a la pretensión de imponerla en el proyecto de fomento del bosque nativo.


El Honorable Senador señor Horvath precisó que aquel decreto ley no tiene concursabilidad, a menos que, durante un lapso de tres años, el monto de los incentivos sobrepase la suma de  US$ 15 millones anuales, y observó que si bien nominalmente esta condición operó, lo anterior se debe al hecho de que, en los últimos cinco o seis años, se han financiado con recursos de dicha ley los proyectos de recuperación de suelos, actividad que no es directa ni propiamente forestación.  Anualmente, complementó, en la Quinta Subcomisión de Presupuestos se difiere la concursabilidad, por una vez y excepcionalmente, del incentivo, Estimó que sería oportuno resolver ese problema, y en lo que se refiere a la ley en debate, sugirió fijar un monto del Fondo, -el que conforme a lo planteado en una sesión pasada de estas Comisiones unidas, ascendería a US$ 8 millones anuales- liberado del carácter  concursable mientras no se exceda dicha cifra.


La señora Bau, Directora Ejecutiva de Conaf, a título de antecedente para encauzar la discusión, manifestó que como la bonificación del decreto ley N° 701 tiene su término en el año 2010, en el período que queda de vigencia de la misma y considerando lo que se visualiza en la Ley de Bosque Nativo, sería indispensable hacer compatibles ambos instrumentos, para lo cual, desde ahora, se ha establecido un diálogo con el sector privado, acerca del incentivo que se requiere en 2010, en función de los distintos énfasis que ha tenido en momentos diversos de la economía, uno de los cuales es la recuperación de suelos.  Agregó que si aquel mecanismo se debe  revisar no cabe tomarlo como una base exacta para el renglón de bosque nativo, y más bien lo que se apruebe en este cuerpo legal servirá para aquella discusión.  Detalló que, a partir de la tabla de costos del año pasado, se pretende tener una sola línea respecto de las especies que serán bonificadas y de la modalidad de pago, y a partir de 2008 analizar cuál será la continuidad del decreto ley N° 701, que tal como lo aseveró Su Señoría ha excedido el límite legal por los programas de recuperación de suelos que, si bien cumplió un objetivo, en lo sucesivo, necesita un enfoque distinto.  Anticipó que el debate presente adquiere importancia ante aquella necesidad, ya que los dos mecanismos finalmente se van a cruzar, pues hay actividades de fomento de bosque nativo, como las plantaciones de nativo que actualmente, en una parte, están en el decreto ley N° 701 y que en lo sucesivo serán reguladas por esta ley.  Finalizó diciendo que uno de los varios aspectos que se trabaja es una tabla de costos estable para los tres años, aunada a la no concursabilidad que ha tenido por dos años en la Ley de Presupuestos y compatibilización con lo que se apruebe en esta ley.


El Honorable Senador señor Ávila declaró, desde ya, su rechazo a la concursabilidad por ser contradictoria con el propósito, con el objetivo de esta ley y con la institucionalidad actual de CONAF. 


El Honorable Senador señor Coloma contextualizó el estado del debate, y previno que los planteamientos expuestos pueden conllevar al rechazo del articulado, con lo cual podría quedar vigente una disposición menos favorable que la indicación de S. E. el Presidente de la República. Pidió evaluar qué es mejor, teniendo presente que la indicación que surja de este debate será sustitutiva de indicaciones que, en su momento, fueron aprobadas.  Insistió en que las Comisiones unidas están llamadas a ver si las proposiciones mejoran el contenido de dichas indicaciones, muchas de las cuales fueron materia de aprobación unánime.


El Honorable Senador señor Vásquez manifestó que, concordando con la posición de los Honorables Senadores señores Navarro y Ávila, estima pertinente consultar al Ministerio de Hacienda si está dispuesto a entrar en un mecanismo similar al del decreto ley N° 701, sin concursabilidad.  Argumentó que, efectivamente, aquel texto legal regula materias que no son ni serán propias del bosque nativo, como los problemas de desertificación o de los ñadis, dado que la iniciativa en estudio pretende recuperar dicho bosque donde lo hay.  En consecuencia, señaló, la cuestión incide en resolver de qué manera se protege a los pequeños y medianos productores contra los grandes tenedores de bosques extensos, pues aquéllos nunca tendrán la misma capacidad de concursar sin condiciones correctivas. Recordó que el decreto ley N° 701 establece límites de extensión para obtener las bonificaciones.  Concluyó que urge saber si las autoridades hacendarias están dispuestas a establecer un mecanismo diferente de concursabilidad que permita una discriminación positiva y que no haya concurso para los pequeños propietarios, con algunos resguardos como los que el Honorable Senador señor Navarro ha planteado para evitar el traspaso de los inmuebles mientras esté vigente la aplicación de la bonificación.  


El señor Fuentes, asesor del Ministerio de Hacienda hizo notar, en primer término, que el Ministerio de Hacienda sustenta, desde hace varios años, un criterio permanente para cualquier fondo de asignación de recursos vía Ley de Presupuestos: la concursabilidad, y ésta, entre otras cosas, garantiza transparencia, eficiencia y, sobre todo, eficacia.  Lo anterior, puntualizó, no contraría el objetivo del proyecto, que es el fomento a la recuperación de bosque nativo.  Entregar una bonificación a ojos cerrados, advirtió, impide saber si las personas lo están haciendo bien o mal, y si los planes de manejo presentados cumplen con los requisitos mínimos que la ley establece en función de su objetivo.  Se debe considerar, prosiguió, que dentro de las actividades bonificables no sólo está la preservación; caso en el cual tomaría algo de sentido una bonificación directa, pero se habla, además, de actividades económicas maderables y no maderables, a cuyo respecto es necesario saber a quién se le entrega el dinero, bajo qué criterios, en qué forma está operando y si, efectivamente, el fondo, en su diseño actual, opera correctamente.


En segundo lugar, señaló, le interesa dejar de manifiesto que el Ministerio de Hacienda, en conjunto con el de Agricultura, recogiendo el debate en esta Comisión, propone una modalidad de discriminación positiva, pues, tal como es posible comprobarlo, en su momento, si se presenta un pequeño propietario, será calificado en un contexto dispositivo diferente, respecto de los otros postulantes.  Asimismo, invitó a tener en cuenta que el proyecto incluye otras normas que benefician a los pequeños propietarios; en particular, señaló, se habilitó a  Conaf para crear planes de manejo en forma genérica que facilitan el acceso de aquéllos a los concursos; también, se deriva al reglamento la institución de concursos periódicos o enfocados a determinados actividades u objetivos.   Aclaró que si bien es posible avanzar en métodos que satisfagan la preocupación de los señores Senadores, la concursabilidad en materia de los fondos de esta ley, es un punto esencial. 


El Honorable Senador señor Naranjo estimó que la materia se ha discutido de manera exhaustiva y para zanjar el problema se concordó en establecer dos fondos concursables, uno para los pequeños y el otro para los medianos y grandes propietarios forestales. Bajo este entendimiento, recordó, se adoptó el acuerdo de considerar proposiciones que mejoren el proyecto, y es evidente, aseveró, que una proposición coincidente con el espíritu de ese acuerdo fue lo que debió haberse traído al conocimiento de las Comisiones unidas.  Lo real, sintetizó, es que la proposición no recoge la idea de consultar dos fondos distintos,  En consecuencia, le solicitó al Ejecutivo recoger los puntos del acuerdo a que ha hecho mención.


El Honorable Senador señor Ávila disintió del argumentó del representante del Ejecutivo respecto a que la automaticidad en la entrega de una bonificación deba entenderse como un acto a ojos cerrados, pues se regula sobre la base de criterios determinados en la ley.  Al contrario, afirmó, el sistema de concurso riñe, absolutamente, con el propósito de esta ley puesto que margina de sus beneficios a quienes son postergados en forma sistemática, en provecho aquellos que poseen mayor capacidad de postulación a concursos de esta naturaleza.  Agregó que le sorprende que el Ejecutivo proponga una postura de esta naturaleza la que, por supuesto, no tendrá un tránsito legislativo fácil en el Congreso Nacional.    


El Honorable Senador señor Navarro reconoció que la selección directa ha sido fuente de problemas en reparticiones públicas, y por lo tanto constituye un riesgo que es preciso enfrentar.  Reparó que se presuponga una actitud pasiva del Ministerio de Agricultura y de la Corporación Nacional Forestal, respecto de la bonificación de esta ley y, en particular, de la postulación; agregó que la autoridad está llamada a planificar la preservación del bosque nativo, y que para ello dispone de diversas herramientas idóneas, como el catastro, que le permiten identificar en qué zonas será preciso poner un énfasis mayor, de manera que  “la asignación” actúe conforme a prioridades establecidas por él mismo; por ende, aquélla no es a tan a ciegas.  Patentizó su rechazo a la idea de que concursen todos los que quieran, pues en las bases también cabe poner ciertos criterios que, siendo aplicables a quienes concursan, los  propicie  el Ministerio.  En consecuencia, señaló, si en una determinada zona se optara por llamar a todos los pequeños propietarios, y aun así, éstos no se presenten, esta ausencia es atribuible al desincentivo del concurso.  


El Honorable Senador señor Coloma insistió en que el proyecto no se discute por primera vez, y señaló que la opción de rechazar todo, tiene efectos en los cuales se debe reflexionar.  Agregó que desde este punto de vista, le parece mejor la actual proposición del Ejecutivo (la que finalmente se materializó en la indicación número 326, con cambios productos del debate)  que aprobar la indicación número 251 del Ejecutivo, aprobada por la Comisión de Hacienda, y en todo caso, que el texto aprobado en general por la Sala.  De tal manera, que la primera definición que debe adoptarse es si se rechaza todo por una consideración conceptual o se modifica la situación al acoger la nueva proposición y deferir a la Sala la pertinencia o no de los concursos.  Por otra parte, argumentó, estas Comisiones unidas no han requerido que no exista concurso -en lo personal, estima que el planteamiento tiene su sabiduría- sino considerar la existencia de dos situaciones distintas, y esto es lo que molesta que no aparezca en la proposición, pues es insuficiente decir que en las bonificaciones para los pequeños propietarios haya un incremento de hasta el 15%, cuya calificación implicará algún grado de arbitrariedad.  Requirió de las Comisiones unidas decidir la alternativa de  entrar a ver, una a una, las proposiciones  actualmente presentadas por el Ejecutivo, o si la voluntad es rechazarlas en su totalidad.


El Honorable Senador señor Coloma planteó que lo objetivo es que el Ejecutivo no trajo la proposición a que se refiere Su Señoría, y esto es indicativo de que no comparte el criterio de las Comisiones unidas.   


El Honorable Senador señor Espina  discrepó de Su Señoría porque el trabajo de una comisión del Senado tiene otra naturaleza, y la fuerza del Parlamento, ante una proposición del Ejecutivo, consiste precisamente en utilizar sus acuerdos de la Comisión como un instrumento de presión legítima para persuadirlo de algo que se advierte equivocado.  Recordó que, en un  primer momento, se discutió si la bonificación debía ser concursable o si debía tener un régimen similar al del incentivo que establece el decreto ley N° 701, porque el concurso rompe el sentido de un subsidio de su naturaleza, luego, en un segundo estadio del debate, la Comisión le ofrece la posibilidad intermedia de dos concursos para evitar que quienes disponen de mayor capacidad económica desplacen a los pequeños propietarios forestales, predicamento que el Ejecutivo rechaza totalmente, y es indispensable que dé una explicación de los fundamentos de principio para rechazarlo.  


Desestimó que pueda ponérsele en la circunstancia de tener que votar por el mal menor, pues a él le asiste el derecho de pedir que se resuelva el tema de fondo porque de no hacerlo, en su momento, se censurará al Senado que haya despachado una ley que propicia un concurso en que  pueden beneficiarse de las bonificaciones sólo aquellos que tienen poder de concursabilidad ya que no habrá propietario pequeño que pueda ganarlo, al enfrentarse con la maquinaria que se pondrá en marcha para que algunos privilegiados contraten gestores que sean capaces de sacarle el concurso a su favor.  En última instancia, podría ser aceptable que los pequeños propietarios concursen entre ellos.  Aseveró que se trata de una cuestión de suma relevancia si el proyecto  de ley apunta a ayudar a los pequeños.  Le interesa saber, en concreto, si el Ejecutivo  está dispuesto a acoger algo tan natural como la existencia de dos fondos, dado que esto no importa el requerimiento de recursos presupuestarios mayores.


El Honorable Senador señor Naranjo señaló, respetuosamente, que los asesores del Ministerio de Hacienda no están en situación de resolver la cuestión planteada, razón por la cual carece de sentido ponerles en una situación imposible.  Propuso paralizar la tramitación del proyecto mientras no se vea el tema de fondo, y como bien lo ha planteado Su Señoría no se le están pidiendo mayores recursos ni se le está quitando eficiencia en la asignación de los mismos.  Estimó que carece de sentido proseguir en la discusión.  Se trata de un mensaje claro al señor Ministro de Hacienda.  

El Honorable Senador señor Allamand reconoció que es fundamental tener la oportunidad de una exposición pormenorizada del sistema propuesto y, en segundo lugar, evitar un maniqueísmo en los planteamientos del debate, pues no necesariamente de la desestimación de la propuesta actual del Ejecutivo se colige que se se aprobará el texto anteriormente propuesto por estas Comisiones unidas ya que el Ejecutivo podrían modificar las indicaciones y las proposiciones complementarias.  


El asesor señor Fuentes aseveró que el Fondo como está construido hasta ahora, no contiene ningún criterio de priorización a los pequeños propietarios forestales y mencionó que el texto propuesto por las Comisiones unidas en el Informe Complementario del Segundo Informe es insatisfactorio, hecho que el Ministerio de Hacienda ha reconocido con las indicaciones en debate, y que son susceptibles de modificaciones.  Admitió que, probablemente, parezcan tozudos, pero la porfía se explica por razones de eficiencia y eficacia, pues estiman que el concurso garantiza, por ser un medio de asignación de recursos, transparencia, eficacia y eficiencia.  


Destacó que el texto de la proposición recoge criterios planteados por los integrantes de las Comisiones unidas al incorporar, en las normas generales del concurso, reglas de excepción que favorecen no sólo la participación de los pequeños propietarios sino también su acceso a los recursos del Fondo.  Detalló que se encontrarán criterios de priorización referidos, entre otros factores, a la definición de pequeño propietario forestal, al terreno y a la asociatividad; asimismo, el contenido sustancial de la proposición de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma y Espina, sobre condiciones simplificadas de postulación para los pequeños propietarios forestales y, además, ponderaciones diferenciadas, las que son materia de las bases de los concursos pero que en este caso las fija el propio texto legal.  


Solicitó el análisis particular de los artículos para visualizar las modificaciones que hacen del concurso algo absolutamente distinto de su concepción original, pues este análisis formará convicción en los señores Senadores que se establecen mandatos precisos tendientes a privilegiar el acceso a las bonificaciones de los pequeños propietarios forestales, preceptos que el reglamento necesariamente deberá recoger y que las bases del concurso habrán de materializar.  Asimismo, refirió que el examen de las disposiciones disipará la percepción de que el pequeño propietario forestal entrará en desigualdad de condiciones con el propietario grande, pues la ley ya no lo regula así.  En suma, puntualizó, la ley manda a la Corporación Nacional Forestal o al Ministerio de Agricultura que, ante la concurrencia de propietarios forestales de diversa calidad, en el concurso, debe priorizar a los pequeños en el acceso a la bonificación porque el objetivo de la ley es priorizar el acceso a los fondos públicos de éste.


Insistió en que la proposición incorpora el criterio de las condiciones simplificadas de postulación, y destacó que, además, el puntaje del pequeño propietario forestal que haya participado en el concurso se le pondera positivamente en función de su calidad de pequeño propietario y de otros factores que la ley establece, y como efecto de habérsele adjudicado la bonificación, cuando procede, de forma automática, tiene lugar el efecto de que el monto de aquélla se incrementará hasta en un 15%. 


Reseñó que el nuevo artículo 25 propuesto establece las actividades susceptibles de ser bonificadas y que en otra disposición se entrega al reglamento la facultad de determinar los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, en una enumeración que no es taxativa, pero cuyo mínimo legal lo constituyen las siguientes variables: tamaño de la propiedad, considerando los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado; monto bonificable solicitado; parte del financiamiento de cargo del interesado y el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país.  

Agregó que el reglamento del fondo deberá contemplar los mecanismos que permitan alcanzar equidad en las condiciones de participación en el concurso del fondo entre grandes, medianos y pequeños propietarios forestales, pudiendo incluso establecer ponderaciones diferenciadas de calificación. Con dicho objeto, se deberán considerar al menos, las siguientes variables: superficie del predio; actividad realizada por el propietario del predio de acuerdo a lo definido como pequeño propietario forestal en el artículo 2 N° 16 de esta Ley; asociatividad; nivel de calificación socioeconómica del postulante, de acuerdo al instrumento nacional de vulnerabilidad socioeconómica; si el postulante ha obtenido otros subsidios vinculados a la actividad forestal, entre otros.

Concluyó señalando que, como es evidente, la proposición recoge gran parte de los argumentos presentados al inicio de esta fase de discusión del proyecto.  Manifestó que el Ministerio de Hacienda entiende que ha habido un avance significativo al compararse este texto con la redacción original.


La señora Leiva, Subsecretaria de Agricultura, enfatizó que, en caso de rechazarse la proposición en debate, permanece restringida la posibilidad de que los propietarios puedan, en general, optar a la bonificación por más de una actividad.  Aprobarla, en cambio, implica que los propietarios forestales puedan ser bonificados para el conjunto de las actividades que se realizan en el marco de un plan de manejo.  Asimismo, valoró en la proposición que se recoja en la ley y se entregue al reglamento el establecimiento de los criterios de equidad para producir una diferenciación y un impacto más positivo en la participación de los pequeños propietarios.  Explicó que también al Ministerio de Agricultura le parecería mejor la posibilidad de dos concursos, y esa es la gran diferencia que existe, pero la propuesta del Ejecutivo, vía reglamento, da garantías suficientes para hacer una diferenciación en la opción de los pequeños propietarios forestales y discriminar positivamente para que puedan acceder al Fondo.


El Honorable Senador señor Navarro expuso que los elementos que plantean los representantes del Ministerio de Hacienda se encuentran integrados, en particular, en una serie de conceptos que tienden a identificar y focalizar en el pequeño propietario.  Señaló que no advierte dificultades para hacer esto mismo con la institución de dos fondos que identifiquen claramente esas condiciones y  establezcan recursos para uno y recursos para el otro; en lugar de lo anterior, observó, se opta por un gran bolsón y se crea una entidad que importa, también, riesgos, el Consejo Consultivo del Bosque Nativo, designado por el Presidente de la República o por siete representantes públicos y privados, a saber, académicos, representantes empresariales pequeños propietarios y organismos no gubernamentales, y lo comparó con la mala experiencia que los pescadores artesanales tienen del Consejo Nacional de Pesca, también fijado por ley, y en cuya designación interviene el Presidente de la República 


El Honorable Senador señor Naranjo adujo que las condiciones subjetivas predicen que los pequeños propietarios no entrarán en un régimen de concursabilidad porque saben que no se les van a asignar los recursos.  Se trata de una cuestión tan obvia que los disuadirá; pero si existe un concurso entre pequeños se incentivará la postulación.  Insistió en su planteamiento de escuchar al Ministerio de Hacienda para que exprese porqué la existencia de dos concursos podría afectar la eficacia o la eficiencia en la administración de los recursos.


El Honorable Senador señor Horvath señaló que la propuesta del Ejecutivo le parece extremadamente complicada y que se  prestará a todo tipo de arbitrariedades, de modo que si llega a beneficiar a alguno de los pequeños propietarios será sólo a quien cumpla con todos los requisitos de vulnerabilidad, en circunstancia que el decreto ley N° 701 constituye el espejo de algo que funciona  Consultó si la omisión de la bonificación de hasta seis unidades tributarias mensuales para actividades de manejo de renovales, raleos, podas, cortas sanitarias o anillamiento de árboles, se debe a que estas actividades se entienden incluidas en la nueva letra c), a lo que el representante del Ministerio de Agricultura respondió que, efectivamente, es así. 

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que cada quien reflexionará sobre lo que se debe hacer y que el mensaje para el Ministro de Hacienda es absolutamente claro.  Clarificó que las Comisiones unidas harán todo el esfuerzo por despachar el proyecto, sin perjuicio de lo cual, entiende que si esta situación no se arregla se va a trabar el progreso del trámite legislativo.

Artículo 25 


El texto propuesto por la Comisión de Hacienda para esta disposición corresponde, exactamente, a la indicación número 251, de S. E. la señora Presidenta de la República, y reemplazó al que fue aprobado por las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, con ocasión del Informe Complementario del Segundo Informe de éstas.

Crea, en su inciso primero, el Fondo a que se refiere el epígrafe del Título IV, de carácter concursable, con cargo al cual se otorgará una bonificación destinada a contribuir a solventar el costo de las actividades comprendidas en cada uno de los siguientes literales:   

El literal a), dispone que se pagará una bonificación de hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea, por actividades que favorezcan la regeneración o recuperación de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación, con el fin de lograr su preservación y la mantención de la diversidad biológica, a la vez que exceptúa del beneficio a los pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado


El literal b), prevé una bonificación de hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea, por las actividades silviculturales dirigidas a la obtención de productos no madereros.

La letra c) bonifica hasta 10 unidades tributarias mensuales por hectárea, a las actividades silviculturales destinadas a manejar y recuperar bosques nativos para fines de producción maderera. 


Dispone el inciso segundo que el monto máximo a bonificar, por literal, será el que se indica en cada uno de ellos y el monto máximo a bonificar por actividad, será el que se establezca en una tabla que fijará el valor máximo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales, según tipo forestal, estado de desarrollo del bosque y regiones, según proceda. Prescribe, además, que la tabla será fijada mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, previo informe de la Corporación, el que, además, deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y que el mismo se publicará  durante el mes de marzo de cada año, para regir entre el 1 de abril del mismo año y el 31 de marzo del año siguiente. Determina, también, que para el caso de no fijarse dichos valores en la época indicada, se estará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, a los valores contenidos en la última tabla de valores publicada.


Con el inciso tercero delega al reglamento la facultad de  regular incrementos de hasta un 15%, el monto en las bonificaciones que señala el inciso primero de este artículo, en el caso de pequeños propietarios forestales. 

Bonifica, asimismo, en su inciso cuarto, la elaboración de planes de manejo forestal concebidos bajo el criterio de ordenación, cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos a que se refiere el artículo siguiente. El monto de este incentivo será de hasta 0,3 unidades tributarias mensuales por cada hectárea sujeta a actividades de ordenación.  Limita en 700 unidades tributarias mensuales el monto máximo que el interesado  podrá recibir por este concepto, y dispone que no podrá ser beneficiado más de una vez.


Defiere la administración del Fondo al Ministerio de Agricultura, con cargo a sus propios recursos; empero, lo autoriza a que delegue, total o parcialmente, la administración del concurso en la Corporación Nacional Forestal.


Manda que el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, el que además deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establezca el reglamento del Fondo, para lo cual podrá solicitar la opinión del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo respectivo de esta ley.


El inciso séptimo dispone que dicho reglamento establezca las actividades bonificables por cada uno de los literales señalados en el inciso primero, la periodicidad del concurso y los requisitos para elaborar las bases, para lo cual deberá contemplar los mecanismos que permitan alcanzar equidad en las condiciones de participación entre grandes, medianos y pequeños propietarios forestales. Enuncia las variables mínimas que deberán considerar tales mecanismos: superficie del predio; actividad realizada por el propietario del predio de acuerdo a lo establecido en el artículo 2 N° 16 de esta ley; asociatividad; existencia de financiamiento propio del postulante; nivel de calificación del postulante; si el postulante ha obtenido otros subsidios vinculados a la actividad forestal, entre otros.

Le corresponde, por último, al reglamento fijar los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley.  Norma, igualmente, las variables que dichos criterios deberán comprender: tamaño de la propiedad, considerando los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado; monto bonificable solicitado; parte del financiamiento de cargo del interesado y el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país, en el caso de las actividades bonificables a que se refiere la letra a) del inciso primero de este artículo.

Durante el debate del proyecto en informe, la Sala de la Corporación fijó un nuevo plazo de indicaciones, durante el cual le fueron formuladas a esta disposición, además de la signada bajo el número 326 de S. E., la señora Presidenta de la República, cuyo texto así como el debate que le siguió, se consignan desde la página 147 a 154, otras dos indicaciones.


La primera es la indicación número 322, del Honorable Senador señor Zaldívar, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 25.- Habrá un Fondo destinado a la conservación, recuperación o manejo sustentable del bosque nativo, en adelante “el Fondo”, a través del cual se otorgará una bonificación destinada a contribuir a solventar el costo de las actividades comprendidas en cada uno de los siguientes literales:   


a) Actividades que favorezcan la regeneración o recuperación de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación, con el fin de lograr su preservación y la mantención de la diversidad biológica, con excepción de aquéllos pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado. Bonificación: hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea;


b) Actividades silviculturales dirigidas a la obtención de productos no madereros. Bonificación: hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea y


c) Actividades silviculturales destinadas a manejar y recuperar bosques nativos para fines de producción maderera. Bonificación: hasta 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.


El monto máximo a bonificar, por literal, será el que se indica en cada uno de ellos y el monto máximo a bonificar por actividad, será el que se establezca en una tabla que fijará el valor máximo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales, según tipo forestal, estado de desarrollo del bosque y regiones, según proceda. Esta tabla se fijará mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, previo informe de la Corporación, el que, además, deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. Este decreto se publicará  durante el mes de marzo de cada año y regirá entre el 1 de abril del mismo año y el 31 de marzo del año siguiente. Si el Ministerio de Agricultura no fijare dichos valores en la época indicada, se estará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, a los valores contenidos en la última tabla de valores publicada.


En el caso de pequeños propietarios forestales, el monto de las bonificaciones señaladas en las letras a) a c) del inciso primero de este artículo podrá ser incrementado hasta en un 30%, según se disponga en el reglamento del Fondo.


Se bonificará, además, la elaboración de los planes de manejo forestal concebidos bajo el criterio de ordenación, cuyos proyectos hayan sido adjudicados directamente o seleccionados en los concursos a que se refiere el artículo siguiente. El monto de este incentivo será de hasta 0,3 unidades tributarias mensuales por cada hectárea sujeta a actividades de ordenación.  Con todo, el interesado no podrá recibir más de 700 unidades tributarias mensuales por este concepto, ni ser beneficiado más de una vez.


El Fondo será administrado por el Ministerio de Agricultura, con cargo a sus propios recursos.  Sin embargo, esta Secretaría de Estado podrá delegar, total o parcialmente, la administración del Fondo en la Corporación Nacional Forestal o en el Instituto Forestal.


El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, el que además deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establecerá el reglamento del Fondo, para lo cual podrá solicitar la opinión del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 24 de esta ley.


El reglamento del Fondo establecerá las actividades bonificables que comprenderá cada uno de los literales señalados en el inciso primero precedente, la periodicidad del concurso mencionado en el Artículo 23 y los requisitos para elaborar las bases, contemplando los mecanismos que permitan alcanzar equidad en las condiciones de participación entre grandes, medianos y pequeños propietarios forestales. Con dicho objeto, tales mecanismos deberán considerar, como mínimo, las siguientes variables: superficie del predio; actividad realizada por el propietario del predio de acuerdo a lo establecido en el artículo 2 N° 16 de esta Ley; asociatividad; existencia de financiamiento propio del postulante; nivel de calificación del postulante; si el postulante ha obtenido otros subsidios vinculados a la actividad forestal, entre otros.


El reglamento fijará, además, los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley.  Estos criterios deberán comprender, entre otras, las siguientes variables: tamaño de la propiedad, considerando los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado; monto bonificable solicitado; parte del financiamiento de cargo del interesado y el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país, en el caso de las actividades bonificables a que se refiere la letra a) del inciso primero de este artículo.”.



La segunda es la indicación número 323, de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Longueira, para agregar, a continuación de la letra d),  la siguiente letra e) nueva:


“e) Bonificación de hasta 10 unidades tributarias mensuales por hectárea para la reconstrucción y mantención de caminos vehiculares destinados al manejo de bosque nativo.”.    

Las indicaciones números 322 y 323 fueron declaradas inadmisibles en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Artículo  26


Como en el caso del artículo precedente, la Comisión de Hacienda le prestó su aprobación sin enmiendas a la indicación número 252, de S. E, la señora Presidenta de la República, sustitutiva del artículo 26, aprobado por las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, contenido en el Informe Complementario de su Segundo Informe.

En su inciso primero, dispone que los recursos del Fondo se adjudicarán por concurso público, para postular al cual los interesados deberán presentar una solicitud de bonificación, acompañada de un proyecto de plan de manejo, que deberá detallar la o las actividades a realizar e identificar la superficie a intervenir.


Establece el inciso segundo la regla de que un mismo interesado podrá participar en nuevos concursos, con el fin de obtener una bonificación, para una misma superficie, para realizar otras actividades forestales definidas en el reglamento y que correspondan a un mismo literal, siempre que el monto de la bonificación a la que se postula, en conjunto con el de las que se haya obtenido en otro concurso, no supere el monto máximo bonificable por hectárea señalado en las letras a), b) y c) del artículo  anterior.


Previene el inciso tercero que no se admitirá a concurso solicitudes de bonificación de actividades comprendidas en distintos literales o en actividades bonificadas en concursos anteriores para la misma superficie.


Con el inciso cuarto se regula que los predios afectados como Áreas Silvestres Protegidas de Propiedad Privada, en el caso de actividades de actividades de recuperación o de regeneración de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques de protección, la obligación de presentar un proyecto de plan de manejo se entenderá cumplida  cuando las actividades a realizar estén incluidas en el plan de manejo de conservación establecido en el reglamento del artículo 35 de la ley Nº 19.300.


Manda el inciso siguiente que las bases del concurso consideren criterios de evaluación técnica y ambiental y que promuevan, también, proyectos cuyo objeto sea la recuperación, el mejoramiento y la preservación de los bosques nativos, según corresponda, o la recuperación y preservación de las formaciones xerofíticas, en uno y otro  casos cuando ellos presenten un claro beneficio social y de urgencia. 


Faculta, asimismo, para que las bases establezcan ponderaciones diferenciadas para alcanzar las condiciones de equidad a que se refieren los dos últimos incisos del artículo anterior. 


Con arreglo al inciso séptimo, los interesados deberán presentar sus proyectos de planes de manejo forestal o de conservación, de conformidad al reglamento y a las bases. 


El inciso octavo prescribe que si durante un llamado a concurso los proyectos presentados requirieren recursos menores al monto consultado en la ley de presupuestos correspondiente, los recursos podrán asignarse directamente a tales proyectos, siempre que estos últimos cumplan con los criterios definidos en el reglamento y en las bases del concurso, a menos que, por razones fundadas, el concurso se declarare desierto.


Declara el inciso noveno que las bases y los resultados de los concursos serán de carácter público.


El inciso final consagra el precepto tendiente a que cada tres años, a lo menos, se realice una evaluación pública del funcionamiento del Fondo, considerando tanto su administración, como su asignación territorial y los resultados alcanzados.


En el nuevo plazo de indicaciones que la Sala de la Corporación autorizó, a petición de vuestras Comisiones unidas, al artículo en debate le fueron formuladas dos indicaciones, además de la indicación número 326, de S. E. la señora Presidenta de la República, cuyo texto y debate subsiguiente se consignan entre las páginas 147 y 154, de este Nuevo Segundo Informe. 


La indicación número 324, del Honorable Senador señor Zaldívar propone sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 26.- Los recursos del Fondo se adjudicarán para los pequeños propietarios forestales, de acuerdo a lo establecido en el artículo 2 Nº 16, por asignación directa, en caso que cumplan con los requisitos correspondientes establecidos en esta Ley. Para los demás propietarios, los recursos del Fondo se adjudicarán por concurso público. 


Para postular a la asignación de las bonificaciones, todos los interesados deberán presentar una solicitud de bonificación, acompañada de un proyecto de plan de manejo, que deberá detallar la o las actividades a realizar e identificar la superficie a intervenir. Un mismo interesado, según sea su naturaleza, podrá solicitar asignación directa o participar en nuevos concursos, con el fin de obtener una bonificación, para una misma superficie, para realizar otras actividades forestales definidas en el reglamento y que correspondan a un mismo literal, siempre que el monto de la bonificación a la que se postula, en conjunto con el de las que se haya obtenido en otra asignación o concurso, no supere el monto máximo bonificable por hectárea señalado en las letras a) a c) del artículo  anterior.


No se admitirán solicitudes de bonificación de actividades comprendidas en distintos literales o en actividades bonificadas en asignaciones directas o concursos anteriores para la misma superficie.


En el caso de predios afectados como Áreas Silvestres Protegidas de Propiedad Privada y tratándose de la situación prevista en la letra a) del inciso primero del  artículo anterior, se entenderá cumplida la obligación de presentar un proyecto de plan de manejo,  cuando las actividades a realizar estén incluidas en el plan de manejo de conservación establecido en el reglamento del artículo 35 de la ley Nº 19.300.


Las bases del concurso deberán considerar los criterios de evaluación técnica y ambiental y deberán promover aquellos proyectos cuyo objeto sea la recuperación, el mejoramiento y la preservación de los bosques nativos, según corresponda, o la recuperación y preservación de las formaciones xerofíticas, en ambos casos cuando ellos presenten un claro beneficio social y de urgencia. 


Las bases podrán establecer ponderaciones diferenciadas para alcanzar las condiciones de equidad a que se refieren los dos últimos incisos del artículo anterior. 


Los interesados deberán presentar sus proyectos de planes de manejo forestal o de conservación, de conformidad al reglamento y a las bases. 


Si durante un llamado a concurso los proyectos presentados requirieren recursos menores al monto consultado en la ley de presupuestos correspondiente, los recursos podrán asignarse directamente a tales proyectos, siempre que estos últimos cumplan con los criterios definidos en el reglamento y en las bases del concurso, a menos que, por razones fundadas, el concurso se declarare desierto.


Las bases y los resultados de los concursos tendrán un carácter público.


Cada año, se realizará una evaluación pública del funcionamiento del Fondo, considerando tanto su administración, como su asignación territorial y los resultados alcanzados.”.


La indicación número 325, de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma y Espina, tiene por objeto reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“El reglamento del Fondo fijará las bases del concurso público a que se refiere este artículo, el que contemplará mecanismos que persigan alcanzar equidad en las condiciones de participación entre grandes, medianos y pequeños propietarios forestales.  Asimismo, las bases deberán considerar condiciones simplificadas de postulación para el acceso de los pequeños propietarios a los recursos del fondo concursable y mecanismos que posibiliten la asignación automática  a los mismos de un porcentaje de los recursos del fondo.”.

Las indicaciones números 324 y 325 fueron declaradas inadmisibles en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Artículo 27

Respecto de la presente disposición , cabe señalar que la Comisión de Hacienda aprobó la norma consultada en el Informe Complementario del Segundo Informe de las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


Señala, en su inciso primero, que los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental serán propuestos al Ministerio de Agricultura por un Consejo Consultivo del Bosque Nativo.  Enuncia que el Consejo estará constituido por siete representantes de los sectores público y privado.  Además, precisa que en este último se entenderán comprendidos el sector académico, nacional o regional, representantes de empresas, organizaciones de pequeños propietarios forestales y organizaciones e instituciones no gubernamentales vinculadas al tema.


El otro inciso prescribe que los consejeros serán designados por el Presidente de la República y durarán 3 años en sus funciones.  Entrega a la potestad reglamentaria del Presidente de la República, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Agricultura, la conformación y el funcionamiento del Consejo Consultivo.  Concluye disponiendo que los consejeros no recibirán remuneración o dieta alguna por su participación en el Consejo.

En el nuevo plazo de indicaciones que habilitara la Sala de la Corporación, a instancias de estas Comisiones unidas,  se presentó la indicación número 326, de S. E. la señora Presidenta de la República, cuyos texto y debate se consignan a partir de la página 147 de este Nuevo Segundo Informe.  
Artículo 28.

La Comisión de Hacienda en su Informe consulta la proposición de aprobar como artículo 28 el correspondiente a la indicación número 253, de S. E, la señora Presidenta de la República, sustitutivo de la disposición acordada por las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, en su Informe Complementario de su Segundo Informe.


Condiciona, en su inciso primero, la percepción de las bonificaciones adjudicadas, a la acreditación previa de la ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo aprobado. Dispone para el caso de que no se hubieran realizado todas las actividades comprometidas, que sólo se pague el monto de la bonificación correspondiente a las  efectivamente realizadas. 


Norma, en su inciso segundo, que las bonificaciones se paguen previa presentación de los informes que corresponda, los que deberán ser elaborados por un ingeniero forestal o por un ingeniero agrónomo especializado, mediante el cual se acredite el grado de cumplimiento de las actividades bonificables señaladas en el plan de manejo forestal o mediante la presentación de un informe del organismo supervisor de las Áreas Silvestres Protegidas de Propiedad Privada, que dé cuenta del cumplimiento del plan de manejo de conservación.


Con ocasión del plazo de indicaciones que autorizó la Sala de la Corporación, a requerimiento de estas Comisiones unidas,  se presentó la indicación número 326, de S. E. la señora Presidenta de la República, cuyos texto y debate se consignan a partir de la página subsiguiente, de este documento.  
 
El señor Fuentes, asesor del Ministerio de Hacienda, informó que, a raíz de la discusión que hubo en la sesión precedente y de la solicitud planteada en orden a que se analizara la posibilidad de establecer concursos diferenciados para los pequeños y para los grandes y medianos propietarios, se hizo llegar una nueva propuesta de asignación de recursos respecto del Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo, que insiste en su carácter concursable pero que incorpora la existencia de dos concursos, uno de los cuales, debe ser asignado exclusivamente a los pequeños propietarios forestales, mientras que el segundo está abierto a la generalidad de los propietarios forestales.  Identificó un segundo rasgo innovador consistente en que el monto de los recursos que se destinen  a cada uno de los concursos no podrá ser, en caso alguno, inferior al  25% del total de los fondos que consulte la Ley de Presupuestos para estas bonificaciones, porcentaje que podrá ser modificado, vía decreto supremo del Ministerio de Agricultura con la firma del Ministro de Hacienda, en la proporción que, para este efecto, acuerde el Ministerio de Agricultura  en función de las prioridades del año correspondiente.


El Honorable Senador señor Coloma reseñó los rasgos fundamentales de la propuesta, y destacó que la primera definición del Ministerio de Hacienda es perseverar en la concursabilidad; la segunda decisión fue conservar un solo fondo pero con dos concursos, lo que implica que uno de ellos estará reservado exclusivamente a los pequeños propietarios forestales, en los términos definidos por la propia ley, sin que quede, en consecuencia, margen para entender que se deja al arbitrio de la autoridad administrativa la asignación de los fondos, y el tercer rasgo esencial que se establece es la garantía de que cada uno de los ítems del concurso tendrá asegurado un mínimo del 25% del fondo.


El Honorable Senador señor Naranjo pidió que se explique la razón por la que se fija esta base mínima del 25%, dado que siempre se entendió que a los pequeños propietarios forestales debería corresponderle la mitad de los recursos.


El señor Fuentes precisó que la indicación del Ejecutivo opta por un piso del 25% y no por una distribución en partes iguales, al estimar que el uso y la naturaleza del fondo podía hacer necesario asignarle en un año  un monto mayor de recursos a alguno de los concursos.  


Ante una consulta del Honorable Senador señor Allamand, precisó que, efectivamente, en el artículo 31 se establece un régimen de postulación simplificado para los pequeños propietarios forestales y que, en consecuencia, no existiría inconveniente para sustituir en dicha disposición el gerundio “pudiendo” por “debiendo”.


En relación con una duda del Honorable Senador señor Vásquez, respecto de si se podría entender que la consagración legal de dos concursos, en los términos a que se viene haciendo referencia, podría vulnerar la garantía constitucional que obliga al Estado y a sus organismos a no ejercer discriminación en el trato que deben dar en materia económica, vuestras Comisiones unidas entienden que en el marco de una interpretación sistemática y armónica de los preceptos constitucionales es indudable que no se trata de una discriminación arbitraria que es, precisamente, la que prohíbe la Constitución Política de la República, sino que guarda plena correspondencia con  el tenor literal expreso del artículo 19 N° 22° que posibilita autorizar, por ley, beneficios directos o indirectos a a favor de algún sector, actividad o zona geográfica. 


Adelantó que la redacción propuesta para el Título IV de la ley, por el Ministerio de Hacienda, consulta una estructuración de once artículos, signados bajo los números 25, 26, 27, 28, 29  30, 31, 32, 33, 34, 35, 36 y 37 sin perjuicio de no innovar en los artículos 29, 30 y 31propuestos por la Comisión de Hacienda con modificaciones de mera referencia.


La indicación número 326, de S. E. la señora Presidenta de la República, tiene como objetivo la sustitución de los actuales artículos 25, 26, 27 y 28 por los siguientes:


“Artículo 25.- Habrá un Fondo concursable destinado a la conservación, recuperación o manejo sustentable del bosque nativo, en adelante “el Fondo”, a través del cual se otorgará una bonificación destinada a contribuir a solventar el costo de las actividades comprendidas en cada uno de los siguientes literales:


a) 
Actividades que favorezcan la regeneración, recuperación o protección de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación, con el fin de lograr la mantención de la diversidad biológica, con excepción de aquéllos pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado. Bonificación: hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea;


b) 
Actividades silviculturales dirigidas a la obtención de productos no madereros. Bonificación: hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea y;


c)
Actividades silviculturales destinadas a manejar y recuperar bosques nativos para fines de producción maderera. Bonificación: hasta 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.


El monto máximo a bonificar, por literal, será el que se indica en cada uno de ellos y el monto máximo a bonificar por actividad, será el que se establezca en una tabla que fijará el valor máximo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales, según tipo forestal, estado de desarrollo del bosque y regiones, según proceda. Esta tabla se fijará mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, previo informe de la Corporación, el que, además, deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. Este decreto se publicará durante el mes de agosto de cada año y regirá para la temporada siguiente. Si el Ministerio de Agricultura no fijare dichos valores en la época indicada, se estará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, a los valores contenidos en la última tabla de valores publicada.


En el caso de pequeños propietarios forestales, el monto de las bonificaciones señaladas en los literales del inciso primero de este artículo podrá ser incrementado hasta en un 15%, según se disponga en el reglamento del Fondo.


Los interesados deberán presentar sus proyectos de planes de manejo de conformidad al reglamento y a las bases. Los interesados cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos, deberán presentar el respectivo plan de manejo a la Corporación.”.

En relación con el literal a), el Honorable Senador señor Horvath consultó si una persona propietaria de  un bosque nativo, que decide preservar el mismo, caso en el cual lo cerca para impedir el ingresos de animales que se coman con los renovales, está en situación de acogerse a la bonificación establecida en el literal a) del artículo en discusión.  Especificó que su predicamento de ampliar el universo al que se aplica esta especie de bonificación se refiere a los bosques de protección, esto es, aquellos ubicados en una pendiente por sobre el 45%, en el caso de los propietarios que tengan interés de conservarlos en el tiempo, y estima razonable que pueda aprovechar este beneficio de la ley; planteamiento que hace con el objeto de que el Ejecutivo estudie su incorporación.


El señor Cavieres aclaró que en el sistema de concurso habrá otras formaciones de bosque nativo de mayor valor de preservación, las que serán las beneficiarias, y no se tratará cualquier bosque.  Observó, además, que desde el punto de vista ecológico aquellos bosques a que hace mención Su Señoría no tienen necesariamente el valor de los que están bajo el estatuto de preservación, y extender a los primeros la asignación implicaría colocarlos donde no existe una razón  prioritaria, en un  uso indebido de los recursos del Estado.  Agregó que la función social de la propiedad da lugar a que ciertas áreas soporten una restricción legal, en tanto no sea una limitante absoluta, la regulación está dentro del marco constitucional.  Expuso que la ampliación de las actividades bonificables a la protección, tiene un costo enorme porque no se dispone de atributos que permitan diferenciar.


El Honorable Senador señor Allamand indicó que, en su opinión, la proposición del Honorable Senador señor Horvath atiende a cómo ampliar la cobertura para que, en definitiva, pudiera utilizarse este subsidio por personas que quisieran conservar bosques que no tengan tan alto valor ecológico.


El señor Cavieres insistió en la cuantiosa erogación de recursos fiscales que supondría incluir, en la bonificación del literal a), además de las actividades de preservación, las de protección, dado que es de rigor establecer un control estricto en los incentivos a la preservación para evitar que unos pocos grandes propietarios absorban la mayor parte de los recursos presupuestados.  Frente a la hipótesis de establecer una barrera de entrada en las bases del concurso, reiteró que lo relevante son los bosques que se quiere preservar.  Señaló que no está en situación actual de cuantificar la superficie que comprenden los bosques de preservación bonificables, pero en unos pocos tipos forestales o ecosistemas se tiene cubierto el 10% que se enuncia como estándar internacional.  En particular, en la zona que va desde la Cuarta a la Octava Región el SNASPE no cubre más del 3% de lo que debería cubrir. La diferencia es el objeto de esta ley, en lo que atañe a actividades de preservación.  Refirió que todas las áreas prioritarias de conservación que estableció la Comisión Nacional de Medio Ambiente no son  parques ni forman parte del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado y, por lo tanto, en general, podrían beneficiarse con este incentivo.


El Honorable Senador señor Navarro pidió que se informe, en relación con la excepción que sienta el literal en examen, a cuánto asciende la inversión hecha por el Estado en 2006 y lo que invertirá en 2008 en actividades de preservación.  


El Honorable Senador señor Coloma hizo presente la existencia de una proposición contenida en la indicación número 323, de la que es autor en conjunto con los Honorables Senadores señores Allamand, Espina y Longueira, con la finalidad de bonificar la reconstrucción y mantención de caminos vehiculares, y pidió conocer la opinión del Ejecutivo sobre el particular.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, observó sobre el particular que, también en este caso, los costos son de enorme cuantía, además de que se podría prestar para abusos múltiples en el uso de este instrumento, y señaló que ha habido problemas con los cercos que se solicitan para extensiones largas y pequeñas, y que al cabo de un tiempo son levantados y trasladados a otros lugares.   Indicó que, en general, existen suficientes caminos en el país     


Los Honorables Senadores señores Allamand, y Coloma consultaron por la bonificación para cercos, a lo que el representante del Ejecutivo señaló que es posible y que para ese efecto se detallaran en la tabla de costos las actividades determinadas que así lo requirieren, pero para las restantes, evidentemente, que no habrá lugar.  Recalcó que estará muy limitado porque, por ejemplo, un raleo no requiere cerco porque los árboles ya están establecidos. 


El Honorable Senador señor Navarro destacó que el principal problema de los propietarios, al explotar su bosque nativo maderable, radica en que deben realizar un convenio con un contratista, y la inversión que éste hace en caminos, por lo menos, la primera vez, es muy grande, de manera que si se pretende establecer un mecanismo para que los pequeños propietarios lo preserven y aprovechen los productos maderables, el tema de los caminos se transforma en un aspecto fundamental  a la hora de fijar el precio de venta de ese manejo.  Estimó necesario para que no sean los contratistas que hacen la explotación los que finalmente ganen, es indispensable tener presente que la inversión en maquinaria para hacer caminos por los cuales sacar la madera es una erogación muy fuerte, y requiere un esfuerzo de apoyo público para que sean ellos mismos quienes realicen la explotación directa.   Estimó que la bonificación debería considerarse en otro literal porque los caminos no se requieren para la preservación.  Sintetizó en que no se advierte apoyo a la comercialización,; tampoco, lo hay a la unidad cooperativa, se está generando otro foco de problemas.  Cuando se produce sólo materia prima en estas condiciones, los términos de reparto de los beneficios son de 60% a 40%. 


El Honorable Senador señor Coloma manifestó que no obstante tener dudas sobre la admisibilidad de esta proposición, su intención es buscar una fórmula para que se incorpore algún grado de apoyo a la habilitación de caminos.


El señor Cavieres previno que este incentivo procura catalizar la puesta en marcha del bosque nativo, y que el objetivo no es resolver los problemas de todos los propietarios sino incentivar la actividad de búsqueda.  Asimismo, consideró relevante señalar que la intención es que la puesta en marcha de la actividad le resulte rentable al propietario, y dentro de los costos que éste incorpora al tomar la decisión de entrar o no a dicha actividad están los costos de transporte -entre ellos, los caminos-, con lo cual, indirectamente, en la etapa inicial aquéllos estarán incorporados dado que serán  o se pondrán  en marcha, primero, los predios actualmente accesibles.  Si bien la bonificación no puede utilizarse directamente para caminos, el precio que percibe el propietario refleja la necesidad de construir caminos o extendiéndola a zonas productivas que hoy día no están disponibles.    


A requerimiento del Honorable Senador señor Coloma, se acordó enmendar la forma de redacción de los literales del inciso primero, en el sentido de sustituir, en cada uno de ellos, la palabra “Bonificación” seguida de dos puntos, por la expresión “Dicha bonificación alcanzará”.  


En mérito a lo expuesto, vuestras Comisiones unidas aprobaron el primero de los cuatro artículos de la indicación número 326, contemplándolo como artículo 23 de la ley, con enmiendas formales de redacción, por mayoría de votos 9x1, a favor lo hicieron los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos) Horvath, Kuschel (por el señor Espina), Naranjo y Vásquez y se abstuvo el Honorable Senador señor Navarro; con excepción de la letra c) de su inciso primero, que se aprobó con los votos de los Honorables Senadores Kuschel, Allamand (dos votos), Vásquez (por sí y por el señor Ávila), Horvath y Naranjo, y con la abstención de los Honorables Senadores señores Navarro y Coloma (por sí y por el señor Longueira).


En razón de la aprobación de la indicación número 326 a este artículo, se rechazó la indicación número 251 con la misma votación. 

Se da por rechazada la indicación, con la misma votación. 


El segundo artículo propuesto en la indicación número 326 corresponde al siguiente:


“Artículo 26.- Se bonificará, además, la elaboración de los planes de manejo forestal concebidos bajo el criterio de ordenación, cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos a que se refiere el artículo siguiente. El monto de este incentivo será de hasta 0,3 unidades tributarias mensuales por cada hectárea sujeta a actividades bonificables en el literal c) del artículo 25. Este incentivo se pagará una vez acreditada la ejecución de dichas actividades. Con todo, el interesado no podrá recibir más de 700 unidades tributarias mensuales por este concepto, ni ser beneficiado más de una vez.”.

El señor Cavieres, a instancias del Honorable Senador señor Vásquez, confirmó que este incentivo se paga sobre hectárea intervenida.

El Honorable Senador señor Navarro consultó por el costo que en el mercado tiene un plan de manejo de esta especie y cuanto se le devolverá.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, indicó que es escasa la experiencia acumulada en materia de planes de manejo de ordenación forestal,  pero sin duda que son de mayor complejidad que los otros, y esta es la razón por la cual se bonifican; agregó que en general no deberían ser de uso corriente en el caso de predios de superficies pequeñas.


El señor Cavieres destacó adicionalmente que el proyecto establece, en otro artículo que existirá un plan de manejo tipo que, probablemente, será el instrumento más utilizado, y se dispone de los mismos para la mayor parte de las situaciones, lo que contribuirá a resolver una buena parte del problema.  En relación con una consulta del Honorable Senador señor Kuschel, convino en que el plan de manejo tipo podría admitir un manejo colectivo, sin perjuicio de precisar que aquél tiene por objeto para un tipo forestal y en estado de desarrollo determinado indica cómo intervenir y, por ende, puede servir para uno o para una multiplicidad de propietarios, en tanto calcen las circunstancias de hecho del correspondiente plan.  Añadió que habrá más de un modelo, pues se requiere elaborarlos para diversos tipos forestales y distintos estados de desarrollo.  A una consulta específica del Honorable Senador señor Navarro, explicó que un propietario puede tener bajo este sistema hasta 2.300 hectáreas y que se trata de una norma de aplicación general; en consecuencia se está poniendo límite a los propietarios grandes.


El Honorable Senador señor Allamand observó que la disposición en examen prescribe que la bonificación se pagará una vez acreditada la ejecución de dichas actividades, pero que en rigor se trata de un estudio.


El señor Cavieres explicó que la lógica del precepto apunta a evitar que alguien presente un plan de ordenación forestal referido a un predio completo, pero que en el hecho no toque buena parte de dicha unidad y cobre por esa superficie: la idea, precisó, es que la bonificación corresponda al área efectivamente intervenida.  En consecuencia, se pagará el plan de manejo de ordenación con posterioridad a la intervención.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó su preocupación respecto de la forma en que Conaf podría cautelar el hecho de que un gran propietario subdivida aquella unidad predial con el solo propósito de optar al beneficio.

El señor Cavieres expuso que estas bonificaciones importan un monto reducido y que la bonificación se percibe una sola vez.


El segundo de los artículos contenidos en la indicación número 326, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (por el señor Espina), Naranjo (por sí y por el señor Navarro), y Vásquez, consultándolo como artículo 24 de esta ley, con la sola enmienda de reemplazar en dicho precepto la referencia al artículo 25, por otra al artículo 23, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto. 

En virtud del acuerdo precedente, las indicaciones números 201 y 252 fueron rechazadas con la misma votación.  


La tercera disposición propuesta en la indicación número 326 es del siguiente tenor:


“Artículo 27.- Los recursos del Fondo se adjudicarán por concurso público. Para postular, los interesados deberán presentar una solicitud de bonificación, acompañada de un proyecto de plan de manejo, que deberá detallar la o las actividades a realizar e identificar la superficie a intervenir. Un mismo interesado podrá participar en nuevos concursos, con el fin de obtener una bonificación, para una misma superficie, para realizar otras actividades forestales definidas en el reglamento y que correspondan a un mismo literal, siempre que el monto de la bonificación a la que se postula, en conjunto con el de las que se haya obtenido en otros concursos, no supere el monto máximo bonificable por hectárea señalado en los literales del artículo 26.


No se admitirá a concurso solicitudes de bonificación de actividades comprendidas en distintos literales o en actividades bonificadas en concursos anteriores para la misma superficie”.


El señor Fuentes, del Ministerio de Hacienda, recordó que esta disposición establecía, originalmente, el pago de la bonificación por única vez y por literales. En consecuencia y teniendo presente que el reglamento debe definir todas las actividades que fueren bonificables y cuál será su monto respecto de cada una de ellas, la modificación procura que el propietario pueda participar en distintos concursos, respecto de un mismo literal, pero que sólo pueda hacerlo hasta que tope en el monto bonificable que para cada letra se fija, y ejemplificó lo dicho con el supuesto de un propietario que participe en diez concursos de la letra c) del nuevo artículo 23, por igual número de actividades diferentes, pero en ese caso le será aplicable el límite máximo de 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.


El tercero de los artículos contenidos en la indicación número 326, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (por el señor Espina), Naranjo (por sí y por el señor Navarro), y Vásquez, consultándolo como artículo 25 de esta ley, con la sola enmienda de reemplazar en dicho precepto la referencia al artículo 26, por otra al artículo 23, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto. 

Con la misma votación se rechazó la indicación 93.

Finalmente, la indicación número 326 propone el siguiente:

“Artículo 28.- Los recursos del Fondo se asignarán por medio de dos concursos, uno de los cuales deberá ser destinado exclusivamente a pequeños propietarios forestales, definidos en el artículo 2° de  esta ley.


La Ley de Presupuestos de cada año, determinará el monto de los recursos que se destinarán al Fondo. El porcentaje del Fondo que será asignado a cada concurso, será determinado cada año por decreto del Ministerio de Agricultura, el cual deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. En todo caso, el porcentaje asignado a cada concurso no podrá ser inferior a un 25%. 


Este decreto deberá ser publicado durante el mes de enero de cada año y regirá entre el 1 de febrero del mismo año y el 31 de enero del año siguiente. Si al 31 de enero de cada año no se ha determinado el porcentaje asignado a cada fondo, regirá para todos los efectos legales el decreto que se encuentre vigente del año anterior.”.


Las Comisiones unidas la prestaron su aprobación a esta disposición propuesta en la indicación número 326, consultándolo como artículo 26 de esta ley, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (por el señor Espina), Naranjo (por sí y por el señor Navarro) y Vásquez. 

En razón de la aprobación anterior se entiende rechazada la indicación número 253 con idéntica votación.  

º º º


La indicación número 327, de S. E. la señora Presidenta de la República, agrega los siguientes artículos 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36 y 37 nuevos, cuyos contenidos acuerdos recaídos, respecto de cada uno de ellos, se describe, a continuación.

Artículo 30 nuevo propuesto
pasa a ser 27

“Artículo 30.- El reglamento del Fondo establecerá las actividades bonificables que comprenderá cada uno de los literales señalados en el inciso primero del artículo 26, la periodicidad de los concursos y los requisitos para elaborar las bases.


El reglamento fijará, además, los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley.  Estos criterios deberán comprender, entre otras, las siguientes variables: tamaño de la propiedad, considerando los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado; monto bonificable solicitado; parte del financiamiento de cargo del interesado y, en el caso de las actividades bonificables a que se refiere el literal a) del inciso primero del artículo 26, el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país.”.


El Honorable Senador señor Coloma pidió que se explique cuál es el sentido de considerar los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado. Asimismo, propuso enmendar la redacción de la parte final del inciso segundo invirtiendo su orden, para evitar cualquier equívoco que induzca a interpretar en un sentido restrictivo esta disposición, dado que la referencia a la letra a) del inciso primero del artículo 25 tiene por objeto habilitar al reglamento para que fije como criterio el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país, cuando se trate de bonificaciones a actividades de preservaciones en formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o en los bosques de preservación.  


A su turno, el Honorable Senador señor Horvath propuso que se suprima el criterio “monto bonificable solicitado” porque una vez más se premia a los que realizan un aporte mayor y piden menos.  Estimó que la lógica del reglamento es que quienes califiquen con arreglo a las bases del concurso se les bonifique en lo que corresponda a la bonificación que piden.  Dicho de otra forma, ahondó, no procede que quien se gane el concurso es quien pida una bonificación menor, y lo comparó con la situación de la bonificación a las obras de riego, caso en el cual a quien haga un aporte mayor se lleva el concurso.  También, observó el criterio “parte del financiamiento de cargo del interesado”.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, se refirió al reparo que recae sobre el criterio “monto bonificable solicitado”, en cuanto éste pudiera lesionar a los pequeños propietarios; sobre el particular, señaló, que es esencial para que funcione el mecanismo de un concurso y no se transforme en ventanilla abierta, esto es, que se convierta en una ley contable de costos al desnaturalizarse el carácter concursable y dejar de proveer la asignación eficiente de los recursos públicos.  Agregó que en el caso de los pequeños propietarios se ha considerado, al igual que en otras leyes, estimar como aporte suyo el valor del trabajo que coloca en el bosque, dado que el mismo es un monto importante del costo total de las actividades. Entonces, puntualizó, colocar por esta vía el aporte de los pequeños propietarios deviene un factor relevante.  Ante una consulta de Su Señoría, indicó que esto será materia del reglamento.


El Honorable Senador señor Allamand instó a que se recoja el punto de vista de Su Señoría, esto es, la idea de que no haya una ventaja para aquel que tiene capacidad de aporte pecuniario y se desfocalice el recurso.


El señor Cavieres reiteró que la existencia de dos concursos permite precaver el riesgo a que se hace mención.


El Honorable Senador señor Coloma disintió del argumento del Honorable Senador señor Allamand pues estima que, a igualdad de requisitos, es razonable que en aquel escenario arriesgue y aporte en trabajo o capital.


El Honorable Senador señor Navarro insistió en la duda que le asiste en orden a que no todos los grandes propietarios son iguales, como tampoco lo son los pequeños.


El Honorable Senador señor Naranjo estimó del caso hacer una corrección ante aquel argumento, pues se habla de hectáreas de riego básico y debe aplicarse la tabla de conversión correspondiente.  Agregó que dependiendo de la zona, del relieve y de la calidad de los suelos, una unidad de esta medida puede ser 200 o hasta 500 hectáreas físicas. 


El Honorable Senador señor Navarro replicó que, sin desestimar la competencia profesional de Su Señoría, cuando se negoció con los pehuenches del Alto Bío Bío para sacarlos de la cota 600 y llevarlos a la 900 se consiguieron 12 hectáreas de riego básico como mínimo, y la Conaf en un informe técnico señaló que el terreno asignado era insuficiente por la conversión, pero el criterio que primó fue arbitrario.  Aquel hecho ahonda sus dudas acerca de cuál vaya a ser el criterio de la Corporación Nacional Forestal, y si no existe un criterio objetivo va a votar en contra.


En relación con la consideración de otros inmuebles de carácter silvoagropecuario pertenecientes al interesado, razonó sobre la base de que una gran empresa pueda tener predios pequeños y se podría beneficiar de un criterio de priorización, ante lo cual manifestó que es partidario de agotar de los propietarios más pequeños a los más grandes, y lo equiparó a la situación de concentración que se produjo en  el sector pesquero donde los industriales concentraron lanchas artesanales.


El Honorable Senador señor Vásquez hizo referencia a que la consideración de los distintos inmuebles es incorporada en varios ordenamientos legales, y particularmente en materia fiscal, en lo que se refiere a la contaminación tributaria,  En suma, señaló que la contaminación por la propiedad es una norma general en el Derecho chileno y le parece correcta su existencia y formulación. 


El Honorable Senador señor Naranjo requirió que se precise si en este caso postula la persona o la hectárea; en particular, si es la hectárea la que puede postular sólo una vez. 

El Honorable Senador señor Allamand observó que la expresión “considerando los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado” se puede estimar tanto positiva como negativamente y, en particular, entiende que si tiene muchas otras propiedades no podría ser calificado de pequeño propietario, y en dicho sentido el criterio le perjudica.  


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, llamó la atención sobre el hecho de que esta ley coexistirá en su vigencia con el decreto ley N° 701, y si tiene ya una bonificación por dicho cuerpo legal, se trata, a no dudarlo, de un antecedente que deberá ser analizado a la hora de asignarle prioridad a la bonificación. 


El Honorable Senador señor Navarro reiteró que prefiere a una facultad discrecional de la autoridad que la ley establezca una piorización de los criterios.  Insistió en equiparar la situación del bosque nativo con el sector pesquero artesanales donde intervienen personas que tienen una embarcación de 3,5 metros y otros que disponen de  22 metros de longitud, con un volumen de captura de miles de toneladas.  Enfatizó que dentro de los pequeños, como también dentro de los grandes, hay diferencias porque como la ley no discrimina le toca a la autoridad de turno hacerla, lo que calificó de una realidad volátil, pues no se está haciendo una ley para este gobierno y, de seguro, transcurrirá un largo tiempo antes de que se vuelva a modificar.


La Subsecretaría de Hacienda, señora Recart,  estimó un mal ejercicio comparar en el caso en debate con la situación prevaleciente en la pesca porque en el bosque nativo no hay una industria establecida, y lo que pretende la ley es precisamente generar un tiraje para el lado de la demanda de la industria. En la actualidad, la utilización del bosque nativo es incierta desde el punto de vista productivo e industrial, y la idea es impulsar en Chile un proyecto, y en la medida que la tramitación del proyecto se extienda por un plazo de otros 16 años habrá pasado la oportunidad.  Admitió a posibilidad de la equivocación en el margen , pero es indispensable probar y ser flexible en las regulaciones.  Descartó que se esté tratando de perjudicar a los pequeños: lisa y llanamente, lo que se quiere, anunció, es impulsar una nueva industria, en orden a agregar valor a las tres millones de hectáreas de bosque nativo existentes en el país

A petición del Honorable Senador señor Horvath, se acordó votar por separado los criterios “monto bonificable solicitado” y “parte del financiamiento de cargo del interesado”, contemplados en el inciso segundo. 

En la votación separada,  para suprimir los criterios “monto bonificable solicitado;” y “parte del financiamiento de cargo del interesado”, fue rechazada por la Comisión por mayoría de votos.  Votaron por el rechazo de la supresión solicitada, los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Vásquez, Naranjo y Coloma (dos votos). En favor de la enmienda consistente en suprimir los criterios aludidos, lo hicieron los Honorables Senadores señores Kuschel, Horvath y Navarro.

A continuación, en el inciso segundo, se acordó intercalar entre la palabra “interesado” y “, en el caso de las actividades bonificables a que se refiere el literal a) del inciso primero del artículo 25” precedida de una coma (,)la frase “y el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país”.  Asimismo, se acordó reemplazar en los dos incisos de este precepto la referencia al artículo 26, por otra al artículo 23, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto.

En consecuencia, el nuevo artículo propuesto por la indicación 327,  fue aprobado  por mayoría, con los votos de los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (por el señor Espina), Naranjo y Vásquez, y con la abstención del Honorable Senador señor Navarro, incorporándolo como nuevo artículo 27, con las modificaciones señaladas en el párrafo precedente.  

Artículo 31 nuevo propuesto
pasa a ser 28


“Artículo 31.- El Ministerio de Agricultura definirá los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental, previa consulta al Consejo Consultivo del Bosque Nativo de acuerdo a lo establecido en el artículo 37.”.

Esta disposición corresponde al inciso primero del artículo 27 del texto aprobado, en su Segundo Informe, por estas Comisiones unidas y que lo fue también por la Comisión de Hacienda, sin introducirle enmiendas.  


Al iniciarse el estudio de aquella disposición por las Comisiones unidas, en este Nuevo Segundo Informe, el inciso segundo de aquel artículo 27 que regulaba la composición y facultades del Consejo Consultivo del Bosque Nativo que establece esta ley, fue objeto de un debate a fondo con la finalidad de especificar aquélla y éstas, el que se recoge en el artículo 34 nuevo.  En la indicación 327 en examen, la disposición original fue dividida en dos preceptos, y el inciso primero, en lo referente a las atribuciones del Ministerio de Agricultura para definir criterios reguladores y de evaluación técnica y ambiental, pasó a constituirse en el artículo actual.      


La unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas acordaron reemplazar en la disposición en estudio, la referencia al artículo 37, por otra al artículo 34, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto. 


Puestos en votación este artículo, fue aprobado con la sola enmienda indicada,  incorporándolo como nuevo artículo 28, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila (por sí y por el señor Vásquez), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel, Naranjo y Navarro. 
Artículo 32 nuevo propuesto
pasa a ser 29


“Artículo 32.- El reglamento del Fondo deberá contemplar los mecanismos que permitan alcanzar condiciones de igualdad en la participación en los concursos del Fondo, debiendo fijar un procedimiento simplificado de postulación para los pequeños propietarios forestales.


Las bases de los concursos deberán contener los criterios de evaluación técnica y ambiental y deberán promover aquellos proyectos cuyo objeto sea la recuperación, el mejoramiento y la preservación de los bosques nativos, según corresponda, o la recuperación y preservación de las formaciones xerofíticas, en ambos casos cuando ellos presenten un claro beneficio social y de urgencia.”.


La unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila (por sí y por el señor Vásquez), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel, Naranjo y Navarro, acordaron aprobar el nuevo artículo propuesto por la indicación número 237, incorporándolo como artículo 29 de esta ley. 
Artículo 33 nuevo propuesto
pasa a ser 30


“Artículo 33.- Sólo se podrá percibir las bonificaciones adjudicadas, previa acreditación de la ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo aprobado. 


Las bonificaciones se pagarán previa presentación de los informes que corresponda, los cuales deberán ser aprobados por la Corporación.


Estos informes deberán ser elaborados por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7° de esta ley.


Si no se hubieren realizado todas las actividades comprometidas, sólo se pagará el monto de la bonificación correspondiente a las actividades efectivamente realizadas, siempre que no constituyan un incumplimiento del Plan de Manejo, de acuerdo a lo señalado en esta ley.”.

Por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila (por sí y por el señor Vásquez), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel, Naranjo y Navarro, fue aprobado el nuevo artículo propuesto por la indicación número 237, incorporándolo como artículo 30 de esta ley. 
Artículo 34 nuevo propuesto
pasa a ser 31

“Artículo 34.- Si durante un llamado a concurso los proyectos presentados requirieren recursos menores al monto consultado para el concurso correspondiente, estos podrán asignarse directamente a tales proyectos, siempre que dichos proyecto cumplan con los criterios definidos en el reglamento y en las bases, a menos que, por razones fundadas, el concurso se declarare desierto.


No obstante lo establecido en el inciso anterior, una vez adjudicados los proyectos el remanente de los recursos asignados a uno de los concursos podrá ser asignado al concurso restante.


Las bases y los resultados de los concursos tendrán un carácter público.”.

El artículo nuevo propuesto por el Ejecutivo corresponde a las observaciones y sugerencias planteadas por Sus Señorías en la discusión previa a la apertura de un plazo para formular indicaciones en orden a insistir en la necesidad de dar forma a dos fondos o bien a dos concursos diferenciados en función de los postulantes y sus características socioeconómicas. 


En efecto, en dicha oportunidad, el Honorable Senador señor Allamand explicitó que el alcance de sus observaciones se refieren a establecer la  posibilidad de que pudiera haber traspaso en el caso de que hubiera menos proyectos en uno de los concursos, para que esos fondos puedan ser traspasados al otro. 


En un sentido coincidente, El Honorable Senador señor Coloma, subrayó la necesidad de especificar en el precepto dicho propósito.


El Honorable Senador señor Navarro expresó, en relación con el tema de transferencia de fondos y en particular al criterio de que a igual número de fondos postulados opere la asignación directa, tiene una variable compleja porque podría haber una concertación de los interesados para no toparse. 


El Honorable Senador señor Coloma señaló que el criterio al que se refiere Su Señoría tiene una limitación: la asignación directa se produce siempre que los postulantes cumplan los criterios. 


En mérito al debate suscitado, los representantes del Ministerio de Hacienda se comprometieron a estudiar una proposición, la cual fue plasmada en la indicación número 326, con la incorporación del nuevo artículo 34 sugerido. 


Respecto al tenor de su texto, el Honorable Senador señor Allamand sugirió sustituir, en el inciso segundo, la oración “podrá ser asignado al concurso restante” por  “se asignará al otro”, proposición que fue concordada con los representantes del Ejecutivo y aprobada por los miembros de las Comisiones unidas.


En consecuencia, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila (por sí y por el señor Vásquez), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (Espina), Naranjo (por sí y por el señor Navarro), aprobó la disposición contenida en la indicación 327, incorporándolo como nuevo artículo 31, con la modificación señalada y otras de carácter meramente formal. 

Artículo 35 nuevo propuesto
pasa a ser 32


“Artículo 35.- El Fondo será administrado por el Ministerio de Agricultura, con cargo a sus propios recursos.  Sin embargo, esta Secretaría de Estado podrá delegar, total o parcialmente, la administración de los concursos en la Corporación Nacional Forestal.


Cada tres años, a lo menos, se realizará una evaluación pública del funcionamiento del Fondo, considerando tanto su administración, como su asignación territorial y los resultados alcanzados.”.

Con el voto unánime de los integrantes presente de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila (por sí y por el señor Vásquez), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (Espina), Naranjo y Navarro, aprobaron la disposición contenida en la indicación 327, incorporándolo como nuevo artículo 32.
Artículo 36 nuevo propuesto
pasa a ser 33

“Artículo 36.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, el que además deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establecerá el reglamento del Fondo, para lo cual solicitará la opinión del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 31 de esta ley.”.


El artículo nuevo propuesto obedece a las proposiciones concordadas con el Ejecutivo por las Comisiones unidas, durante la fase previa a la apertura del plazo de indicaciones, con el objeto de considerar que el reglamentó será sometido a la opinión del Consejo Consultivo.


Las Comisiones unidas acordaron reemplazar en este precepto la referencia al artículo 31, por otra al artículo 34, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto.

En consecuencia por acuerdo unánime de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila (por sí y por el señor Vásquez), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Kuschel (Espina), Naranjo y Navarro, se aprobó la disposición contenida en la indicación 327, incorporándolo como nuevo artículo 32, con la modificación señalada.

Cabe señalar que en relación con esta disposición, las Comisiones unidas observaron la necesidad de incorporar una disposición transitoria para el efecto de la aprobación del primer reglamento.  En tal sentido, el Ejecutivo comprometió una indicación en cuya virtud tendrá un plazo de 30 días para el nombramiento del Consejo Consultivo y el reglamento un plazo no mayor a 90 días para que ingrese a la Contraloría General de la República. 

Artículo 37 nuevo propuesto
pasa a ser 34 


Mediante esta disposición, el  Ejecutivo propone un artículo 37 nuevo que crea el Consejo Consultivo del Bosque nativo.


Al respecto, cabe recordar que en su Segundo Informe, las Comisiones unidas aprobaron el artículo 27, disposición que, junto con señalar las atribuciones del Ministerio de Agricultura para sancionar los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones de esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental, consagraba la existencia de Consejo Consultivo del Bosque Nativo.  constituido por siete representantes de los sectores público y privado, con la precisión genérica de que en este último sector, se entenderán comprendidos el sector académico, nacional o regional, representantes de empresas, organizaciones de pequeños propietarios forestales y organizaciones e instituciones no gubernamentales vinculadas al tema.


Disponía que los consejeros serán designados por el Presidente de la República y durarán tres años en sus funciones.  Por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, se fijará el Reglamento que definirá el funcionamiento del Consejo Consultivo.  En todo caso, los consejeros no recibirán remuneración o dieta alguna por su participación en el Consejo.


El Honorable Senador señor Kuschel hizo notar que la Región de Los Lagos, aun después de la división de la misma, continúa siendo asiento importante del bosque nativo, y sugirió que haya un criterio de proporcionalidad regional en los representantes del mencionado consejo, para evitar que en este organismo haya un exceso de integrantes provenientes de zonas no forestales y que, por lo mismo, que no conocen mucho de las características de estas formaciones boscosas.


El Honorable Senador señor Navarro se refirió a la bajísima incidencia que suelen tener los consejos consultivos y relató su experiencia sin resultados positivos como miembro del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente. Reparó que si la ley no enuncia las facultades del Consejo Consultivo y se deja su determinación a un reglamento, lo cierto es que no queda establecida cuál será la presencia del Estado y del sector privado, se gira un cheque en blanco a un organismo cuyas funciones son desconocidas y se reducen a debatir lo que el Gobierno hace, pero sin poder modificar en forma alguna el curso de acción, le parece inadecuado.

El Honorable Senador señor Allamand manifestó que este precepto necesita una reformulación, por dos razones. En primer término, porque resulta absurdo que los consejeros duren sólo tres años en su desempeño ya que lo lógico es que su período coincida con el del Presidente de la República, y en segundo lugar, la falta de especificación de los criterios de elección tanto para los integrantes del sector público como para los del sector privado, pues deja abierto un margen de arbitrariedad.  Disintió de lo expuesto por Su Señoría, dado que los consejos consultivos deben atenerse a su propia naturaleza, pero esta discrepancia, señaló, no obsta a reconocer que el buen funcionamiento de estas instituciones requiere de la existencia de mecanismos de consulta reglada obligatoria, pues si tiene dicho carácter, y a esto le suma la competencia de sus integrantes será imposible para la autoridad omitir, en forma arbitraria, su recomendación. Concluyó que esta disposición, en su formulación presente, deberá ser votado en contra, y perfectamente el Ejecutivo puede construir una norma satisfactoria, en la línea sugerida y que, además, sea un mecanismo participativo en la designación.


El Honorable Senador señor Coloma concordó con el argumento de Su Señoría y advirtió que el contenido del artículo no califica con el espíritu de la indicación que se procura construir.  Sugirió a los representantes del Ejecutivo que, atendiendo a los numeroso consejos consultivos que existen tanto en el sector silvoagropecuario como en materias relacionadas con el funcionamiento de fondos, se busque una estructura funcional.


El Honorable Senador señor Naranjo estimó que las observaciones inciden en aspectos de índole formal.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, indicó que al Consejo le están encomendadas otras funciones, en especial, la que se refiere a los recursos para investigación; además, destacó que esta norma es producto del trabajo de estas comisiones, sin que haya habido intervención de parte de Ejecutivo.  Agregó que, en consecuencia, están  en disposición de incorporar los planteamientos que se hacen.


La señora Recart, Subsecretaria de Hacienda, previno que, dependiendo de las funciones que se le encomienden, podrá nombrársele con representatividad o sin ella porque si tiene injerencia en la distribución de recursos es obvio que la intervención de personas la calidad de presentantes es un problema adicional considerable.  Ofreció la intervención del Ministerio porque tienen experiencia tanto en lo que se refiere a consejos que reparten fondos y entidades similares que no lo hacen.     


La señora Leiva, Subsecretaria de Agricultura, puntualizó que el Consejo interviene en la fijación de criterios sin que le esté entregada la atribución de tomar decisiones en materia de asignación de recursos. Hizo presente que el Ministerio de Agricultura tienen  una trayectoria en esta clase de fondos que es muy prolongada, y que la misma Subsecretaría preside el Consejo de Promoción de Exportaciones en el que participan los sectores público y privado, con una esfera similar de funciones.


En mérito a lo expuesto, la indicación número 326 de S. E. la señora Presidenta de la República, propuso un artículo nuevo que recoge lo relacionado con la composición y atribuciones del Consejo Consultivo del Bosque Nativo, del tenor siguiente:


“Artículo 37.- Créase el Consejo Consultivo del Bosque nativo, el cual será presidido por el Ministro de Agricultura e integrado, además, por las siguientes personas:


a)
Dos representantes del sector académico universitario, uno de los cuales deberá representar a las escuelas o facultades de ingeniería forestal y el otro a las escuelas o facultades de biología que cuenten con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


b)
Dos representantes de organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro, con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


c)
Dos representantes de las organizaciones de medianos y grandes propietarios de predios con bosque nativo; 


d)
Dos representantes de las organizaciones de pequeños propietarios de predios con bosque nativo; 


e)
Un representante de los propietarios de Áreas Protegidas Privadas; 


f)
El Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


g)
El Director del Instituto Forestal y;


h)
El Director de la Corporación Nacional Forestal, quién actuará como Secretario Ejecutivo.


Los consejeros serán designados por el Ministro de Agricultura y durarán 3 años en sus funciones.  En todo caso, los consejeros no recibirán remuneración o dieta alguna por su participación en el Consejo.


En caso de ausencia o impedimento del Ministro, éste será reemplazado por el Subsecretario de Agricultura.


Corresponderá al Consejo Consultivo:


a)
Absolver las consultas que le formule el Ministro de Agricultura sobre las materias de que trata la presente ley; 


b)
Emitir opinión sobre la ejecución de la presente ley y proponer las adecuaciones normativas legales y reglamentarias que estime necesarias;


c)
Formular observaciones sobre las políticas que elabore el Ministerio de Agricultura para la utilización de los recursos de investigación señalados en el Título VI de la presente ley y sobre los proyectos que se proponga financiar con cargo a dichos recursos; 


d)
Proponer al Ministro de Agricultura los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental.


El reglamento de la presente ley fijará las normas de funcionamiento del Consejo Consultivo.”.


Vuestras Comisiones unidas consideraron, separadamente los incisos primero a tercero, correspondientes a la integración del Consejo Consultivo, de los incisos cuarto y quinto que conciernen a las atribuciones que les son entregadas a aquél. 


El Honorable Senador señor Coloma reparó en que el mecanismo de selección parece ser excesivamente discrecional, sin que se requiera una proposición previa.  Postuló un procedimiento de carácter más participativo, en cuanto signifique una consulta de los interesados.


El Honorable Senador señor Espina, en relación con el literal que se refiere a los representantes del sector académico universitario, hizo notar que no se exige que aquéllos tengan, en definitiva, dicha calidad, razón por la cual propuso que se exprese, en el correspondiente literal a), que se trata de “dos académicos universitarios”, sin variar el criterio de representatividad contenido en el texto de la indicación.


El Honorable Senador señor Coloma consultó la posibilidad de fijar un plazo de postulación para que los interesados en participar en el Consejo y que cumplan con los requisitos establecidos en cada uno de los literales, y de aquella nómina elija los integrantes el señor Ministerio de Agricultura.


La señora Subsecretaria de Agricultura manifestó plena conformidad con el planteamiento de Su Señoría.


El Honorable Senador señor Allamand observó que debería incorporarse en la participación del Consejo Consultivo a un representante del Colegio de Ingenieros Forestales.  


A propuesta del Honorable Senador señor Coloma se concordó, en  solicitar al Ejecutivo la redacción de una norma general para que las personas que reúnan los requisitos puedan postular durante un cierto lapso,  a ser incluidas en una nómina, de la cual el Ministro de Agricultura seleccionaría a los integrantes del Consejo.    


El Honorable Senador señor Horvath solicitó conocer el número de propietarios privados que están sujetos al régimen de protección a que se refiere el literal e) correspondiente, pues según los antecedentes disponibles estima que se trata de una cantidad pequeña. Sin perjuicio de lo anterior, agregó, debe precisarse que se trata de un representante de las Áreas Silvestres Protegidas Privadas.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, puntualizó que se trataría de aproximadamente de un millón trescientas mil hectáreas, de los cuales hay dos que son muy grandes, pero aparte de éstos hay otros de considerable tamaño.


En lo que se refiere a las facultades, el Honorable Senador señor Allamand sugirió que haya una consulta reglada del reglamento y de sus modificaciones, aunque no sea de carácter vinculante, y desestimó que esta materia pueda ser regulada en un artículo transitorio porque se trata de establecer un régimen de consultas permanente.  


La señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal expuso que la letra b) del inciso cuarto comprendería lo planteado por Su Señoría, en cuanto manda al Consejo Ejecutivo para emitir opinión sobre la ejecución de la presente ley y proponer las adecuaciones normativas legales y reglamentarias que estime necesarias.


Su Señoría insistió en que se trata de situaciones distintas; puntualizó que reviste un carácter esencial que el Consejo pueda pronunciarse respecto del texto del reglamento como tal porque la atribución que contempla el literal citado importa que se le consultarán criterios.  


El Honorable Senador señor Espina concordó con el criterio precedente, dado que si el Comité Consultivo está habilitado para opinar acerca de la ejecución de la ley no resulta lógico que no pudiera hacerlo respecto del reglamento que pone en práctica a aquélla.  Agregó que es inconcebible que no exista esta instancia de consulta al tiempo de dictarse el reglamento al que se han derivado numerosas atribuciones.


El Honorable Senador señor Coloma invitó a mirar el sentido práctico de la norma, pues carece de sentido que el Consejo pueda opinar que el reglamento es bueno o malo; lo relevante es que si no funciona, el Consejo pueda proponer las adecuaciones legales y reglamentarias que estime necesario.

 El Honorable Senador señor Allamand insistió en la diferencia y resaltó que se debe establecer que al  Consejo le corresponde  emitir opinión previa tanto en  el primer reglamento como en toda reforma que el Ejecutivo impulse.  Sobre la base de estas consideraciones, descartó el concepto del consejo consultivo como un órgano asesor del Ejecutivo para la elaboración del reglamento. 


El Honorable Senador señor Naranjo propuso una redacción que le autorice a proponer previamente las  adecuaciones normativas legales y reglamentarias que estime necesarias.


El Honorable Senador señor Vásquez compartió que están implicadas dos ideas distintas en el debate, razón por la cual separaría la proposición de las adecuaciones normativas legales y reglamentarias que estime necesarias y pronunciarse sobre el reglamento o las modificaciones de éste.   


El Honorable Senador señor Navarro consultó si será posible que los ciudadanos le demanden pronunciamiento al Consejo Consultivo, o esto sólo tendrá lugar cuando el Ministro los convoque.  Especificó que si la finalidad de aquél es trabajar para el bosque nativo, y éste es de interés nacional, es coherente con esta naturaleza que haya lugar al mecanismo que ha señalado.  

El Honorable Senador señor Allamand  señaló que la idea sugerida por Su Señoría contribuye porque, así como el Consejo Consultivo puede proponer las adecuaciones normativas, también, a instancia o requerido por organismos relacionados con el bosque nativo, emita su pronunciamiento y se lo dirija  la autoridad.


El Honorable Senador señor Coloma manifestó que comparte aquella preocupación, pero le parece inadecuado generar una suerte de organismo que deba absolver todas las consultas de cualquier ciudadano le produce cierta inquietud.


El Honorable Senador señor Vásquez distinguió entre la proposición de adecuaciones normativas a las disposiciones legales o reglamentarias, que es ejercicio de actividad propia, y pronunciarse previamente sobre la institución o modificaciones reglamentarias que le proponga el Ejecutivo.  En aquellas materias que son de actividad propia cabe escuchar las proposiciones de ciudadanos, explicó. 


La señora Subsecretaría de Agricultura explicó que se debe buscar una fórmula en la cual las organizaciones o entidades que generan representación puedan elegirlos, y la razón de que se señale este procedimiento es porque existen situaciones más complejas en que aquéllas difícilmente se ponen de acuerdo.


En función del debate precedente, los representantes del Ejecutivo presentaron una proposición para, en un marco de consenso, especificar mejor la forma de designación de los integrantes del Consejo Consultivo del Bosque Nativo.     


“Artículo 37.- Créase el Consejo Consultivo del Bosque Nativo, el cual será presidido por el Ministro de Agricultura e integrado, además, por las siguientes personas representativas del ámbito de que procedan:

a) Dos académicos universitarios, uno de los cuales deberá representar a las escuelas o facultades de ingeniería forestal y el otro a las escuelas o facultades de biología que cuenten con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


b) Dos personas propuestas por organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro, con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


c) Dos personas propuestas por organizaciones de medianos y grandes propietarios de predios con bosque nativo; 


d) Dos personas propuestas por organizaciones de pequeños propietarios de predios con bosque nativo; 


e) El Presidente del Colegio de Ingenieros Forestales de Chile A.G. o la persona que éste designe en su representación;


f) Una persona propuesta por los propietarios de Áreas Silvestres Protegidas de Propiedad Privada; 


g) El Presidente de la Sociedad de Botánica de Chile o la persona que éste designe en su representación;


h) El Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


i) El Director Ejecutivo del Instituto Forestal y


j) El Director de la Corporación Nacional Forestal, quién actuará como Secretario Ejecutivo.

 

La designación de los integrantes del Consejo Consultivo a que se refieren los literales b), c) d) y f) de este artículo, se hará sobre la base de ternas que las entidades correspondientes a cada estamento deberán acordar y enviar al Ministro de Agricultura, dentro del plazo que éste les señale en la convocatoria que les remita al efecto.


Los consejeros serán designados por el Ministro de Agricultura y durarán 3 años en sus funciones.  En todo caso, los consejeros no recibirán remuneración o dieta alguna por su participación en el Consejo. 


En caso de ausencia o impedimento del Ministro, será reemplazado por el Subsecretario de Agricultura.

Corresponderá al Consejo Consultivo:


a) Absolver las consultas que le formule el Ministro de Agricultura sobre las materias de que trata la presente ley; 


b) Pronunciarse previamente sobre los proyectos de reglamento y sus modificaciones, y emitir opinión sobre la ejecución de la presente ley y proponer las adecuaciones normativas legales y reglamentarias que estime necesarias;


c) Formular observaciones a las políticas que elabore el Ministerio de Agricultura para la utilización de los recursos de investigación señalados en el Título VI de la presente ley y sobre los proyectos que se proponga financiar con cargo a dichos recursos; 


d) Proponer al Ministro de Agricultura criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental.


El reglamento de la presente ley fijará las normas de funcionamiento del Consejo Consultivo.”. 


Se dejó constancia de que en la letra c) del inciso primero el sentido no es establecer que uno de las personas represente a los grandes propietarios y la otra a los medianos propietarios, allí mencionados.


El Honorable Senador señor Coloma precisó que la revisión de la redacción propuesta por el Ejecutivo hace referencia a ternas, lo que se aparta del criterio de que cualquier organismo no gubernamental que quisiera optar a integrar el Consejo Consultivo, lo puede hacer y que para ello es suficiente con la remisión de los antecedentes porque el espíritu de la ley es de apertura, y no de que las entidades correspondientes a cada uno de los estamentos que señalan las letras b) c), d) y f) deban acordar una terna que se  presentará al Ministro de Agricultura, razón por la cual se propone sustituir la frase “deberán acordar” por la palabra “enviarán”.


En análogo orden de consideraciones, planteó que se precise que la designación se haga en un plazo que no podrá ser inferior a 30 días desde la fecha de la convocatoria, y que la invitación se haga por una “convocatoria de amplia difusión” que, a lo menos, contará con la difusión en la página web del Ministerio.  Se entiende, agregó, que la idea es que consulte diversidad de medios de comunicación, en todo el territorio nacional. 


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, planteó que el plazo se entiende para que el reglamento ingrese a la Contraloría General de la República, para su toma de razón.


El Honorable Senador señor Espina señaló el problema de que los reglamentos entren a regir 90 días después de la publicación de la ley, si se requiere el pronunciamiento previo del Consejo Consultivo.  Estimó que el plazo termine siendo imposible de cumplir y sugirió  extenderlo hasta 120 días.


En consecuencia, los señores Senadores de las Comisiones unidas concordaron en una proposición tendiente a perfeccionar el acceso de los distintos sectores a la instancia consultiva, la que, junto con formalizar las modificaciones acogidas por los representantes del Ejecutivo, enmienda el inciso segundo del texto de proposiciones presentado, con el objeto de sustituir, en el inciso segundo, la oración “deberán acordar y enviar al Ministro de Agricultura, dentro del plazo que éste les señale en la convocatoria que les remita al efecto”, a continuación de la expresión “entidades correspondientes, la que se suprime, por la siguiente: “enviarán al Ministro de Agricultura,  dentro del plazo que señale la convocatoria que emita al efecto; plazo que no podrá ser inferior a 30 días.  Dicha convocatoria será de amplia difusión y publicada, en todo caso, en la página web del Ministerio.”.

En consecuencia Vuestras Comisiones unidas aprobaron incorporar la disposición como nuevo  artículo 34, con las modificaciones mencionadas y con enmiendas formales de redacción, con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila).

º º º

Artículo 29
 pasa a ser 35

Faculta al beneficiario de las bonificaciones a que se refiere el artículo 25 para transferirlas mediante instrumento público o privado, suscrito ante un notario público.  Autoriza, asimismo, que estas bonificaciones puedan ser cobradas y percibidas por personas distintas del interesado, siempre que acompañen el documento en que conste su transferencia.


En su inciso segundo, permite que la Corporación extienda, a solicitud del interesado, un certificado de futura bonificación a los interesados que califiquen para obtenerla, la que podrá constituirse, mediante su endoso, en garantía para el otorgamiento de créditos de enlace destinados a financiar las actividades objeto de la bonificación.

Cabe recordar que durante el debate  en el seno de vuestras Comisiones unidas, que se recoge en el segundo informe, se aprobó la indicación número 103, consistente en agregar al inciso segundo, la siguiente oración final. “Esta futura bonificación podrá ser también transferida a través del mismo certificado mediante su endoso, suscrito ante notario.”.


Posteriormente, en el contexto de la emisión del informe complementario del segundo informe, se acogió la indicación número 208, tendiente a reemplazar en el inciso primero la expresión “artículo 23” por “artículo 25”.


Por medio de la indicación número 254, S. E. la señora Presidenta de la República propone  sustituir, en el inciso primero del artículo, que pasa a ser 26, la expresión “artículo 25” por “artículo 22”, la cual fue aprobada por la Comisión de Hacienda.


En tal virtud, las Comisiones unidas por la unanimidad de sus miembros reemplazó en el inciso primero del proyecto, la referencia al artículo 22, por otra, al artículo 23, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto.


En consecuencia las Comisiones unidas aprobaron la indicación número 254 con la enmienda formal señalada, con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila).


En virtud del acuerdo precedente se entiende rechazada con la misma votación la indicación número 208.
Artículo 30 
pasa a ser 36

Dispone que el beneficio a que se refiere el artículo 25 de la ley, percibido o devengado, se considerará como ingreso diferido en el pasivo circulante y no constituirá renta para ningún efecto legal hasta el momento en que se efectúe la corta de cosecha o venta del bosque que originó la bonificación, oportunidad en que se amortizará, abonándola al costo de explotación a medida y en la proporción en que ésta o la venta del bosque se realicen.


Para los efectos previstos en el inciso precedente, anualmente se aplicarán a las bonificaciones devengadas o percibidas, consideradas como ingresos diferidos en el pasivo circulante, las normas sobre corrección monetaria establecidas en la Ley sobre Impuesto a la Renta, reajustándose en igual forma que los costos incurridos en el desarrollo de las plantaciones forestales incluidos en las partidas del activo.

Durante el debate que consigna el segundo informe, la aprobación de la indicación número 106 trajo consigo la sustitución de la frase “desarrollo de las plantaciones forestales” por “manejo de los bosques nativos”.

En el íter del examen que se materializó en el Informe Complementario del Segundo Informe, las Comisiones unidas aprobaron la indicación número 209, en sus dos literales.


La letra a), de índole meramente adecuatoria, se dirige a reemplazar, en el inciso primero, la expresión “artículo 23” por “artículo 25”.


La letra b) de la indicación precedentemente señalada implica una modificación de fondo, que consiste en agregar, después del inciso final, cinco incisos nuevos, que en el orden consecutivo corresponden a los incisos tercero a séptimo del precepto en examen.

El inciso tercero nuevo declara que están afectas al régimen tributario general de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las utilidades derivadas de la explotación de bosques nativos que obtuvieren las personas naturales o jurídicas.


El inciso cuarto sienta una regla particular aplicable a las personas que exploten bosques por los cuales no se encuentren acogidas a los beneficios establecidos en el decreto ley N° 701, de 1974, y en esta ley: deberán declarar la renta efectiva o presunta para los efectos de la Ley de Impuesto a la Renta de acuerdo a lo previsto en el artículo 20, número 1°, letra b), de dicha ley, con excepción del límite de ventas netas anuales el cual, respecto de los productos forestales provenientes del bosque, será de 24.000 unidades tributarias mensuales considerando las ventas en forma acumulada en un período móvil de tres años.


Estatuye el inciso quinto que las personas que tributen actualmente bajo el régimen de renta presunta por su actividad agrícola según lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta y se acojan a los beneficios de esta ley, deberán hacerlo sobre la base de renta efectiva a contar del 1° de enero del ejercicio comercial siguiente de aquél en que superen el límite de ventas que se establece en el inciso anterior. En todo caso, serán también aplicables las demás normas del artículo 20, número 1°, letra b) de la Ley sobre Impuesto a la Renta cuando el contribuyente realice otras explotaciones agrícolas o cumpla otros requisitos que, según dicho precepto legal, hagan obligatoria la declaración de impuesto sobre la base de renta efectiva.


El inciso siguiente prescribe que los pequeños propietarios forestales estarán afectos, en todo caso, al sistema de renta presunta establecido en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y no estarán sometidos a las normas tributarias contenidas en los incisos primero y segundo de este artículo.


Se dispone, finalmente, que para todos los efectos tributarios relacionados con la presente ley, y sin perjuicio de las responsabilidades y obligaciones que corresponden a los particulares, la Corporación Nacional Forestal deberá efectuar, en los casos que proceda, las comunicaciones pertinentes al Servicio de Impuestos Internos.


Con la formulación de la indicación número 255, S. E. la señora Presidenta de la República propone sustituir, en el inciso primero de este artículo, que pasa a ser 27, la expresión “artículo 25” por “artículo 22”, indicación que fuera aprobada por la Comisión de Hacienda.

La indicación número 328, de S. E. la señora Presidenta de la República propone agregar al artículo 30 los siguientes incisos octavo, noveno y final nuevos:


“Los bosques nativos de que trata esta ley estarán exentos del impuesto territorial que grava los terrenos agrícolas y no deberán ser considerados para efectos de la aplicación de la ley de Impuesto sobre Herencias, Asignaciones y Donaciones. Para hacer efectiva esta exención los propietarios de estos bosques nativos deberán solicitar la correspondiente declaración de bosque de nativo, fundada en un estudio técnico elaborado por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7 de esta ley, de acuerdo con las normas que establezca el reglamento. La Corporación deberá pronunciarse sobre la solicitud dentro del plazo de 60 días contado desde su presentación. Si ésta no se pronunciare dentro del término indicado, la solicitud se entenderá aprobada.


El Servicio de Impuestos Internos, con el sólo mérito del certificado que otorgue la Corporación, ordenará la inmediata exención de los impuestos señalados en este artículo, las que comenzarán a regir a contar de la fecha del respectivo certificado, salvo la exención del impuesto territorial, que regirá a contar del 1º de enero del año siguiente al de la certificación.


El Servicio de Impuestos Internos estará facultado para dividir el rol de avalúo respectivo, si ello fuere procedente y necesario para el ordenamiento tributario.”.


El señor Fuentes, asesor del Ministerio de Hacienda, explicó que esta indicación procura sistematizar en este precepto que concentra el régimen tributario aplicable a los propietarios de bosque nativo, normas actualmente contenidas en el artículo 13 del decreto ley N° 701, de 1974, pues este precepto exime a aquéllos del impuesto territorial, en la misma forma que la recoge el inciso octavo nuevo.  En consecuencia, apuntó, para evitar problemas de interpretación en el futuro,  se optó por hacer explícita la mentada liberación, y el inciso décimo faculta al Servicio de Impuestos Internos para separar roles, si en un mismo predio hay una porción de bosque nativo y una porción de otro bosque, con lo cual viabiliza el goce de la exención.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Vásquez por la exención del impuesto sobre herencias, asignaciones y donaciones, refirió que el inciso quinto de la disposición citada del decreto ley N° 701, de 1974, concede aquella franquicia.


El Honorable Senador señor Navarro observó que el Servicio de Impuestos Internos oficializa la exención tributaria con el mérito de un certificado que extiende la Corporación, pero no precisa qué pasa si el propietario abandona el predio forestal, ¿continúa vigente la exención?  Manifestó que su punto de vista es que quien no cumple debería devolver los impuestos, y planteó que su intención es que no se vende el predio que constituye o tiene bosque nativo, y si a pesar de ello se vende, cree que deberían pagar para cambiarlo de origen..


El Honorable Senador señor Coloma rectificó las premisas, pues si bien para optar a la exención se requiere una declaración de bosque nativo, al venderse el predio, la explotación de aquel sitio estará sujeto a la normas de esta ley, de manera que si su explotación contraviene el uso correspondiente a la clase de bosque de que se trate, habrá una infracción o un delito, según corresponda, lo que importará la sanción correspondiente.  Reseñó: esta es la fórmula legal adecuada para resolver la inquietud que plantea Su Señoría. 


El Honorable Senador señor Vásquez, en respuesta a la inquietud del Honorable Senador señor Navarro en orden a que se aclare si la exención tributaria del predio es permanente, señaló que el Servicio de Impuestos Internos tiene siempre la facultad de recalificar, y en una hipótesis de tala del bosque nativo procedería el ejercicio de dicha facultad. 


Las Comisiones unidas concordaron en sustituir en el inciso primero de este precepto la referencia al artículo 22, aprobada por la Comisión de Hacienda, por otra, al artículo 23, como consecuencia del cambio de numeración del articulado del proyecto.

La indicación número 328 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.  

La indicación número 255 se entiende aprobada con la modificación señalada con la misma votación anterior. 

En virtud del acuerdo precedente, se da por rechazada con la misma votación precedente la indicación número  209, letra a).

TÍTULO V

DE LOS ACREDITADORES FORESTALES

Artículo 32
pasa a ser 38

Establece la existencia de acreditadores forestales, esto es, personas naturales o jurídicas habilitadas para colaborar en el ejercicio que designa su denominación; lo anterior, sin perjuicio de las facultades que le corresponden a la Corporación Nacional Forestal, en materias de certificación y fiscalización.


Incide en esta disposición, que no fue objeto de enmiendas durante los trámites anteriores en estas Comisiones unidas, la indicación número 256, de S. E. la señora Presidenta de la República, para reemplazar en este artículo, que pasa a ser 29, la frase “quienes podrán colaborar en el ejercicio de dicha tarea” por “que colaborarán con ella en el ejercicio de dichas tareas”.

Fue aprobada sin modificaciones, con el voto unánime de los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Naranjo, Navarro, y Vásquez. 

Artículo 33
pasa a ser 39

La Comisión de Hacienda acogió, sin modificaciones, la propuesta contenida en la indicación número 257 de S. E. la señora Presidenta de la República, con la cual se propone sustituir el actual artículo 33.

Aquella disposición reserva, en el primero de sus incisos, el ejercicio de la actividad de acreditador de esta clase a ingenieros forestales e ingenieros agrónomos especializados que estén inscritos en el registro especial que para tal efecto llevará la Corporación el que tendrá el carácter público.  Impone a Conaf la carga legal de publicar dicho registro en su página de dominio electrónico.

En su inciso segundo, dispone que, tratándose de personas jurídicas, éstas deberán contemplar en sus estatutos el giro de acreditación forestal. Además, prescribe que el personal que dichas entidades destinen a la realización de las actividades de acreditación forestal, deberán tener las calidades profesionales a que se refiere el inciso anterior.

El inciso tercero señala los hechos que los acreditadores forestales estarán habilitados para certificar:

a) Que los datos consignados en los planes de manejo forestal corresponden a la realidad y,

b) La correcta ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo para obtener las bonificaciones a que se refieren los artículos 22 de esta ley y 12 del decreto ley Nº 701, de 1974.

Dispone en el inciso cuarto que las certificaciones a que se refiere la letra a) del inciso precedente servirán de base para que la Corporación evalúe los planes de manejo forestal, con el objetivo de  velar que éstos cumplan con los objetivos señalados en el N° 17) del artículo 2° de esta ley.

Finalmente, el inciso quinto establece como condición habilitante para que  la Corporación esté en situación de  autorizar el pago de las bonificaciones la certificación a que alude la letra b) del inciso tercero de este artículo.

En concordancia con la aprobación de las indicaciones números 302 y 303, los miembros de las Comisiones unidas  propusieron aprobar la indicación número 257 en estudio, con la modificación consistente en que se habilite también a los profesionales de las carreras de Ingeniería en Recursos Naturales e Ingeniero en Conservación de Recursos Naturales para desempeñarse como acreditadores forestales, siempre que dichas carreras reúnan los requisitos establecidos en el artículo 7° aprobado. 

Las Comisiones unidas acordaron, además sustituir en la letra b), del inciso tercero, la referencia al artículo 22, por otra, a los literales del artículo 23; del mismo modo, reemplazar, en el inciso cuarto, la referencia  al Nº 17), del artículo 2º precedente, por otra al Nº 18), del artículo 2º de la ley.

La indicación número 257 se aprobó con las modificaciones precedentemente expresadas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro, y Vásquez. 

En virtud del acuerdo precedente, se entiende rechazada con la misma votación la indicación número 210.

Asimismo se acordó, por unanimidad, acoger el planteamiento del Ejecutivo de reabrir el debate en este artículo, con la finalidad expresa de suprimir en los dos literales del inciso tercero y en el cuarto  la palabra forestal, a continuación del término “plan de manejo”, lo que implicará que todos los profesionales a que se refieren los incisos primero y segundo que tengan la calidad de acreditador forestal estén habilitados para intervenir en las certificaciones de planes de manejo de preservación.


La proposición fue aprobada, con arreglo al artículo 121 del Reglamento de la Corporación, por los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo  (por sí y por el señor Navarro) y Vásquez. 

Artículo 35
 pasa a ser 41

Castiga, en el inciso primero, al acreditador que certificara un hecho falso o inexistente, y a quienes utilizaran maliciosamente tal certificación, con las penas establecidas en los artículos 194 ó 196 del Código Penal, según corresponda.  Para este solo efecto, dispone que se entenderá que los certificados e informes emitidos por el acreditador constituyen instrumentos públicos.


Establece en el inciso segundo que, una vez iniciada la acción penal correspondiente y mientras ésta se tramite, el acreditador quedará suspendido del registro respectivo.  Complementa la norma con la sanción, para el evento de que fuera condenado, con la inhabilitación como tal por un período de cinco años.


Finalmente, autoriza a la Corporación Nacional Forestal para que invalide los actos administrativos que se hayan basado en una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, establecida que fuere la falsedad.


Esta disposición no fue objeto de enmiendas en los instancias precedentes de la discusión en particular.

 
La indicación número 258, de S. E. la señora Presidenta de la República, postula el reemplazo del actual artículo, por el siguiente:

“Artículo 32.- El acreditador que dolosamente certificare un hecho falso o inexistente, será sancionado con la pena establecida en el artículo 194 del Código Penal y quienes utilizaren maliciosamente tales certificados, serán sancionados con la pena establecida en el artículo 196 de dicho cuerpo legal.


En el caso que el acreditador fuere una persona jurídica,  se sancionará en la forma indicada en el inciso anterior al profesional de ésta que haya suministrado la información falsa o inexistente que sirvió de base para expedir el certificado falso.


Para este sólo efecto, se entenderá que los certificados emitidos por los acreditadores constituyen instrumentos públicos.


Iniciada la acción penal correspondiente y mientras ésta se tramite, el acreditador quedará suspendido del registro respectivo.  Si fuere condenado, quedará inhabilitado en forma perpetua para ejercer la actividad de acreditador forestal.


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación podrá invalidar los actos administrativos que se hayan basado en ella.”.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que sería importante profundizar el alcance de la inhabilitación perpetua, pues entiende que ésta presentaría algunas complejidades para señalarla como una sanción.


El Honorable Senador señor Vásquez observó que una de las hipótesis de la conducta penada incide en el uso malicioso de los certificados  porque, en el caso de una persona jurídica, el acreditador persona natural quedará sancionado, pero el uso malicioso que pudiera cometer la persona jurídica, por instrucciones u otra motivación, no estaría sancionado, a lo menos en esta norma; probablemente, sería posible establecer aquélla por la vía de las generales del Derecho Penal, pero estima preferible dejar, de inmediato, establecida la responsabilidad; asimismo, respecto de la suspensión o inhabilitación, en su momento, de quien hiciera un uso malicioso del certificado.


El Honorable Senador señor Coloma planteó dejarlo en suspenso porque se entiende que se debe revisar la redacción para determinar las sanciones a que se hacen acreedoras las personas jurídicas y, de similar manera, se debe proceder respecto de la inhabilitación perpetua.


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, estimó importante hacer claridad en las sanciones que tienen los entes jurídicos que tengan estos acreditadores porque sería extremadamente fácil cometer un fraude y después de recibir la sanción de inhabilidad constituir una sociedad nueva.


El Honorable Senador señor Espina agregó que no lo parece procedente que por el solo hecho de que se haya iniciado una acción penal en su contra, la persona quede suspendida porque podría convertirse en un expediente para sacar un buen acreditador, en circunstancia de que la denuncia podría ser perfectamente infundada.  Estimó que sería indispensable, a lo menos, que hubiera una formalización para que operase la suspensión.


El Fiscal del Ministerio de Agricultura, señor Caussade, señaló que el Ejecutivo podría estudiar una propuesta tendiente a incorporar los alcances  hechos y mejorar la redacción del precepto.


El Honorable Senador señor Coloma sintetizó los tres rubros por los que queda pendiente esta indicación: la perpetuidad de la inhabilitación; la responsabilidad de la persona jurídica y el presupuesto de la suspensión.


El Honorable Senador señor Vásquez, en relación con el inciso segundo de la disposición, estimó que debería castigarse no sólo al socio o a los dependientes que hayan consentido o actuado concertadamente en la expedición del certificado sino también a los gerentes o administradores que hubieran tenido la participación indicada en la comisión del delito.


En virtud del nuevo plazo de indicaciones, autorizado por la Sala de la Corporación, por petición de las Comisiones unidas, esta disposición fue objeto de una nueva indicación del Ejecutivo. 


La indicación número 329, de S. E. la señora Presidenta de la República para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 43.- El acreditador que dolosamente certificare un hecho falso o inexistente será sancionado con la pena establecida en el artículo 193 del Código Penal.


En el caso que el acreditador fuere una persona jurídica, se sancionará en la forma indicada en el inciso anterior al profesional de ésta que haya suministrado la información falsa o inexistente que sirvió de base para expedir el certificado falso y a los socios o dependientes de dicha entidad que hubieren consentido o actuado concertadamente en la expedición de dicho certificado. 


Para este sólo efecto, se entenderá que los certificados emitidos por los acreditadores constituyen instrumentos públicos.


Desde la formalización de la investigación, el acreditador quedará suspendido del registro respectivo; si fuere condenado, quedará inhabilitado en forma perpetua para ejercer la actividad de acreditador forestal. Para estos efectos, el juez de la causa notificará a la Corporación tales resoluciones, a fin de que proceda a tomar nota en el Registro de Acreditadores Forestales de la suspensión o inhabilitación perpetua, según proceda.


Las entidades certificadoras que sean personas jurídicas, que certifiquen los hechos a que se refiere el inciso primero de este artículo, serán sancionadas con la cancelación definitiva de su inscripción en el Registro de Acreditadores Forestales, a que se refiere esta ley. No se inscribirán en dicho Registro nuevas entidades certificadoras en que figuren como socios personas que lo hayan sido, a su vez, de entidades a las cuales se les hubiere cancelado su inscripción, siempre y cuando haya quedado establecido en el procedimiento respectivo que tales personas tuvieron participación en el hecho que motivó la  sanción.  De esta resolución se podrá reclamar  en la forma establecida en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo siguiente.”.

El Honorable Senador señor Espina expuso que para la descripción de las conductas penadas no es necesario que la ley individualice a cada uno de los agentes que pueden perpetrar el ilícito sino que se puede hacer mediante una proposición universal: a quien haya suministrado la información falsa o inexistente para expedir el certificado falso y a quien hubiere consentido o actuado concertadamente en la expedición del mismo.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó que las multas de montos mayores aplicadas por la Corporación nunca han sido pagadas, como en una tala rasa muy importante que realizó Terranova, en Valdivia; información, que data de hace dos o tres años, afirmó, revela tasas por encima del noventa por ciento de multas impagas. Asimismo, planteó que el autor del ilícito debe pagar, y no el propietario del predio, a diferencia de lo que pasó con la Golden Strick, en Chiloé, donde los huilliche fueron quienes  soportaron la multa.  Sintetizó: antes de votar la indicación, cree indispensable que se aclare si en la norma el responsable del pago es el causante del daño y qué porcentaje se recauda de las multas aplicadas.

 
La señora Directora Ejecutiva de Conaf concedió razón parcial a los dichos de Su Señoría, pero estimó indispensable despejar algunas afirmaciones: la institución no persigue el pago de las multas ni tampoco las recauda; lo que legalmente le corresponde es hacer las denuncias y dar seguimiento a los juicios ante el tribunal competente, y una vez impuesta la sanción, desde el punto de vista de la gestión, es una causa ganada; la acción de cobro le corresponde a la Tesorería General de la República.  Acotó que actualmente el seguimiento de las causas lo hacen abogados de la propia Corporación, hecho que es resultante de un aumento de la dotación. Afirmó lo gravitante de que quien deje de pagar la multa no sufra ningún daño porque, en el hecho, no hay ningún órgano que persiga dicho pago.


Su Señoría insistió que el pago efectivo de las multas es esencial para la protección del bosque nativo, pues si la actividad se concentra sólo en la obtención de la sentencia condenatoria y no en el pago no opera el desincentivo que la misma supone.  Sugirió radicar en la Corporación el interés en la solución de las multas, dado que la sanción real no consiste en la declaración judicial de la existencia del delito sino que en el pago.


El Honorable Senador señor Vásquez concordó en aquel planteamiento; en su opinión, la forma de resolver el problema es hacer una declaración expresa en esta ley en el sentido de que la ejecución de la sentencia, en el caso de las multas, será perseguida ante el propio tribunal que la dictó, en cuyo caso, automáticamente, se sale de las normas generales, pues el juzgado de policía local puede ser receptor del pago.   


El Honorable Senador señor Allamand estimó razonable la preocupación del Honorable Senador señor Vásquez, pero la cuestión planteada no se resuelve en la forma planteada porque, aunque se cambiara la competencia, igualmente se tendría el problema de quien es el agente que debe perseguir la cobranza de la multa.  Expuso que la clave está en la Tesorería General de la República y es similar a lo que sucede en el caso de las multas ambientales.


El Honorable Senador señor Ávila concordó en que es menester erradicar de la Tesorería la facultad de perseguir el cobro.


El Honorable Senador señor Espina señaló que es ilusorio pensar en modificar el Estatuto Orgánico de Tesorerías, pero sí es posible incluir en esta ley un artículo que habilite a CONAF a cobrar estas multas.


El Honorable Senador señor Vásquez insistió en su pregunta acerca de cuál sería el impedimento para entrar a la norma general del cumplimiento incidental de la sentencia, que se hace siempre ante el propio tribunal que la dictó, y que el agente legitimado para accionar sea la Corporación Nacional Forestal. 


El Honorable Senador señor Espina manifestó su acuerdo con la idea la que propone Su Señoría, y puntualizó que no es necesario para establecer el mandato por ley modificar, simultáneamente, la Ley Orgánica del Servicio de Tesorerías, porque el proyecto en discusión será una ley especial que prevalecerá a la general.  En todo caso, advirtió, la enmienda es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.  


El Honorable Senador señor Coloma planteó un criterio de oportunidad que  es preciso tener presente: o se espera que el Ejecutivo presente la indicación que, en el mejor de los casos, se demorará un mes o se presta aprobación a la norma en los términos que está formulada.


El señor Huerta, abogado del Ministerio de Agricultura, expuso que en el sistema que consulta el proyecto es preciso distinguir las multas que corresponden a sanciones de delito de aquellas que corresponden a contravenciones administrativas.  Respecto de éstas, las multas van a beneficio municipal, y las correspondientes a delitos, ingresan a las arcas fiscales.  En consecuencia, es distinto el tratamiento de unas y otras, y esto sugiere la improcedencia de que Conaf gestionara y obtuviese el cumplimiento forzado del pago de una multa a beneficio municipal. 


El Honorable Senador señor Vásquez invitó a discernir lo esencial, y en este orden de consideraciones piensa que lo importante no es el perceptor de la multa sino que ésta cumpla su función en el marco de la protección del bosque nativo.  Por lo demás, la legislación considera la posibilidad de intervención en un juicio del tercero interesado, y si la corporación municipal correspondiente opta por hacerse parte en el juicio nada se lo impide.  Concordó con el planteamiento del Honorable Senador señor Espina de que podría beneficiarse con las costas de la cobranza.  


El Honorable Senador señor Navarro ilustró la complejidad del problema con una mención a las multas de pesca y dijo que evaluación del caso de Talcahuano arroja que en los últimos diez años las multas aplicadas eran de unos $ 80 millones y que la Municipalidad nada había hecho por obtener su cobro, lo que revela que éstas tampoco se encuentran incentivadas en multar a quienes proporcionan empleos.


La señora Subsecretaria de Agricultura manifestó que los alcances del asunto en debate son más amplios que este proyecto ya que por doquier no se cumplen las sanciones de un sinnúmero de leyes.


 El Honorable Senador señor Coloma expuso que la lógica de fondo de la observación planteada por el Honorable Senador señor Navarro es compartida por un sector importante de las Comisiones unidas, y que nadie está en contra del planteamiento, pero en forma simultánea se está ante un problema de hecho que consiste en que la modificación de la fórmula de cobrar las multas no es una materia que se circunscribe a la Corporación Nacional Forestal sino que afecta a reglas generales, por lo que puso en votación la indicación en estudio. 


En votación los dos primeros incisos de la indicación número 329, fueron aprobados por mayoría de votos. Por la aprobación lo hicieron los Honorables senadores señores Allamand (dos votos), Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina y Naranjo.  Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Navarro y Vásquez.


En relación con el inciso quinto, el Honorable Senador señor Espina manifestó su duda frente a una situación que podría derivar en injusta, pues se podría estar sancionando a una entidad porque uno de sus miembros comete un acto de falsificación.  En suma, no le parece correcto que por el acto de una persona que es el gerente de la empresa, con desconocimiento de los socios, cometiere un acto de corrupción, resulte que la entidad certificadora en su conjunto quede descalificada.  Se trata de una extensión de la responsabilidad absolutamente indebida.  


A tal efecto,  propuso sustituir el encabezamiento de aquel inciso que dice: “Las entidades certificadoras que sean personas jurídicas que certifiquen los hechos a que se refiere el inciso primero de este artículo,” que antecede a la forma verbal “serán sancionadas”, por el siguiente: “Si en  el hecho señalado en el inciso primero tuvieren participación alguno de los socios, gerentes generales o administradoras de las entidades certificadoras, éstas”.

Los incisos tercero a quinto de la indicación número 329 fueron aprobados, con la enmienda especificada en el párrafo precedente, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.                      


La indicación número 258 fue rechazada con la misma votación precedente.

Reabierto el debate sobre los incisos primero y segundo del precepto, con arreglo al artículo 121 del Reglamento de la Corporación, por acuerdo unánime de vuestras Comisiones unidas, para conocer una proposición del Ejecutivo tendiente a salvar las observaciones hechas por el Honorable Senador señor Espina, consistente en sustituir en el inciso segundo del artículo en informe las expresiones “al profesional de ésta que haya” y “a los socios o dependientes de dicha entidad que hubieren” por “a quienes hayan” y “a quienes hubieren”, respectivamente, para expresar en una forma técnica la determinación típica de los agentes de la conducta sancionada.  En el mismo espíritu, se propuso por el Honorable Senador señor Espina suprimir, en el inciso primero, la expresión “dolosamente”, por ser el dolo un elemento esencial del ilícito penal y dada la evidencia de que, en la especie, es indispensable que el acreditador esté certificando un hecho falso.


En virtud de lo anterior, las Comisiones unidas  aprobaron la indicación número 329, con las modificaciones señaladas, en forma unánime, con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila).
Artículo 36

 pasa a ser 42


En su inciso primero, dispone que el incumplimiento o infracción de cualquiera otra norma reguladora de la actividad de los acreditadores forestales, será sancionado, según la gravedad de la infracción, con una o más de las siguientes medidas administrativas:

a) amonestación por escrito;


b) suspensión de su inscripción en el registro hasta por dos años; y


c) cancelación de la inscripción en los registros correspondientes, en caso de reincidir más de dos veces.


En los tres incisos siguientes entrega la aplicación de las medidas administrativas a una resolución del Director Regional correspondiente, y concede acción para la reclamación y sienta las bases del procedimiento respectivo; establece la forma de notificación de la resolución que absuelva o aplique una medida, y concede acción para recurrir ante el juez de letras en lo civil del territorio jurisdiccional en que hubiera registrado su domicilio el reclamante.

Cabe hacer presente que la aprobación de la indicación numero 113, en el Segundo Informe de estas Comisiones unidas. significó que en el literal b) del inciso primero la medida administrativa pasara a ser descrita como suspensión de la inscripción en el registro hasta por dos años, en lugar de suspensión de la acreditación. 


La indicación número 259, de S. E, la señora Presidenta de la República, propone intercalar, en la letra c) del actual artículo 36, que pasa a ser 33, a continuación de la voz “cancelación”, la palabra “definitiva”.


El Honorable Senador señor Vásquez consultó si existe una norma que impida que a una persona a quien se le cancele definitivamente la inscripción pueda volver a inscribirse.  


El Honorable Senador señor Allamand precisó que el acreditador puede ser una persona jurídica y que, con posterioridad a la cancelación, se constituya otra sociedad, con una razón social distinta, y, hecho esto, vuelva  registrarse.


El Honorable Senador señor Espina estimó que se debe corregir la norma porque es absurdo que cuando se trate de una persona jurídica la sola responsabilidad recaiga en el profesional que emitió el certificado.


El Honorable Senador señor Navarro hizo referencias a los litigios que ha mantenido el Ministerio de Obras Públicas con las cárceles concesionadas, donde una persona que ha sido designada por el órgano público para defenderlo termina votando en contra de su mandante, lo que lleva a pensar que no debe ser posible que el Ministerio pueda contratarlo en otra oportunidad.  Señaló que no se trata de cancelarle la inscripción en el registro de acreditadores sino de que no pueda prestar servicios en el sector correspondiente.  Consideró que si se quiere una sanción es necesario proceder de dicha manera porque; de no hacerlo, anticipó, se opta por la puerta giratoria.


El Honorable Senador señor Espina estimó que para solucionar el problema en debate se precisa una distinción: si el delito lo comete, por sí solo, un profesional o un funcionario que presta servicios para la empresa de una persona jurídica, sin participación de los dueños, obviamente, la responsabilidad recae exclusivamente sobre él, lo que será determinado por la sentencia, pero si incurren, también, en el delito los socios, entonces, éstos quedarán inhabilitados, de manera que la persona que aparezca sancionada no podrá inscribirse ni participar en sociedades que integren el registro.


Con ocasión del nuevo plazo de indicaciones, autorizado a requerimiento de las Comisiones unidas, S. E, la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 330 cuya finalidad es sustituir en el actual artículo 36,  los literales a) y c), por los siguientes:


“a) suspensión por seis meses;


c) cancelación por 5 años de la inscripción en los registros correspondientes, en caso de reincidir más de dos veces”.


   La indicación número 330 fue aprobada sin modificaciones, con el voto unánime de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores  Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.

La indicación número 259 se tiene por rechazada con la misma votación.

TÍTULO VI

DE LOS RECURSOS PARA LA INVESTIGACIÓN DEL BOSQUE NATIVO


Este título del proyecto está conformado por tres preceptos.


El primero de ellos dispone que la Ley de Presupuestos de la Nación contemplará un monto destinado a la investigación del bosque nativo, cuya finalidad será promover e incrementar los conocimientos en materias vinculadas con los ecosistemas forestales nativos, su ordenación, preservación, protección, aumento y recuperación, sin perjuicio de los aportes privados que puedan complementarlo, y agrega que los recursos que se asignen por este procedimiento lo serán siempre por concurso público.


Cabe hacer presente que, con ocasión del Segundo Informe, las Comisiones unidas, al probar la indicación número 150 modificaron el texto aprobado en general sustituyendo la  expresión “podrá contemplar” por “”contemplará” 


En el segundo de los preceptos se describe el  destino especial de los recursos, mediante incentivos y apoyo a la investigación científica y tecnológica relacionada con el bosque nativo y la protección de su biodiversidad; b) la investigación y los proyectos de desarrollo tecnológico que propendan a la protección del suelo, de los recursos hídricos, de flora y fauna y de los ecosistemas asociados al bosque nativo; c) la creación y establecimiento de programas de capacitación, educación y transferencia tecnológica en áreas rurales, dedicados a la instrucción y perfeccionamiento de las personas y comunidades rurales cuyo medio de vida es el bosque nativo; d) la evaluación de los efectos de las intervenciones en el bosque nativo de acuerdo a esta ley, y e) el desarrollo de iniciativas complementarias a las indicadas, que permitan aportar antecedentes, información, difusión, conocimiento o recursos tendientes al cumplimiento del objetivo de esta ley.

El último de los preceptos, le atribuye al Ministerio de Agricultura, a proposición del Consejo Consultivo que establece esta ley, la definición de las políticas e instrucciones para utilizar los recursos de investigación.  Asimismo, dispone que un reglamento normará tanto los detalles de la administración y destino de estos fondos como los mecanismos de evaluación de los proyectos y programas en que se emplee.


La indicación número 331, del Honorable Senador señor Horvath, tiene por objeto reemplazar el Título VI “DE LOS RECURSOS PARA LA INVESTIGACIÓN DEL BOSQUE NATIVO” por el siguiente:


“FONDO DE FOMENTO E INVESTIGACION FORESTAL.


Artículo 28.- Créase un fondo denominado "Fondo de Fomento e Investigación Forestal".


Artículo 29.- Este fondo tendrá los siguientes objetivos:


a) Fomentar el desarrollo de la actividad forestal, incluyendo especialmente a los pequeños propietarios forestales;


b) Apoyar e incentivar la investigación científica y tecnológica vinculada al sector forestal y a su medio ambiente;


c) Fomentar la capacitación laboral y empresarial de las actividades vinculadas al sector forestal, y


d) Apoyar la investigación y proyectos de protección del suelo, recursos hidrobiológicos y de flora y fauna asociados al bosque.


e) Investigación y fomento de los servicios que representa el bosque nativo para la cantfdad y calidad del agua, atractivos turísticos, aprovechamiento de plantas medicinales y buen uso de la leña.


f) El Fondo deberá evaluar periódicamente la investigación del impacto ambiental y socio cultural de la aplicación de la ley.


Artículo 30.- El fondo será concursable por personas naturales y jurídicas, según lo establezca el Reglamento correspondiente.


Artículo 31.- La fijación de políticas, difusión y administración de este fondo corresponderá al Consejo Consultivo.


Artículo 32.- Este fondo estará compuesto por:


a) El 50% de las multas por sanciones que establece esta ley,


b) Lo que establezca la Ley de Presupuestos, y


c) Aportes y donativos.”.


El Honorable Senador señor Coloma recordó que el Fondo propuesto por su señoría, estuvo contemplado durante el primer trámite constitucional, sin embargo, posteriormente fue sustituido por una indicación del Ejecutivo.  Por ello, expuso la única manera de analizar esa indicación es que cuente con el patrocinio de S. E.: la señora Presidenta de la República.

 
El Honorable Senador señor Horvath manifestó que, conforme al planteamiento del Ejecutivo en el Título VI, la determinación de los recursos para investigación quedarán sometidos a la Ley de Presupuestos, año a año, lo que contrastó con la experiencia de otras leyes, en particular, la Nº 19.300 que establece un Fondo de Protección Ambiental o la de Pesca que instituye un Fondo de Investigación Pesquera y otro Fondo de Fomento para el Pescador Artesanal, que permiten mejores resultados porque al financiamiento concurren no sólo las asignaciones de la Ley de Presupuestos sino donativos y multas, lo que favorece su continuidad en el tiempo.  


En lo formal, manifestó, no es claro, habiendo mediado la aprobación del Fondo en alguna de las instancias, el hecho de que al presentar el Ejecutivo una indicación sustitutiva se deba entender que está automáticamente retirado.  Agregó que su propósito no es el de imponer ese criterio pero, estima  posible, al revisar el detalle de un fondo de la naturaleza que se sugiere, que el mismo puede ser de iniciativa parlamentaria, e hizo referencia a lo sucedido con el Fondo de Fomento para el Pescador Artesanal y el Fondo de Protección Ambiental.


El Honorable Senador señor Coloma enfatizó que el texto aprobado en general por el Senado dispone que, por iniciativa del Gobierno, se había planteado que la Ley de Presupuestos de la Nación podrá contemplar un monto destinado a la investigación del bosque nativo, y durante la discusión en particular, el Ejecutivo formuló indicación con el objeto de disponer que dicho cuerpo legal contemplará, con lo cual expresó que el sentido de la norma es que aquel monto debe estar contemplado en la norma presupuestaria.  Concedió que el criterio del Ejecutivo pueda haber cambiado, desde entonces, y si fuere ese caso es la oportunidad para manifestarlo; de lo contrario, lo cierto es que aquélla fue la solución que el Ejecutivo le dio, la que se podrá estar de acuerdo o no, pero la interpretación del precepto constitucional es que la creación de un Fondo es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


El Honorable Senador señor Naranjo hizo presente que esta discusión puede transformarse en eterna, y si bien se comparten los puntos de vista que los señores Senadores manifiestan, el hecho objetivo es que se carece de iniciativa para crear un fondo.  Complementó los juicios de Su Señoría con la referencia a que si estas Comisiones unidas no tiene iniciativa para dividir los recursos de un Fondo, es evidente que menos aun podría por iniciativa parlamentaria acordarse el establecimiento de un fondo.


El Honorable Senador señor Navarro  expresó su reparo al hecho de que por avanzar tan a prisa, ideas que todos los señores Senadores consideran buenas van quedando atrás, con lo cual el curso del debate se aleja de una buena ley.  Insistió en que ha sido crítico de esta ley desde el inicio y reitera que falta la respuesta del Ejecutivo respecto de Conaf.  Postuló que la existencia de un fondo con esta finalidad es una buena idea intrínseca al espíritu de la ley, pues si se busca proteger al bosque nativo y este fondo contribuye para que así sea, no advierte razón para que el Ejecutivo se rehúse a patrocinar una institución como ésta.  Señaló que la referencia a un precepto que disponga que se contemplará un monto no garantiza aquellos objetivos, como lo pone de manifiesto la Ley de Pesca, en cambio sí lo hace un fondo susceptible de ser evaluado y cuyos objetivos se pueden expresar en forma muy clara. 

El Honorable Senador señor Coloma aclaró que existe un fondo para investigación, lo que ocurre es que la Ley de Presupuestos determinará su monto todos los años.

El Honorable Senador señor Espina expuso que la indicación es inconstitucional, pues infringe, el artículo 65, inciso tercero, de la Ley Fundamental.  Los parlamentarios no tienen ninguna atribución en materia de administración financiera del Estado y hay una norma expresa que así lo señala.  


El Honorable Senador señor Horvath manifestó que, efectivamente, si esos fondos son administrados por funcionarios públicos,  obviamente, la iniciativa es del Ejecutivo, pero eso no obsta a que con iniciativa parlamentaria se pueda crear un fondo e incluso incorporarle las multas.  Señaló que por razones de ecuación de votación centrará el debate en tres aspectos. En primer término, la necesidad de obtener que esta ley contemple dicho fondo o monto, mientras dure su vigencia, para no tener que batallar cada año para que se consulten las asignaciones presupuestarias.  En segundo lugar, cotejar que los objetivos planteados por la redacción del Ejecutivo, acordado con las Comisiones unidas, en una oportunidad anterior, respecto de los que tenía el fondo originalmente. Finalmente, la duda de cómo se puede complementar el monto de los recursos presupuestarios asignados con fondos privados.


La señora Subsecretaria de Presupuestos expresó que concuerda plenamente con lo planteado por el Honorable Senador señor Espina porque cuando la ley coloca un monto alude a un fondo, y en este caso, la ley expresa que por vía del presupuesto general de la Nación se  va a consultar todos los años, y exactamente igual es lo que se dice para el Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo.  Agregó que el inciso segundo del precepto que asigna el monto o fondo, dispone, en forma explícita, que estos recursos se asignarán siempre por concurso público, y perfectamente, por vía reglamentaria es posible hacer un concurso con participación del sector privado y que éste cofinancie la investigación.  


El señor Presidente de las Comisiones unidas declaró inadmisible la indicación número 331 del Honorable Senador Horvath.

Artículo 37
pasa a ser 43


Dispone que la Ley de Presupuestos de la Nación contemplará un monto destinado a la investigación del bosque nativo, cuya finalidad será promover e incrementar los conocimientos en materias vinculadas con los ecosistemas forestales nativos, su ordenación, preservación, protección, aumento y recuperación, sin perjuicio de los aportes privados que puedan complementarlo, y agrega que los recursos que se asignen por este procedimiento lo serán siempre por concurso público.


La indicación número 332, del Honorable Senador señor Navarro para agregar el siguiente inciso segundo a este artículo.


“Este fondo de investigación debe destinar recursos para realizar en forma periódica una evaluación ambiental y social de la aplicación de esta ley. Esta evaluación será de carácter público y sus términos de referencia serán determinados en el reglamento”.


El señor Presidente de las Comisiones unidas declaró inadmisible la indicación número 332.


El Honorable Senador señor Coloma propuso hacer explícito el carácter constante de la asignación presupuestaria actualmente consultada, para lo cual propone agregar a continuación de la palabra contemplará contenida en el inciso primero de este precepto, la expresión “todos los años”.  Expresó que esta declaración es admisible en razón del tenor del inciso segundo del mismo artículo.


El Honorable Senador señor Allamand observó que si monto y fondo significan exactamente lo mismo, estima perfectamente posible hacer la sustitución de un término por otro, y deferir al reglamento el establecimiento de las modalidades de administración.  


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, señaló que aunque se pudiere hacer, se trataría de un proceso muy largo para obtener el mismo producto, dado que el interés del Honorable Senador señor Horvath es contar con recursos para la investigación y esos van a estar disponibles cuyos montos no cambiarán, pero el procedimiento que habría que hacer al interior del Ejecutivo para lograr que se transforme de recursos presupuestarios a un fondo es extremadamente complejo.   


En  conformidad al artículo 121 inciso final  del Reglamento de la Corporación, la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez, acordó, reabrir el debate sobre el artículo 37 del proyecto y aprobar con idéntica votación la enmienda propuesta al inciso primero de aquél, en el sentido de especificar que la ley de presupuestos contemplará todos los años un monto.


Con posterioridad, el Honorable Senador señor Espina expuso, en relación con la constitucionalidad de la proposición de sustituir en el artículo 37 (que pasa a ser 43) el término “monto” por la expresión “fondo”, que al cabo de un acucioso estudio llegó, finalmente, a la conclusión que aquella propuesta no es inconstitucional.  En consecuencia, estima que una indicación en este sentido es admisible, en el entendido de que no altera la clasificación presupuestaria ni ninguna de las otras reglas aplicables en materia de administración presupuestaria.  Fundó este predicamento en el hecho de que el vocablo “monto” no tiene un sentido técnico para los efectos de la Ley de Presupuestos, que obligue a darle una acepción específica de acuerdo con el artículo 21 del Código Civil.  Por lo tanto, es posible que el término fondo pueda ser usado con un alcance similar a “suma”, “recursos”, “cantidad” o cualquier expresión parecida, como “fondo”, que, en la acepción aplicable para este efecto, significa “porción de dinero”. 


Enfatizó que cualquiera sea la palabra que se usare, con ello no se alterará el sentido que debe dársele ni la nomenclatura que le corresponda de acuerdo al clasificador presupuestario, que será la de “ítem”, que representa un motivo significativo del ingreso o gasto, o, en su caso, la de “asignación”, que corresponde a un motivo específico del ingreso o gasto.  Para salvar cualquier duda sobre el particular, concluyó, sería conveniente que, de acoger la indicación, las Comisiones unidas dejen constancia expresa del sentido de la expresión que se propone.  


Las Comisiones unidas acordaron dejar la constancia precedente, y con ese preciso fundamento, en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, que la proposición es, en estos términos, admisible, motivo por el cual, los miembros presentes de la misma formularon proposición para sustituir en el inciso primero del artículo 37 que pasa a ser  43, la “palabra “monto” por la palabra “fondo”.

Sometida a votación dicha indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 

Artículo 39
pasa a ser 45

Atribuye al Ministerio de Agricultura, a proposición del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 24, la definición de las políticas e instrucciones para utilizar los recursos de investigación.  Asimismo, dispone que un reglamento normará tanto los detalles de la administración y destino de estos fondos como los mecanismos de evaluación de los proyectos y programas en que se emplee.

Vuestras Comisiones unidas acordaron, como consta del informe complementario del segundo informe, incorporar la modificación consultada por la indicación número 211 que sustituye en esta disposición, que pasa a ser artículo 39, la expresión “artículo 25” por “artículo 27”.


La indicación número 260, de S. E. la señora Presidenta de la República, sustituye la referencia hecha en este artículo, al “artículo 27” por “artículo 24”.


Las Comisiones unidas acordaron sustituir en esta disposición la referencia al artículo 24, aprobada por la Comisión de Hacienda,  por otra, al artículo 34, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto.

En consecuencia, la indicación fue aprobada con la modificación señalada, con el voto favorable de la unanimidad de los integrantes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.  

En virtud del acuerdo anterior, se da por rechazada la indicación número 211.
TÍTULO VII

DEL PROCEDIMIENTO Y LAS SANCIONES

Artículo 40
 pasa a ser 46

La Comisión de Hacienda, en su Informe, consigna que aprobó la indicación  la indicación número 261, de S. E. la señora Presidenta de la República, cuya  finalidad es sustituir el actual artículo por el siguiente:

“Artículo 37.- Corresponderá aplicar las sanciones y multas establecidas en la presente ley al juez de policía local que fuere abogado, con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción, el que conocerá en primera instancia de las denuncias que le formularen los funcionarios de la Corporación o de Carabineros de Chile.


Sin embargo, aquellas infracciones que importen la aplicación de multas superiores a 5.000 unidades tributarias mensuales y las que se cometieren dentro de una comuna que no tenga un juez de policía local que sea abogado, serán resueltas, en primera instancia, por el juez de policía local con asiento en la ciudad cabecera de provincia.


Los tribunales a que se refieren los incisos anteriores conocerán de las denuncias que se formularen con arreglo a las disposiciones y procedimiento consignados en la ley Nº 18.287, salvo lo dispuesto en los artículos 19, 20, 21 y 23 de la mencionada ley.


No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, los delitos consultados en los artículos 32 y 42 de esta ley serán de conocimiento de los Jueces de Garantía o de los Tribunales de Juicio Oral, según corresponda, con competencia en el territorio en el cual se hubiere cometido el hecho punible.”.

De un modo específico, la indicación incorporó dos incisos tercero y cuarto a la disposición que las Comisiones unidas habían aprobado en su primer informe y que no había sido objeto de enmiendas.

Al debatirse esta indicación, la señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, manifestó que le preocupa, en el marco de las facultades de la institución en esta materia, la atribución de las denuncias a los funcionarios, como si hacerlo no fuera una responsabilidad propia de aquélla; en cambio, respecto de Carabineros, se entiende bien que la misma es institucional.  Lo lógico, expuso, es consignar que la Corporación Nacional Forestal denuncia, y no un funcionario suyo, porque si éste optara por no hacerlo, la Corporación no queda comprometida como institución que maneja fondos públicos.  Estima que es necesario reforzar el deber institucional de Conaf, y en el reglamento se debe regular la forma en que se materializarán dichas denuncias.  Puntualizó que no conoce ley alguna que le imponga a los funcionarios de Aduanas, Impuestos Internos o del Servicio Agrícola y Ganadero, por mencionar sólo algunas de las instituciones fiscalizadoras; todos los cuerpos legales se refieren directamente a los servicios. 


El Honorable Senador señor Allamand llamó la atención acerca del porqué se restringe la disposición y no considera que las denuncias podrían ser hechas por particulares.  Asimismo, refirió que es necesario examinar la situación que se produce cuando un funcionario le expone al superior la necesidad de formalizar una denuncia, y éste desestima el planteamiento del subordinado.


El Honorable Senador señor Espina recordó que los funcionarios públicos tienen sobre sí la obligación de denunciar, en el plazo de 48 horas, los hechos que revistan caracteres de delito, y si no lo hicieran arriesgan una pena que va hasta 541 días, motivo por el cual, con independencia de que esta ley lo prescriba o no, pues, cualquiera que fuera el cargo de un funcionario de la Conaf que detecta una infracción, no tiene opción.  Señaló que le parece preferible para reafirmar la obligación de denunciar señalar que la Corporación o Carabineros de Chile deberá hacer la denuncia, en cuanto comete a la institución la obligación de hacer la denuncia  y eso fuerza al funcionario a poner los hechos en conocimiento de la institución.  


El Honorable Senador señor Navarro expresó, recogiendo la observación del Honorable Senador señor Allamand, la importancia del carácter de delito de acción pública, por la extensión territorial, ya que una de las fórmulas consiste en que los funcionarios de Carabineros o de Conaf hagan la denuncia a sus respectivas instituciones, las que estarán obligadas a presentarlas en el juzgado de policía local correspondiente. Manifestó que se inclina por incorporar, cuando correspondiera, que estos delitos sean efectivamente de acción pública, que sean refrendadas por la entidades fiscalizadoras , claramente, es mejor que así sea, porque cuando alguien acude a Conaf o a Carabineros se plantea un problema respecto de la repercusión de la privacidad de la denuncia, en cambio, al ocurrir ante el juez, éste tiene la facultad de ordenar que se constate por Carabineros la efectividad de los hechos, pudiendo mantener el nombre del denunciante en reserva.


Agregó la Directora Ejecutiva de Conaf que el precepto pone de manifiesto el tema de fondo que se ha discutido respecto de si ésta legitimada o no para hacerlo, por ser un ente privado.  El hecho, explicitó, es que está en juego la administración de recursos públicos, por tanto, se  está frente a acciones  públicas en que la ley debe ser cumplida, sea cual fuere la entidad que la debe cumplir.  En el criterio equívoco que se tiene de la Corporación, detalló, se habla de funcionarios, pero es justamente esa la preocupación que, en su momento, manifestaron los representantes sindicales, en cuanto a la exposición de aquéllos al hacer denuncias, y clarificó que su planteamiento es que les cabe la obligación de hacerlas, pero, como contrapartida, requieren el respaldo institucional efectivo de la Corporación, pues, aun siendo una corporación de derecho privado, está llamada por ley a formular denuncias.  


El Honorable Senador señor Ávila señaló que no advierte problemas en la redacción porque el funcionario actúa, en representación de la institución de que forma parte, y está obligada a hacerlo si él ha detectado la comisión de un delito o de alguna conducta  que revista caracteres de tal, y la pone en una instancia jurisdiccional, entonces  a partir de ahí, naturalmente, ese funcionario   siente la solidaridad de la institución, la que tomará parte en todas las acciones que correspondan.  No advierte la necesidad de un  respaldo institucional. 


El Honorable Senador señor Vásquez hizo notar que, con la excepción de las causas por accidentes de tránsito, desde una cierta cuantía, todas las apelaciones en contra de sentencias dictadas por los juzgados de policía local son conocidas por jueces de letras, como tribunal de alzada; expuso que en apelaciones por multas que excedan de las 5.000 unidades tributarias mensuales, lo razonable que las conociera la Corte de Apelaciones correspondiente.


El Honorable Senador Espina señaló que debería haber un procedimiento estándar y que los representantes del Ejecutivo, en particular, la Corporación Nacional Forestal, sobre la base de la experiencia institucional, deberían manifestar si su funcionamiento se adecua a los requerimientos, y cuáles son los perfeccionamientos que le darán expedición y seguridad jurídica a las partes.


El Honorable Senador señor Navarro adelantó que espera dar un debate respecto del destino de las multas, y manifestó que es contrario a que ingrese en el Tesoro Público, pues es partidario que un 40% se destine a beneficio municipal del lugar donde se apliquen y que, en definitiva, vayan al fondo donde se está contribuyendo al recurso para que se aplicaren; entonces, claramente, hay un cierto incentivo municipal, similar al que consulta la Ley de Pesca, aunque lamentablemente los municipios no las apliquen. En su defecto, postuló, que vaya al Fondo Común Municipal.


El Honorable Senador señor Horvath sugirió que pudieran destinarse al fondo de investigación.


Las Comisiones unidas acordaron no pronunciarse de momento, en espera de que el Ejecutivo manifestara si estaba en disposición de incorporar dos aspecto del debate: a) el delito de acción pública, y b) darle más fuerza a la responsabilidad de la Conaf en la formulación de las denuncias.


Al autorizarse la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, en el trámite del Nuevo Segundo Informe, el Ejecutivo planteó una indicación parcialmente sustitutiva de la precedente 


La indicación número 333, de S. E. la señora Presidenta de la República tiene por objeto sustituir el actual artículo 40, que pasó a ser 48, por el siguiente:

“Artículo 48.- Corresponderá aplicar las sanciones y multas establecidas en la presente ley al juez de policía local que fuere abogado, con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción, el que conocerá en primera instancia de las denuncias que le formularen los funcionarios de la Corporación o de Carabineros de Chile.


Sin embargo, aquellas infracciones que importen la aplicación de multas superiores a 5.000 unidades tributarias mensuales y las que se cometieren dentro de una comuna que no tenga un juez de policía local que sea abogado, serán resueltas, en primera instancia, por el juez de policía local con asiento en la ciudad cabecera de provincia.


Los tribunales a que se refieren los incisos anteriores conocerán de las denuncias que se formularen con arreglo a las disposiciones y procedimiento consignados en la ley Nº 18.287, salvo lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 de la mencionada ley.


No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, los delitos consultados en los artículos 43, 52 y 53 de esta ley serán de conocimiento de los Jueces de Garantía o de los Tribunales de Juicio Oral, según corresponda, con competencia en el territorio en el cual se hubiere cometido el hecho punible.”.


El Honorable Senador señor Vásquez propuso aprobar la indicación con una enmienda formal, en el inciso cuarto consistente en la supresión de la frase “No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores” y de la coma (,) que sigue a ésta, de forma tal que comience aquel con la expresión “Los delitos”.

Hizo presente que el debate que se sostuvo a propósito de la indicación número 329, que recae en el artículo 35, que pasa a ser 41, está contenido en esta disposición.  Agregó que el asunto debatido está normado por la ley N° 18.287, sobre procedimientos de los Juzgados de Policía Local, la cual permite la acción ejecutiva ante el mismo tribunal, razón por la cual no se aplican las normas del Código Tributario, de ahí que los requerimientos de modificación sean realmente menores.  Indicó que su única diferencia con el planteamiento del Ejecutivo es que él propone la fijación de costas mínimas y máximas, al tenor de lo que fue el origen de esta propuesta, dado que existen antecedentes que hacen temer que las mismas no sean reguladas por los Juzgados de Policía Local. 


El Honorable Senador señor Espina discrepó del parecer de Su Señoría, por estimar que no corresponde que el Poder Legislativo asuma el monto en el que se deben tasar o regular las costas y será, justamente, materia de la controversia.  Expresó que comparte la redacción del Ejecutivo.


Su Señoría manifestó que retira la sugerencia en la parte que se refiere a las costas, idea que había nacido del planteamiento de personeros de la Corporación Nacional Forestal.


Los representantes del Ejecutivo dieron a conocer una proposición consensuada para intercalar un inciso cuarto nuevo pasando a ser el actual, quinto, cuyo tenor es el siguiente:  


“La Corporación estará facultada para solicitar ante los Juzgados de Policía Local la aplicación de los apremios establecidos en el inciso primero del artículo 23 de la ley Nº 18.287 y para ejercer las acciones ejecutivas a que se refiere el inciso segundo de dicho artículo, tendientes a hacer efectivo el pago de las multas que se apliquen como sanción a las contravenciones establecidas en esta ley. Asimismo, estará facultada para percibir las costas personales y procesales por las actuaciones en que intervenga, a cuyo pago sean condenados los infractores.”.


Las Comisiones unidas concordaron en sustituir  en el inciso cuarto de esta disposición la referencia a los artículos 32 y 43, por otra, a los artículos 41, 50 y 51, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto. 


En consecuencia, las Comisiones unidas aprobaron la indicación número 333 con las dos modificaciones señaladas y enmiendas formales de redacción por unanimidad.  Concurrieron a la votación los Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila).


Con la misma votación precedente, se tiene por rechazada la indicación número 261.

Artículo 41

 pasa a ser 47

Esta norma, en sus cinco incisos, sienta el procedimiento aplicable en materia de infracciones. Dispone que, detectada una infracción a las disposiciones de esta ley o de su reglamento, los funcionarios de la Corporación deberán levantar un acta en que se consignarán los hechos constitutivos de la infracción, indicando el día, lugar, fecha y hora de la diligencia inspectiva, la circunstancia de encontrarse o no presente el supuesto infractor o su representante legal, así como la individualización de éste, su domicilio, si ello fuera posible, y las normas legales contravenidas.


A su vez, el inciso segundo prescribe que. con el mérito del acta referida en el inciso primero, el respectivo Director Regional de la Corporación deberá efectuar la correspondiente denuncia ante el tribunal competente, acompañando copia de dicha acta.


El inciso tercero preceptúa que los tribunales a que se refiere el artículo anterior conocerán de las denuncias que se formularan con arreglo a las disposiciones y procedimiento consignados en la ley Nº 18.287, salvo lo dispuesto en los artículos 19, 20, 21 y 23 de la mencionada ley.


Tratándose de una primera infracción y si aparecieran antecedentes favorables, previene el inciso cuarto, el tribunal podrá disminuir la multa aplicable hasta en un 50%.  Asimismo, podrá absolver al infractor en caso de ignorancia excusable o de buena fe comprobada.


Autoriza, por último, que los controles se realicen mediante fotografía aérea o sensores remotos, sin perjuicio de otros medios de prueba.


La indicación número 262, de S. E. la señora Presidenta de la República, intercala, en el inciso segundo del artículo en examen, que pasa a ser 38, a continuación de la palabra “competente” la frase “o al Ministerio Público, según sea el caso,”.

Esta indicación fue aprobada por la Comisión de Hacienda.


El Honorable Senador señor Navarro observó que el inciso cuarto del artículo en examen prescribe, tratándose de una primera infracción, la suspensión o incluso la absolución de la multa, lo que le parece bien, y recordó que en el caso del proyecto Parque Cantauco, en 1995, cuando la Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados fue, por primera al lugar, pudo observar que Golden Spring le había pagado a los huilliche e introducido sus máquinas y taló bosque nativo, pero las multas les fueron aplicadas sólo a éstos, y no a la empresa, lo que le lleva a pensar que la carga de las sanciones pecuniarias debería ser distribuida entre el propietario del predio y el agente que lo explota.


El Honorable Senador señor Coloma reparó que el precepto habla del infractor que no es necesariamente el propietario, y puede serlo la empresa.


El Honorable Senador señor Navarro planteó que, en el caso particular, debe entenderse que lo es el propietario, pues es quien recibe el beneficio, y no quien hace la corta.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que estima razonable lo planteado por Su Señoría, lo que lleva a estudiar cómo, en casos de esta especie, que implican una cierta colusión y el conocimiento de que se hace una explotación indebida, para determinar a quién debería aplicársele la infracción, pues los infractores son los dos.


El Fiscal del Ministerio de Agricultura, señor Caussade, señaló que en una revisión de detalles se constató que el inciso tercero de este artículo es idéntico al inciso tercero del artículo precedente, razón por la cual es necesario acordar la supresión de aquél.


En virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación se acordó por la por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo (por sí y por Navarro), eliminar el inciso tercero del artículo en estudio. 


Finalmente, la indicación número 262 fue aprobada con la misma votación precedente. 

Artículo 42

pasa a ser 48

Le reconoce, en su inciso primero, a los funcionarios designados por la Corporación Nacional Forestal para la fiscalización de esta ley y a los de Carabineros de Chile, el carácter de ministro de fe en todas las actuaciones que deban realizar para el cumplimiento de esa labor.


Los incisos segundo y tercero regulan la modalidad de acceso para funcionarios de la Corporación a los predios o centros de acopio para los efectos de controlar el cumplimiento de la ley, previa autorización del encargado de la administración de los mismos, y a la posibilidad de solicitar al juez competente el auxilio de la fuerza pública, en caso de negativa.

Este precepto no fue materia de modificaciones en los informes precedentes de las Comisiones unidas.


Con la indicación número 263, S. E. la señora Presidenta de la República, requiere incorporar a este artículo, el siguiente inciso cuarto nuevo:



“Para los efectos de lo indicado en el inciso anterior, se considerará que es competente el juez de policía local señalado en el inciso primero del artículo 37 precedente.”.

El Honorable Senador señor Allamand hizo notar que en el inciso primero se hace mención a los funcionarios designados por la Corporación, pero la persona que presta servicios en la entidad no tiene esta calidad, lo cual hace necesario analizar este aspecto.


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, concordó con Su Señoría en la necesidad de hacer una revisión sobre el particular y sustituir dicha expresión por el profesional.


El Honorable Senador señor Coloma invitó a tener presente que se está tratando de personas que actúan como ministros de fe.  Indicó que sólo un funcionario público está habilitado para desempeñarse en esa calidad.


El Honorable Senador señor Vásquez refirió que se puede constituir en un agente público, y con esa investidura se llega al mismo resultado.


El señor Caussade, Fiscal del Ministerio de Agricultura, refirió que podrían hacer una propuesta ya que hoy día se aprueba, a propósito del Servicio Agrícola y Ganadero, por ejemplo, que tiene gente a honorarios que ayuda en los temas de fiscalización, el Parlamento aprueba una glosa para efectos de implementar los recursos, con lo cual se  puede contratar personal a honorarios, los cuales tienen la calidad de agente público. 


Con posterioridad, de S. E. la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 334, agrega el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Para los efectos de lo indicado en el inciso anterior, se considerará que es competente el juez de Policía Local señalado en el artículo 45 precedente.”.


Las Comisiones unidas concordaron aprobar la indicación precedente con la modificada en el sentido de sustituir la referencia al artículo 45, por otra, al artículo 46, como consecuencia del cambio de la enumeración del artículos del proyecto. 


En consecuencia, la indicación número 334 fue aprobada, con enmiendas formales de referencia, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.

La indicación número 263 fue rechazada con la misma votación.

Artículo 43

 pasa a ser 49


En su inciso primero fija en cinco años el plazo de prescripción de las acciones destinadas a perseguir las infracciones establecidas por esta ley 


El inciso siguiente regula la forma de computar el plazo de prescripción, y dispone que se contará desde que se hubiera cometido la infracción, salvo respecto de aquéllas de carácter permanente, en que se contará desde que hubiera cesado el incumplimiento.


Finalmente, prescribe que cualquiera nueva infracción en el mismo predio interrumpirá las prescripciones que estuvieran en curso.


Con la indicación número 264, S. E. la señora Presidenta de la República reemplaza el  inciso primero de este artículo, por el siguiente: 


“Artículo 40.- Las acciones destinadas a perseguir las infracciones de esta ley que no constituyan un delito prescribirán en el plazo de cinco años y las que constituyen ilícitos penales prescribirán en la forma y plazos establecidos en el Código Penal.”.


El Honorable Senador señor Espina estimó ilógico que una falta prescriba en el plazo de cinco años, y desde un punto de vista técnico, la indicación tiene por objetivo ampliar el plazo de prescripción para las faltas cuyo plazo normal de prescripción es de seis meses.   Manifestó que su punto de vista es que las reglas generales de la prescripción deberían ser aplicadas a todos los casos, ya que de lo contrario se tiene para cada figura delictiva plazos de prescripción distintos o se carece de certeza respecto de las situaciones jurídicas.


El Honorable Senador señor Vásquez  señaló que el plazo normal de la prescripción en materia de faltas  de seis meses  para investigar una infracción en un bosque nativo es, en la práctica, dejar absolutamente al arbitrio la comisión del ilícito.


El Honorable Senador señor Coloma consideró que sería más razonable reducir el plazo de prescripción de las faltas a dos años.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura. expuso que hay fenómenos que demoran un tiempo prolongado en registrarse y, por otro lado, se ajusta a que establece la Ley General de Bases del Medio Ambiente en lo concerniente a infracciones ambientales,


La indicación 264, fue aprobada con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo, Navarro y Vásquez.
Artículo 44

pasa a ser 50

Sanciona al interesado que presente un plan de manejo forestal basado en antecedentes falsos, atendida la gravedad del acto, con multa de 5 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea solicitada en el plan de manejo forestal.


Serán solidariamente responsables del pago de esta multa todas aquellas personas que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 7º de la presente ley, hayan firmado el plan de manejo forestal, siempre que conocieran o no hubieran podido menos que conocer la calidad de los antecedentes a que se refiere el inciso precedente.

Esta disposición no fue modificada con ocasión de los  informes precedentes.



La indicación número 335, de S. E. la señora Presidenta de la República, tiene por objeto sustituir el actual artículo 44, que pasó a ser 52, por el siguiente:

“Artículo 52.- El que presentare un plan de manejo basado en certificados falsos o que acrediten un hecho inexistente, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.


Si quien hubiere presentado el plan basado en los certificados a que se refiere el inciso anterior, hubiere percibido una bonificación de las que otorga esta ley, será condenado, además,  al pago de una multa ascendente al triple del monto de la bonificación percibida, la que se reajustará según la variación que haya experimentado el Indice de Precios al Consumidor  entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.”.


El Honorable Senador señor Navarro evocó que hace algún tiempo hubo un enfrentamiento muy duro respecto de la pena que corresponde en el delito de incendio forestal, marco en el cual pudo comprobar que todos los estudios jurídicos señalan que el aumento de las penas induce, finalmente, a que los jueces no las apliquen en los casos particulares en que las mismas resulten excesivas.  También se refirió a la descripción de la conducta típica, porque ésta consiste en presentar un plan de manejo basado en certificados falsos o que acrediten un hecho inexistente, y siendo así, podría suceder que la empresa que deba elaborarlo no acuda a terreno y esto dé origen a que el interesado presente un plan de manejo que está basado en un hecho falso o inexistente, sin que tenga conocimiento. 


El Honorable Senador señor Allamand señaló que el artículo debería considerar como autores del delito tanto al elaborador como al presentador ya que, en caso contrario, podría el juez estimar que por exigencias del tipo no está en situación de condenar al que lo hubiese elaborado.

El Honorable Senador señor Espina explicó que los certificados se consideran documentos públicos, razón por la cual se le aplica idéntica penalidad a la establecida para el delito de falsificación de documento público.  Sería arbitrario, señaló, aplicar una pena menor a un delito de esta especie, salvo que se le quitare la calidad de instrumento público.


Respecto de la situación que incide en el verbo rector que especifica la conducta penada, entiende que para evitar lo señalado por Su Señoría debe describirse como el que lo elaborare o lo presentare.  


El abogado del Ministerio de Agricultura, señor Huerta, sugirió intercalar antes de la coma (,) que precede a la palabra “será”, intercalar la expresión  “a sabiendas de tales circunstancias”.


El señor Cavieres precisó que los acreditadores forestales sólo están habilitados para certificar los datos consignados en el plan de manejo corresponde a la realidad, no certifican un plan de manejo ni son sus elaboradores. 


Las Comisiones unidas aprobaron la indicación número 335, con la enmienda precedentemente señalada, con el voto de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Naranjo, Navarro y Vásquez.

Artículo 45

pasa a ser 51

La Comisión de Hacienda aprobó la indicación número 265, de S. E. de la señora Presidenta de la República, que sustituye el inciso primero del actual artículo, por el siguiente:



“Artículo 45.- El que, con el propósito de acogerse a la bonificación establecida en esta ley adjuntare certificados falsos, será sancionado como autor del delito de uso malicioso de certificado falso con la pena establecida en el artículo 32 de esta ley.”.


A su vez, el inciso segundo, que fue aprobado en el Primer Informe de estas Comisiones unidas, manda que al infractor que hubiera percibido la bonificación, se le aplique además una multa que será equivalente al triple de la cantidad de dinero percibida indebidamente por tal concepto, reajustada según la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor o el sistema que lo reemplace.


Al abrirse el debate sobre esta indicación, el Honorable Senador Espina previno, que los abogados del Ejecutivo hagan un estudio para que no se rebajen las penas ya que, en este caso, se constituye un tipo especial para castigar este ilícito, como lo es el uso de certificado falso, pues, tal vez, el delito que se configura es fraude al fisco.


El Honorable Senador Navarro indicó que se trata de una cuestión debatible de mayor profundidad, pero le parece que, claramente, no se resuelven con penas corporales, y destacó que existe una tendencia a la extensión de las penas privativas de libertad.  Indicó que en lo que se refiere a los incendios forestales, la gravedad de las penas hizo que por mucho tiempo los jueces no la aplicaran.  Anticipó que le parece improbable que se vayan aplicar estas penas, motivo que le lleva a pensar que si no se le da una norma alternativa al juez, éste no aplicará aquéllas.  Se requiere una persona acorde con la entidad del ilícito.


El Honorable Senador señor Espina argumentó que en este caso el delito de uso de certificado falso atenta contra el bien jurídico de la fe pública e hizo mención a que desde antiguo el ordenamiento lo ha protegido.  Algo similar, dijo, ocurre cuando hay falsificación de certificado de exportación de productos, y para dichos efectos no es relevante que se trate del bosque nativo.  Hizo referencia, además, a la extensa gama de circunstancias que la le ley prevé y pone a disposición del sentenciador, antes de que éste aplique la pena máxima de una escala.


El Honorable Senador señor Vásquez consideró que tiene razón el Honorable Senador señor Navarro y propuso estudiar una sanción similar a la que se establece para los delitos de estafa en los que la gravedad de la pena se gradúa en función del monto de lo defraudado.


En el nuevo plazo fijado al efecto, a petición de vuestras Comisiones unidas, S. E. la señora Presidenta de la República propuso la indicación número 336, para sustituir el inciso primero del artículo en estudio por el siguiente:


“Artículo 45.- El que, con el propósito de acogerse a las bonificaciones establecidas en esta ley, hubiere presentado un plan de manejo basado en antecedentes falsos, distintos de los señalados en el artículo 52, será sancionado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Si se hubiere percibido una bonificación, se sancionará, además, con la pena de multa, la que será equivalente al doble del monto de la bonificación percibida, reajustada según la variación que haya experimentado el Indice de Precios al Consumidor entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.”.


El señor Cavieres, asesor del Ministerio de Agricultura, previno que el objeto de la indicación es sustituir, en realidad, la totalidad del artículo y no solamente su inciso primero; motivo por el cual propuso analizarlo como una indicación sustitutiva del precepto.   


El señor Huerta, abogado del mismo Ministerio, recordó que en la sesión precedente se aprobó una disposición que castiga el uso malicioso de instrumentos falsificados, mientras que la disposición en que recae la indicación en examen, se sanciona cualquier otra mendacidad que se pueda cometer en la elaboración de un plan de manejo, dándole un tratamiento penal más benévolo que el de aquel ilícito.


El Honorable Senador señor Espina formuló su reserva ante la situación que se plantearía a la persona que hubiera presentado  un plan de manejo basado en antecedentes falsos, respecto de los cuales él no tenía conocimiento. Propuso que se intercale la expresión “a sabiendas”, a continuación de la palabra “presentado” y la expresión “un plan de manejo”, observación que fue acogida.


Asimismo, las Comisiones unidas concordaron en sustituir en el inciso primero de esta disposición, la referencia al artículo 52, por otra, al artículo 50, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto.


En consecuencia, la indicación número 336 fue aprobada, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura).

Con la misma votación, se tiene por rechazada la indicación número 265.
Artículo 46

Prescribe que en el caso de que los antecedentes a que se refieren los artículos 42 y 43 hubieran sido aportados por acreditadores forestales, las sanciones establecidas en tales artículos serán aplicables sólo al acreditador que proporcione los antecedentes falsos o adulterados.

La indicación número 266, de S. E. de la señora Presidenta de la República, suprime el actual artículo 46.

, 


Fue aprobada por los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (dos votos), Horvath, Navarro y Naranjo.  


Con la misma votación se entiende rechazada la indicación número 212.

Artículo 47

pasa a ser 52


La Comisión de Hacienda dio su aprobación a la indicación número 267 de S. E. de la señora Presidenta de la República, para que se intercale en este artículo, a continuación de la expresión “Toda corta”, la expresión “de bosque”; y para sustituir las palabras “encontrara” por “encontraren” y “hubieran” por “hubieren”.


Prescribe que toda corta de bosque no autorizada hará incurrir al propietario del predio, o a quien la ejecute, en una multa equivalente al doble del valor comercial de los productos cortados o explotados, con un mínimo de 5 unidades tributarias mensuales por hectárea.  Cuando los productos se encontraren en poder del infractor, caerán además en comiso, y serán enajenados por la Corporación.  Si los productos provenientes de la corta no autorizada hubieren sido retirados total o parcialmente del predio, el infractor será sancionado con la multa señalada precedentemente, incrementada en un 200%.

La indicación número 267 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (2 votos),  Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Naranjo y Navarro.

Artículo 48

 pasa a ser 53


El artículo sobre el que recae la indicación número 213, aprobada por estas Comisiones unidas, con ocasión de su Informe Complementario del Segundo Informe, prescribe, en su inciso primero, que la corta, eliminación, destrucción o descepado de ejemplares pertenecientes a especies declaradas Monumento Natural y a especies clasificadas como en peligro de extinción, raras, vulnerables o insuficientemente conocidas, que no corresponda a intervenciones autorizadas de conformidad a los artículos 19 y 20 de esta ley, será sancionada con multa de 5 a 20 unidades tributarias mensuales por ejemplar. En ningún caso, agrega, la multa podrá ser inferior al doble del valor comercial de cada ejemplar.


Con arreglo al inciso segundo, la misma sanción debe aplicarse a la muerte provocada de ejemplares de las especies referidas, que no esté sancionada en otra norma legal. 


En caso que los productos de la infracción estén en poder del infractor, ordena el inciso tercero, caerán en comiso y serán enajenados por la Corporación. Si dichos productos hubieren sido retirados total o parcialmente del predio o centro de acopio, la multa que corresponda al infractor se aumentará en un 200%.”.



La indicación número 268, de S. E. de la señora Presidenta de la República, aprobada por la Comisión de Hacienda, en su Informe, propone modificar el del siguiente modo:


a)
Sustituir el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 48.-  La corta, eliminación, destrucción o descepado u otra forma de dar muerte a individuos de especies clasificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras,  insuficientemente conocidas o fuera de peligro, que no corresponda a intervenciones autorizadas de conformidad al artículo 19 de esta ley, será sancionada con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales por individuo, si éste no tuviere valor comercial; en caso contrario, la multa será igual al doble del valor comercial de cada individuo objeto de la intervención.”.


b)
Eliminar el inciso segundo, pasando el actual inciso tercero a ser segundo.



c)
Agregar el siguiente inciso 3º nuevo:



“En el caso de individuos sin valor comercial, el juez de la causa, para aplicar la sanción indicada en el inciso primero, deberá tener en consideración el número de individuos intervenidos, el valor científico de los mismos y la clasificación de la especie, para lo cual solicitará un informe al respecto a la Corporación.”.


En consecuencia, el texto propuesto por la Comisión de Hacienda es el siguiente:


“Artículo 48.- La corta, eliminación, destrucción o descepado u otra forma de dar muerte a individuos de especies clasificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras,  insuficientemente conocidas o fuera de peligro, que no corresponda a intervenciones autorizadas de conformidad al artículo 19 de esta ley, será sancionada con multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales por individuo, si éste no tuviere valor comercial; en caso contrario, la multa será igual al doble del valor comercial de cada individuo objeto de la intervención.


En caso que los productos de la infracción estén en poder del infractor, caerán en comiso y serán enajenados por la Corporación.  Si dichos productos hubieren sido retirados total o parcialmente del predio o centro de acopio, la multa que corresponda al infractor se aumentará en un 200%.


En el caso de individuos sin valor comercial, el juez de la causa, para aplicar la sanción indicada en el inciso primero, deberá tener en consideración el número de individuos intervenidos, el valor científico de los mismos y la clasificación de la especie, para lo cual solicitará un informe al respecto a la Corporación.”.
 
En el nuevo plazo que fijó al efecto la Corporación, S. E. la señora Presidenta de la República presentó la indicación número 337 que tiene por objeto sustituir el inciso primero por el siguiente:


“La corta, eliminación, destrucción o descepado u otra forma de dar muerte a individuos de especies clasificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras, insuficientemente conocidas o fuera de peligro, que no corresponda a intervenciones autorizadas de conformidad al  artículo 19 de esta ley, será sancionada con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales por individuo, si éste no tuviere valor comercial; en caso contrario, la multa será igual al doble del valor comercial de cada individuo objeto de la intervención.”.

El Fiscal del Ministerio de Agricultura, señor Caussade expuso que, cuando se reformularon los diversos tipos de las conductas sancionables, a petición expresa de estas Comisiones unidas, se atendió, también, al requerimiento de que fueran armonizadas la cuantía de las penas en atención a la gravedad de las infracciones, y por esa razón se disminuyó el monto de la multa que impone la indicación número 268, aprobada por la Comisión de Hacienda.


El Honorable Senador señor Coloma propuso sustituir en este precepto el sustantivo individuo, todas las veces que se usa en este precepto, ya sea en singular o en plural, y reemplazarlo por “ejemplar” o por “ejemplares”, según lo dicten las reglas gramaticales de concordancia, en cada uno de los casos. 

 
En virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, la proposición precedente fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 


Asimismo, las Comisiones unidas concordaron reemplazar en el inciso primero de este precepto, la referencia al artículo 19, por otra, al artículo 20, como consecuencia del cambio de numeración del articulado del proyecto.


La indicación número 337 fue aprobada, con la modificación precedente, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 


Por consiguiente, la letra a) de la indicación número 268 se tiene por rechazada con la misma votación precedente.


Votada la letra b) de la indicación número 268, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 


Con la misma votación precedente, se aprobó, con la modificación indicada, el literal c) de la indicación número 268.

En virtud del acuerdo anterior, se entiende rechazada la indicación número 213.

Artículo 49

 pasa a ser 54

La Comisión de Hacienda, en su Informe, consigna que ha aprobado la indicación número 269 de S. E. de la señora Presidenta de la República, mediante la cual sustituye esta disposición del proyecto,  por el siguiente:



“Artículo 49. - La corta no autorizada de bosque nativo de conservación y de protección, hará incurrir al infractor en las multas mencionadas en los artículos 43 y 44, aumentadas en un 100%, según sea la naturaleza de las especies intervenidas.



En caso que la corta no autorizada incluyere individuos pertenecientes a alguna de las especies indicadas en el artículo anterior, se aplicará, conjuntamente con la sanción establecida en este artículo, la que correspondiere por la intervención de dichos individuos, en la forma que se señala en dicha norma.”.


Con la indicación número 338, S. E. la señora Presidenta de la República propone sustituir el artículo  por el siguiente:


“Artículo 49 .-  La corta no autorizada de bosque nativo con infracción a lo señalado en los artículos 17 y 18 de la presente ley, hará incurrir al infractor en la multa mencionada en el artículo 55 aumentada en un 100%.”.

El Asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, a requerimiento del Honorable Senador señor Horvath si en esta infracción se encuentra comprendido el anillado, explicó que, en general, se trata de situaciones más masivas que en el caso de las especies amenazadas, y es difícil pensar, si tuviera aquella pasividad, que alguien se dedique a anillar en forma sistemática, por razones de costo.


El Honorable Senador señor Espina manifestó su acuerdo con la norma, sin perjuicio de considerar que debería enmendársela para establecer una graduación en la escala de la multa, de forma tal que en lugar de imponerle, a todo evento, un aumento del 100% de la multa establecida en la disposición que señala, se intercale la preposición “hasta” con el objetivo de que sea el juez el que pueda determinar en el caso particular la multa que fuere proporcionada a la naturaleza y gravedad de la infracción, proposición que fue acogida.  


Las Comisiones unidas concordaron en sustituir  en este precepto la la referencia al artículo 55, por otra, al artículo 52, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto.


Votada la indicación número 338, las Comisiones unidas le dieron su aprobación con las enmiendas planteadas, por la unanimidad de los presentes, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 


Con la misma votación se da por rechazada la indicación número 269.


En virtud del acuerdo precedente se entiende rechazada la indicación número 214.
Artículo 50

 pasa a ser 55


La indicación número 270, de S. E. de la señora Presidenta de la República, aprobada por la Comisión de Hacienda, ha modificado el artículo 50 que propusieran vuestras Comisiones unidas con ocasión del Informe Complementario del Segundo Informe, del siguiente modo:


a)
Intercalar, en la letra b) del inciso primero, después de la palabra “manejo”, la voz “forestal”.



b)
Sustituir en la letra d), la expresión “artículo 54” por “artículo 50”.



c)
Reemplazar en la letra e), la expresión “artículo 56” por “artículo 52”. 



d)
Incorporar la siguiente letra f), nueva:



“f) El incumplimiento de las obligaciones contenidas en el plan de manejo de preservación será sancionado con multa cuyo monto será el triple del costo de la acción incumplida. Para determinar dicho costo, el juez deberá pedir informe de peritos.”.


e)
Suprimir el inciso segundo.


En consecuencia, el texto del artículo propuesto por la Comisión de Hacienda es del tenor siguiente:


“Artículo 50.- Establécense las siguientes sanciones para las infracciones que se señalan a continuación:


a) incumplimiento de las actividades de protección, con multa de 10 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida, de acuerdo a las prescripciones contenidas en el plan de manejo forestal;

n

b) incumplimiento a la obligación de reforestar contemplada en los planes de manejo forestal, con multa de 5 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea, entendiéndose siempre como falta grave para el efecto de aplicar la sanción;


c) incumplimiento de toda otra obligación contemplada en el plan de manejo forestal, con multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por cada hectárea incumplida, a menos que se acredite fuerza mayor o caso fortuito;


d) contravención a la norma establecida en el artículo 50, con multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales;


e) incumplimiento del plan de trabajo a que se refiere el artículo 52 de esta ley, con multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida, dependiendo de su gravedad.  Se considerarán faltas graves aquéllas que se refieran al incumplimiento de las normas de protección ambiental, y


f) El incumplimiento de las obligaciones contenidas en el plan de manejo de preservación será sancionado con multa cuyo monto será el triple del costo de la acción incumplida. Para determinar dicho costo, el juez deberá pedir informe de peritos.”.


Dentro del plazo que la Corporación fijara para formular nuevas indicaciones, a requerimiento de las Comisiones unidas, S. E. la señora Presidenta de la República con la indicación número 339, plantea sustituir el artículo que aprobó la Comisión de Hacienda  por el siguiente:


“Artículo 58.- Establécese las siguientes sanciones para las infracciones que se señalan a continuación:


a)
incumplimiento de las actividades de protección, con multa de 5 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida, de acuerdo a las prescripciones contenidas en el plan de manejo;


b)
incumplimiento a la obligación de reforestar contemplada en los planes de manejo, con multa de 10 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea, entendiéndose siempre como falta grave para el efecto de aplicar la sanción; 


c)
el incumplimiento de toda otra obligación contemplada en el plan de manejo forestal, distinta de las señaladas en la letra precedente, con multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por cada hectárea incumplida, a menos que se acredite fuerza mayor o caso fortuito;


d)
no acreditar a requerimiento de la autoridad competente, que las maderas que se encuentran en su poder provienen de una corta autorizada por la Corporación, a que se refiere el artículo 50, con multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales;


e) 
la corta, destrucción o descepado de formaciones xerofíticas, sin un plan de trabajo previamente aprobado por la Corporación y el incumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho plan, con una multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida dependiendo de su gravedad.  Se considerarán faltas graves aquellas que se refieran al incumplimiento de las normas de protección ambiental, y


f)
el incumplimiento de las obligaciones contenidas en el plan de manejo de preservación será sancionado con multa cuyo monto será el doble del costo de la acción incumplida.”.


El Asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, absolviendo una consulta del Honorable Senador señor Coloma, manifestó que la eliminación acordada de la definición de reforestación produce el efecto jurídico de dejar sometida la obligación de reforestar a los preceptos del decreto ley N° 701 y, en relación con las modificaciones introducidas, la principal es la regulada en el literal e), y recordó que si bien está establecido que para proceder a la corta, destrucción o descepado de formaciones xerofíticas se requiere de la aprobación previa por Conaf de un plan de trabajo, pero no estaba configurada la infracción de quien hiciera una corta de esa naturaleza sin contar con aquel instrumento.


El Honorable Senador señor Coloma consultó si no resulta un exceso la sanción que establece la letra b) de este artículo, ascendente a una multa de 10 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea, y que derive a su no aplicación.  Pidió que se deje constancia de que las unidades tributarias mensuales son una unidad de cuenta y no significa que las multas se apliquen acumulativamente, a razón del número de unidades por hectárea con un devengo mensual. 


El representante del Ejecutivo señaló que el problema más grave está en la actitud de los tribunales competentes que manifiestan escasa disposición a hacerlas cumplir, pero desde el decreto ley N° 701, en adelante, se ha establecido la obligación de reforestar con miras a asegurar que los suelos y las aguas de este país se mantenga en el tiempo,  Indicó que se trata de una base clave para el funcionamiento del país, el hecho de que exista una obligación de reforestar, y resaltó que Chile es uno de los pocos países que ha incrementado su cubierta forestal.  Destacó que el daño patrimonial que se hace es considerable, como lo evidencian las dunas y el embancamiento de los ríos.  Respecto del monto, señaló que la lógica procura establecer una relación entre el valor comercial y las multas, de tal forma que una y otra no se alejen, y sólo se colocan multas de otra índole cuando no hay claridad del valor comercial de esas especies, y se trata, en general, de especies amenazadas.  Agregó que las sanciones son similares y que sólo se han incrementado las que afectan a las especies amenazadas, sin que tengan un efecto gravoso cuando hay intereses relevantes de por medio.


El Honorable Senador señor Horvath coincidió en que deben ser más altas que el valor de la bonificación y del orden de lo que sea el valor de la tierra.


Las Comisiones unidas concordaron en sustituir la en la letra d) de la indicación propuesta, la referencia al artículo 50, por otra, al artículo 59, como consecuencia del cambio de la enumeración del articulado del proyecto.


La indicación número 339 fue aprobada, con la enmienda formal de referencia, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 


Por consiguiente, la indicación número 270 se tiene por rechazada con idéntica votación.

En virtud del acuerdo precedente la indicación número 215, se entiende rechazada con la misma votación.

Artículo 52

pasa a ser 57

Determina su inciso primero que el bosque nativo, respecto del cual se hubiera pagado alguna de las bonificaciones de esta ley, no podrá ser objeto de corta de cosecha en un plazo diferente al establecido en el plan de manejo.


El inciso segundo prevé que en el caso de anticipar o postergar la corta de cosecha, el interesado deberá contar previamente con el correspondiente certificado aprobatorio de modificación del plan de manejo forestal.  Asimismo, dispone que si la propuesta no concuerda con los objetivos definidos en el plan de manejo forestal, la Corporación otorgará esta autorización una vez acreditado el reintegro del total de los beneficios percibidos por la aplicación de esta ley.


Por último, su inciso final prescribe que, sin perjuicio de las sanciones por incumplimiento de los planes de manejo forestal señaladas en el artículo 46, cuando se trate de planes de manejo forestal que hubieran sido beneficiados por las bonificaciones que se contemplan en esta ley, los infractores deberán reintegrar los montos que hubieran percibido por concepto de dichas bonificaciones y perderán los beneficios asociados al concurso que hubieran ganado.


Cabe referir que en la discusión en particular recogida en el Segundo Informe, esta norma no fue modificada, pero sí lo hizo el Informe Complementario del Segundo Informe, al acoger la proposición contenida en la indicación número 216, de índole puramente adecuatoria, para reemplazar en el inciso final de esta disposición, que pasa a ser artículo 52, la expresión “artículo 48” por “artículo 50”.

Asimismo, la Comisión de Hacienda aprobó la indicación número 271, de S. E. la señora Presidenta de la República, modifica el texto actual de este artículo  en dos aspectos, signados bajo los literales a) y b). 

Con el literal a) se procura intercalar en el inciso primero, antes del punto final, la palabra “forestal”.

Con el otro, se propone sustituir en el inciso tercero, la expresión “artículo 50” por “artículo 46”.

Las Comisiones unidas, acordaron reemplazar la referencia al artículo 46 propuesto por  la disposición, por otra, al artículo 55, como consecuencia del cambio de la numeración del articulado del proyecto.


En consecuencia, la indicación número 271 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 


Por consiguiente, se entiende rechazada con la misma votación precedente la indicación número 216.

º º º


La indicación número 340, del Honorable Senador señor Navarro, propone agregar el siguiente nuevo artículo 51, al final del Título Séptimo sobre Procedimientos y  Sanciones:


“Artículo 51.- Concédese acción penal pública para los efectos de denunciar infracciones a la presente ley y su reglamento”.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que una norma como la propuesta podría multiplicar las denuncias.


El Honorable Senador señor Allamand advirtió una cuestión conceptual en la propuesta porque supone conceder acción penal pública para denunciar infracciones.


El Fiscal del Ministerio de Agricultura, señor Caussade, señaló que la proposición no les parece necesaria porque cuando se observan este tipo de acciones se canaliza hacia Carabineros o hacia la Conaf la que toma las providencias para comprobarla.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, indicó que complica el ejercicio de la misma que una proporción importante de personas no distinguen entre corta de un árbol y otras cortas que constituyan bosque.  


Puesta en votación la indicación número 340, fue rechazada por mayoría de votos.  Estuvieron por rechazarla los Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina, Horvath, Naranjo;  por aprobarla votó el Honorable Senador señor Naranjo (como reemplazante del señor Navarro).  
º º º

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 53

 pasa a ser 58

Dispone que sin perjuicio de lo establecido en el artículo 5º de esta ley, la Corporación podrá otorgar, a petición del interesado, autorización simple de corta cuando se trate del aprovechamiento o corta de una cantidad reducida de árboles, cuyo número se fijará en cada caso, destinados al autoconsumo o a las mejoras prediales, de acuerdo a la normas que establezca el reglamento, con lo cual se dará cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal.


El precepto no fue objeto de modificaciones por las Comisiones unidas en sus informes precedentes.



La indicación número 272, de S. E. de la señora Presidenta de la República, persigue la finalidad de sustituir en  el  presente artículo, la expresión “Sin perjuicio” por “No obstante,”.


Las Comisiones unidas acordaron modificar la indicación en el sentido de reemplazar la expresión “Sin perjuicio de” por “No obstante”.


La indicación número 272 fue aprobada, con la enmienda señalada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Allamand (dos votos), Ávila, Coloma (por sí y por el señor Longueira), Horvath, Naranjo y Navarro.
Artículo 54

pasa a ser 59

Estructurado sobre la base de dos incisos, el primero dispone que las personas naturales o jurídicas que participen en cualquiera etapa del proceso de explotación del bosque nativo, incluyendo el transporte amparado en guías de libre tránsito, deberán acreditar, a requerimiento de la autoridad correspondiente, que los productos primarios del bosque nativo que se encuentren en su poder provienen de una corta autorizada por la Corporación.


El inciso segundo posibilita, no obstante lo señalado en el anterior, que la Corporación Nacional Forestal autorice guías de libre tránsito para amparar el transporte de productos primarios provenientes de árboles nativos aislados, que no formen parte de un bosque y que no requieran autorización previa para su corta.



La indicación número 273, de S. E. la señora Presidenta de la República, plantea incorporar en esta disposición, el siguiente inciso tercero nuevo:



“El reglamento establecerá la forma y contenidos de las guías de libre tránsito que expedirá la Corporación.”.


La indicación número 273 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 

Artículo 59


Este precepto tiene su origen en la indicación número 217 para agregar un artículo nuevo que modifica, en cuatro numerales, otras tantas disposiciones de la ley N° 18.362, que crea un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, indicación cuya aprobación por vuestras Comisiones unidas consta del Informe Complementario del Segundo Informe.


El primero de aquellos numerales implica la “intercalación, en el inciso tercero del artículo 25 de dicha ley, de la expresión “la recreación,” la frase: “así como las que se requieran para fines de inspección gubernamental,”.  En general, aquel precepto legal enuncia las conductas y actividades prohibidas en las áreas silvestres protegidas, y su inciso tercero autoriza a la Corporación Nacional Forestal y de Recursos Naturales Renovables a que, mediante resolución fundada, permita la realización de actividades de carácter científico y de aquellas destinadas a la protección y vigilancia de las unidades o a la habilitación de lugares para la educación o la recreación, todo ello de acuerdo con los respectivos planes de manejo, y aun cuando esas actividades requieran la ejecución de algunos de los actos prohibidos que menciona el inciso primero.

La enmienda del numeral 2 agrega al inciso tercero del artículo 25, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “El reglamento establecerá los casos, forma, requisitos y condiciones en que procederá esta autorización.”.  

El número 3 de la indicación antedicha deroga el artículo 37 y la letra c) del artículo 38, disposiciones ambas de la ley N° 18.362. 


Cabe señalar que el artículo 37 citado, suprime en el inciso cuarto del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, la frase "y especialmente en las Reservas Forestales y Parques Nacionales de Turismo".   En rigor, dicho artículo 11 fue derogado ya por el artículo 5° de la ley N° 18.796, y su objeto era permitir, con limitaciones, el establecimiento y la explotación de colmenares en los terrenos fiscales y especialmente en las áreas protegidas.


A su vez, el literal c) del artículo 38 deroga el artículo 191 del decreto con fuerza de ley N° RRA. 11, de 1963, precepto que autoriza al Presidente de la República a que aplique, en los terrenos de las Reservas Forestales y Parques Nacionales de Turismo, que el Ministerio de Agricultura declare aptos para la agricultura, las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 256, de 1931, y del decreto con fuerza de ley N° 65, de 1960 que permiten otorgar títulos gratuitos sobre terrenos fiscales; la ley Nº 14.511 que, entre otras materias, fija normas sobre división de comunidades, liquidación de créditos y radicación de indígenas (ya derogada por el artículo 65 de la ley N° 17.729), y los artículos 12 y 15 del decreto supremo N° 1.600, de 1931, que fija el texto definitivo de la Ley sobre Constitución de la Propiedad Austral. 

Finalmente con el numeral 4 se sustituye el artículo 39 de la ley N° 18.362 por el siguiente:


“Artículo 39.- Mientras no entre en plena vigencia la ley N° 18.348, que crea la Corporación Nacional Forestal y de Protección de Recursos Naturales Renovables, las funciones y atribuciones que la presente ley asigna a dicha entidad serán ejercidas por la Corporación Nacional Forestal, su Director Ejecutivo, o sus trabajadores dependientes, según corresponda.”.”.



La indicación número 274, de S. E. la señora Presidenta de la República, propone suprimirlo.


La indicación número 274 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura).

Con la misma votación se rechazó la indicación número 217.

Artículo 61

pasa a ser 65

Le traspasa, en lo sucesivo, de pleno derecho, a la Corporación Nacional Forestal o a su Director Ejecutivo, según corresponda, las competencias, funciones y atribuciones en materia forestal otorgadas al Servicio Agrícola y Ganadero o a su Director, por las normas que a continuación se indican:


a) Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo N° 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización;


b) Decreto con Fuerza de Ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura;


c) Ley N° 18.378 de 1984, y las normas reglamentarias dictadas en conformidad a dicho cuerpo legal.


La Corporación será la continuadora legal del Servicio Agrícola y Ganadero en el ejercicio de las atribuciones a que se refiere este artículo.”.



La indicación número 275, de S. E. la señora Presidenta de la República, sustituye este artículo por el siguiente:


“Artículo 56.- Traspásase a la Corporación Nacional Forestal o a su Director Ejecutivo, según corresponda, las competencias, funciones y atribuciones en materia forestal otorgadas al Servicio Agrícola y Ganadero o a su Director, por las normas que a continuación se indica:



a)
El artículo 28 de la Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo N° 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización;



b)
Los artículos 6, 7, 8, 9 y 10 del Decreto con Fuerza de Ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura; y


c)
El artículo 3º transitorio de la Ley N° 18.378 y las normas reglamentarias dictadas en conformidad a dicho cuerpo legal.

La Corporación será la continuadora legal del Servicio Agrícola y Ganadero en el ejercicio de las atribuciones a que se refiere este artículo.”.


Dentro del plazo que la Corporación fijara para formular nuevas indicaciones, a requerimiento de las Comisiones unidas, S. E. la señora Presidenta de la República con la indicación número 341, propuso sustituirlo, por el siguiente:

Artículo 61.- Traspásanse, en lo sucesivo, de pleno derecho, a la Corporación Nacional Forestal o a su Director Ejecutivo, según corresponda, las competencias, funciones y atribuciones en materia forestal otorgadas al Servicio Agrícola y Ganadero o a su Director, por las normas que a continuación se indican:


a) El artículo 14 y 28 de la Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo N° 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización;


b) Decreto con Fuerza de Ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura;


c) Ley N° 18.378 de 1984, y las normas reglamentarias dictadas en conformidad a dicho cuerpo legal.


El señor Huerta, abogado del Ministerio de Agricultura, destacó que el propósito de esta indicación fue precisar, en cada uno de los literales, cuáles son las atribuciones que se traspasan, Hizo mención en primer término, a los artículo 14 y 28 del decreto supremo Nº 4.363, de 1931, que se refieren, respectivamente, a la facultad de otorgar concesión para explotar bosques fiscales y a la supervigilancia del cumplimiento de las leyes y reglamentos sobre la materia.  


En seguida, explicó que los artículos mencionados del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, modifica  leyes de control aplicables por el Ministerio de Agricultura y, entre otras materias, sanciona la explotación ilegal de maderas, en particular, faculta, actualmente, al Servicio Agrícola y Ganadero, a retener maderas cuando existan antecedentes fundados de que provienen de terrenos o bosques fiscales, de reservas forestales o de parques nacionales de turismo y de que han sido explotados ilegalmente, funciones que se traspasarán, bajo la vigencia de esta ley a Conaf.  En particular, relató, le confiere el carácter de antecedentes fundados a los informes o denuncias suscritos por los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero o por el personal del Cuerpo de Carabineros de Chile, quienes podrán señalar de inmediato el lugar o recinto de depósito de las maderas mientras el Servicio se pronuncie, en definitiva, acerca de la medida de retención; dispone que se presumirá que las maderas son de dominio del Servicio Agrícola y Ganadero.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Espina respecto de si solo el hecho de la retención produce el efecto de transferir el dominio, la señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, precisó que la medida procede cuando hay antecedentes fundados y ese mismo cuerpo legal le confiere acción judicial al particular para la restitución si las maderas no provinieren de terrenos fiscales, debiendo el funcionario ordenar el alzamiento de la medida precautoria, sin perjuicio de la responsabilidad que nace para el funcionario cuando se compruebe abuso o negligencia grave.


El Fiscal del Ministerio de Agricultura, señor Caussade, en respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Coloma, atribuyó al hecho de traspasar en forma específica atribuciones, una a una, la razón que ha llevado a suprimir en esta indicación el inciso final que le confiere a Conaf el carácter de continuador legal del Servicio Agrícola y Ganadero, en el ejercicio de las atribuciones traspasadas por imperio de este precepto.  


El Honorable Senador señor Espina consultó si el Servicio Agrícola y Ganadero estaba de acuerdo en el traspaso de facultades a fin de evitar que en un futuro se señalara que mediante esta ley se debilitaron sus funciones.


A su vez, la señora Subsecretaria de Agricultura, manifestó que el Servicio Agrícola y Ganadero está en conocimiento y que son instituciones que forman parte de la Administración del Estado.  


También, la representación del Ejecutivo descartó la prevención del Honorable Senador señor Horvath de que en el texto que se modifica por esta indicación el traspaso de funciones era de un contenido más amplio, pues sólo son los que se especifican y el criterio rector ha sido establecer una norma de plena certeza.  En lo que atañe al control sanitario son funciones que continúan radicadas en el Servicio Agrícola y Ganadero, pues su fuente normativa es la Ley de Protección Agrícola, y no la Ley de Bosques.  


La Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal puntualizó que, conforme a sus Estatutos, el Director del Servicio Agrícola y Ganadero es miembro del Directorio de aquélla, y en lo que específicamente concierne a plagas, mientras éstas no se encuentren en un proceso cuarentenario, la Corporación cuenta con recursos para intervenir, realizándose un trabajo conjunto de las dos instituciones.  Expuso que el punto de vista del Servicio Agrícola y Ganadera apunta, efectivamente, a que esa función estuviera radicada en Conaf, pero eso es materia de una iniciativa legal distinta.


La unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) aprobaron la indicación  número 341, con enmiendas formales de redacción.

Con la votación precedente, se tienen por rechazadas las indicaciones números 133 y 275.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º


Su inciso primero dispone que en lo que no sean incompatibles con lo dispuesto en esta ley y en tanto no se dicten los nuevos reglamentos, mantendrán su vigencia los reglamentos dictados sobre la materia.


Durante la discusión en particular del segundo informe y mediante la indicación número 151 se agregaron dos incisos nuevos a esta disposición.

El inciso segundo establece que sin perjuicio de lo establecido en el artículo 19 de la presente ley, los decretos supremos Nº 490 de 1976, 43 de 1990 y 13 de 1995, todos del Ministerio de Agricultura, mantendrán su vigencia mientras no se dicte el reglamento a que se refiere dicho precepto y los decretos que declaren Monumento Natural a las especies forestales a que se refieren los referidos actos administrativos.



La indicación número 276, de S. E. de la señora Presidenta de la República, suprime su inciso segundo.

Fue aprobada con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura).


En virtud del acuerdo precedente se entienden rechazadas las indicaciones números 151, 223, 224 y 225. 

Artículos 2° y 3°


S. E. la señora Presidenta de la República, presentó dos indicaciones sobre el particular.   La primera de ellas, en el orden cronológico, es la indicación número 277 cuya finalidad es suprimir los artículos 2° y 3° transitorios; la signada bajo el número 342, que presentara durante el plazo solicitado por vuestras Comisiones unidas, con oportunidad de este nuevo segundo informe, propone sustituirlos.


En primer término, se analizó la indicación más reciente y cada artículo fue votado por separado.


El artículo 2° transitorio que contiene el texto propuesto por la Comisión precedente dispone que las prohibiciones y demás regulaciones del artículo 20 de esta ley podrán aplicarse antes de la clasificación a que se refiere dicho precepto, respecto de aquellas especies vegetales vivas nativas que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estén identificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas en el documento denominado “Libro Rojo” de la Corporación Nacional Forestal. 


En estos casos, manda su inciso segundo, la aplicación de las prohibiciones procederá siempre que existan motivos fundados que así lo justifiquen y con la exclusiva finalidad de asegurar la preservación y conservación del bosque nativo, y se dispondrá mediante decreto supremo fundado del Ministerio de Agricultura, el que deberá llevar la firma del Ministro Secretario General de la Presidencia. Refiere que dicho decreto identificará la o las especies nativas o autóctonas sujetas a prohibición y una relación de las áreas de bosques nativos que constituyan hábitat relevante para cada una de ellas. 


Prescribe, seguidamente, que la prohibición así decretada sólo será aplicable a los individuos plantados por el hombre que pertenezcan a la respectiva especie, cuando tales plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación o reparación.


Finalmente, establece que los decretos dictados de conformidad a este artículo quedarán sin efecto, de pleno derecho, cuando la especie a que se refiera sea clasificada conforme al procedimiento del artículo 19 de esta ley.


La indicación número 342, de S. E. la señora Presidenta de la República, en lo que concierne al artículo 2° transitorio, lo sustituye por el siguiente:


“Artículo 2º, transitorio.- Las prohibiciones y demás regulaciones del artículo 21 de esta ley podrán aplicarse antes de la clasificación a que se refiere dicho precepto, respecto de aquellas especies vegetales vivas nativas que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estén identificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas en el documento denominado “Libro Rojo” de la Corporación Nacional Forestal. 


La prohibición así decretada sólo será aplicable a los individuos plantados por el hombre que pertenezcan a la respectiva especie, cuando tales plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación o reparación.”,

El asesor del Ministerio de Agricultura, señor Cavieres, evocó que en la década de 1980 Conaf clasificó un conjunto de especies en categoría de conservación, labor  que fue recopilada por el Libro Rojo al que la Ley General de Bases del Medio Ambiente le ha prestado reconocimiento; asimismo, dijo, tal como se ha referido en este debate, el decreto supremo N° 75, de 2004, aprobó el Reglamento para la Clasificación de Especies Silvestres.  El artículo propuesto, explicó, prevé que las especies  protegidas por el Libro Rojo y que no hubieran sido reclasificadas conforme al nuevo sistema, mantendrán su actual clasificación mientras no lo sean, con lo cual se procura asegurar la continuidad del estatuto de protección.


El Honorable Senador señor Horvath consultó por el sentido que debe darse al inciso segundo ya que, de su tenor, parecería ser que si una persona, por causa de investigación, ha logrado recuperar una planta rara, al no haberlo hecho en cumplimiento de medidas de compensación o recuperación, podría disponer libremente, ejemplificando, de un toromiro. 


El representante del Ejecutivo respondió que el objeto de la norma en debate no es la regulación genérica, y expuso que la disposición es concordante con las reglas de la convención CITES que, en el caso de una especie amenazada cuya comercialización esté prohibida internacionalmente, permite el establecimiento de criaderos para producirlas, e incluso habilita para exportarlas con los certificados de acreditación correspondientes de que su origen ha sido el que se menciona, y siempre que, además, esa producción no amenace las poblaciones que están en el medio silvestre.  Destacó que el fundamento para circunscribir el imperio de las prohibiciones a que se refiere el artículo 21 sólo a individuos plantados por el hombre que pertenezcan a la respectiva especie, cuando tales plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación o reparación, es porque éstas reemplazas a poblaciones que fueron destruidas, mientras que las exceptuadas de la norma prohibitiva son adicionales y, en tanto tales y hechas por la voluntad del hombre, sin que existieran ni reemplacen a nada, se pueden intervenir.

El Honorable Senador señor Coloma expuso que en un sentido de técnica legislativa le parece que sería correcto perfeccionar la redacción porque podría dar pie a que se interpretara que también permite la corta de aquello que no fue plantado por el ser humano.  


El Ejecutivo presentó una proposición de redacción del inciso segundo que despeja las prevenciones planteadas por los señores Senadores integrantes de las Comisiones unidas, que es del tenor siguiente:


“Tratándose de ejemplares plantados por el hombre que pertenezcan a la respectiva especie, esta prohibición se aplicará únicamente a las plantaciones que se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación o reparación.”


Vuestras Comisiones unidas aprobaron, con dicha modificación la sustitución que propone la indicación número 342,  respecto del artículo 2° transitorio, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 


En virtud del acuerdo precedente, se entiende rechazada la indicación número 226, con la misma votación.


El artículo 3° transitorio que propone sustituir la indicación número 342, prescribe que las modificaciones que el artículo 59 incorpora a la Ley N° 18.362 entrarán en vigencia sesenta días después de la publicación de esta ley, fecha en que también comenzará a regir el referido cuerpo legal.


La disposición sustitutiva tiene su origen en el acuerdo adoptado por las Comisiones unidas al aprobar la indicación número 297, con la modificación de que ésta tendrá el carácter de un artículo transitorio y se adecuará su redacción a dicha naturaleza.  

La proposición del Ejecutivo es la siguiente: 


Artículo 3º, transitorio.- En el plazo que transcurrirá entre la aprobación de esta ley y el decreto supremo mencionado en el inciso primero del Artículo 3º de la misma, se considerarán los tipos forestales señalados en el Artículo 19 del Reglamento Técnico del decreto ley Nº 701, de 1974, aprobado por decreto supremo Nº 259, de 1980, del Ministerio de Agricultura.”.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó una enmienda formal de redacción, para precisar el sentido y alcance del precepto, que consiste en incorporar entre la palabra “intercalar” y la expresión los tipos forestales la expresión “como tales”. 

El artículo 3° transitorio de la misma indicación número 342 fue aprobado con enmiendas formales de redacción, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 



En consecuencia quedan rechazadas las indicaciones números 277 y 227.
Artículo 4°


Prescribe que en un plazo de 90 días, a partir de la publicación de la ley, la Corporación fijará el valor de las actividades bonificables para el período comprendido entre la fecha de esta ley y la fecha en que comience a regir la primera temporada a que se refiere el inciso segundo del artículo 26.


Por efecto de la aprobación de la indicación número 228, se sustituyó en esta disposición de eficacia transitoria, que pasa a ser artículo 4°, la expresión “artículo 26” por “artículo 28”.  Asimismo, en ejercicio del artículo 121 del Reglamento de la Corporación se acordó reemplazar la frase “a partir del día de” por “a partir de la fecha de”.



Con la indicación número 278, S. E. la señora Presidenta de la República propone sustituir en este artículo, la expresión “artículo 28” por “artículo 25”, la cual fue aprobada por la Comisión de Hacienda.

Las Comisiones unidas concordaron  en reemplazar la referencia que hace esta disposición al artículo 25, por otra, al artículo 23, como consecuencia del cambio de numeración del articulado del proyecto.


La indicación número 278 fue aprobada con la modificación descrita por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales) y Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura). 


En virtud de lo anterior, se entiende rechazada la indicación 228, con la misma votación.

Artículo 5º nuevo.

La indicación número 343, de S. E. la señora Presidenta de la República agrega el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo 5º, transitorio.- La reglamentación de la presente ley deberá dictarse dentro de los noventa días siguientes desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


La designación de los integrantes del Consejo Consultivo deberá realizarse dentro de los sesenta días siguientes a contar de la fecha señalada en el inciso anterior.”.

El Honorable Senador señor Espina sugirió reemplazar en la frase inicial del primer inciso el término “la reglamentación” por “los reglamentos”.


El Honorable Senador señor Horvath indicó que un plazo de 60 días más 90 días es muy largo porque, aseveró, la idea es que la ley empiece a regir este año.


La señora Bau, Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, precisó que la intención no es fijar plazos de preclusión sino períodos dentro de un plazo único, que es de 90 días.


El Honorable Senador señor Coloma previno que existe un problema técnico porque, hecha la salvedad de que los plazos para nombrar el Consejo Consultivo y para la dictación del reglamento no son sumables, subsiste la necesidad de pensar si el plazo de 30 días para el estudio por aquél del reglamento no es demasiado reducido.


En razón de lo anterior, en el contexto del debate sobre la generación del Consejo Consultivo del Bosque Nativo, el Honorable Senador señor Espina propuso, formalmente, que el plazo que fija el artículo en debate se ampliase hasta 120 días. 


La indicación fue aprobada con dicha modificación y con enmiendas formales de redacción, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma (por sí y por el señor Longueira), Espina (por sí y por el señor Allamand, en su calidad de integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales), Horvath (por sí y por el señor Allamand, como integrante de la Comisión de Agricultura) y Vásquez (por sí y por el señor Ávila).

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente consignados, vuestras Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, Unidas, os propone que aprobéis el proyecto de ley de propuesto por la Comisión de Hacienda, con las siguientes enmiendas:

Artículo 2º

2)


Sustituirlo por el siguiente:


“2) Bosque: sitio poblado con formaciones vegetales en las que predominan árboles y que ocupa una superficie de por lo menos 5.000 metros cuadrados, con un ancho mínimo de 40 metros, con cobertura de copa arbórea que supere el 10% de dicha superficie total en condiciones áridas y semiáridas y el 25% en circunstancias más favorables.”.


(Mayoría 8x1, Indicación 229).

4)
Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“4) Bosque nativo de preservación: aquél, cualquiera sea su superficie, que presente o constituya actualmente hábitat de especies vegetales protegidas legalmente o aquéllas clasificadas en las categorías de “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”; o que corresponda a ambientes únicos o representativos de la diversidad biológica natural del país,  cuyo manejo sólo puede hacerse con el objetivo del resguardo de dicha diversidad.


 (Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 230).

5)


Suprimir, la coma existente a continuación del guarismo “45%” y la frase “el que podrá ser hasta de un 60% si un estudio de suelos calificado lo permite”.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 231).
6)


Eliminar la frase “al manejo con fines de uso múltiple, así como”.


(Unanimidad, 10x0,Indicación 283). 

º º º


Incorporar el siguiente numeral 7), nuevo:


“7) Cauce: curso de agua conformado por un lecho de sedimentos, arena o rocas, delimitado por riberas definidas, por el cual escurre agua en forma temporal o permanente.”. 


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 284).
º º º
7) y 8)


pasan a ser 8) y 9), sin enmiendas.
9)


pasa a ser 10), con la siguiente enmienda: 


Intercalar, antes del punto final, la palabra “forestal”.


(Unanimidad, 8x0, Indicación N° 232).
10)


pasa a ser 11), sin modificaciones.

11)


pasa  a ser 12), con la siguiente enmienda:


Suprimir la expresión “forestal” las dos veces en que aparece mencionada, a continuación de la frase “plan de manejo”.


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 286).
12)


pasa a ser 13), sin enmiendas.

13), 14), 15) y 16)


Eliminarlos.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 233).

17), 18), 19) y 20)


Han pasado a ser 14), 15), 16) y 17), sin modificaciones.

21)


pasa a  ser 18), sustituido por el siguiente:


“18) Plan de Manejo:  instrumento que, reuniendo los requisitos que se establecen en este cuerpo legal, planifica la gestión del patrimonio ecológico o el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales de un terreno determinado, resguardando la calidad de las aguas y evitando el deterioro de los suelos.


Será plan de manejo de preservación cuando tenga como objetivo fundamental resguardar la diversidad biológica, asegurando la mantención de las condiciones  que hacen posible la evolución y el desarrollo de las especies y ecosistemas contenidos en el área objeto de su acción.


Será plan de manejo forestal cuando su objetivo sea el aprovechamiento del bosque nativo para la obtención de bienes madereros y no madereros, considerando la multifuncionalidad de los bosques y la diversidad biológica.”.

(Unanimidad, 10x 0, Indicación N° 288).

22)


pasa a ser 19), con la siguiente enmienda:


Intercalar, después de la expresión “bajo dosel”, la frase “o con protección arbórea lateral”.  


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 291, y artículo 121 Reglamento del Senado).

23)


pasa a ser 20), con las siguientes enmiendas:

-Sustituir el término “maderables” por “madereros”. 

(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº292).


- Intercalar a continuación de la expresión “interior de un bosque”, la frase “nativo a partir de las especies nativas que lo componen”.


 (Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 235).

24)

Eliminarlo.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 293).

25)


pasa a ser 21), con las siguientes modificaciones:


-Agregar, al inicio de la definición, a continuación de “Regeneración natural” la siguiente frase “de bosque nativo”.


   (Unanimidad, 10x0, Indicación Nº  296).

- Intercalar, entre las palabras “árboles” y la expresión “del mismo rodal”, la palabra “nativos”, y agregar la preposición “de” antes de la expresión “rodales vecinos”.  


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 236).

26)

pasa a ser 22), sin modificaciones.

27)
pasa a ser 23), sin modificaciones.

28)


pasa a ser 24), sin enmiendas.

29)


pasa a ser 25), sin modificaciones.

30)


pasa a ser 26, sin enmiendas.

Artículo 4º

Inciso tercero

Sustituir, la expresión “artículo 24” por “artículo 34”. 

(Unanimidad, 8x0, Indicación N° 237).

TÍTULO II

DEL PLAN DE MANEJO FORESTAL


Reemplazarlo por el siguiente:


“TÍTULO II  DEL PLAN DE MANEJO”.


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 299).

Artículo 5º


-Eliminar la palabra “forestal” que sigue a continuación de la expresión “plan de manejo”.

 (Unanimidad, 8x0, indicación Nº 301).


-Sustituir, el punto final por un punto seguido, y agregar la siguiente oración “Los planes de manejo aprobados deberán ser de carácter público y estar disponibles en la página web de la Corporación para quien lo solicite.”.  


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 300).

Artículo 6º


Eliminar la palabra “forestal” que sigue a continuación de la expresión “plan de manejo”. 


 (Unanimidad 8x0, Indicación Nº 301).

Artículo 7º


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- El plan de manejo deberá ser presentado por el interesado y elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado o quien esté en posesión de un título profesional relacionado con las ciencias agrarias o forestales y que haya cumplido con una malla curricular de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.  Dicho plan deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.


Cuando la construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, según corresponda, implique corta de bosque nativo, el plan de manejo correspondiente deberá ser presentado por el respectivo concesionario o titular de la servidumbre, según los casos, quien será responsable del cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en él.


Cuando se trate de bosques fiscales, el plan de manejo deberá ser suscrito por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, quien será responsable del cumplimiento de las obligaciones contenidas en él. Será también suscrito por la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, con lo que se acreditará que el solicitante tiene alguna de dichas calidades y que no existe oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.


El plan de manejo podrá comprender varios predios y propietarios.”.


(Unanimidad 10x0, Indicaciones Nºs 302, 303 y 304).

Artículo 8º

Inciso primero


-Eliminar la palabra “forestal” que sigue a continuación de la frase “plan de manejo”.

Inciso segundo


-Sustituir la expresión “pronunciara” por “pronunciare”.


-Eliminar la palabra “forestal” que sigue a continuación de la frase “plan de manejo”.


- Sustituir la expresión “artículo 16” por “artículo 17”.

Inciso tercero


-Eliminar la palabra “forestal” que sigue a continuación de la frase “plan de manejo”.

Inciso cuarto


-Reemplazar la palabra “rechazara” por “rechazare”.


-Eliminar la palabra “forestal” que sigue a continuación de la frase “plan de manejo”.

Inciso final

-Eliminar la palabra “forestal” que sigue a continuación de la frase “plan de manejo”.


(Unanimidad 8x0, Indicaciones Nºs 239 y 301 y artículo 121 Reglamento del Senado).

Artículo 9º


Suprimir la palabra “forestal” que sigue a continuación de la expresión “planes de manejo”.


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 301).

Artículo 10


Suprimir, en los incisos primero y segundo, la palabra “forestal” que sigue a continuación de la expresión “plan de manejo”.


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 301).

Artículo 11


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 11.- La Corporación podrá elaborar normas de manejo de carácter general, a las que podrán acogerse los propietarios;  en este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal que se establece en esta ley, aplicándose los procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que  establezca el reglamento. 


Tratándose de las exigencias de los artículos 7° y 20 de esta ley, no podrá sustituirse la obligación de presentar el plan de manejo forestal.”.


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 240). 

Artículo 12


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12.- Los planes de manejo aprobados podrán ser modificados durante su vigencia, previa presentación y aprobación de un estudio técnico elaborado por uno de los profesionales señalados en el artículo 7º de esta ley.  La Corporación deberá pronunciarse respecto de las modificaciones dentro del plazo de 60 días hábiles.


La modificación no podrá alterar el objetivo de manejo señalado en el plan original, a menos que el nuevo propuesto sea factible de conseguir a partir del estado en que se encuentre el bosque al momento de la proposición.


Regirán, para las modificaciones, las mismas normas generales establecidas para los planes de manejo, incluidas las normas sobre silencio administrativo a que se refiere el artículo 8º de esta ley.


La postergación de las actividades de corta contenidas en el plan de manejo y que no impliquen un deterioro del bosque, no se considerará como modificación al mismo y sólo requerirá de comunicación previa a la Corporación, en la forma en que determine el reglamento.


Con todo, esta modificación no habilitará para incrementar los beneficios obtenidos mediante los concursos a que se refiere el Título IV de esta ley.”.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 305).

Artículo 13

Eliminar la palabra “forestal” que sigue a continuación de la expresión “plan de manejo”, todas las veces que figura.


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 301).

º º º


Intercalar el siguiente artículo 14, nuevo:

“Artículo 14.- Los compromisos de regeneración o reforestación establecidos en los planes de manejo aprobados por la Corporación, o en las medidas de compensación o reparación establecidas por orden judicial, se entenderán cumplidos cuando se verifique en terreno una sobrevivencia igual o superior al 75% del número de individuos comprometidos en los respectivos planes de manejo.  Esta sobrevivencia deberá determinarse, no antes que dichos individuos cumplan dos años de vida, desde su plantación o regeneración natural.”.

(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 308).
º º º

Artículo 14


pasa a ser 15, con la siguiente enmienda:


Suprimir la expresión “de conservación y protección”, que sigue a la frase “La corta de bosques nativos”, con que se inicia dicho artículo.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 242).

Artículo 15


pasa a ser 16, sustituido por el siguiente:


“Artículo 16.- El plan de manejo forestal dispuesto en el artículo 5º requerirá, además, para toda corta de bosque nativo de conservación y protección, de una fundada justificación técnica de los métodos de corta que se utilizarán, así como de las medidas que se adoptarán con los objetivos de proteger los suelos, la calidad y cantidad de los caudales de los cursos de agua y la conservación de la diversidad biológica y de las medidas de prevención y combate de incendios forestales. De igual forma, el plan de manejo respetará los corredores biológicos que el Ministerio de Agricultura hubiere definido oficialmente.”.


(Unanimidad, 6x0, Indicaciones Nºs 309 y 310).

Artículo 16


pasa a ser 17, sustituido por el siguiente:


“Artículo 17.- Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo: 25 metros.


b) Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo: 15 metros.


Para los cauces señalados en las letras a) y b) cuyos  caudales sean inferiores a los señalados en las mismas, habrá una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce de la forma señalada en el inciso primero de este artículo.


En el caso de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua no permanentes localizadas en otras zonas del país, se establece una zona de protección de 5 metros a cada lado en los terrenos aledaños a éstos.   En dicha zona de protección las intervenciones de corta deberán asegurar la mantención de un 60% del dosel original.


La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en las letras a) y b), del inciso primero, en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos.


Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso segundo del artículo 7º, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces y cortas sanitarias.


Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) 100 metros de los humedales declarados sitios Ramsar y de aquellos que hayan sido declarados sitios prioritarios de conservación por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y 


b) 500 metros de los glaciares.”.


(Unanimidad, Indicaciones Nºs 309 6x0, 310 8x0, y 244, letra a), 10x0).

Artículo 17


pasa a ser 18 con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 18.- La corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 45%, la que podrá ser superior a dicha pendiente si un estudio de suelos calificado lo permite, sólo podrá ser autorizada cuando el plan de manejo forestal contemple intervenciones que dejen a lo menos una cobertura de copas de 60%, homogéneamente distribuida y siempre que éste considere sistemas de madereo por cables, helicóptero o sistemas de similar bajo nivel de impacto sobre el suelo.”.

(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 318).

Inciso final


Reemplazar la palabra “motivos” por “motivo”.


(Unanimidad, 8x0, Indicación N° 245).
Artículo 18

pasa a ser 19, con la siguiente enmienda:


Sustituir la frase “artículos 14, 15, 16 y 17” por “artículos 15, 16, 17 y 18”.


(Artículo 121 Reglamento del Senado).

Artículo 19


Suprimirlo.

(Mayoría 8x2 abstenciones, Indicación Nº 246).

Artículo 20


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 20.-  Prohíbese la corta, eliminación, destrucción o descepado de individuos de las especies vegetales nativas  clasificadas, de conformidad con el artículo 37 de la Ley N° 19.300 y su reglamento, en las categorías de “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”, que formen parte de un bosque nativo, como asimismo la alteración de su hábitat.  Esta prohibición no afectará a los individuos de dichas especies plantados por el hombre, a menos que tales plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación, reparación o mitigación dispuestas por una resolución de calificación ambiental u otra autoridad competente.


Excepcionalmente, podrá intervenirse o alterarse el hábitat de los individuos de dichas especies, previa autorización de la Corporación, la que se otorgará por resolución fundada, siempre que tales intervenciones no amenacen la continuidad de la especie a nivel de la cuenca o, excepcionalmente, fuera de ella, que sean imprescindibles y que tengan por objeto la realización de investigaciones científicas, fines sanitarios o estén destinadas a la ejecución de obras o al desarrollo de las actividades señaladas en el inciso segundo del artículo 7º, siempre que tales obras o actividades sean de interés nacional.


Para autorizar las intervenciones a que se refiere el inciso anterior, la Corporación deberá requerir informes de expertos respecto de si la intervención afecta a la continuidad de la especie y sobre las medidas a adoptar para asegurar la continuidad de las mismas.


Para llevar adelante la intervención, el solicitante deberá elaborar un plan de manejo de preservación, que deberá considerar, entre otras,  las medidas que señale la resolución fundada  a que se refiere el inciso segundo precedente.


Para calificar el interés nacional, la Corporación podrá solicitar los informes que estime necesarios a otras entidades del Estado.”.

(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 247).

Artículo 21


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 21.- El reglamento determinará la forma y condiciones en que la Corporación autorizará las intervenciones excepcionales a que se refieren los artículos 7º, 17 y 20 de esta ley.”.

(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 248).
Artículo 22


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 22.-  Cuando la corta de bosque nativo se realice con motivo del cambio de uso de suelos rurales establecido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la construcción de obras o del desarrollo de las actividades indicadas en el inciso segundo del artículo 7º de esta ley, el interesado deberá presentar un plan de manejo que contenga los objetivos de la corta, la definición del trazado de la obra, la descripción del área a intervenir, la descripción de la vegetación a eliminar, los programas de corta, la cartografía correspondiente y los programas de reforestación, los cuales deberán realizarse con especies del mismo tipo forestal intervenido.


(Unanimidad,  8x0, Indicación Nº 249).

Artículos 23 y 24

Suprimirlos. 


(Mayoría 7x1, Indicación N° 250). 

Artículo 25


pasa a ser 23, sustituido por el siguiente:


“Artículo 23.- Habrá un Fondo concursable destinado a la conservación, recuperación o manejo sustentable del bosque nativo, en adelante “el Fondo”, a través del cual se otorgará una bonificación destinada a contribuir a solventar el costo de las actividades comprendidas en cada uno de los siguientes literales:


a) Actividades que favorezcan la regeneración, recuperación o protección de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación, con el fin de lograr la mantención de la diversidad biológica, con excepción de aquéllos pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.  Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea;


b) Actividades silviculturales dirigidas a la obtención de productos no madereros.  Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea, y


c) Actividades silviculturales destinadas a manejar y recuperar bosques nativos para fines de producción maderera. Dicha bonificación alcanzará hasta 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.


El monto máximo a bonificar, por literal, será el que se indica en cada uno de ellos y el monto máximo a bonificar por actividad, será el que se establezca en una tabla que fijará el valor máximo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales, según tipo forestal, estado de desarrollo del bosque y regiones, según proceda. Esta tabla se fijará mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, previo informe de la Corporación, el que, además, deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. Este decreto se publicará durante el mes de agosto de cada año y regirá para la temporada siguiente. Si el Ministerio de Agricultura no fijare dichos valores en la época indicada, se estará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, a los valores contenidos en la última tabla de valores publicada.


En el caso de pequeños propietarios forestales, el monto de las bonificaciones señaladas en los literales del inciso primero de este artículo podrá ser incrementado hasta en un 15%, según se disponga en el reglamento del Fondo.


Los interesados deberán presentar sus proyectos de planes de manejo de conformidad al reglamento y a las bases. Los interesados cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos, deberán presentar el respectivo plan de manejo a la Corporación.”.


(Mayoría 9x1, con excepción de la letra c),  del inciso primero, mayoría 7x 3 abstenciones, Indicación Nº 326).

Artículo 26


Pasa a ser 24, sustituido por el siguiente:


“Artículo 24.- Se bonificará, además, la elaboración de los planes de manejo forestal concebidos bajo el criterio de ordenación, cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos a que se refiere el artículo siguiente. El monto de este incentivo será de hasta 0,3 unidades tributarias mensuales por cada hectárea sujeta a actividades bonificables en el literal c) del artículo 23. Este incentivo se pagará una vez acreditada la ejecución de dichas actividades. Con todo, el interesado no podrá recibir más de 700 unidades tributarias mensuales por este concepto, ni ser beneficiado más de una vez.”.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 326).

Artículo 27


pasa a ser 25, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 25.- Los recursos del Fondo se adjudicarán por concurso público. Para postular, los interesados deberán presentar una solicitud de bonificación, acompañada de un proyecto de plan de manejo, que deberá detallar la o las actividades a realizar e identificar la superficie a intervenir. Un mismo interesado podrá participar en nuevos concursos, con el fin de obtener una bonificación, para una misma superficie, para realizar otras actividades forestales definidas en el reglamento y que correspondan a un mismo literal, siempre que el monto de la bonificación a la que se postula, en conjunto con el de las que se haya obtenido en otros concursos, no supere el monto máximo bonificable por hectárea señalado en los literales del artículo 23.

No se admitirán a concurso solicitudes de bonificación de actividades comprendidas en distintos literales o en actividades bonificadas en concursos anteriores para la misma superficie.”.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 326).

Artículo 28


pasa  a ser 26, sustituido por el siguiente:


“Artículo 26.- Los recursos del Fondo se asignarán por medio de dos concursos, uno de los cuales deberá ser destinado exclusivamente a pequeños propietarios forestales, definidos en el artículo 2° de esta ley.


La Ley de Presupuestos de cada año, determinará el monto de los recursos que se destinarán al Fondo.  El porcentaje del Fondo que será asignado a cada concurso, será determinado cada año por decreto del Ministerio de Agricultura, el cual deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. En todo caso, el porcentaje asignado a cada concurso no podrá ser inferior a un 25%. 


Este decreto deberá ser publicado durante el mes de enero de cada año y regirá entre el 1º de febrero del mismo año y el 31 de enero del año siguiente.  Si al 31 de enero de cada año no se ha determinado el porcentaje asignado a cada fondo, regirá para todos los efectos legales el decreto que se encuentre vigente del año anterior.”.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 326).
º º º

Incorporar los siguientes artículos 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33 y 34, nuevos:


“Artículo 27.- El reglamento del Fondo establecerá las actividades bonificables que comprenderá cada uno de los literales señalados en el inciso primero del artículo 23, la periodicidad de los concursos y los requisitos para elaborar las bases.


El reglamento fijará, además, los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley.  Estos criterios deberán comprender, entre otras, las siguientes variables: tamaño de la propiedad, considerando los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado; monto bonificable solicitado; parte del financiamiento de cargo del interesado y, en el caso de las actividades bonificables a que se refiere el literal a) del inciso primero del artículo 23, el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país.


(Mayoría 9x1 abstención, con excepción de las siguientes oraciones: “monto bonificable solicitado; parte del financiamiento de cargo del interesado”, que fueron aprobadas por mayoría 7x3, Indicación Nº 327). 


Artículo 28.- El Ministerio de Agricultura definirá los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental, previa consulta al Consejo Consultivo del Bosque Nativo de acuerdo a lo establecido en el artículo 34.


Artículo 29.- El reglamento del Fondo deberá contemplar los mecanismos que permitan alcanzar condiciones de igualdad en la participación en los concursos del Fondo, debiendo fijar un procedimiento simplificado de postulación para los pequeños propietarios forestales.


Las bases de los concursos deberán contener los criterios de evaluación técnica y ambiental y deberán promover aquellos proyectos cuyo objeto sea la recuperación, el mejoramiento y la preservación de los bosques nativos, según corresponda, o la recuperación y preservación de las formaciones xerofíticas; en ambos casos, cuando ellos presenten un claro beneficio social y de urgencia.


Artículo 30.- Sólo se podrán percibir las bonificaciones adjudicadas, previa acreditación de la ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo aprobado. 


Las bonificaciones se pagarán previa presentación de los informes que corresponda, los cuales deberán ser aprobados por la Corporación.


Estos informes deberán ser elaborados por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7° de esta ley.


Si no se hubieren realizado todas las actividades comprometidas, sólo se pagará el monto de la bonificación correspondiente a las actividades efectivamente realizadas, siempre que no constituyan un incumplimiento del plan de manejo, de acuerdo a lo señalado en esta ley.


Artículo 31.- Si durante un llamado a concurso los proyectos presentados requirieren recursos menores al monto consultado para el concurso correspondiente, éstos podrán asignarse directamente siempre que tales proyectos cumplan con los criterios definidos en el reglamento y en las bases, a menos que, por razones fundadas, el concurso se declarare desierto.


No obstante lo establecido en el inciso anterior, una vez adjudicados los proyectos el remanente de los recursos asignados a uno de los concursos se asignará al otro.


Las bases y los resultados de los concursos tendrán un carácter público.


Artículo 32.- El Fondo será administrado por el Ministerio de Agricultura, con cargo a sus propios recursos.  Sin embargo, esta Secretaría de Estado podrá delegar, total o parcialmente, la administración de los concursos en la Corporación Nacional Forestal.


Cada tres años, a lo menos, se realizará una evaluación pública del funcionamiento del Fondo, considerando tanto su administración, como su asignación territorial y los resultados alcanzados.


Artículo 33.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, el que además deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establecerá el reglamento del Fondo, para lo cual solicitará la opinión del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 34 de esta ley.


Artículo 34.- Créase el Consejo Consultivo del Bosque Nativo, el cual será presidido por el Ministro de Agricultura e integrado, además, por las siguientes personas representativas del ámbito de que procedan:


a) Dos académicos universitarios, uno de los cuales deberá representar a las escuelas o facultades de ingeniería forestal y el otro a las escuelas o facultades de biología que cuenten con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


b) Dos personas propuestas por organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro, con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


c) Dos personas propuestas por organizaciones de medianos y grandes propietarios de predios con bosque nativo; 


d) Dos personas propuestas por organizaciones de pequeños propietarios de predios con bosque nativo; 


e) El Presidente del Colegio de Ingenieros Forestales de Chile A.G., o la persona que éste designe en su representación;


f) Una persona propuesta por los propietarios de Áreas Silvestres Protegidas de Propiedad Privada; 


g) El Presidente de la Sociedad de Botánica de Chile, o la persona que éste designe en su representación;


h) El Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


i) El Director Ejecutivo del Instituto Forestal, y


j) El Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, quién actuará como Secretario Ejecutivo.


La designación de los integrantes del Consejo Consultivo a que se refieren los literales b), c), d) y f), de este artículo, se hará sobre la base de ternas que las entidades correspondientes enviarán al Ministro de Agricultura,  dentro del plazo que señale la convocatoria que emita al efecto; plazo que no podrá ser inferior a 30 días.  Dicha convocatoria será de amplia difusión y publicada, en todo caso, en la página web del Ministerio.


Los consejeros serán designados por el Ministro de Agricultura y durarán 3 años en sus funciones.  En todo caso, los consejeros no recibirán remuneración o dieta alguna por su participación en el Consejo. 


En caso de ausencia o impedimento del Ministro, será reemplazado por el Subsecretario de Agricultura.


Corresponderá al Consejo Consultivo:


a) Absolver las consultas que le formule el Ministro de Agricultura sobre las materias de que trata la presente ley; 


b) Pronunciarse previamente sobre los proyectos de reglamento y sus modificaciones, emitir opinión sobre la ejecución de la presente ley y proponer las adecuaciones normativas legales y reglamentarias que estime necesarias;


c) Formular observaciones a las políticas que elabore el Ministerio de Agricultura para la utilización de los recursos de investigación señalados en el Título VI de la presente ley y sobre los proyectos que se proponga financiar con cargo a dichos recursos, y 


d) Proponer al Ministro de Agricultura criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental.


El reglamento de la presente ley fijará las normas de funcionamiento del Consejo Consultivo.”.

(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 327).

º º º

Artículo 29


pasa a ser 35, con la siguiente enmienda:

Sustituir, en el inciso primero, la expresión “artículo 22” por “artículo 23”.

(Unanimidad, 8x0, Indicación N° 254).

Artículo 30


pasa a ser 36, con las  siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir la expresión “artículo 22”, por “artículo 23”.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 255).

º º º


Agregar los siguientes incisos octavo, noveno y final, nuevos:


“Los bosques nativos de que trata esta ley estarán exentos del impuesto territorial que grava los terrenos agrícolas y no deberán ser considerados para efectos de la aplicación de la ley de Impuesto sobre Herencias, Asignaciones y Donaciones. Para hacer efectiva esta exención los propietarios de estos bosques nativos deberán solicitar la correspondiente declaración de bosque  nativo, fundada en un estudio técnico elaborado por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7º de esta ley, de acuerdo con las normas que establezca el reglamento. La Corporación deberá pronunciarse sobre la solicitud dentro del plazo de 60 días contado desde su presentación. Si ésta no se pronunciare dentro del término indicado, la solicitud se entenderá aprobada.


El Servicio de Impuestos Internos, con el sólo mérito del certificado que otorgue la Corporación, ordenará la inmediata exención de los impuestos señalados en este artículo, la que comenzará a regir a contar de la fecha del respectivo certificado, salvo la exención del impuesto territorial, que regirá a contar del 1º de enero del año siguiente al de la certificación.


El Servicio de Impuestos Internos estará facultado para dividir el rol de avalúo respectivo, si ello fuere procedente y necesario para el ordenamiento tributario.”.


(Unanimidad 10x0, Indicación Nº 328).
º º º

Artículo 31


pasa a ser 37 sin enmiendas.
Artículo 32


pasa a ser 38 con la siguiente modificación:


Reemplazar la frase “quienes podrán colaborar en el ejercicio de dicha tarea” por “que colaborarán con ella en el ejercicio de dichas tareas”.

(Unanimidad, 8x0, Indicación N° 256).

Artículo 33

pasa a ser 39, sustituido por el siguiente:


“Artículo 39.- Sólo podrán ejercer la actividad de acreditadores forestales los profesionales señalados en el artículo 7º de esta ley, que estén inscritos en el Registro de Acreditadores Forestales que para tal efecto llevará la Corporación, el que tendrá el carácter de público.  La Corporación deberá publicar el referido registro en su página web.


Tratándose de personas jurídicas, éstas deberán contemplar en sus estatutos el giro de acreditación forestal. Además, el personal que estas entidades destinen a la realización de las actividades de acreditación forestal, deberán tener igual calidad profesional que aquella señalada en el inciso precedente.


Los acreditadores forestales estarán habilitados para certificar:


a) Que los datos consignados en los planes de manejo corresponden a la realidad, y


b) La correcta ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo para obtener las bonificaciones a que se refieren los literales del artículo 23 de esta ley y el artículo 12 del decreto ley Nº 701, de 1974.


Sobre la base de las certificaciones a que se refiere la letra a), del inciso precedente, la Corporación evaluará los planes de manejo, a fin de velar porque ellos cumplan con los objetivos señalados en el N° 18), del  artículo 2° de esta ley.


Con la certificación a que alude la letra b), del inciso tercero de este artículo, la Corporación podrá autorizar el pago de las bonificaciones que correspondan, informando de ello al Servicio de Tesorerías, para que proceda al pago de las mismas.


(Unanimidad, 9x0, Indicación Nº 257).
Artículo 34


pasa  a ser 40, sin enmiendas.

Artículo 35


pasa a ser 41, sustituido por el siguiente:


“Artículo 41.- El acreditador que certificare un hecho falso o inexistente será sancionado con la pena establecida en el artículo 193 del Código Penal.


En el caso que el acreditador fuere una persona jurídica, se sancionará en la forma indicada en el inciso anterior a quienes hayan suministrado la información falsa o inexistente que sirvió de base para expedir el certificado falso y a quienes hubieren consentido o actuado concertadamente en la expedición de dicho certificado. 


Para este sólo efecto, se entenderá que los certificados emitidos por los acreditadores constituyen instrumentos públicos.


Desde la formalización de la investigación, el acreditador quedará suspendido del registro respectivo; si fuere condenado, quedará inhabilitado en forma perpetua para ejercer la actividad de acreditador forestal.  Para estos efectos, el juez de la causa notificará a la Corporación tales resoluciones, a fin de que proceda a tomar nota en el Registro de Acreditadores Forestales de la suspensión o inhabilitación perpetua, según proceda.


Si en el hecho señalado en el inciso primero, tuvieren participación alguno de los socios, gerentes generales o administradores de las entidades certificadoras, éstas serán sancionadas con la cancelación definitiva de su inscripción en el Registro de Acreditadores Forestales a que se refiere esta ley. No se inscribirán en dicho Registro nuevas entidades certificadoras en que figuren como socios personas que lo hayan sido, a su vez, de entidades a las cuales se les hubiere cancelado su inscripción, siempre y cuando haya quedado establecido en el procedimiento respectivo que tales personas tuvieron participación en el hecho que motivó la  sanción.  De esta resolución se podrá reclamar  en la forma establecida en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo siguiente.”.


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 329 y artículo 121 del Reglamento del Senado).

Artículo 36


pasa a ser 42, con las enmiendas siguientes:


Sustituir los literales a) y c), por los siguientes:

“a) suspensión por seis meses;

c) cancelación por 5 años de la inscripción en los registros correspondientes, en caso de reincidir más de dos veces.”.

(Unanimidad, 10x0, Indicación N° 330).

Artículo 37

pasa a ser 43 con la siguiente enmienda:

Inciso primero


Reemplazar la frase “contemplará un monto” por “contemplará todos los años un fondo”.

(Unanimidad, artículo 121 reglamento del Senado).

Artículo 38

pasa a ser 44, sin enmiendas.

Artículo 39


pasa a ser 45 con la siguiente modificación:


Sustituir la expresión “artículo 24” por “artículo 34”.


(Unanimidad, 10x0,  Indicación Nº 260).

Artículo 40

pasa a ser 46, sustituido por el siguiente:


“Artículo 46.- Corresponderá aplicar las sanciones y multas establecidas en la presente ley al juez de policía local que fuere abogado, con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción, el que conocerá en primera instancia de las denuncias que le formularen los funcionarios de la Corporación o de Carabineros de Chile.


Sin embargo, aquellas infracciones que importen la aplicación de multas superiores a 5.000 unidades tributarias mensuales y las que se cometieren dentro de una comuna que no tenga un juez de policía local que sea abogado, serán resueltas, en primera instancia, por el juez de policía local con asiento en la ciudad cabecera de provincia.


Los tribunales a que se refieren los incisos anteriores conocerán de las denuncias que se formularen con arreglo a las disposiciones y procedimiento consignados en la ley Nº 18.287, salvo lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 de la mencionada ley.


La Corporación estará facultada para solicitar ante los Juzgados de Policía Local la aplicación de los apremios establecidos en el inciso primero del artículo 23 de la ley Nº 18.287 y para ejercer las acciones ejecutivas a que se refiere el inciso segundo de dicho artículo, tendientes a hacer efectivo el pago de las multas que se apliquen como sanción a las contravenciones establecidas en esta ley. Asimismo, estará facultada para percibir las costas personales y procesales por las actuaciones en que intervenga, a cuyo pago sean condenados los infractores.


Los delitos contemplados en los artículos 41, 50 y 51 de esta ley serán de conocimiento de los Jueces de Garantía o de los Tribunales de Juicio Oral, según corresponda, con competencia en el territorio en el cual se hubiere cometido el hecho punible.”.

(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 333).
Artículo 41


pasa a ser 47 con la siguiente modificación: 

inciso tercero


Eliminarlo.


(Artículo 121 Reglamento del Senado).
Artículo 42


pasa a ser 48 con la siguiente enmienda:


Incorporar el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Para los efectos de lo indicado en el inciso anterior, se considerará que es competente el juez de Policía Local señalado en el artículo 46 precedente.”.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 334).

Artículo 43


pasa a ser 49 con la siguiente enmienda:


Reemplazar el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 40.- Las acciones destinadas a perseguir las infracciones de esta ley que no constituyan un delito prescribirán en el plazo de cinco años y las que constituyen ilícitos penales prescribirán en la forma y plazos establecidos en el Código Penal.”.


(Unanimidad, 10x0, Indicación Nº 264).

Artículo 44

pasa a ser 50 sustituido por el siguiente:


“Artículo 50.- El que presentare o elaborare un plan de manejo basado en certificados falsos o que acrediten un hecho inexistente, a sabiendas de tales circunstancias, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.


Si quien hubiere presentado el plan basado en los certificados a que se refiere el inciso anterior, hubiere percibido una bonificación de las que otorga esta ley, será condenado, además,  al pago de una multa ascendente al triple del monto de la bonificación percibida, la que se reajustará según la variación que haya experimentado el Indice de Precios al Consumidor  entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.”.

(Unanimidad, 9x0, Indicación Nº 335).

Artículo 45


pasa a ser 51, sustituido por el siguiente:


“Articulo 51.- El que, con el propósito de acogerse a las bonificaciones establecidas en esta ley, hubiere presentado, a sabiendas, un plan de manejo basado en antecedentes falsos, distintos de los señalados en el artículo 50, será sancionado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Si se hubiere percibido una bonificación, se sancionará, además, con la pena de multa, la que será equivalente al doble del monto de la bonificación percibida, reajustada según la variación que haya experimentado el Indice de Precios al Consumidor entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 

Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.”.


(Unanimidad, 6x0,Indicación Nº 336).
Artículo 46


Suprimirlo.


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº 266).

Artículo 47

pasa a ser 52  sin enmiendas.
Artículo 48


pasa a ser 53, con las siguientes enmiendas: 

Inciso primero

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 53.- La corta, eliminación, destrucción o descepado u otra forma de dar muerte a ejemplares de especies clasificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras, insuficientemente conocidas o fuera de peligro, que no corresponda a intervenciones autorizadas de conformidad al  artículo 20 de esta ley, será sancionada con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales por ejemplar, si éste no tuviere valor comercial; en caso contrario, la multa será igual al doble del valor comercial de cada ejemplar objeto de la intervención.”.

(Unanimidad, 6x0,Indicación Nº 337).

Inciso tercero


Reemplazar la palabra “individuos” por “ejemplares”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

Artículo 49


pasa  a ser 54, sustituido por el siguiente:


“Artículo 54.-  La corta no autorizada de bosque nativo con infracción a lo señalado en los artículos 17 y 18 de la presente ley, hará incurrir al infractor en la multa mencionada en el artículo 52 aumentada hasta en un 100%.”.


(Unanimidad, 6x0, Indicación Nº 338).

Artículo 50


pasa a ser 55 sustituido por el siguiente:


“Artículo 55.- Establécense las siguientes sanciones para las infracciones que se señalan a continuación:


a) incumplimiento de las actividades de protección, con multa de 5 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida, de acuerdo a las prescripciones contenidas en el plan de manejo;


b) incumplimiento a la obligación de reforestar contemplada en los planes de manejo, con multa de 10 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea, entendiéndose siempre como falta grave para el efecto de aplicar la sanción; 


c) el incumplimiento de toda otra obligación contemplada en el plan de manejo forestal, distinta de las señaladas en la letra precedente, con multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por cada hectárea incumplida, a menos que se acredite fuerza mayor o caso fortuito;


d) no acreditar a requerimiento de la autoridad competente, que las maderas que se encuentran en su poder provienen de una corta autorizada por la Corporación, a que se refiere el artículo 59, con multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales;


e) la corta, destrucción o descepado de formaciones xerofíticas, sin un plan de trabajo previamente aprobado por la Corporación y el incumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho plan, con una multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida dependiendo de su gravedad.  Se considerarán faltas graves aquellas que se refieran al incumplimiento de las normas de protección ambiental, y


f) el incumplimiento de las obligaciones contenidas en el plan de manejo de preservación será sancionado con multa cuyo monto será el doble del costo de la acción incumplida.”.

(Unanimidad, 6x0, Indicación Nº 339).

Artículo 51


pasa a ser 56 sin enmiendas.

Artículo 52


pasa a ser 57, con la modificación siguiente:


Sustituir, en el inciso tercero, la expresión “artículo 46” por “artículo 55”.


(Unanimidad, 6x0, Indicación Nº 271, letra b).
Artículo 53

pasa a ser 58, con la enmienda siguiente:


Sustituir la expresión “Sin perjuicio de” por “No obstante”.


(Unanimidad, 8x0, Indicación Nº  272).

Artículo 54

pasa a ser 59, con la siguiente modificación:


Incorporar el siguiente inciso tercero nuevo:


“El reglamento establecerá la forma y contenidos de las guías de libre tránsito que expedirá la Corporación.”.


(Unanimidad, 6x0, Indicación Nº 273).

Artículos 55, 56, 57 y 58


pasan a ser artículos 60, 61, 62 y 63, sin enmiendas.

Artículo 59

Suprimirlo.

(Unanimidad, 6x0,Indicación N° 274).
Artículo 60

pasa a ser 64, sin enmiendas.
Artículo 61

pasa a ser 65, sustituido por el siguiente:


“Artículo 65.- Traspásanse a la Corporación Nacional Forestal o a su Director Ejecutivo, según corresponda, las competencias, funciones y atribuciones en materia forestal otorgadas al Servicio Agrícola y Ganadero o a su Director, por las normas que a continuación se indican:


a) Los artículos 14 y 28 de la Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo Nº 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización;


b) Los artículos 6º, 7º, 8º, 9º y 10 del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura, y


c) El artículo 3º transitorio de la ley Nº 18.378 y las normas reglamentarias dictadas en conformidad a dicho cuerpo legal.”. 


(Unanimidad, 6x0, Indicación Nº 341).
Artículo 62
pasa a ser 66, sin enmiendas
- - -
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º
Inciso segundo


Suprimirlo.

(Unanimidad, 6x0, Indicación Nº 276).
Artículos 2º y 3º

Sustituirlos por los siguientes:


“Artículo 2º.- Las prohibiciones y demás regulaciones del artículo 20 de esta ley podrán aplicarse antes de la clasificación a que se refiere dicho precepto, respecto de aquellas especies vegetales vivas nativas que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estén identificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas en el documento denominado “Libro Rojo” de la Corporación Nacional Forestal. 


Tratándose de ejemplares plantados por el hombre que pertenezcan a la respectiva especie, esta prohibición se aplicará únicamente a las plantaciones que se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación o reparación.”.


Artículo 3º.- En el plazo que transcurra entre la aprobación de esta ley y el decreto supremo mencionado en el inciso primero del artículo 3º de la misma se considerarán, como tales, los tipos forestales señalados en el artículo 19 del Reglamento Técnico del decreto ley Nº 701, de 1974, aprobado por decreto supremo Nº 259, de 1980, del Ministerio de Agricultura.”.

(Unanimidad 6x0 y 10x0,  Indicaciones Nsº 342 y Nº 297, respectivamente).

Artículo 4º

Sustituir la expresión “artículo 25” por “artículo 23”.

(Unanimidad, 6x0 Indicación N° 278).

º º º

Incorporar el siguiente artículo 5º, nuevo:


“Artículo 5º.- Los reglamentos de la presente ley deberán dictarse dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


La designación de los integrantes del Consejo Consultivo deberá realizarse dentro de los sesenta días siguientes a contar de la fecha indicada en el inciso anterior.”. 
(Unanimidad 8x0, indicación Nº 343).
º º º

- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1º.- Esta ley tiene como objetivos la protección, la recuperación y el mejoramiento de los bosques nativos, con el fin de asegurar la sustentabilidad forestal y la política ambiental.

Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Árbol:  planta de fuste generalmente leñoso que en su estado adulto y en condiciones normales de hábitat puede alcanzar, a lo menos, cinco metros de altura o una menor en condiciones ambientales que limiten su desarrollo.


2) Bosque: sitio poblado con formaciones vegetales en las que predominan árboles y que ocupa una superficie de por lo menos 5.000 metros cuadrados, con un ancho mínimo de 40 metros, con cobertura de copa arbórea que supere el 10% de dicha superficie total en condiciones áridas y semiáridas y el 25% en circunstancias más favorables.


3) Bosque nativo: bosque formado por especies autóctonas, provenientes de generación natural, regeneración natural, o plantación bajo dosel con las mismas especies existentes en el área de distribución original, que pueden tener presencia accidental de especies exóticas distribuidas al azar.


4) Bosque nativo de preservación: aquél, cualquiera sea su superficie, que presente o constituya actualmente hábitat de especies vegetales protegidas legalmente o aquéllas clasificadas en las categorías de “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”; o que corresponda a ambientes únicos o representativos de la diversidad biológica natural del país,  cuyo manejo sólo puede hacerse con el objetivo del resguardo de dicha diversidad.


Se considerarán, en todo caso, incluidos en esta definición, los bosques comprendidos en las categorías de manejo con fines de preservación que integran el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado o aquél régimen legal de preservación, de adscripción voluntaria, que se establezca.


5) Bosque nativo de conservación y protección: aquél, cualquiera sea su superficie, que se encuentre ubicado en pendientes iguales o superiores a 45%, en suelos frágiles, o  a menos de doscientos metros de manantiales, cuerpos o cursos de aguas naturales, destinados al resguardo de tales suelos y recursos hídricos.


6) Bosque nativo de uso múltiple: aquél, cuyos terrenos y formaciones vegetales no corresponden a las categorías de preservación o de conservación y protección, y que está destinado preferentemente a la obtención de bienes y servicios, maderables y no maderables.


7) Cauce:  curso de agua conformado por un lecho de sedimentos, arena o rocas, delimitado por riberas definidas, por el cual escurre agua en forma temporal o permanente.


8) Corporación: la Corporación Nacional Forestal.


9) Corta de bosque: acción de talar, eliminar o descepar uno o más individuos de especies arbóreas que formen parte de un bosque.


10) Corta de cosecha: corta o intervención destinada a extraer del bosque nativo, al final de la rotación o dentro del ciclo de corta, según corresponda, el volumen definido en el plan de manejo forestal.


11) Corta sanitaria: corta de árboles, en cualquier etapa de su desarrollo, que se encuentren afectados por plagas o susceptibles de ser atacados y cuya permanencia constituya una amenaza para la estabilidad del bosque.


12) Corta no autorizada: corta de bosque efectuada sin plan de manejo aprobado por la Corporación, como asimismo, aquella corta que, contando con plan de manejo  previamente aprobado, se ejecute en contravención a las especificaciones técnicas en él contenidas, especialmente respecto de intervenciones en superficies o especies distintas a las autorizadas.


13) Especie nativa o autóctona:  especie arbórea o arbustiva originaria del país, que ha sido reconocida oficialmente como tal mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Agricultura.


14) Formación xerofítica: formación vegetal, constituida por especies autóctonas, preferentemente arbustivas o suculentas, de áreas de condiciones áridas o semiáridas ubicadas entre las regiones I y VI y en las depresiones interiores de las regiones VII y VIII.


15) Interesado: el propietario o poseedor en proceso de saneamiento de título del predio, o titular de algunos de los derechos indicados en los incisos segundo y tercero del artículo 7º.


16) Ordenación forestal, en adelante “ordenación”:  conjunto de intervenciones silviculturales que, organizadas espacial y temporalmente, persiguen una estructuración tal del bosque que permite un rendimiento sostenido, sin afectar negativamente su productividad, ni de manera significativa las funciones ambientales del mismo, conforme a las prescripciones técnicas contenidas en un plan de manejo forestal.

17) Pequeño propietario forestal:  la persona que tiene título de dominio sobre uno o más predios rústicos cuya superficie en conjunto no exceda de 200 hectáreas, o de 500 hectáreas cuando éstos se ubiquen entre las regiones I y IV;  o de 800 hectáreas para predios ubicados en la comuna de Lonquimay, en la IX Región;  en la provincia de Palena, en la X Región;  o en la XI y XII Región, cuyos activos no superen el equivalente a 3.500 unidades de fomento;  que su ingreso provenga principalmente de la explotación agrícola o forestal y que trabaje directamente la tierra, en su predio o en otra propiedad de terceros.  Se entenderán incluidas entre los pequeños propietarios forestales las comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Agricultura, de 1968, las comunidades indígenas regidas por la ley Nº 19.253, las comunidades sobre bienes comunes resultantes del proceso de Reforma Agraria, las sociedades de secano constituidas de acuerdo con el artículo 1º del decreto ley Nº 2.247, de 1978, y las sociedades a las que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 19.118, siempre que, a lo menos el 60% del capital social de tales sociedades se encuentre en poder de los socios originales o de las personas que tengan la calidad de pequeños propietarios forestales, según lo certifique el Servicio Agrícola y Ganadero.


18) Plan de Manejo:  instrumento que, reuniendo los requisitos que se establecen en este cuerpo legal, planifica la gestión del patrimonio ecológico o  el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales de un terreno determinado, resguardando la calidad de las aguas y evitando el deterioro de los suelos.


Será plan de manejo de preservación cuando tenga como objetivo fundamental resguardar la diversidad biológica, asegurando la mantención de las condiciones  que hacen posible la evolución y el desarrollo de las especies y ecosistemas contenidos en el área objeto de su acción.


Será plan de manejo forestal cuando su objetivo sea el aprovechamiento del bosque nativo para la obtención de bienes madereros y no madereros, considerando la multifuncionalidad de los bosques y la diversidad biológica.


19) Plantación Suplementaria:  aquella plantación bajo dosel o con protección arbórea lateral que se efectúa con especies nativas propias del lugar, o del mismo tipo forestal que hayan existido anteriormente en él, y que se realiza en forma complementaria a la regeneración natural, para mejorar la calidad del bosque nativo.

20) Productos no madereros del bosque nativo:  todos aquellos bienes y servicios que no corresponden a recursos leñosos o madera en pie y que existen o se pueden desarrollar al interior de un bosque nativo a partir de las especies nativas que lo componen.  Se entenderá para estos efectos, y sin que esta enumeración sea taxativa, bienes tales como:  hongos;  plantas de usos alimenticios;  frutos silvestres de árboles y arbustos;  especies vegetales de usos medicinales, químicos o farmacológicos;  fauna silvestre;  fibras vegetales y servicios de turismo.


21) Regeneración natural de bosque nativo: proceso mediante el cual se establece un bosque a través de regeneración vegetativa o de semillas provenientes de árboles nativos del mismo rodal o de rodales vecinos, las cuales son diseminadas por agentes naturales, tales como viento, agua, mamíferos, aves o por rebrote espontáneo de cepas existentes.


22) Renoval: bosque en estado juvenil proveniente de regeneración natural, constituido por especies arbóreas nativas, cuyo diámetro y altura, para cada tipo forestal, no excede los límites señalados en el reglamento.


23) Servicios ambientales: aquéllos que brindan los bosques nativos y las plantaciones que inciden directamente en la protección y mejoramiento del medio ambiente.


24) Quema controlada: acción de usar el fuego para eliminar vegetación en forma dirigida, circunscrita o limitada a un área previamente determinada, conforme a normas técnicas preestablecidas y con el fin de mantener el fuego bajo control.


25) Incendio forestal:  toda destrucción de la vegetación, por intermedio del fuego y cuando éste se propaga libremente y sin control en terrenos denominados forestales.


26) Tipo forestal: agrupación arbórea caracterizada por las especies predominantes en los estratos superiores del bosque.

TÍTULO I

DE LOS TIPOS FORESTALES


Artículo 3º.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Agricultura, se establecerán los tipos forestales a que pertenecen los bosques nativos del país y los métodos de regeneración aplicables a ellos.


El procedimiento para establecer los tipos forestales y los métodos de regeneración considerará, a lo menos, las siguientes etapas: desarrollo de estudios científicos y técnicos que fundamenten la tipología establecida, sus métodos de regeneración y consulta a los organismos públicos y privados con competencia en la materia.


Artículo 4º.- La Corporación mantendrá un catastro forestal de carácter permanente, en el que deberá identificar y establecer, a lo menos cartográficamente, los tipos forestales existentes en cada región del país, su estado y aquellas áreas donde existan ecosistemas con presencia de bosques nativos de interés especial para la conservación o preservación, según los criterios que se establezcan en el reglamento de esta ley.


El catastro forestal deberá ser actualizado a lo menos cada diez años y su información tendrá carácter público.


El Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 34 de esta ley considerará el catastro forestal, junto a otras fuentes de información relevantes, como base para proponer criterios de focalización, priorización de los terrenos y asignación de las bonificaciones contempladas en esta ley, las que podrán obtenerse mediante los concursos a que se refiere este cuerpo legal.

TÍTULO II

DEL PLAN DE MANEJO 

Artículo 5º.- Toda acción de corta de bosque nativo, cualquiera sea el tipo de terreno en que éste se encuentre, deberá hacerse previo plan de manejo aprobado por la Corporación.  Deberá cumplir, además, con lo prescrito en el decreto ley Nº 701, de 1974. Los planes de manejo aprobados deberán ser de carácter público y estar disponibles en la página web de la Corporación para quien lo solicite.


Artículo 6º.- El plan de manejo deberá contener información general de los recursos naturales existentes en el predio. Para el área a intervenir se solicitará información detallada, conforme lo señale el reglamento.


Artículo 7º.- El plan de manejo deberá ser presentado por el interesado y elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado o quien esté en posesión de un título profesional relacionado con las ciencias agrarias o forestales y que haya cumplido con una malla curricular de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.  Dicho plan deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.


Cuando la construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, según corresponda, implique corta de bosque nativo, el plan de manejo correspondiente deberá ser presentado por el respectivo concesionario o titular de la servidumbre, según los casos, quien será responsable del cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en él.


Cuando se trate de bosques fiscales, el plan de manejo deberá ser suscrito por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, quien será responsable del cumplimiento de las obligaciones contenidas en él. Será también suscrito por la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, con lo que se acreditará que el solicitante tiene alguna de dichas calidades y que no existe oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.


El plan de manejo podrá comprender varios predios y propietarios.


Artículo 8º.- Presentado un plan de manejo a la Corporación, ésta deberá aprobarlo o rechazarlo dentro del plazo de noventa días, contado desde la fecha de ingreso de la solicitud a la oficina correspondiente.


Si la Corporación no se pronunciare en el plazo señalado, se tendrá por aprobado el plan de manejo propuesto por el interesado, a excepción de las áreas que comprendan las situaciones que se señalan en el artículo 17 de esta ley.


La Corporación podrá rechazar un plan de manejo sólo cuando éste no cumpla con los requisitos establecidos en esta ley.


En el evento de que la Corporación rechazare en todo o en parte el plan de manejo, el interesado podrá reclamar ante el juez, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974.  En este caso, la sentencia definitiva será apelable.


Aprobado un plan de manejo, el interesado deberá dar aviso a la Corporación cuando inicie la ejecución de faenas y, cumplido un año de inicio de su ejecución, deberá acreditar anualmente ante la Corporación, el grado de avance del mismo, cuando ello ocurra, por medio de un informe elaborado por el interesado.


Artículo 9º.- La Corporación deberá llevar una nómina o sistema de información, consolidado por provincias, ambos de carácter público, en los que consten los planes de manejo aprobados, y certificará su existencia respecto de un determinado predio a quien lo solicite.

Artículo 10.- Si con posterioridad a la aprobación del plan de manejo, se estableciera que éste se ha fundado en antecedentes falsos, la Corporación podrá invalidar, conforme a las reglas generales, los actos administrativos que se hayan basado en los mismos, sin perjuicio de perseguir las responsabilidades civiles o penales que de ello se deriven.


En igual forma se procederá cuando se presenten antecedentes inexactos, en términos tales que hayan incidido sustancialmente en la aprobación del respectivo plan de manejo.

El interesado podrá reclamar de la resolución que invalide actos administrativos conforme se autoriza en los incisos precedentes, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974, sin que este reclamo suspenda el cumplimiento de lo resuelto por la Corporación.


Artículo 11.- La Corporación podrá elaborar normas de manejo de carácter general, a las que podrán acogerse los propietarios; en este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal que se establece en esta ley, aplicándose los procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que establezca el reglamento.


Tratándose de las exigencias de los artículos 7º y 20 de esta ley, no podrá sustituirse la obligación de presentar el plan de manejo forestal.


Artículo 12.- Los planes de manejo aprobados podrán ser modificados durante su vigencia, previa presentación y aprobación de un estudio técnico elaborado por uno de los profesionales señalados en el artículo 7º de esta ley.  La Corporación deberá pronunciarse respecto de las modificaciones dentro del plazo de 60 días hábiles.


La modificación no podrá alterar el objetivo de manejo señalado en el plan original, a menos que el nuevo propuesto sea factible de conseguir a partir del estado en que se encuentre el bosque al momento de la proposición.


Regirán, para las modificaciones, las mismas normas generales establecidas para los planes de manejo, incluidas las normas sobre silencio administrativo a que se refiere el artículo 8º de esta ley.


La postergación de las actividades de corta contenidas en el plan de manejo y que no impliquen un deterioro del bosque, no se considerará como modificación al mismo y sólo requerirá de comunicación previa a la Corporación, en la forma en que determine el reglamento.


Con todo, esta modificación no habilitará para incrementar los beneficios obtenidos mediante los concursos a que se refiere el Título IV de esta ley. 


Artículo 13.- Aprobado el plan de manejo, el interesado o quien adquiera posteriormente el predio a cualquier título, quedará sujeto a su cumplimiento y a las demás obligaciones que establece esta ley. Para estos efectos, deberá anotarse al margen de la respectiva inscripción de dominio, que el predio de que se trate cuenta con un plan de manejo aprobado. Esta anotación será gratuita y se efectuará con la sola comunicación de la Corporación al Conservador de Bienes Raíces que corresponda.


El interesado sólo podrá desistirse del plan de manejo aprobado previo reintegro, en arcas fiscales, de las sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias y de las bonificaciones otorgadas por esta ley, más los reajustes e intereses legales determinados por el Servicio de Impuestos Internos, en conformidad con las normas del Código Tributario, cuando corresponda.


No se autorizará el desistimiento cuando existan actividades pendientes de regeneración o de reforestación.


Acreditado el reintegro, la Corporación dictará una resolución que apruebe el desistimiento, de la cual se dejará constancia en el registro a que se refiere el artículo 9º, e informará al respectivo Conservador de Bienes Raíces, quien procederá a anotar al margen de la respectiva inscripción de dominio un extracto de la resolución que aprueba el desistimiento.


Artículo 14.- Los compromisos de regeneración o reforestación establecidos en los Planes de Manejo aprobados por la Corporación, o en las medidas de compensación o reparación establecidas por orden judicial, se entenderán cumplidos cuando se verifique en terreno una sobrevivencia igual o superior al 75% del número de individuos comprometidos en los respectivos planes de manejo.  Esta sobrevivencia deberá determinarse, no antes que dichos individuos cumplan dos años de vida, desde su plantación o regeneración natural.
TÍTULO III

DE LAS NORMAS DE PROTECCIÓN AMBIENTAL


Artículo 15.- La corta de bosques nativos deberá ser realizada de acuerdo a las normas que se establecen en este Título, sin perjuicio de aquellas establecidas en la ley Nº 19.300, con los objetivos de resguardar la calidad de las aguas, evitar el deterioro de los suelos y la conservación de la diversidad biológica.


Artículo 16.- El plan de manejo forestal dispuesto en el artículo 5º requerirá, además, para toda corta de bosque nativo de conservación y protección, de una fundada justificación técnica de los métodos de corta que se utilizarán, así como de las medidas que se adoptarán con los objetivos de proteger los suelos, la calidad y cantidad de los caudales de los cursos de agua y la conservación de la diversidad biológica y de las medidas de prevención y combate de incendios forestales. De igual forma, el plan de manejo respetará los corredores biológicos que el Ministerio de Agricultura hubiere definido oficialmente.


Artículo 17.- Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo: 25 metros.


b) Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo: 15 metros.


Para los cauces señalados en las letras a) y b) cuyos  caudales sean inferiores a los señalados en las mismas, habrá una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce de la forma señalada en el inciso primero de este artículo.


En el caso de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua no permanentes localizadas en otras zonas del país, se establece una zona de protección de 5 metros a cada lado en los terrenos aledaños a éstos.   En dicha zona de protección las intervenciones de corta deberán asegurar la mantención de un 60% del dosel original.


La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en las letras a) y b), del inciso primero, en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos.


Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso segundo del artículo 7º, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces y cortas sanitarias.


Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) 100 metros de los humedales declarados sitios Ramsar y de aquellos que hayan sido declarados sitios prioritarios de conservación por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y 


b) 500 metros de los glaciares.


Artículo 18.- La corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 45%, la que podrá ser superior a dicha pendiente si un estudio de suelos calificado lo permite, sólo podrá ser autorizada cuando el plan de manejo forestal contemple intervenciones que dejen a lo menos una cobertura de copas de 60%, homogéneamente distribuida y siempre que éste considere sistemas de madereo por cables, helicóptero o sistemas de similar bajo nivel de impacto sobre el suelo.


Además, deberán contemplarse las medidas necesarias para evitar la erosión y mitigar los daños que se puedan ocasionar al suelo, a la calidad y cantidad del agua y al bosque residual.  Tanto las medidas referidas como los sistemas de madereo, las maquinarias e implementos que se utilizarán, la estacionalidad de las faenas y el tratamiento de los residuos deberán especificarse en el respectivo plan de manejo forestal.


De igual manera, los planes de manejo forestal deberán especificar los estándares técnicos y las medidas de protección que se utilizarán en la construcción de caminos y vías de madereo.


Para el caso de las cortas sanitarias que se deban realizar con motivo de la existencia de plagas endémicas o cuarentenarias, no se aplicará la restricción de cobertura residual contemplada en el inciso primero de este artículo.


Artículo 19.- Las normas señaladas en los artículos 15, 16, 17 y 18 de este Título se aplicarán también a las plantaciones que se acojan a lo establecido en el inciso segundo del artículo 13 del decreto ley Nº 701, de 1974.


Artículo 20.-  Prohíbese la corta, eliminación, destrucción o descepado de individuos de las especies vegetales nativas  clasificadas, de conformidad con el artículo 37 de la Ley N° 19.300 y su reglamento, en las categorías de “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”, que formen parte de un bosque nativo, como asimismo la alteración de su hábitat.  Esta prohibición no afectará a los individuos de dichas especies plantados por el hombre, a menos que tales plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación, reparación o mitigación dispuestas por una resolución de calificación ambiental u otra autoridad competente.


Excepcionalmente, podrá intervenirse o alterarse el hábitat de los individuos de dichas especies, previa autorización de la Corporación, la que se otorgará por resolución fundada, siempre que tales intervenciones no amenacen la continuidad de la especie a nivel de la cuenca o, excepcionalmente, fuera de ella, que sean imprescindibles y que tengan por objeto la realización de investigaciones científicas, fines sanitarios o estén destinadas a la ejecución de obras o al desarrollo de las actividades señaladas en el inciso segundo del artículo 7º, siempre que tales obras o actividades sean de interés nacional.


Para autorizar las intervenciones a que se refiere el inciso anterior, la Corporación deberá requerir informes de expertos respecto de si la intervención afecta a la continuidad de la especie y sobre las medidas a adoptar para asegurar la continuidad de las mismas.


Para llevar adelante la intervención, el solicitante deberá elaborar un plan de manejo de preservación, que deberá considerar, entre otras,  las medidas que señale la resolución fundada  a que se refiere el inciso segundo precedente.


Para calificar el interés nacional, la Corporación podrá solicitar los informes que estime necesarios a otras entidades del Estado.


Artículo 21.- El reglamento determinará la forma y condiciones en que la Corporación autorizará las intervenciones excepcionales a que se refieren los artículos 7º, 17 y 20 de esta ley.


Artículo 22.-  Cuando la corta de bosque nativo se realice con motivo del cambio de uso de suelos rurales establecido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la construcción de obras o del desarrollo de las actividades indicadas en el inciso segundo del artículo 7º de esta ley, el interesado deberá presentar un plan de manejo que contenga los objetivos de la corta, la definición del trazado de la obra, la descripción del área a intervenir, la descripción de la vegetación a eliminar, los programas de corta, la cartografía correspondiente y los programas de reforestación, los cuales deberán realizarse con especies del mismo tipo forestal intervenido.

TÍTULO IV

DEL FONDO DE CONSERVACIÓN, RECUPERACIÓN Y MANEJO SUSTENTABLE DEL BOSQUE NATIVO


Artículo 23.- Habrá un Fondo concursable destinado a la conservación, recuperación o manejo sustentable del bosque nativo, en adelante “el Fondo”, a través del cual se otorgará una bonificación destinada a contribuir a solventar el costo de las actividades comprendidas en cada uno de los siguientes literales:


a) Actividades que favorezcan la regeneración, recuperación o protección de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación, con el fin de lograr la mantención de la diversidad biológica, con excepción de aquéllos pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.  Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea;


b) Actividades silviculturales dirigidas a la obtención de productos no madereros.  Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea, y


c) Actividades silviculturales destinadas a manejar y recuperar bosques nativos para fines de producción maderera. Dicha bonificación alcanzará hasta 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.


El monto máximo a bonificar, por literal, será el que se indica en cada uno de ellos y el monto máximo a bonificar por actividad, será el que se establezca en una tabla que fijará el valor máximo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales, según tipo forestal, estado de desarrollo del bosque y regiones, según proceda. Esta tabla se fijará mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, previo informe de la Corporación, el que, además, deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. Este decreto se publicará durante el mes de agosto de cada año y regirá para la temporada siguiente. Si el Ministerio de Agricultura no fijare dichos valores en la época indicada, se estará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, a los valores contenidos en la última tabla de valores publicada.


En el caso de pequeños propietarios forestales, el monto de las bonificaciones señaladas en los literales del inciso primero de este artículo podrá ser incrementado hasta en un 15%, según se disponga en el reglamento del Fondo.


Los interesados deberán presentar sus proyectos de planes de manejo de conformidad al reglamento y a las bases. Los interesados cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos, deberán presentar el respectivo plan de manejo a la Corporación.


Artículo 24.- Se bonificará, además, la elaboración de los planes de manejo forestal concebidos bajo el criterio de ordenación, cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos a que se refiere el artículo siguiente. El monto de este incentivo será de hasta 0,3 unidades tributarias mensuales por cada hectárea sujeta a actividades bonificables en el literal c) del artículo 23. Este incentivo se pagará una vez acreditada la ejecución de dichas actividades. Con todo, el interesado no podrá recibir más de 700 unidades tributarias mensuales por este concepto, ni ser beneficiado más de una vez.


Artículo 25.- Los recursos del Fondo se adjudicarán por concurso público. Para postular, los interesados deberán presentar una solicitud de bonificación, acompañada de un proyecto de plan de manejo, que deberá detallar la o las actividades a realizar e identificar la superficie a intervenir. Un mismo interesado podrá participar en nuevos concursos, con el fin de obtener una bonificación, para una misma superficie, para realizar otras actividades forestales definidas en el reglamento y que correspondan a un mismo literal, siempre que el monto de la bonificación a la que se postula, en conjunto con el de las que se haya obtenido en otros concursos, no supere el monto máximo bonificable por hectárea señalado en los literales del artículo 23.


No se admitirán a concurso solicitudes de bonificación de actividades comprendidas en distintos literales o en actividades bonificadas en concursos anteriores para la misma superficie.


Artículo 26.- Los recursos del Fondo se asignarán por medio de dos concursos, uno de los cuales deberá ser destinado exclusivamente a pequeños propietarios forestales, definidos en el artículo 2° de esta ley.


La Ley de Presupuestos de cada año, determinará el monto de los recursos que se destinarán al Fondo.  El porcentaje del Fondo que será asignado a cada concurso, será determinado cada año por decreto del Ministerio de Agricultura, el cual deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. En todo caso, el porcentaje asignado a cada concurso no podrá ser inferior a un 25%. 


Este decreto deberá ser publicado durante el mes de enero de cada año y regirá entre el 1º de febrero del mismo año y el 31 de enero del año siguiente.  Si al 31 de enero de cada año no se ha determinado el porcentaje asignado a cada fondo, regirá para todos los efectos legales el decreto que se encuentre vigente del año anterior. 


Artículo 27.- El reglamento del Fondo establecerá las actividades bonificables que comprenderá cada uno de los literales señalados en el inciso primero del artículo 23, la periodicidad de los concursos y los requisitos para elaborar las bases.


El reglamento fijará, además, los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley.  Estos criterios deberán comprender, entre otras, las siguientes variables: tamaño de la propiedad, considerando los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado; monto bonificable solicitado; parte del financiamiento de cargo del interesado y, en el caso de las actividades bonificables a que se refiere el literal a) del inciso primero del artículo 23, el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país.

Artículo 28.- El Ministerio de Agricultura definirá los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental, previa consulta al Consejo Consultivo del Bosque Nativo de acuerdo a lo establecido en el artículo 34.


Artículo 29.- El reglamento del Fondo deberá contemplar los mecanismos que permitan alcanzar condiciones de igualdad en la participación en los concursos del Fondo, debiendo fijar un procedimiento simplificado de postulación para los pequeños propietarios forestales.


Las bases de los concursos deberán contener los criterios de evaluación técnica y ambiental y deberán promover aquellos proyectos cuyo objeto sea la recuperación, el mejoramiento y la preservación de los bosques nativos, según corresponda, o la recuperación y preservación de las formaciones xerofíticas; en ambos casos, cuando ellos presenten un claro beneficio social y de urgencia.


Artículo 30.- Sólo se podrán percibir las bonificaciones adjudicadas, previa acreditación de la ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo aprobado. 


Las bonificaciones se pagarán previa presentación de los informes que corresponda, los cuales deberán ser aprobados por la Corporación.


Estos informes deberán ser elaborados por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7° de esta ley.


Si no se hubieren realizado todas las actividades comprometidas, sólo se pagará el monto de la bonificación correspondiente a las actividades efectivamente realizadas, siempre que no constituyan un incumplimiento del plan de manejo, de acuerdo a lo señalado en esta ley.


Artículo 31.- Si durante un llamado a concurso los proyectos presentados requirieren recursos menores al monto consultado para el concurso correspondiente, éstos podrán asignarse directamente siempre que tales proyectos cumplan con los criterios definidos en el reglamento y en las bases, a menos que, por razones fundadas, el concurso se declarare desierto.


No obstante lo establecido en el inciso anterior, una vez adjudicados los proyectos el remanente de los recursos asignados a uno de los concursos se asignará al otro.


Las bases y los resultados de los concursos tendrán un carácter público.


Artículo 32.- El Fondo será administrado por el Ministerio de Agricultura, con cargo a sus propios recursos.  Sin embargo, esta Secretaría de Estado podrá delegar, total o parcialmente, la administración de los concursos en la Corporación Nacional Forestal.


Cada tres años, a lo menos, se realizará una evaluación pública del funcionamiento del Fondo, considerando tanto su administración, como su asignación territorial y los resultados alcanzados.


Artículo 33.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, el que además deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establecerá el reglamento del Fondo, para lo cual solicitará la opinión del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 34 de esta ley.


Artículo 34.- Créase el Consejo Consultivo del Bosque Nativo, el cual será presidido por el Ministro de Agricultura e integrado, además, por las siguientes personas representativas del ámbito de que procedan:


a) Dos académicos universitarios, uno de los cuales deberá representar a las escuelas o facultades de ingeniería forestal y el otro a las escuelas o facultades de biología que cuenten con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


b) Dos personas propuestas por organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro, con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


c) Dos personas propuestas por organizaciones de medianos y grandes propietarios de predios con bosque nativo; 


d) Dos personas propuestas por organizaciones de pequeños propietarios de predios con bosque nativo; 


e) El Presidente del Colegio de Ingenieros Forestales de Chile A.G., o la persona que éste designe en su representación;


f) Una persona propuesta por los propietarios de Áreas Silvestres Protegidas de Propiedad Privada; 


g) El Presidente de la Sociedad de Botánica de Chile, o la persona que éste designe en su representación;


h) El Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


i) El Director Ejecutivo del Instituto Forestal, y


j) El Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, quién actuará como Secretario Ejecutivo.


La designación de los integrantes del Consejo Consultivo a que se refieren los literales b), c), d) y f), de este artículo, se hará sobre la base de ternas que las entidades correspondientes enviarán al Ministro de Agricultura,  dentro del plazo que señale la convocatoria que emita al efecto; plazo que no podrá ser inferior a 30 días.  Dicha convocatoria será de amplia difusión y publicada, en todo caso, en la página web del Ministerio.


Los consejeros serán designados por el Ministro de Agricultura y durarán 3 años en sus funciones.  En todo caso, los consejeros no recibirán remuneración o dieta alguna por su participación en el Consejo. 


En caso de ausencia o impedimento del Ministro, será reemplazado por el Subsecretario de Agricultura.


Corresponderá al Consejo Consultivo:


a) Absolver las consultas que le formule el Ministro de Agricultura sobre las materias de que trata la presente ley; 


b) Pronunciarse previamente sobre los proyectos de reglamento y sus modificaciones,  emitir opinión  sobre la ejecución de la presente ley y proponer las adecuaciones normativas legales y reglamentarias que estime necesarias;


c) Formular observaciones a las políticas que elabore el Ministerio de Agricultura para la utilización de los recursos de investigación señalados en el Título VI de la presente ley y sobre los proyectos que se proponga financiar con cargo a dichos recursos, y 


d) Proponer al Ministro de Agricultura criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental.


El reglamento de la presente ley fijará las normas de funcionamiento del Consejo Consultivo. 


Artículo 35.- El beneficiario de las bonificaciones a que se refiere el artículo 23 podrá transferirlas mediante instrumento público o privado, suscrito ante un notario público.  Estas bonificaciones podrán ser cobradas y percibidas por personas distintas del interesado, siempre que acompañen el documento en que conste su transferencia.


La Corporación podrá extender, a solicitud del interesado, un certificado de futura bonificación para aquellos interesados que califiquen para obtenerla, la que podrá constituirse, mediante su endoso, en garantía para el otorgamiento de créditos de enlace destinados a financiar las actividades objeto de la bonificación.  Esta futura bonificación podrá ser también transferida a través del mismo certificado mediante su endoso, suscrito ante notario.


Artículo 36.- El beneficio a que se refiere el artículo 23, percibido o devengado, se considerará como ingreso diferido en el pasivo circulante y no constituirá renta para ningún efecto legal hasta el momento en que se efectúe la corta de cosecha o venta del bosque que originó la bonificación, oportunidad en que se amortizará, abonándola al costo de explotación a medida y en la proporción en que ésta o la venta del bosque se realicen.


Para los efectos previstos en el inciso precedente, anualmente se aplicarán a las bonificaciones devengadas o percibidas, consideradas como ingresos diferidos en el pasivo circulante, las normas sobre corrección monetaria establecidas en la Ley sobre Impuesto a la Renta, reajustándose en igual forma que los costos incurridos en el manejo de los bosques nativos incluidos en las partidas del activo.


Las utilidades derivadas de la explotación de bosques nativos obtenidas por personas naturales o jurídicas estarán afectas al impuesto general de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Sin embargo, las personas que exploten bosques por los cuales no se encuentren acogidas a los beneficios establecidos en el decreto ley N° 701, de 1974, y en esta ley, deberán declarar la renta efectiva o presunta para los efectos de la Ley de Impuesto a la Renta de acuerdo a lo previsto en el artículo 20, número 1°, letra b), de dicha ley, con excepción del límite de ventas netas anuales el cual, respecto de los productos forestales provenientes del bosque, será de 24.000 unidades tributarias mensuales considerando las ventas en forma acumulada en un período móvil de tres años.


Las personas que, estando bajo el régimen de renta presunta por su actividad agrícola según lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, se acojan a los beneficios de esta ley, deberán tributar sobre la base de renta efectiva a contar del 1º de enero del ejercicio comercial siguiente de aquél en que superen el límite de ventas que se establece en el inciso anterior. En todo caso, serán también aplicables las demás normas del artículo 20, número 1°, letra b) de la Ley sobre Impuesto a la Renta cuando el contribuyente realice otras explotaciones agrícolas o cumpla otros requisitos que, según dicho precepto legal, hagan obligatoria la declaración de impuesto sobre la base de renta efectiva.


Los pequeños propietarios forestales estarán afectos, en todo caso, al sistema de renta presunta establecido en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y no estarán sometidos a las normas tributarias contenidas en los incisos primero y segundo de este artículo.


Para todos los efectos tributarios relacionados con la presente ley, y sin perjuicio de las responsabilidades y obligaciones que corresponden a los particulares, la Corporación deberá efectuar, en los casos que proceda, las comunicaciones pertinentes al Servicio de Impuestos Internos.


Los bosques nativos de que trata esta ley estarán exentos del impuesto territorial que grava los terrenos agrícolas y no deberán ser considerados para efectos de la aplicación de la ley de Impuesto sobre Herencias, Asignaciones y Donaciones. Para hacer efectiva esta exención los propietarios de estos bosques nativos deberán solicitar la correspondiente declaración de bosque  nativo, fundada en un estudio técnico elaborado por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7º de esta ley, de acuerdo con las normas que establezca el reglamento. La Corporación deberá pronunciarse sobre la solicitud dentro del plazo de 60 días contado desde su presentación. Si ésta no se pronunciare dentro del término indicado, la solicitud se entenderá aprobada.


El Servicio de Impuestos Internos, con el sólo mérito del certificado que otorgue la Corporación, ordenará la inmediata exención de los impuestos señalados en este artículo, la que comenzará a regir a contar de la fecha del respectivo certificado, salvo la exención del impuesto territorial, que regirá a contar del 1º de enero del año siguiente al de la certificación.


El Servicio de Impuestos Internos estará facultado para dividir el rol de avalúo respectivo, si ello fuere procedente y necesario para el ordenamiento tributario.


Artículo 37.- La ley de Presupuestos de la Nación contemplará recursos destinados a pagar las bonificaciones a las que se refiere esta ley. El pago de éstas será efectuado por la Tesorería General.

TÍTULO V

DE LOS ACREDITADORES FORESTALES


Artículo 38.- Sin perjuicio de las facultades de certificación y fiscalización que correspondan a la Corporación, existirán acreditadores forestales que serán personas naturales o jurídicas, que colaborarán con ella en el ejercicio de dichas tareas.

Artículo 39.- Sólo podrán ejercer la actividad de acreditadores forestales los profesionales señalados en el artículo 7º de esta ley, que estén inscritos en el Registro de Acreditadores Forestales que para tal efecto llevará la Corporación, el que tendrá el carácter de público.  La Corporación deberá publicar el referido registro en su página web.


Tratándose de personas jurídicas, éstas deberán contemplar en sus estatutos el giro de acreditación forestal. Además, el personal que estas entidades destinen a la realización de las actividades de acreditación forestal, deberán tener igual calidad profesional que aquella señalada en el inciso precedente.


Los acreditadores forestales estarán habilitados para certificar:


a) Que los datos consignados en los planes de manejo corresponden a la realidad, y


b) La correcta ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo para obtener las bonificaciones a que se refieren los literales del artículo 23 de esta ley y el artículo 12 del decreto ley Nº 701, de 1974.


Sobre la base de las certificaciones a que se refiere la letra a), del inciso precedente, la Corporación evaluará los planes de manejo, a fin de velar porque ellos cumplan con los objetivos señalados en el N° 18), del  artículo 2° de esta ley.


Con la certificación a que alude la letra b), del inciso tercero de este artículo,  la Corporación podrá autorizar el pago de las bonificaciones que correspondan, informando de ello al Servicio de Tesorerías, para que proceda al pago de las mismas.


Artículo 40.- El reglamento determinará los requisitos para la inscripción, contenido y funcionamiento del registro a que se refiere el artículo anterior, así como las demás normas que regulen la actividad de los acreditadores forestales.  Asimismo, velará por asegurar la disponibilidad de éstos en comunidades apartadas del país.

Artículo 41.- El acreditador que certificare un hecho falso o inexistente será sancionado con la pena establecida en el artículo 193 del Código Penal.


En el caso que el acreditador fuere una persona jurídica, se sancionará en la forma indicada en el inciso anterior a quienes hayan suministrado la información falsa o inexistente que sirvió de base para expedir el certificado falso y a quienes hubieren consentido o actuado concertadamente en la expedición de dicho certificado. 


Para este sólo efecto, se entenderá que los certificados emitidos por los acreditadores constituyen instrumentos públicos.


Desde la formalización de la investigación, el acreditador quedará suspendido del registro respectivo; si fuere condenado, quedará inhabilitado en forma perpetua para ejercer la actividad de acreditador forestal.  Para estos efectos, el juez de la causa notificará a la Corporación tales resoluciones, a fin de que proceda a tomar nota en el Registro de Acreditadores Forestales de la suspensión o inhabilitación perpetua, según proceda.


Si en el hecho señalado en el inciso primero, tuvieren participación alguno de los socios, gerentes generales o administradores de las entidades certificadoras, éstas serán sancionadas con la cancelación definitiva de su inscripción en el Registro de Acreditadores Forestales a que se refiere esta ley. No se inscribirán en dicho Registro nuevas entidades certificadoras en que figuren como socios personas que lo hayan sido, a su vez, de entidades a las cuales se les hubiere cancelado su inscripción, siempre y cuando haya quedado establecido en el procedimiento respectivo que tales personas tuvieron participación en el hecho que motivó la  sanción.  De esta resolución se podrá reclamar  en la forma establecida en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo siguiente.


Artículo 42-  El incumplimiento o infracción de cualquiera otra norma reguladora de la actividad de los acreditadores forestales, será sancionado, según la gravedad de la infracción, con una o más de las siguientes medidas administrativas:

a) suspensión por seis meses;


b) suspensión de su inscripción en el registro hasta por dos años, y

c) cancelación por 5 años de la inscripción en los registros correspondientes, en caso de reincidir más de dos veces.


Las medidas administrativas serán aplicadas mediante resolución del Director Regional correspondiente, las que serán siempre reclamables, debiendo presentarse el recurso ante el Director Regional correspondiente para ante el Director Ejecutivo de la Corporación, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, quien deberá resolver breve y sumariamente estableciendo los motivos de su resolución.


La resolución que absuelva o aplique una medida se notificará al afectado en su domicilio, o a su apoderado, si lo tuviera, por carta certificada.


De la resolución del Director Ejecutivo que aplique una medida administrativa, se podrá recurrir ante el juez de letras en lo civil del territorio jurisdiccional en que hubiera registrado su domicilio el reclamante, sujetándose en todo lo demás a lo dispuesto en el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974.

TÍTULO VI

DE LOS RECURSOS PARA LA INVESTIGACIÓN DEL BOSQUE NATIVO


Artículo 43.- La Ley de Presupuestos de la Nación contemplará todos los años un fondo destinado a la investigación del bosque nativo, cuya finalidad será promover e incrementar los conocimientos en materias vinculadas con los ecosistemas forestales nativos, su ordenación, preservación, protección, aumento y recuperación, sin perjuicio de los aportes privados que puedan complementarlo.


Los recursos que se asignen por este procedimiento serán siempre por concurso público.


Artículo 44.-  Estos recursos estarán dedicados especialmente a incentivar y apoyar:


a) la investigación científica y tecnológica relacionada con el bosque nativo y la protección de su biodiversidad;


b) la investigación y los proyectos de desarrollo tecnológico que propendan a la protección del suelo, de los recursos hídricos, de flora y fauna y de los ecosistemas asociados al bosque nativo;


c) la creación y establecimiento de programas de capacitación, educación y transferencia tecnológica en áreas rurales, dedicados a la instrucción y perfeccionamiento de las personas y comunidades rurales cuyo medio de vida es el bosque nativo;


d) la evaluación de los efectos de las intervenciones en el bosque nativo de acuerdo a esta ley, y


e) el desarrollo de iniciativas complementarias a las indicadas, que permitan aportar antecedentes, información, difusión, conocimiento o recursos tendientes al cumplimiento del objetivo de esta ley.


Artículo 45.- Las políticas e instrucciones para la utilización de los recursos de investigación serán definidas por el Ministerio de Agricultura, a proposición del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 34.  Un reglamento normará los detalles de la administración y destino de estos fondos, como los mecanismos de evaluación de los proyectos y programas en que se emplee.

TÍTULO VII

DEL PROCEDIMIENTO Y LAS  SANCIONES


Artículo 46.- Corresponderá aplicar las sanciones y multas establecidas en la presente ley al juez de policía local que fuere abogado, con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción, el que conocerá en primera instancia de las denuncias que le formularen los funcionarios de la Corporación o de Carabineros de Chile.


Sin embargo, aquellas infracciones que importen la aplicación de multas superiores a 5.000 unidades tributarias mensuales y las que se cometieren dentro de una comuna que no tenga un juez de policía local que sea abogado, serán resueltas, en primera instancia, por el juez de policía local con asiento en la ciudad cabecera de provincia.


Los tribunales a que se refieren los incisos anteriores conocerán de las denuncias que se formularen con arreglo a las disposiciones y procedimiento consignados en la ley Nº 18.287, salvo lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 de la mencionada ley.


La Corporación estará facultada para solicitar ante los Juzgados de Policía Local la aplicación de los apremios establecidos en el inciso primero del artículo 23 de la ley Nº 18.287 y para ejercer las acciones ejecutivas a que se refiere el inciso segundo de dicho artículo, tendientes a hacer efectivo el pago de las multas que se apliquen como sanción a las contravenciones establecidas en esta ley. Asimismo, estará facultada para percibir las costas personales y procesales por las actuaciones en que intervenga, a cuyo pago sean condenados los infractores.


Los delitos contemplados en los artículos 41, 50 y 51 de esta ley serán de conocimiento de los Jueces de Garantía o de los Tribunales de Juicio Oral, según corresponda, con competencia en el territorio en el cual se hubiere cometido el hecho punible.


Artículo 47.- Detectada una infracción a las disposiciones de esta ley o de su reglamento, los funcionarios de la Corporación deberán levantar un acta en que se consignarán los hechos constitutivos de la infracción, indicando el día, lugar, fecha y hora de la diligencia inspectiva, la circunstancia de encontrarse o no presente el supuesto infractor o su representante legal, así como la individualización de éste, su domicilio, si ello fuera posible, y las normas legales contravenidas.


Con el mérito del acta referida en el inciso primero, el respectivo Director Regional de la Corporación deberá efectuar la correspondiente denuncia ante el tribunal competente o al Ministerio Público, según sea el caso, acompañando copia de dicha acta.


Tratándose de una primera infracción y si aparecieran antecedentes favorables, el tribunal podrá disminuir la multa aplicable hasta en un 50%.  Asimismo, podrá absolver al infractor en caso de ignorancia excusable o de buena fe comprobada.


Los controles podrán realizarse mediante fotografía aérea o sensores remotos, sin perjuicio de otros medios de prueba.


Artículo 48.-  Los funcionarios designados por la Corporación para la fiscalización de esta ley y los de Carabineros tendrán el carácter de ministro de fe en todas las actuaciones que deban realizar para el cumplimiento de esa labor.


Los funcionarios de la Corporación sólo podrán ingresar en los predios o centros de acopio para los efectos de controlar el cumplimiento de la ley, previa autorización del encargado de la administración de los mismos.


En caso de negativa para autorizar el ingreso, la Corporación podrá solicitar al juez competente el auxilio de la fuerza pública, el cual, por resolución fundada y en mérito de los antecedentes proporcionados por la Corporación, la podrá conceder de inmediato, salvo que resolviera oír al afectado, en cuyo caso éste deberá comparecer dentro del plazo de 48 horas, contado desde su notificación. 

Para los efectos de lo indicado en el inciso anterior, se considerará que es competente el juez de Policía Local señalado en el artículo 46 precedente.


Artículo 49.- Las acciones destinadas a perseguir las infracciones de esta ley que no constituyan un delito prescribirán en el plazo de cinco años y las que constituyen ilícitos penales prescribirán en la forma y plazos establecidos en el Código Penal.


El plazo de prescripción se contará desde que se hubiera cometido la infracción, salvo respecto de aquéllas de carácter permanente, en que se contará desde que hubiera cesado el incumplimiento.


Cualquiera nueva infracción en el mismo predio interrumpirá las prescripciones que estuvieran en curso.

Artículo 50.- El que presentare o elaborare un plan de manejo basado en certificados falsos o que acrediten un hecho inexistente, a sabiendas de tales circunstancias, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.


Si quien hubiere presentado el plan basado en los certificados a que se refiere el inciso anterior, hubiere percibido una bonificación de las que otorga esta ley, será condenado, además,  al pago de una multa ascendente al triple del monto de la bonificación percibida, la que se reajustará según la variación que haya experimentado el Indice de Precios al Consumidor  entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.


Artículo 51.- El que, con el propósito de acogerse a las bonificaciones establecidas en esta ley, hubiere presentado, a sabiendas, un plan de manejo basado en antecedentes falsos, distintos de los señalados en el artículo 50, será sancionado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Si se hubiere percibido una bonificación, se sancionará, además, con la pena de multa, la que será equivalente al doble del monto de la bonificación percibida, reajustada según la variación que haya experimentado el Indice de Precios al Consumidor entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.

Artículo 52.-  Toda corta de bosque no autorizada hará incurrir al propietario del predio, o a quien la ejecute, en una multa equivalente al doble del valor comercial de los productos cortados o explotados, con un mínimo de 5 unidades tributarias mensuales por hectárea. Cuando los productos se encontraren en poder del infractor, caerán además en comiso, y serán enajenados por la Corporación.  Si los productos provenientes de la corta no autorizada hubieren sido retirados total o parcialmente del predio, el infractor será sancionado con la multa señalada precedentemente, incrementada en un 200%.


Artículo 53.- La corta, eliminación, destrucción o descepado u otra forma de dar muerte a ejemplares de especies clasificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras, insuficientemente conocidas o fuera de peligro, que no corresponda a intervenciones autorizadas de conformidad al  artículo 20 de esta ley, será sancionada con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales por ejemplar, si éste no tuviere valor comercial; en caso contrario, la multa será igual al doble del valor comercial de cada ejemplar objeto de la intervención.


En caso que los productos de la infracción estén en poder del infractor, caerán en comiso y serán enajenados por la Corporación.  Si dichos productos hubieren sido retirados total o parcialmente del predio o centro de acopio, la multa que corresponda al infractor se aumentará en 200%.


En el caso de ejemplares sin valor comercial, el juez de la causa, para aplicar la sanción indicada en el inciso primero, deberá tener en consideración el número de ejemplares intervenidos, el valor científico de los mismos y la clasificación de la especie, para lo cual solicitará un informe al respecto a la Corporación. 


Artículo 54.-  La corta no autorizada de bosque nativo con infracción a lo señalado en los artículos 17 y 18 de la presente ley, hará incurrir al infractor en la multa mencionada en el artículo 52 aumentada hasta en un 100%.


Artículo 55.-  Establécense las siguientes sanciones para las infracciones que se señalan a continuación:


a) incumplimiento de las actividades de protección, con multa de 5 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida, de acuerdo a las prescripciones contenidas en el plan de manejo;


b) incumplimiento a la obligación de reforestar contemplada en los planes de manejo, con multa de 10 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea, entendiéndose siempre como falta grave para el efecto de aplicar la sanción; 


c) el incumplimiento de toda otra obligación contemplada en el plan de manejo forestal, distinta de las señaladas en la letra precedente, con multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por cada hectárea incumplida, a menos que se acredite fuerza mayor o caso fortuito;


d) no acreditar a requerimiento de la autoridad competente, que las maderas que se encuentran en su poder provienen de una corta autorizada por la Corporación, a que se refiere el artículo 59, con multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales;


e) la corta, destrucción o descepado de formaciones xerofíticas, sin un plan de trabajo previamente aprobado por la Corporación y el incumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho plan, con una multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida dependiendo de su gravedad.  Se considerarán faltas graves aquellas que se refieran al incumplimiento de las normas de protección ambiental, y


f) el incumplimiento de las obligaciones contenidas en el plan de manejo de preservación será sancionado con multa cuyo monto será el doble del costo de la acción incumplida.

Artículo 56.- El pago de las multas que se impongan por infracciones a las normas de esta ley no eximirá al infractor del cumplimiento de las correspondientes obligaciones.


Artículo 57.-  El bosque nativo respecto del cual se hubiera pagado alguna de las bonificaciones de esta ley, no podrá ser objeto de corta de cosecha en un plazo diferente al establecido en el plan de manejo forestal.


En el caso de anticipar o postergar la corta de cosecha, el interesado deberá contar previamente con el correspondiente certificado aprobatorio de modificación del plan de manejo forestal.  Si la propuesta no concuerda con los objetivos definidos en el plan de manejo forestal, la Corporación otorgará esta autorización una vez acreditado el reintegro del total de los beneficios percibidos por la aplicación de esta ley.


Sin perjuicio de las sanciones por incumplimiento de los planes de manejo forestal señaladas en el artículo 55, cuando se trate de planes de manejo forestal que hubieran sido beneficiados por las bonificaciones que se contemplan en esta ley, los infractores deberán reintegrar los montos que hubieran percibido por concepto de dichas bonificaciones y perderán los beneficios asociados al concurso que hubieran ganado.

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 58.- No obstante lo establecido en el artículo 5º de esta ley, la Corporación podrá otorgar, a petición del interesado, autorización simple de corta cuando se trate del aprovechamiento o corta de una cantidad reducida de árboles, cuyo número se fijará en cada caso, destinados al autoconsumo o a las mejoras prediales, de acuerdo a la normas que establezca el reglamento, con lo cual se dará cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal.

Artículo 59.- Las personas naturales o jurídicas que participen en cualquiera etapa del proceso de explotación del bosque nativo, incluyendo el transporte amparado en guías de libre tránsito, deberán acreditar, a requerimiento de la autoridad correspondiente, que los productos primarios del bosque nativo que se encuentren en su poder provienen de una corta autorizada por la Corporación.


No obstante lo señalado en el primer inciso, para amparar el transporte de productos primarios provenientes de árboles nativos aislados, que no formen parte de un bosque y que no requieran autorización previa para su corta, la Corporación podrá autorizar guías de libre tránsito.


El reglamento establecerá la forma y contenidos de las guías de libre tránsito que expedirá la Corporación.


Artículo 60.- La bonificación establecida en esta ley es incompatible con la otorgada en virtud del decreto ley Nº 701, de 1974, y sus modificaciones posteriores.

Artículo 61.- La corta, destrucción o descepado de formaciones xerofíticas requerirán de un plan de trabajo previamente aprobado por la Corporación, el que deberá considerar las normas de protección ambiental establecidas en el Título III de esta ley.

Artículo 62.- Los pequeños propietarios forestales podrán organizarse para acogerse a los beneficios que contempla esta ley mediante postulaciones colectivas, efectuadas directamente o por sus organizaciones.


Artículo 63.- En todas aquellas materias que no se encuentren expresamente reguladas en esta ley, se aplicarán supletoriamente las disposiciones de la ley Nº 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.

Artículo 64.-  Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 35 de la ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, la frase “al organismo administrador del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado” por “a la Corporación Nacional Forestal”.

Artículo 65.- Traspásanse a la Corporación Nacional Forestal o a su Director Ejecutivo, según corresponda, las competencias, funciones y atribuciones en materia forestal otorgadas al Servicio Agrícola y Ganadero o a su Director, por las normas que a continuación se indican:


a) Los artículos 14 y 28 de la Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo Nº 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización;


b) Los artículos 6º, 7º, 8º, 9º y 10 del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura, y


c) El artículo 3º transitorio de la ley Nº 18.378 y las normas reglamentarias dictadas en conformidad a dicho cuerpo legal. 


Artículo 66.-   Introdúzcanse las siguientes modificaciones al decreto ley N° 701, de 1974, sobre Fomento Forestal:


1.- Agrégase al artículo 17, el siguiente inciso segundo:


“Tratándose de bosques fiscales, la responsabilidad por el cumplimiento de los planes de manejo y de las demás obligaciones previstas en esta ley, corresponderá a los concesionarios o arrendatarios del inmueble fiscal, o a la persona o entidad autorizada para realizar obras civiles en dichos predios.”.


2.- Incorporáse al artículo 24 bis A), antes del punto final, la siguiente oración precedida de una coma (,):


“salvo que se trate de bosques fiscales, caso en que responderá el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, o la persona o entidad autorizada para realizar obras civiles en dichos predios”. 


3.- Incorpórase, a continuación del artículo 24 bis B), el siguiente artículo:


“Artículo 24 bis C).- Los planes de manejo relativos a bosques fiscales deberán suscribirse por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, o por la persona o entidad autorizada para realizar obras civiles en dichos terrenos. Se requerirá, además, que el plan de manejo sea suscrito por el Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales respectivo, lo que será suficiente para acreditar que el forestador o solicitante tiene alguna de las calidades antes indicadas y que no hay oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º.-  En lo que no sean incompatibles con lo dispuesto en esta ley y en tanto no se dicten los nuevos reglamentos, mantendrán su vigencia los reglamentos dictados sobre la materia.


Artículo 2º.- Las prohibiciones y demás regulaciones del artículo 20 de esta ley podrán aplicarse antes de la clasificación a que se refiere dicho precepto, respecto de aquellas especies vegetales vivas nativas que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estén identificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas en el documento denominado “Libro Rojo” de la Corporación Nacional Forestal. 


Tratándose de ejemplares plantados por el hombre que pertenezcan a la respectiva especie, esta prohibición se aplicará únicamente a las plantaciones que se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación o reparación.


Artículo 3º.- En el plazo que transcurra entre la aprobación de esta ley y el decreto supremo mencionado en el inciso primero del artículo 3º de la misma se considerarán, como tales, los tipos forestales señalados en el artículo 19 del Reglamento Técnico del decreto ley Nº 701, de 1974, aprobado por decreto supremo Nº 259, de 1980, del Ministerio de Agricultura.

Artículo 4º.- En un plazo de 90 días, a partir de la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, la Corporación, conforme a lo establecido en el Título IV, fijará el valor de las actividades bonificables para el período comprendido entre la fecha de vigencia de esta ley y la fecha en que comience a regir la primera temporada a que se refiere el inciso segundo del artículo 23.


Artículo 5º.- Los reglamentos de la presente ley deberán dictarse dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


La designación de los integrantes del Consejo Consultivo deberá realizarse dentro de los sesenta días siguientes a contar de la fecha indicada en el inciso anterior.
- - -

Acordado en las sesiones celebradas los días 10 y 17 de abril, 7, 8 y 15 de mayo, 5 y 12 de junio, 3, 9, 18 y 31 de julio y 6 y 7 de agosto de 2007, presididas por el Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma Correa.  Asistieron por la Comisión de Agricultura, los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala (Antonio Horvath Kiss), Alberto Espina Otero (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Jaime Naranjo Ortiz y Guillermo Vásquez Úbeda (Nelson Ávila Contreras y Alejandro Navarro Brain); y por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala (Alberto Espina Otero), Nelson Ávila Contreras (Guillermo Vásquez Úbeda y Jaime Naranjo Ortiz), Antonio Horvath Kiss, Pablo Longueira Montes (Juan Antonio Coloma Correa) y Alejandro Navarro Brain (Jaime Naranjo Ortiz). 


Sala de la Comisión, a 12 de agosto de 2007.


                      XIMENA BELMAR STEGMANN

       
                   Secretario de las Comisiones unidas

______________________RESÚMEN EJECUTIVO___________________

NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIONES DE AGRICULTURA Y DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE RECUPERACIÓN DEL BOSQUE NATIVO Y FOMENTO FORESTAL

(Boletín Nº 669-01)

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LAS COMISIONES UNIDAS:
- Proteger, recuperar y mejorar los bosques nativos, con el fin de asegurar la sustentabilidad forestal, mediante el instrumental de fomento al manejo y preservación del bosque nativo.

- Introduce las definiciones de árbol, cauce, corta sanitaria, servicios ambientales e incendio forestal;  modifica las de bosque, bosque nativo de preservación, bosque nativo de conservación y protección, corta de cosecha, pequeño propietario forestal, plan de manejo, plantación forestal, productos no maderables y regeneración natural,  y suprime las de especie en peligro de extinción, especie insuficientemente conocida, especie rara, especie vulnerable, reforestación y sitio.

- Norma tanto los planes de manejo de preservación como los planes de manejo forestal; establece el carácter público de los instrumentos de manejo, una vez aprobados; amplía habilitación para elaborarlos y presentarlos a quienes posean título profesional relacionado con ciencias agrarias o forestales; regula planes de manejo de bosques fiscales; faculta a  Conaf para dictar normas generales de manejo y libera a quienes se acojan a ellas de presentar el plan correspondiente, excepto en los casos de concesiones o servidumbres y de las intervenciones de especies protegidas; incorpora norma de validación de cumplimiento en caso de compromisos de regeneración o de reforestación y de medidas de compensación ordenadas por sentencia judicial.

- Precisa que las normas ambientales se aplican a la corta de todo bosque nativo; incorpora la obligación de contemplar en el plan medidas de prevención y combate de incendios forestales; sujeta estos instrumentos al respeto de los corredores biológicos; prohíbe la corta de árboles y arbustos nativos en distancias que señala respecto de cauces permanentes y no permanentes; establece zonas de protección para ciertos humedales y glaciares;  sujeta la corta de árboles en terrenos con una pendiente superior a 45% a que un estudio calificado de suelos lo permita, con métodos de manejo que aseguren cobertura de copas del 60%  y siempre que se realice con sistemas de bajo nivel de impacto sobre el suelo; exime a las cortas sanitarias de la restricción de cobertura de copa residual indicada.    

- Segrega del proyecto las normas de protección ambiental de los monumentos naturales.
- Particularmente, prohíbe la corta o eliminación de los individuos de las especies que se encuentren en alguna de las categorías de protección que establece la Ley de Medio Ambiente, salvo en caso de intervenciones autorizadas por la Corporación y cuyo exclusivo objeto sea realizar investigaciones científicas o inspecciones gubernamentales.  En dichos casos, las intervenciones deberán contar con la autorización de Conaf, por resolución fundada, siempre que la continuidad de la especie en la cuenca no esté amenazada, que sean imprescindibles, y que tengan por objeto la investigación científica, fines sanitarios, la ejecución de construcción de caminos o ejercicio de concesiones o actividades de interés nacional; entrega al reglamento la regulación de las facultades de Conaf para autorizar intervenciones.

- Retira la norma que autorizaba excepcionalmente la sustitución de bosque nativo y la habilitación de sus terrenos para fines agrícolas, así como la disposición que hacía obligatorio reforestar con las mismas especies del tipo forestal intervenido.
-  Crea el Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo, administrado por el Ministerio de Agricultura, con cargo a sus recursos, para bonificar actividades que favorezcan la regeneración o recuperación de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico, o de bosques nativos de preservación, las actividades de silvicultura dirigidas a obtener productos madereros y análogas actividades de manejo y recuperación de bosques para fines distintos a la producción maderera; así como a los planes de manejo concebidos bajo el concepto de ordenación forestal y el manejo de renovales.  
· Establece un régimen de concurso especial para los pequeños propietarios forestales y acrece el monto de bonificaciones hasta en un 15%.

-  Instituye el Consejo Consultivo del Bosque Nativo, con integración público privada, dotado de competencia legal reglada.

-  Autoriza la existencia de acreditadores forestales como colaboradores de la Corporación Nacional Forestal en sus funciones de certificación y fiscalización; crea el registro público correspondiente; establece requisitos; tipifica las conductas constitutivas de delitos o de infracciones y determina las sanciones, según la naturaleza del ilícito.

-  Dispone que cada año la ley de presupuestos consultará un fondo para financiar investigaciones y enuncia los fines a que podrán destinarse dichos recursos.
-  Explicita las reglas procesales aplicables a las faltas y a los delitos contra la fe pública que se cometan con ocasión de la elaboración o presentación de planes de manejo o con la percepción de bonificaciones; fija competencia y legitima a la Corporación Nacional Forestal para perseguir el cobro de las multas ante el propio tribunal que las fije.

-  Fortelece el rol institucional de la Corporación Nacional Forestal al asignarle potestades públicas, modifica la ley N° 18.362 y le asigna a la Corporación Nacional Forestal directamente las funciones de supervisor de las áreas silvestres protegidas de propiedad privada; le traspasa a aquélla funciones y atribuciones actualmente radicadas en el  Servicio Agrícola y Ganadero, en materia de bosques fiscales.  
II. ACUERDOS:  Indicaciones:

Números

1
Rechazada 6x4.

2
Rechazada 5x5.

3 y 4
Rechazadas 8x1.
5
Rechazada 8x1.
6
Retirada.

7
Rechazada 7x2.

8
Rechazada 10x0.

9
Rechazada 10x0.

10
Rechazada 6x4.

11
Rechazada 10x0.

12 y 13
Rechazadas 6x4.

14
Aprobada 8x0.

15
Rechazada 4x2.

16
Aprobada 6x0 con modificaciones.

17, 18 y 19
Rechazadas 6x0.

20
Rechazada 4x2 abs.

21
Rechazada 4x2.

22
Aprobada 6x0.
23 y 24
Aprobadas 6x0 con modificaciones.

25
Rechazada 6x0.

26
Aprobada 6x0

27
Rechazada 10x0.

28
Rechazada 6x0.

29
Aprobada 10x0 con modificaciones.

30
Aprobada 7x0
31 
Aprobada 7x0,con modificaciones.

32
Inadmisible.

33
Aprobada 7x0.

34
Rechazada 7x0.

35
Rechazada 6x1.

36
Rechazada 5x2.

37
Rechazada 10x0
38
Retirada.

39
Rechazada 7x0.

40, 41, 42 y 43
Inadmisibles.

44
Rechazada 4x2.

45
Rechazada 6x0.
46 y 47
Inadmisibles.

48
Rechazada 6x0.

49
Rechazada 8x0.

50
Rechazada 6x0.

51 y 52
Inadmisibles.

53
Aprobada 6x0.

54 y 55
Rechazadas 4x2.

56
Aprobada 6x0.
57
Aprobada 10x0.

58
Retirada.

59
Aprobada 10x0 con modificaciones.

60
Rechazada 10x0 
61
Rechazada 10x0.
62
Rechazada 10x0 
63
Retirada.

64
Rechazada 8x1.

65
Rechazada  7x1.
66
Retirada.

67
Rechazada 6x2

68, 69 y 70
Inadmisibles.

70 bis
Aprobada 9x0 con modificaciones.

71
Inadmisible.

72
Retirada.
73
Inadmisible.

74
Aprobada 7x2

75, 76 y 77
Retiradas.

78
Rechazada 10x0.

79
Retirada.

80
Inadmisible.

81
Retirada.

82, 83, 84, 85, 86,
Inadmisibles.

87, 88, 89, 90, 91,
Inadmisibles.

91 bis y 92
Inadmisibles.

93
Rechazada 10x0.

94, 95, 96, 97, 98
Inadmisibles.

99, 100 y 101
Inadmisibles.

102
Rechazada 9x1.

103
Aprobada 10x0 con modificaciones.

104
Retirada.

105
Inadmisible.

106
Aprobada 10x0.

107 y 108
Inadmisibles.

109 y 110
Rechazadas 6x2.

111
Aprobada 8x0

112
Aprobada  8x0 con modificaciones.

113
Aprobada 8x0.

114, 115, 116, 117
Inadmisibles.

118, 119, 120, 121
Inadmisibles.

122 y 123
Inadmisibles.

124
Rechazada 6x2.

125 y 126
Inadmisibles.

127
Rechazada 9x0.

128, 129 y 130
Rechazadas 7x2.

131
Rechazada 5x1 y 1 abs.

132 
Aprobada 9x0
133
Rechazada 6x0.
134
Rechazada 8x1 .
135
Rechazada 10x0 
136 letra a).
Rechazada 7x1.

136 letra b) 
Rechazada 5x3.

137 y 138
Rechazadas 6x1.

139
Rechazada 7x1.

140
Rechazada 7x1.

141 Inciso primero 
Rechazado 5x1 y 2 abs.



      Incisos segundo
        y tercero:
Rechazados, 5x3.

142 y 143
Retiradas.

144
Rechazadas 8x 2 abstenciones .

145, 146 y 147
Rechazadas 6x2.
148
Rechazada 7x1.

149
Aprobada 6x0 con modificaciones.

150
Aprobada 6x0.

151
Rechazada 6x0.

152
Aprobada 10x0 con modificaciones.

153, 154 y 155
Rechazadas 6x3.

156
Rechazada 8x2.

157 y 158 
Rechazadas 10x0.

159
Aprobada 10x0 con modificaciones.

160
Rechazada 5x3 y 1abs.
161
Aprobada 10x0.
162 y 163
Rechazadas 6x3.
164 y 165
Rechazadas 5x3 y 1 abs.
166
Rechazada 8x0.
167
Inadmisible.

168
Rechazada 5x4.

169
Rechazada 10x0. 

170, 171 y 172
Inadmisibles.

173
Aprobada 10x0.

174
Aprobada 10x0.

175
Rechazada 8x0.

176
Rechazada 10x0.

177
Retirada.

178 y 179
Rechazada 8x0.

180
Rechazada 8x2 abstenciones.
181, 182, 183,
Rechazadas 7x0
184, 185, 186 
Rechazadas 7x0
187
Rechazada 7x0.

188, 189 y 190
Rechazadas 7x0
191 y 192
Rechazadas. 7x0
193 y 194
Rechazadas 7x0
195 y 196
Rechazada 7x1.

197, 198 y 199
Inadmisibles.

200
Rechazada 9x1 abstención.

201
Rechazada 10x0.

202, 203 y 204
Inadmisibles.

205, 206 y 207
Inadmisibles.

208
Rechazada 8x0.

209, letra a)
Rechazada 10x0.
        letra b)
Aprobada 7x0
210
Rechazada 9x0x.

211
Rechazada 10x0.

212
Rechazada 8x0.

213
Rechazada 6x0.
214
Rechazada 6x0.

215
Rechazada 6x0.

216
Rechazada 6x0.

217
Rechazada 6x0.

218 y 219
Inadmisibles.

220 Nº 1
Aprobada 6x1 con modificaciones.

220 Nºs 2 y 3
Aprobada 7x0.

221
Inadmisible.

222
Rechazada 7x0.

223 
Rechazada 6x0.

224 y 225
Rechazadas 6x0.
226
Rechazada 6x0.
227 art. 3° 
Rechazada 6x0.

227 arts. 4° y 5°
Inadmisible.
228
Rechazada 6x0.
229
Aprobada  8x1.

230
Aprobada 10x0, con modificaciones

231
Aprobada 10x0

232
Aprobada 8x0.

233
Aprobada 10x0.

234
Rechazada 10x0
235
Aprobada 8x0

236
Aprobada 10x0.

237
Aprobada 8x0, con modificaciones.

238
Rechazada 10x0.

239
Aprobada 8x0 con modificaciones.
240
Aprobada 8x0, con modificaciones.

241
Rechazada 10x0

242
Aprobada 10x0

243
Rechazada 6x0

244 a)
Aprobada 10x0, con modificaciones.

244 b) y c)
Rechazadas, doble empate.

245
Aprobada 8x0.

246
Aprobada 8x2 abstenciones.

247
Aprobada 10x0, con modificaciones.

248
Aprobada 10x0, con modificaciones.

249
Aprobada 8x0, con modificaciones.

250
Aprobada 7x1.

251
Rechazada 9x1 abstención.

252
Rechazada 10x0.

253
Rechazada 10x0.

254
Aprobada 8x0, con modificaciones.

255
Aprobada 10x0, con modificaciones.

256
Aprobada 8x0.

257
Aprobada 9x0, con modificaciones 

258
Rechazada 10x0.

259
Rechazada10x0.

260
Aprobada 10x0 con modificaciones.
261
Rechazada 8x0.

262
Aprobada 9x0.

263
Rechazada 10x0.

264
Aprobada 10x0

265
Rechazada 6x0

266
Aprobada 8x0.

267
Aprobada 8x0

268 a) 
Rechazada 6x0

       b)
Aprobada 6x0

       c) 
Aprobada 6x0, con modificaciones.

269
Rechazada 6x0

270
Rechazada 6x0

271
Aprobada 6x0, con modificaciones

272
Aprobada 8x0.

273
Aprobada 6x0.

274
Aprobada 6x0.

275
Rechazada 6x0.

276
Aprobada 6x0

277
Rechazada 6x0.

278
Aprobada 6x0 con modificaciones
279
Rechazada 6x3.

280
Rechazada7x2

281
Rechazada 10x0.

282
Retirada

283
Aprobada 10x0.

284
Aprobada 8x0.

285
Rechazada 7x3

286
Aprobada 8x0

287
Retirada

288
Aprobada 10x0, con modificaciones.

289
Retirada.

290
Retirada.

291
Aprobada 10x0, con modificaciones.

292
Aprobada 10x0.

293
Aprobada 10x0.

294
Retirada.

295
Retirada.

296
Aprobada 10x0

297
Aprobada 10x0, con modificaciones.

298
Inadmisible.

299
Aprobada  8x0.

300
Aprobada 10x0, con modificaciones.

301
Aprobada 8x0.

302
Aprobada 10x0

303
Aprobada 10x0, con modificaciones.

304
Aprobada 10x0.

305
Aprobada 10x0.

306
Retirada

307
Rechazada 7x3.

308
Aprobada 10x0

309
Aprobada 6x0 con modificaciones

310, art. 16.
Aprobada 6x0      



        Art. 17
Aprobado 8x0, con modificaciones.

311 Rechazada 8x0.

312 Rechazada 8x0.

313 Rechazada 8x0.

314 Rechazada 8x0
315 Rechazada 8x0.

316 Rechazada 8x0.

317 Rechazada 8x0.

318 Aprobada 8x0.

319 Rechazada 8x0.

320 Rechazada 8x0

321 Rechazada 8x0

322 Inadmisible

323 Inadmisible

324 Inadmisible

325 Inadmisible

326 
Aprobada 9x1 abstención, con excepción de la letra c), del artículo 23, 7x 3 abstenciones.

327
Aprobada 10x0, con excepción de los artículos 27, 9x1 abstención, cuyas oraciones: “monto bonificable solicitado;” y “parte del financiamiento de cargo del interesado”,  aprobadas 7x3; y 34 aprobado 8x0.

328
Aprobada 10x0.
329
Aprobada 8x0 con modificaciones.

330
Aprobada 10x0.

331
Inadmisible.

332
Inadmisible.

333
Aprobada8x0, con modificaciones.

334
Aprobada 10x0, con modificaciones.

335
Aprobada 9x0, con modificaciones.

336
Aprobada 6x0, con modificaciones.

337
Aprobada 6x0, con modificaciones.

338
Aprobada 6x0, con modificaciones.

339
Aprobada 6x0, con modificaciones.

340
Rechazada 8x1.

341
Aprobada 6x0 con modificaciones.

342
Aprobada 6x0, con modificaciones.

343
Aprobada 8x0, con modificaciones.
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN:  Consta de 66 artículos permanentes y cinco transitorios.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL:  debieran ser orgánicas constitucionales, de acuerdo con el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental las siguientes disposiciones: el inciso cuarto del artículo 8º, y los artículos 10, 34 (42) y 38 (46).


Asimismo, son normas de rango orgánico constitucional de acuerdo con el artículo 66, inciso segundo, en relación con el artículo 38, inciso primero de la Constitución Política de la República, los siguientes preceptos:  4º, 5º, 8º, 9º, 10, 11, 12, 13, 16 (actual 17), 19 (actuales 20 y 21), 23 (32), 25 (34), 26 (4º transitorio), 27 (35), 30 (38), 31 (39), 33 (10), 34 (42), 37 (45), 39 (47), 40 (48), 42 (50), 43 (51), 45 (52), 46 (53), 51(58), 52 (59), 54 (61), y los artículos 58 (60) y 59 (61), en atención a que modifican tácitamente la ley Nº18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, de conformidad con el inciso segundo del artículo 66, en relación con el artículo 38, inciso primero de la Constitución Política de la República.
V.
 URGENCIA:  simple.
VI. ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S. E. el Presidente de la República. Cabe dejar constancia de que durante la tramitación del proyecto en el Honorable Senado y con ocasión del primer informe, el texto contenido en el Mensaje fue sustituido por una indicación del Ejecutivo.
VII.   TRÁMITE CONSTITUCIONAL:  segundo.

VIII. APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS:  las disposiciones de ley común fueron aprobadas por 63 votos y 26 abstenciones.  Las normas de rango de ley orgánico constitucional fueron aprobadas por 87 votos y 2 abstenciones.

IX. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO:  9 de marzo de 1994.
X. TRÁMITE REGLAMENTARIO: nuevo segundo informe.  Pasa a la Sala.
XI. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:

1. Decreto supremo Nº 4.363, del Ministerio de Tierras y Colonización, de 1931, que aprueba el texto definitivo de la Ley de Bosques.

2. Ley Nº 18.362, de 1984, que crea un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.

3. Decreto ley Nº 2.565, de 1979, que sustituye el decreto ley Nº 701, de 1974, y somete los terrenos forestales a las disposiciones que señala.

4. Decreto supremo Nº 259, del Ministerio de Agricultura, de 1980, Reglamento del decreto ley Nº 701, de 1974, sobre Fomento Forestal.

5. Decreto supremo Nº 316, del Ministerio de Agricultura, de 1980, que reglamenta el pago de las bonificaciones establecidas en el decreto ley Nº 701, de 1974.

6. Decreto supremo Nº 193, del Ministerio de Agricultura.  Reglamento Técnico del decreto ley Nº 701, de 1974.

7. Ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

8. Decreto Nº 1.963, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1995, que promulga el Convenio sobre Diversidad Biológica.

9. Decreto supremo Nº 30, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 1997, que reglamenta el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 

10. Decreto supremo Nº 95, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2002, que modifica el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.  

11. Decreto supremo N° 75, Ministerio Secretaría General de la Presidencia, del 3 de junio de 2004, Aprueba Reglamento para la Clasificación de Especies Silvestres; publicado en el Diario Oficial del 11 de mayo de 2005.

12. Decreto ley N° 3.485, del 10 de septiembre de 1980, aprueba Convención relativa a las Zonas Húmedas de Importancia Internacional, especialmente como Hábitat de las Aves Acuáticas.
13. Ley Nº 18.910, que sustituye la Ley Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario.

14. Decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Agricultura, de 1968, sobre Comunidades Agrícolas.

15. Decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, que fija el texto refundido y sistematizado de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

16. Ley Nº 19.880, establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.

17. Artículo 23, Ley de Impuesto a la Renta.  Decreto ley Nº 824, del Ministerio de Hacienda, de 1974.

18. Ley Nº 15.231, sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local.

19. Ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

20. Artículos 57 y 58 del Código Tributario.

21. Artículos 193, 194 y 196, del Código Penal.

_____________________________________________________________

Valparaíso, 12 de agosto de 2007.

                XIMENA BELMAR STEGMANN


                      Secretario de las Comisiones unidas

ÍNDICE

PÁGINAS

	1) NORMAS DE QUÓRUM


	3

	2) CONSTANCIAS SEGÚN EL ARTÍCULO 124 DEL

    REGLAMENTO DEL SENADO. 
	3

	3) DISCUSIÓN EN PARTICULAR


	41

	4) CAPÍTULO DE MODIFICACIONES


	233

	5) TEXTO DEL PROYECTO


	265

	6) RESÚMEN EJECUTIVO


	298


